
Santo Domingo • Distrito Nacional • República Dominicana

Fundado el 31 de agosto de 1910

Suprema Corte de Justicia
PODER JUDICIAL

BOLETÍN JUDICIAL

1984
Enero

Año 74º

Boletín Judicial Núm. 878



ASO LXXIV	 ENERO, 198I	 N°878

BOLETIN JUDICIAL
ORGANO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA

FUNDADO EL 31 DE AGOSTO DE 1983.

Dr. Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente.

Dr. Darío Balcácer,
SegundoSustituto de Presidente;

JUECES:

Lic. Fernando E. Ravelo de la Fuente. Lic. Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Dr. Luis Victor García de Peña, Dr.
Hugo H. Goicochea, S., Dr. Abelardo Herrera Piña, Dr Máximo
Fuello Renville.

DR. ANTONIO ROSARIO,
Procurador General de la República.

Señor MIGUELJACOBO F.,
Secretario General y Director del Boletín Judicial.

Editora del Caribe, C. por A., Santo Domingo, D. N.



f

BOLETÍN JUDICIAL
ORGANO DE LA SUPREMA CORTE DFJI'STICIA

FUNDADO EL 31 DE AGOSTO DE 1983
DIRECTOR:

SECRETARIO GRAL. DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA

SUMARIO _

RECURSO DE CASACION INTERPUESTO POR:
Págs.

Francisco Miranda 	 	 C

Manuel G. Pimentel Lebrón 	  	  10
Materiales Bojos, C. por A.. .. 	 	 	 18
Luis Manuel Ramírez Acosta y compartes 	  22
Procurador General de la Corte de Apelación de Santo
Domingo y compartes 	  29
Angel María Beltré y compartes 	  37
Cirilo Salcedo 	  43
Consejo Estatal del Azúcar 	  46
Dr. Rufino Paniagua Guerrero 	  52
Hilario Ferrer 	  56
Jacobo Vargas 	 	 59
Bienvenida Martinez Cabrera 	  62
Nelson B. Medina de Padua 	  69
Gulf and Western Americas Corp. 	 	 74
Rafael Cortorreal y compartes 	  94
Manuel de Js Gil Gil y compartes. 	  99
Héctor Frias y compartes 	 105
César V Silvestre y comparte 	  111
Pura Hernández 	  116
Francisco Núñez Perzo y compartes 	  122

N°878ENERO, 1981AÑO I.XXIV



SUPREMA CORTE DE JUSTICIA

DISCURSO

LEIDO POR EL

DR. MANUEL D. BERGES CHUPA'«

PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE

JUSTICIA EN LA

SOLEMNE APERTURA DE LOS TRIBUNALES

CELEBRADA EL 7 DE ENERO DE 1983.

EDITORA DEL CARIBE, C. POR A.

Santo Domingo, D. N.

-T7

4	 BOLETIN JUDICIAL

Manuel Acosta Contreras y compartes
Agustín Reyes Durán y compartes
Pedro Batista Rodriguez y compartes
Marcelino C. Calderón Durán
Juan Payanu Rivera y compartes
Francisco Reynoso y compartes 	
Camilo Laurencio y compartes
José de la Cruz
Banco de Reservas de la República Dominicana
Leonidas Rodríguez y compartes 	
Miguel A. Suero B. y compartes 	
Alberto Pérez y Pérez y compartes 	
Adolfo Cosmo Liranzo 	
Suyodora Ma. Encarnación y compartes 	
Miguel A. Hernández y compartes 	
Enrique Silvestre y compartes
Alcibiades Brea y compartes
Labor de la Suprema Corte de Justicia, durante el mes de
enero de 1984 	 229

	  128
	  134

140
	 144

150
155
160

	  165
170
179
184
190
197
202
207
212

	 220



1

irr
1,

4	 BOLETIN JUDICIAL,

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA

DISCURSO

LEIDOPOREL

DR. MANUEL D. BERG ES CHUPANI

PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE

JUSTICIA EN LA

SOLEMNE APERTURA DE LOS TRIBUNALES

CELEBRADA EL 7 DE ENERO DE 1983.

EDITORA DEL CARIBE, C. POR A.

Santo Dom ingo, D. N.

Manuel Acosta Contreras y compartes
Agustín Reyes Durán y compartes
Pedro Batista Rodriguez y compartes
Marcelino C. Calderón Durán
Juan Payan° Rivera y compartes
Francisco Reynoso y compartes 	
Camilo Laurencio y compartes
José de la Cruz
Banco de Reservas de la República Dominicana
Leonidas Rodriguez y compartes 	
Miguel A. Suero B. y compartes 	
Alberto Pérez y Pérez y compartes 	
Adolfo Cosmo Liranzo 	
Suyodora Ma. Encarnación y compartes 	
Miguel A, Hernández y compartes 	
Enrique Silvestre y compartes
Alcibiades Brea y compartes
Labor de la Suprema Corte de Justicia, durante el mes de
enero de 1984 	 229

	  128
	  134

140
	 144

150
155
160

	 165
170
179
184
190
197
202
207
212

	 220



de sus motivos y de cada uno de sus artículos, se podrá
obtener un concepto cabal de ese instrumento para darle la
interpretación que corresponde.

A propósito de la importancia del conocimiento de la ley, se
cuenta que cuando Pierre Pithou terminó sus estudios de
humanidades en el colegio y se disponía a realizar estudios de
Derecho en la Universidad, su padre le recomendaba: "di-
viértete con los textos de la ley sin detenerte en las glosas ni
en los comentarios de los doctores".

Ciertamente resulta exagerada la afirmación de que cuando
se le platea un asunto a un jurista es raro que abra su código o
que lea la ley; se lanza a consultar los comentarios o los
precedentes jurisprudenciales y se atiene a ellos.

Esa es una práctica no recomendable. Sólo después de ha-
berse estudiado profundamente el texto de la ley es cuando
procede examinar y ponderar los comentarios que acerca de
la misma se han hecho, así como estudiar los precedentes
que se hayan sentido, para luego meditar acerca de los
propósitos perseguidos por el legislador para darle al texto su
debida interpretación.

No hay dudas de que para que se pueda hacer la correcta
interpretación de una ley, es indispensable que el juez
conozca a fondo, a plenitud dicha ley.

Santiago Sentís Melendo, antiguo Profesor argentino de
Derecho Procesal, al explicar en su obra El Juez y El Derechq
el aforismo IURA NOVIT CURIA, el juez conoce el derecho,
expone la actitud del juez frente al derecho que ha de aplicar:
"su deber de conocerlo, y por tanto de estudiarlo; su facultad
de interpretarlo; su libertad en la aplicación". (Pág. 12/.

Se ha dicho que el juez tiene un poder para decidir seguún
su leal saber y entenderr. Esto es cierto, pero dentro de los
términos y propósitos de la ley.

En nuestro sistema jurídico legalista el juez sólo puede
tomarse las libertades que el imperio de la ley permita. Por
supuesto que esto no significa que los jueces no puedan dar
soluciones de justicia sustantiva a los asuntos que se le
sometan, mediante el ejercicio honesto de sus facultades de
interpretación de los textos oscuros o ambiguos de la ley.

Es más, el propio imperio de la ley en el artículo 4 del Có-
o:igo Civil, obliga al juez a decidir el caso y a hacerlo de
conformidad con los principios generales del derecho, la
razOn y la equidad, cuando haya silencio, oscuridad o

-1 —
Excelentísimo Señor Presidente de la República

Doctor Salvador Jorge Blanco,

Excelentísima Seabra Asela Mera de Jorge,

Honorables Magistrados del Orden Judicial,

Señor Presidente del Colegio de Abogados de la República

Señores Abogados,

Distinguidos Invitados,

Damas y Caballeros:

El Imperio de la ley nos reúne hoy aquí, para declarar, en
esta audiencia solemne, reanudadas las labores judiciales
correspondientes al año 1984.

IMPERIO DE LA LEY

He utilizado la expresión "imperio de la ley" para iniciar mis
palabras de hoy, porque este alto tribunal que me honro en
presidir tiene, como Corte de Casación, la difícil misión de
asegurar la unidad de la interpretación judicial de la ley, de
ese vasto y complejo imperio de normas, mandatos y
obligaciones a los cuales debemos todos fiel acatamiento.

CONOCIMIENTO DE LA LEY

Decía Henri Capitant, el célebre civilista francés que uno de
los factores esenciales de la educación jurídica y que debe ser
colocado en primer plano, es la lectura y la meditación de los
textos de ley, (Les grands Arrets de la juriprudence civile, ed.
1976, pág. XIII/.

Hay que conocer la ley en toda su extensión, los motivos
de la misma, los propósitos y alcances perseguidos. Luego de
un estudio reflexivo, meditado, del contexto general de la ley
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insu trence de la ley, pues en definitiva, lo que se desea es
que haya una buena administración de justicia, impartida con
seriedad y honestidad, sin demagogia y sin arbitrariedades.

-Aspiramos que el pueblo dominicano tenga confianza
plena en las personas a quienes se les ha encomendado la
elevada misión de impartir justicia. Que las partes litigantes y
los abogados tengan la íntima convicción de que en la
solución de los casos no han mediado intereses espurios.

El antiguo Magistado Primer Presidente de la Corte de
Casación de Francia, Maurice Aydalot, en su libro El Hombre
y su Oficio, ha dicho que "los esfuerzos del Magistrado deben
tender hacia el ideal de transparencia de la justicia".

Se ha afirmado que constituye impericia, ignorar o no
entender lo que todos saben, o no ver lo que todos ven.

De manera que los jueces debemos tener mucho ciudado
para evitar que nuestra conducta se ponga en tela de dudas
por no ver lo que todos ven o ignorar, o no entender, lo que
todos saben.

Los latinos en un viejo aforismo decían: in dubiojudex non
dolo sed per imperitiam male judicasse praesumitur, lo que
significa que: En la duda, se presume que el Juez juzgó mal
por ignorancia, no por dolo.

Siguiendo una norma tradicional me voy a permitir nacer
un breve comentario de las principales sentencias que fueron
dictadas durante el año 1983, y que en cierto modo trazan las
orientaciones de este alto tribunal

PROCEDIMIENTO CIVIL

Hemos decidido que es obligación del litigante que alega la
irregularidad de un acto procesal, aportar al debate el original
o la copia que se le notificara del acto argilido como irregular,-
a fin de que la Corte sea puesta en condiciones de comprobar
la veracidad de la irregularidad alegada y si la misma causó
agravio a quien la invoca. Cas. 16 Marzo 1983, B. J. 868 p.
693.

También decidimos que cuando el intimado, como ocurrió
en la especie, es admitido en cualquiera medida de ins-
trucción en su interés, y no haya procedido a realizarla,
conserva, a pesar de su actitud, el derecho de pedir la
perención, si se han cumplido los re quisitos del artículo 497
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del Código de Procedimiento Civil, aunque a e! le corres-
ponda ejecutar las medidas de instrucción. Cas. 16 de Marzo
1983, B. J. 868 p. 688.

Haciendo aplicación del artículo 150 del Código de Proce-
dimiento Civil, modificado por la ley 845 de 1978, hemos
nantenido el criterio de que si el demandado no comparece,
no obstante haber sido citado por acto notificado a su
persona misma, o a la de su representante legal, o si el aboga-
do ya constutuido por dicho demandado no asiste a la
audiencia a presentar conclusiones, la sentencia en defecto
que intervenga contra dicho demandado, se reputará con-
tradictoria, sin que tengan que proclamarlo los jueces, y esa
sentencia no será susceptible de oposición. Cas 11 Marzo
1983, B. J. 868 p. 622

Con motivo de una acción principal en nulidd de una
decisión de la Comisión de Apelación del Control de Al-
quileres de Casas y Desahucios, tuvimos la oportunidad de
proclamar que las decisiones del Control de Alquileres de
Casas y de la Comisión de Apelaciones de dicho Control, son
órganos jurisdiccionales de carácter administrativo, cuyas
decisiones tienen carácter de definitivas, sometidas a todas
las reglas de forma y de fondo que rigen las sentencias
emanadas de los tribunales ordinarios, por lo que no son
susceptibles de una acción principal en nulidad incoada por
ante los tribunales ordinarios. En la especie la casación se
pronunció sin envío pues no quedaba nada por juzgar. Cas.
15 Junio 1983.

En relación con los artículos 15 de la Ley de Organización
Judicial y 1030 del Código de Procedimiento Civil, decidimos
que la ley no ha pronunciado la nulidad del acto notificado en
día de fiesta legal, sino que ha limitado la sanción, por
aplicación del artículo 1030 del Código de Procedimiento Ci-
vil, a imponer una multa al Alguacil que haya actuado in-
debidamente. Cas 31 Agosto 1933.

También decidimos que cuando un extranjero transeunte
persigue el levantamiento o la nulidad de un embargo trabado
en su contra, no tiene que prestar fianza judicatum solvi,
puesto que su actuación implica el ejercio del derecho de de-
fensa como demandado. Cas. 31 Agosto 1983.

Decidimos que no procede la reapertura de debates para
depositar documentos "nuevos" si se comprueba que los
impenetrantes de la rea pertura poseían los referidos
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documentos desde varios meses antes de la fecha de la
audiencia, por lo que no se trataba de documentos nuevos
que pudiesen justificar dicha reapertura. Cas. 23 de Febrero
1983, B. J. 867, p. 525.

DERECHO COMERCIAL	 •

Por otra parte, tambien decidimos que las Compañías de
comercio constituidas con arreglo a una ley extranjera, como
ocurrió en la especie, se presume que tienen su domicilio en
el país de su constitución; y que si alegan tener domicilio en la
República Dominicana, deben aportar la prueba de que han
sido autorizadas por el poder Ejecutivo a establecer su
domicilio en nuestro país, de conformidd con las dis-
posiciones del artículo 13 del Código Civil. Cas. 16 de Marzo
1983, B. J. 866, p. 698.

DERECHO CIVIL

Con motivo de un recurso de casación, contra una sentencia
que admitió un divorcio por incompatibilidad de caracteres,
tuvimos la oportunidad de decidir que si bien es cierto que las
actas en que recogen los decires de las partes y las
declaraciones de los testigos no están firmadas por dichas
personas, también es verdad que tales actas están firmadas
por dichas personas, también es verdad que tales actas están
firmadas por el Secretario de la Corte que las redactó y por el
Magistrado que presidió la audiencia en que se produjeron lo
que le otorga a dichas actas el carácter incuestionable de
actas auténticas, independientemente de que estén firmadas
o nó, por los declarantes. Cas. 25 Marzo 1983, B. J. p. 832.

Tuvimos la oportunidad de acumular una sentencia que
había fijado, en forma global, una suma X por concepto de
provisión ad-litem y de manutención. Esa forma de proceder
es incorrecta, puesto que tales medidas de protección están
sometidas a reglas diferentes en cuanto a su fijación y
efectos; mientras la pensión alimentaria tiene que ser fijada
en relación con las posibilidades económicas de los esposos,
conforme al artículo ad-litem es un avance que corresponde
a la esposa en la comunidad, lo que puede el es poso deducir

6 _

de ésta al momento de su liquidación y debe ser suministrada
una sola yaz en cada instancia; que en la forma global como
procedió la Corte a-qua para otorgar tales pensiones no
permite determinar de la suma fijada, qué proporción
corresponde a la provisión ad-litem que debe ser pagada una
sola vez, y,cuál corresponde para la pensión de alimentos.

25 de Marzo 1983, B.J. 868, Pág. 860.
En relación con una demanda en nulidd de un acto de

pártición de una comunidad matrimonial, redactado antes de
la disolución del matrimonio, tuvimos la oportunidad de
proclamar que como el referido acto de partición fue ejecuta-
do voluntariamente por las partes después de la disolución
del régimen matrimonial, tal ejecución voluntaria equivale
a una confirmación táctica de la partición, la cual era posible
porque se produjo después de haber cesado la causa de la
nulidad. Cas. 9 Febrero, B. J. 867, p. 384.

En varias oportunidades tuvimos ocación de decidir que los
jueces están obligados a señalar y describir las lesiones
corporales sufridas por los que han obtenido reparaciones ci-
viles con motivo de accidentes, y particularmente cuando las
víctimas han podido concurrir con su hecho en la causa del
daño o en el agravamiento del mismo.

MATERIA PENAL

En relación con la aplicación del artículo 61 de la Ley 285
de 1966, contentiva del Código de Justicia Policial tuvimos la
oportunidad de decidir que los alegatos de incompetencia de
los tribunales policiales deben ser propuestos por ante los
jueces del fondo; si no lo hacen así, no los pueden proponer
por primera vez en casación. Cas 11 de Abril 1983, B. J. 869,
p. 901.

MATERIA LABORAL

Hemos decidido que los documentos aunque emanen de
una de las partes o las declaraciones de personas ligadas a
una de ellas, no pueden, por esa sola circunstancia, ser
descartados por los jueces del fondo, como elementos y aún
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de ésta al momento de su liquidación y debe ser suministrada
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corresponde a la provisión ad-litem que debe ser pagada una
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para una mejor sustanciación del caso.
Cas. 22 de Abril 1983, B.J. p. 1016

SEGURO OBLIGATORIO DE VEHICU LOS DE MOTOR

Decidimos que la cancelación de una Póliza, por aplicación
del artículo 50 de la ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor, debe hacerse por escrito al
asegurado aun cuando se trate de la cancelación por falta de
pago de la prima. La finalidad de la ley quedaría frustrada si
no se le diera al asegurado en esos casos, la oportunidad de
saber, con la debida antelación que su Póliza va a ser can-
celada. La sola comunicación de la cancelación a la
Superintendencia de Seguros o al Registro Civil no cumple el
voto de la ley. Cas.22 Abril 1983, B.J. 869, p. 1067.

Asimismo decidimos que la ley 126 de 1971, sobre Seguros
Privados tiene un dominio y alcance general sobre todos los
seguros privados de la República y comprende los accidentes
de tránsito, no solamente por la deducción lógica de la
generalidad de los términos de sus dos primeros artículos, en
los que define el contrato y las operaciones de seguros, sino
también porque de manera expresa incluye dicho riesgo, tal
como resulta al referirse, entre otros, en el artículo 6 letra f) a
que los efectos de la ley se aplican a los vehículos de motor y
responsabilidad civil, y en el artículo 32 en el que se establece
que "cuando los documentos indicados en el artículo anterior
correspondan al ramo de incendio y líneas aliadas, y a los
riesgos de vehículos de motor y responsabilidad civil cubierta
por la Póliza de Seguros de Vehículos de Motor, tendrán
texto, alcance y limitaciones uniforme para todos los
aseguradores"; que el artículo 35 de la citada ley 126, dispone
que se establece una prescripción extintiva de dos años a
partir de la fecha de la ocurrencia del siniestro, después de la
cual el asegurado o los terceros, no podrán establecer
ninguna acción contra el Asegurador o Reasegurador"; que,
por tanto, en lo que respecta a la entidad aseguradora, en
materia de accidentes de automóvil la prescripción aplicable a
la acción civil es la de dos años establecida en el artículo 35 de
la ley 126 y no la de tres años del artículo 455 del Código de
Procedimiento Criminal. Cas.19 de Octubre 1983.

EN CUANTO AL RECURSO  DE CASACION

Se ha decidido que si el recurrente que ha obtenido un
Auto de suspensión de sentencia mediante una garantía
personal, no señala dentro del plazo de ocho días francos, el
nombre del garante, el referido Auto perime por aplicación
del anícuto 12 (última parte) de la Ley sobre Procedimiento de
Casación.

También se ha decidido que cuando la Suprema Corte de
Justicia rechaza o deniega el pedimento de suspensión de
ejecución de la sentencia impugnada en casación, esa
Resolución no es susceptible de recurso alguno; que tam-
poco se puede reiterar el pedimento de suspensión, puee se
frustraría la ejecución de una sentencia cuya suspensión de
ejecución había sido rechazada.

TARIFAS DE COSTAS Y HONORARIOS

En relación con la aplicación del artículo 5 de la ley 302 de
1964, sobre Honorarios de Abogados, , tuvimos oportunidad
de decidir que estos solo tienen derecho a un 33% de los
honorarios acordados para el juzgado de Primera Instancia,
cuando los mismos hayan sido causados ante un Juzgado de
Paz y que esa regla se aplica sin importar la cuantía de la
demanda conocida y fallada por el Juzgado de Faz. Cas.
Septiembre 1983.

También decidMos que procede la Compensación de
Costas cuando se refieran a litigios sobre bienes com-
prendidos dentro de una antigua comunidad matrimonial,
Cas.9 Febrero 1983, B.J. 867, p.348.

Casi al finalizar las labores del año 1983, dictamos una
sentencia que ha sido muy comentada por los órganos de di-
fusión del país, me refiero a la sentencia que declaró nula la
ley No.80 de 1979 en razón de que fue aprobada en tres
legislaturas, en violación del párrafo I del artículo 41 de la
Constitución que dispone que "los proyectos de ley que que-
daren pendientes en cualquiera de las dos Cámaras al
cerrarse la legislatura, deberán seguir los trámites cons-
titucionales en la legislatura siguiente hasta ser convertidos
en ley o ser rechazados. Cuando esto no ocurriera así, se
tendrá el proyecto como no iniciado.

En relación con esa sentencia deseo advertir que el fondo
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de la ley 80 de 1979, no fue cuestionado en dicho fallo.
El año 1983 fue un año de acción, de constante esfuerzo y

de particular consagración de todos los servidores de la
justicia.

Las Cortes de Apelación, los Juzgados de Primera Ins-
tancia y los Juzgados de Paz de la República, realizaron la-
bores superiores a las de años anteriores.

Por supuesto esto no significa oue todos los tribunales de
la República están al día en sus labores, pero sl en un índice
revelador de que la situación se va normalizando.

El número de presos preventivos, que es lo que causa
mayor escozor en la conciencia ciudadana, ha disminuido de
manera muy notoria, como consecuencia de los esfuerzos
coordinados de los departamentcs que están íntimamente
vinculados con el asunto:	 las autoridades policiales, las
judiciales y las administrativas.

También se ha recibido una excelente colaboración en ese
sentido, de la Comisión para la Reforma Carcelaria.

Durante el año 1983 celebramos en todo el territorio de la
República, los cursillos de capacitación y adiestramiento para
los servidores de la justicia. Tales cursillos fueron impartidos
por los jueces de la Suprema Corte de Justicia, el Procurador
General de la República, funcionarios del Poder Judicial y
Profesores Universitarios. A todos extendemos el testimonio
de nuestra gratitud.

PRIMER SIMPOSIO CONTRA EL DELITO

También fue celebrado en el país, el Primer Simposio
Contra el Delito en el cual participaron personalidades del
Instituto Latinoamericano para la Prevención del Delito que
fueron invitadas de manera especial para colaborar con las
autoridades dominicanas en ese evento.

LABOR DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA

Durante el año de 1983, que acaba de finalizar, la Suprema
Corte de Justicia dictó casi quinientas sentencias penales y
doscientas seis sentencias civiles, sin incluir en esos números
las sentencias de carácter administrativo y los Autos y
Resoluciones.	 -
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Es la primera vez en la historia de la Suprema Corte de
Justicia que en un solo año se haya realizado una labor seme-
jante; lo que significa un gran esfuerzo y una encomiable
consagración si 52 tiene en cuenta que somos nueve jueces
que estudiamos y deliberamos acerca de todos los asuntos.

Deseo aprovechar esta oportunidad para dar testimonio
fehaciente de que esa excelente labor realizada, se debe a la
eficiencia, capacidad y laboriosidad de mis compañeros y de
los demás funcionarios y empleados que integran este alto
tribunal.

REFORMAS DE LA LEY DE CASACION

No hay dudas de que en el estado actual de nuestro
derecho, muchos asuntos llegan a la Suprema Corte de
Justicia como Corte de Casación, sin que revistan gravedad
alguna y sin que tengan la importancia que ameriten ese
recurso extraordinario.

Por ejemplo, las sentencias que dictan los juzgados de Paz
en materia de simp'e policía cuando imponen multas o resti-
tuciones que no excedieren de dos pesos, no son sus-
ceptibles de apelación, pero podrían ser objeto de casación.

Tenemos la idea de preparar un proyecto de refor;na de la
ley de Procedimiento de Casación, a fin de prohibir ese
recurso extraordinario en aquellos asuntos que por su escasa
importancia no lo ameriten; también conviene darle mayor
alcance a las disp gsiciones del artículo 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, de modo que se haga obligatorio
para todas las partes, incluso para el inculpado, la presen-
tación de un memorial suscrito por abogado que contenga los
motivos en que fundamente su recurso:

Además, prohibiríamos el recurso de casación cuando el
prevenido haya admitido su culpabilidad en los accidentes de
tránsito y las reparaciones civiles no excedan de cierto límite.

Por supuesto que estas son simples ideas que se lanzan a
fin de ir preparando la opinión pública para los futuros
cambios en dicha ley, cuya última reforma de cierta im-
portancia se operó en el 1953. Hay que señalar sin embargo,
que la ley 845 de 1978 modificó el artículo 12 de la referida ley
sobre Procedimiento de Casación para permitir que la sus-
pensión de una sentencia impugnada en ocasión pudiera ser
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Procedimiento de Casación, de modo que se haga obligatorio
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prevenido haya admitido su culpabilidad en los accidentes de
tránsito y las reparaciones civiles no excedan de cierto límite.
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ordenada también mediante la prestación de una fianza y no
únicamente mediante el depósito en efectivo de una suma de
dinero como era antes de dicha reforma.

Creemos sin embargo, que aún a ese artículo conviene
hacerle varias modificaciones para adaptarlo con mayor
firmeza a las necesidades reales de los litigantes en casación.

Otro punto que conviene hacer destacar en lo concerniente
al recurso de casación, es la necesidad de reducir el plazo de
la perención que actualmente es de tres años, según lo es-
tablece el Párrafo II del artículo 10 de la Ley de Procedimiento
de Casación, para limitarlo a dos años.

Algo similar debería hacerse también con el artículo 497 del
Código de Procedimiento Civil, relativo a la perención de tres
años, del derecho común, a fin de reducir ese plazo a dos
años, pues el litigante que deja transcurrir ese lapso sin
realizar ninguna gestión para ponerle término a su caso, debe
suponerse que ha perdido el interés en el mismo. Además,
podría disponerse, como ocurre en Francia actualmente, que
la perención pueda ser opuesta por vía de excepción a la
parte que realiza un acto después de la expiración del plazo
de dos años de la perención.

Es un hecho incuestionable que el Poder Judicial se ha
fortalecido y que la imagen de la justicia va adquiriendo
mayor confiabilidad en la conciencia del iueblo. Son muchos
los factores que han coadyuvado para tales logros, des-
tacándose entre ellos el respeto que hemos recibido de los
demás Poderes del Estado, como corresponde a todo
régimen de derecho.

No quiero terminar mis palabras de hoy sin hacer un nuevo
llamamiento a la conciencia nacional en pro de la instauración
de la Carrera Judicial, con todas sus consecuencias legales;
que se reforme la Constitución a fin de que tengamos un
Consejo Nacional de la Magistratura que se encargue de
seleccionar a los jueces de la Suprema Corte de Justicia, y
que se le atribuya a ésta la facultad de designar a los demás
Jueces de la República.

De todos modos, hagamos conciencia de esa necesidad y
ae que los fondos correspondientes al Poder Judicial sean
administrados por dicho Poder.

Hacemos el señalamiento de que el Presupuesto del Poder
Judicial que nunca ha sido muy holgado, siempre ha sido, en
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cambio, ma n ejado con escrupulosa honestidad, y que en este
último año, dicha sea la verdad, la Suprema Corte de Justicia
ha recibido atenciones especiales tanto en lo concerniente a
las mejoras en los despachos, el mobiliario y equipo de los
jueces, como en lo tocante a salario de los Magistrados y
compra de libros para la Biblioteca, cuestión esta última que
es la primera vez que se logra en este alto tribunal.

Reitero ahora el señalamiento que hice el año pasado en el
sentido de qua se hace necesaria construir un Palacio de
Justicia de adecuadas proporciones que pueda alojar, a la
Suprema Corte de Justicia y a la Procuraduría General do la
República, y dejar este Palacio donde nos encontramos, para
que funcionen en él las Cámaras de la Corte de Apelación y
las Cámaras Civiles y Comerciales existentes en esta Ciudad.

Reiteramos también el señalamiento de la necesidad de
una Escuela de la Magistratura para la formación adecuada
de nuestros futuros funcionarios judiciales.

Aprovecho esta ocasión para recabar de los abogados en
ejercicio y de todos aquellos que de una manera u otra in-
tervienen en ese duro y amargo proceso de pedir just i cia, que
no utilicen métodos o procedimientos reñidos con la moral;
que recuerden siempre que el ejercicio de la abogac:a, como
profesión, no puede tener, no debe tener, otro fundamento
que no sea el de la verdad.

Exhorto a los jueces y demás servidores de la justicia, no
importa su rango o jerarquía, para que continúen cumpliendo
con abnegación y sacrificio la misión encomendada; que su
vocación de servicio no sufra menoscabo a lguno como
consecuencia de la ingratitud o de la indiferencia, pues como
se ha dicho, Dios premia siempre a quienes realizan un es-
fuerzo honrado.

Por último, señores: Solo pido lo que la República exige de
todos sus servidores: el cumplimiento estricto de las jornadas
de trabajo y que esto se haga con honestidad.

Muchas Gracias.

MANUEL BERGES CHUPANI.

Santo Domingo, D.N.,
7 de Enero de 1984.
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ordenada también mediante la prestación de una fianza y no
únicamente mediante el depósito en efectivo de una suma de
dinero como era antes de dicha reforma.

Creemos sin embargo, que aún a ese artículo conviene
hacerle varias modificaciones para adaptarlo con mayor
firmeza a las necesidades reales de los litigantes en casación.

Otro punto que conviene hacer destacar en lo concerniente
al recurso de casación, es la necesidad de reducir el plazo de
la perención que actualmente es de tres años, según lo es-
tablece el Párrafo II del artículo 10 de la Ley de Procedimiento
de Casación, para limitarlo a dos años.

Algo similar debería hacerse también con el artículo 497 del
Código de Procedimiento Civil, relativo a la perención de tres
años, del derecho común, a fin de reducir ese plazo a dos
años, pues el litigante que deja transcurrir ese lapso sin
realizar ninguna gestión para ponerle término a su caso, debe
suponerse que ha perdido el interés en el mismo. Además,
podría disponerse, como ocurre en Francia actualmente, que
la perención pueda ser opuesta por vía de excepción a la
parte que realiza un acto después de la expiración del plazo
de dos años de la perención.

Es un hecho incuestionable que el Poder Judicial se ha
fortalecido y que la imagen de la justicia va adquiriendo
mayor confiabilidad en la conciencia del mueblo. Son muchos
los factores que han coadyuvado para tales logros, des-
tacándose entre ellos el respeto que hemos recibido de los
demás Poderes del Estado, como corresponde a todo
régimen de derecho.

No quiero terminar mis palabras de hoy sin hacer un nuevo
llamamiento a la conciencia nacional en pro de la instauración
de la Carrera Judicial, con todas sus consecuencias legales;
que se reforme la Constitución a fin de que tengamos un
Consejo Nacional de la Magistratura que se encargue de
seleccionar a los jueces de la Suprema Corte de Justicia, y
que se le atribuya a ésta la facultad de designar a los demás
jueces de la República.

De todos modos, hagamos conciencia de esa necesidad y
ae que los fondos correspondientes al Poder Judicial sean
administrados por dicho Poder.

Hacemos el señalamiento de que el Presupuesto del Poder
Judicial que nunca ha sido muy holgado, siempre ha sido, en
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cambio, manejado con escrupulosa honestidad, y que en este
último año, dicha sea la verdad, la Suprema Corte de Justicia
ha recibido atenciones especiales tanto en lo concerniente a
las mejoras en los despachos, el mobiliario y equipo do los
jueces, como en lo tocante a salario de los Magistrados y
compra de libros para la Biblioteca, cuestión esta última que
es la primera vez que se logra en este alto tribunal.

Reitero ahora el señalamiento que hice el año pasado en el
sentido de qua se hace necesario construir un Palacio de
Justicia de adecuadas proporciones que pueda alojar, a la
Suprema Corte de Justicia y a la Procuraduría General do la
República, y dejar este Palacio donde nos encontramos, para
que funcionen en él las Cámaras de la Corte de Apelación y
las Cámaras Civiles y Comerciales existentes en esta Ciudad.

Reiteramos también el señalamiento de la necesidad de
una Escuela de la Magistratura para la formación adecuada
de nuestros futuros funcionarios judiciales.

Aprovecho esta ocasión para recabar de los abogados en
ejercicio y de todos aquellos que de una manera u otra in-
tervienen en ese duro y amargo proceso de pedir just i cia, que
no utilicen métodos o procedimientos reñidos con la moral;
que recuerden siempre que el ejercicio de la abogac:a, como
profesión, no puede tener, no debe tener, otro fundamento
que no sea el de la verdad.

Exhorto a los jueces y demás servidores de la justicia, no
importa su rango o jerarquía, para que continúen cumpliendo
con abnegación y sacrificio la misión encomendada; que su
vocación de servicio no sufra menoscabo a lguno como
consecuencia de la ingratitud o de la indiferencia, pues como
se ha dicho, Dios premia siempre a quienes realizan un es-
fuerzo honrado.

Por último, señores: Solo pido lo que la República exige de
todos sus servidores: el cumplimiento estricto de las jornadas
de trabajo y que esto se haga con honestidad.

Muchas Gracias.

MANUEL BERGES CHUPAN!.

Santo Domingo, D.N.,
7 de Enero de 1984.
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Abogado que se compromete en un contrato a Intentar una demanda,
recibe los valores correspondientes, pero no la intenta, ni devuelve la
suma recibida. Falta. Suspensión en el ejercicio de la profesión.

En la especie, no obstante los términos de ese Contrafo, el Lic. R. no
intentó la acción contra A.C.D. y M.C., ni devolvió los valores que habla
recibido y que se habla comprometido a devolver.

Sen. 8de junio 1983, B.J. 871, Pág. 1487.

Abuso de confianza. Empresa que entrega 900 cerones para envasar
tabaco con la obligación de quien lo recibe de devolverlos. Prevenido
que usó los cerones pero no los devolvió ni pagó el precio de los mismos.

La Corte a-qua para declarar culpable al prevenido J.C. del delito de
abuso de confianza cometido en perjuicio de la F.C. Inc. y fallar como lo
hizo, dio por establecido mediante la ponderación de la causa, lo
siguiente: que al prevenido J.C. le fueron entregados por la mencionada
C. 900 cerones, para envasar tabaco, valorados en la suma de
RDS430.00, con la obligación de devolverlos; que dicho prevenido usó los
cerones sin cumplir con esta obligación ni devolver su valor a pesar de
los requerimientos que le fueron hechos.

Cas. 21 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2758.

Accidente ferroviario. Sentencia que no precisa cómo ocurrió el
hecho. Casación.

En la especie, los Jueces del fondo no han expuesto en la sentencia
impugnada, cómo ocurrió el hecho en que perdió la vida la menor R. de
J.N.V.; que en la referida sentencia no se precisa si la menor, tratando
de cruzar se introdujo voluntariamente a la vía férrea por el paso de
peatones, o si, estando muy cerca de dicha vía, fue lanzada a la misma
por una pieza de madera que se dice llevaba el último vagón; que como
en la sentencia impugnada no se determinan con precisión cuáles
fueron los hechos que generaron el accidente, y cómo ocurrieron éstos,
es obvio que la S.C. de J. dentro de sus facultades de control, como Corte
de Casación, no está en condiciones de verificar si en la especie se ha
hecho o no, una correcta aplicación de la ley; que, en consecuencia, la
sentencia impugnada debe ser casada por falta de motivos v de base
legal.

Cas. 2 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3411.

Accidente de trabajo. Peón de la Secretaria de Obras Públicas que
resultó con lesiones corporales en un accidente de tránsito cuando se
dirigia a su trabajo. Reparación a cargo del Seguro por accidente de
trabajo. Art. 1 de la Ley No. 383 de 1982 sobre Accidente de Trabajo.

El articulo 1ro. de la Ley No. 385 de 1932 define como accidente de tra-
bajo aquel que sufra el obrero, trabajador o empleado en ocasión o
como consecuencia del trabajo que realiza por cuenta ajena, salvo las
excepciones legalmente consagradas; que la mencionada ley somete
los daños causados por tales accidentes para fines de reparación, a un
régimen especial y taxativo común en materia de responsabilidad civil;
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que de lo anteriormente expuesto es preciso admitir que no solamente
debe considerarse como accidente de trabajo el que ocurra en el centro
mismo de trabajo y dentro de la jornada labora, sino también el que se
produce yendo al trabajo o al regreso del mismo, siempre que el tra-
bajador o empleado fuese transportado por cuenta del patrono en me-
dios proporcionados por éste, y sobre los cuales y quien los maneje,
dicho patrono ejerza algún tipo de control. salvo el caso de falta in-
tencional.

Cas. 29 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1143.

Accidente de tránsito. Carga mal colocada en un camión que cae y
atropella a un peatón. Culpabilidad del chofer.

Cas. 15 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1514.

Accidente de tránsito. Lesiones corporales. Indemnización. Monto
Aumento de la indemnización. Sentencia carente de motivos y de base
legal. Casación.

En la especie, la Cámara a-qua para aumentar la indemnización de
400 pesos que habla acordado el Juez del Primer Grado a cada una de
las personas constituidas en parte civil, que hablan sufrido lesiones
corporales, y fijar dicha indemnización en 800 pesos para cada una de
las indicadas personas, se limitó a expresar en el fallo, "que el daño se
deduce por las lesiones recibidas por dichas partes", sin dar COMO era
su deber los motivos especiales para tal aumento; que, además, en el
Indicado fallo no se precisa tampoco si las lesiones corporales sufridas
por las víctimas causaron la misma magnitud de perjuicio, no obstante
haberse establecido que las laceraciones y contusiones curaron, unas en
un lapso de menos de cinco días y otras en un período de más de cinco
días pero menos de diez; que en esas condiciones es claro que la sen-
tencia impugnada debe ser casada en ese punto, por falta de motivos y
de base legal, ya que la S.C. de J. no está en condiciones de verificar,
dentro de sus facultades de control de la Casación, si en la especie se
hizo o no una correcta aplicación de la ley.

Cas. 16 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3555 y 3564.

Accidente de tránsito. Daños. Indemnización. Aumentos. Con-
tradicción. Motivación insuficiente. Casación.

En la especie, la Corte a-qua al aumentar el monto de la in-
demnización concedida a M.E.G.M., estaba en la obligación de dar mo-
tivos especiales que justificaran la decisión adoptada, sin embargo, se
limita a decir "que el hecho antijurídico cometido por el prevenido
J.E.P. le ha producido daños materiales y corporales a M.G. y com.
partes, personas civilmente constituidas, cuyo monto aprecia esta Cor-
te en la suma de RDS3,000.00 (Tres Mil Pesas Oro)"; que como se ad-
vierte por lo anteriormente expuesto, el motivo dado por la Corte a-qua,
además de insuficiente es confuso y contradictorio, ya que parece se-
ñalar que el monto apreciado como reparación del daño es para todas
las personas constituidas en parte civil, mientras que en el dispositivo

fija ese montOsolamente a favor de M.E.G.M., de donde se desprende
una contradicción entre los motivos y el dispositivo: que. en
consecuencia, procede casar la sentencia impugnada en el aspecto que
se refiere al monto de la indemnización concedida a M.E.G.M.

Cas. 13 mano 1983, S.J. 868, Pág. 680.

Accidente de tránsito. Desnaturalización de las declaraciones de los
testigos y agraviados. Casación de la sentencia.

Cas. 27 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1100.

Accidente de tránsito. Motivos. Sentencia que contiene des-
naturalización de los hechos. Casación. Deber de los Jueces.

El deber de los Jueces de motivar sus decisiones es particularmente
imperativo cuando en grado de apelación revocan una sentencia de
Primer Grado; que en el presente caso la Cámara a-qua expresa en la
sentencia impugnada, con el objeto de justificar su dispositivo, lo
s ;guiente: "quede conformidad con el acta de la Policía Nacional, a eso
de las 8:45 horas del día 21 del mes de julio de 1977, mientras el carro
modelo 76, de color rojo y negro, conducido por su propietario A.R H C ,
transitaba en dirección Norte-Sur, porta Av. J.M., al llegar a la esquina
formada por la calle J.C., éste fue violentamente chocado por la parte
trasera por la 5.W., placa oficial No.0-9570, que transitaba por detrás en
la misma dirección que el primero"; que es obvio que estos motivos no
sólo no son adecuados para fundamentar la revocación de la sentencia
apelada, sino que entrañan una desnaturalización de los hechos, pues si
el Juez a-quo dio por establecido, como se indica, que el accidente, en
que resultó con desperfectos el vehículo del recurrente, tuvo su origen
en el hecho de S.R.S. y no obstante pronunció su descargo, es evidente
que ha dado a estas hechos, un sentido y alcance distintos a su propia
naturaleza: que, por tanto, procede acoger los medios de casación
propuestas por el recurrente y casar la sentencia impugnada.

Cas. 29 abril 1383, B.J. 869, Pág. 1120.

Accidente de tránsito. Peatón que trata de subir a un autobús en
marcha y resulta con lesiones corporales que le causaron la muerte
Culpa exclusiva de la víctima.

Cas. 27 de mayo 1%3, B.J. 870, Pág. 141.

Accidente de tránsito. Sentencia dictada en dispositivo. Casación
Cas. 27 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1427.

Accidente de tránsito. Falla de la víctima. Descargo del prevenido
Cas. 11 de julio 1983, B.J. 872, Pág. 1947.

Accidente de tránsito. Sentencia' condenatoria. Motivación Jitsu
ficeinte. Casación.

En la especie, la Cámara a -qua, para pronunciar condenaciones con-
tra los recurrentes, se limitóa exponer en el fallo impugnado lo siguien-
te: ''que las declaraciones dadas por los señores coprevenidos E. de la
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que de lo anteriormente expuesto es preciso admitir que no solamente
debe considerarse como accidente de trabajo el que ocurra en el centro
mismo de trabajo y dentro de la jornada labora, sino también el que se
produce yendo al trabajo o al regreso del mismo, siempre que el tra-
bajador o empleado fuese transportado por cuenta del patrono en me-
dios proporcionados por éste, y sobre los cuales y quien los maneje,
dicho patrono ejerza algún tipo de control. salvo el caso de falta in-
tencional.

Cas. 29 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1143.

Accidente de tránsito. Carga mal colocada en un camión que cae y
atropella a un peatón. Culpabilidad del chofer.

Cas. 15 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1514.

Accidente de tránsito. Lesiones corporales. Indemnización. Monto
Aumento de la indemnización. Sentencia carente de motivos y de base
legal. Casación.

En la especie, la Cámara a-qua para aumentar la indemnización de
400 pesos que habla acordado el Juez del Primer Grado a cada una de
las personas constituidas en parte civil, que hablan sufrido lesiones
corporales, y fijar dicha indemnización en 800 pesos para cada una de
las indicadas personas. se limitó a expresar en el fallo, "que el daño se
deduce por las lesiones recibidas por dichas partes", sin dar corno era
su deber los motivos especiales para tal aumento; que, además, en el
indicado fallo no se precisa tampoco si las lesiones corporales sufridas
por las slot; mas causaron la misma magnitud de perjuicio, no obstante
haberse establecido que las laceraciones y contusiones curaron, unas en
un lapso de menos de cinco días y otras en un período de más de cinco
días pero menos de diez; que en esas condiciones es claro que la sen-
tencia impugnada debe ser casada en ese punto, por falta de motivos y
de base legal, ya que la S.C. de J. no está en condiciones de verificar,
dentro de sus facultades de control de la Casación, si en la especie se
hizo o no una correcta aplicación de la ley.

Cas. 16 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3555 y 3564.

Accidente de tránsito. Daños. Indemnización. Aumentos. Con-
tradicción. Motivación insuficiente. Casación.

En la especie, la Corte a-qua al aumentar el monto de la in-
demnización concedida a M.E.G.M., estaba en la obligación de dar mo-
tivos especiales que justificaran la decisión adoptada, sin embargo, se
limita a decir "que el hecho antijurídico cometido por el prevenido
J.E.P. le ha producido daños materiales y corporales a M.G. y com-
partes, personas civilmente constituidas, cuyo monto aprecia esta Coz,
te en la suma de RDS3,000.00 (Tres Mil Pesos oro)"; que como se ad.
vierte por lo anteriormente expuesto, el motivo dado por la Corte a-qua,
además de insuficiente es confuso y contradictorio, ya que parece se-
ñalar que el monto apreciado como reparación del daño es para todas
las personas constituidas en parte civil, mientras que en el dispositivo

fija ese monto solamente a (aloe de M.E.G.M., de donde se desprende
una contradicción entre los motivos y el dispositivo: que. en
consecuencia, procede casar 13 sentencia impugnada en el aspecto que
se refiere al monto de la indemnización concedida a M.E.G.M.

Cas. 13 marzo 1983. B.J. 868, Pág. (80.

Accidente de tránsito. Desr.aturalización de las declaraciones de los
testigos y agraviados. Casación de la sentencia.

Cas. 27 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1100.

Accidente de tránsito. Motivos. Sentencia que contiene des-
naturalización de los hechos. Casación. Deber de los Jueces.

El deber de los Jueces de motivar sus decisiones es particularmente
imperativo cuando en grado de apelación revocan una sentencia de
Primer Grado; que en el presente caso la Cámara a-qua expresa en la
sentencia impugnada, con el objeto de justificar su dispositivo, lo
siguiente: "que de conformidad con el acta de la Policía Nacional, a eso
de las 8:45 horas del día 21 del mes de julio de 1977, mientras el carro
modelo 76, de color rojo y negro, conducido por su propietario A.R H C ,
transitaba en dirección Norte-Sur, por la Av. J.M., al llegar a la esquina
formada por la calle J.C., éste fue violentamente chocado por la parte
trasera por la S.W., placa oficial No. 0-9570, que transitaba por detrás en
la E1.3C13 (Erección que el primero"; que es obvio que estos motivos no
sólo no son adecuados para fundamentar la revocación de la sentencia
apelada, sino que entrañan una desnaturalización de los hechos, pues si
el Juez aguo dio por establecido, como se indica, que el accidente, en
que resultó con desperfectos el vehículo del recurrente, tuvo su origen
en el hecho de S.R.S. y no obstante pronunció su descargo, es evidente
que ha dado a estas hechos, un sentido y alcance distintos a su propia
naturaleza: que, por tanto, procede acoger los medios de casación
propuestas por el recurrente y casar La sentencia impugnada.

Cas. 29 abril D83, B.J. 869, Pág. 1120.

Accidente de tránsito. Peatón que trata de subir a un autobús en
marcha y resulta con lesiones corporales que le causaron la muerte
Culpa exclusiva de la víctima.

Cas. 27 de maya 1983, B.J. 87C, Pág. 142.
Accidente de tránsito. Sentencia dictada en dispositivo. Casación
Cd3. 27 mayo 1983, B.J. re. Pág. 1427.

Accidente de tránsito. Falta de la vf ^tima Descargo del prevenido
Cas. 11 de julio 1983, B.J. 872, Pág. 1947.

Accidente de tránsito. Sentencia' condenatoria. Motivación insu
ficeinte. Casación.

En la especie, la Cámara a qua, para pronunciar condenaciones con-
tra los recurrentes, se limitó a exponer en el fallo impugnado lo siguien-
te: "que las declaraciones dadas per los señores coprevenidos E. de la
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C.T y J.F.T.G., este último, en acta instrumentada por la P.R. y en el
Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción del D.N. se evidencia que
el único culpable del accidente de referencia, es el señor E. de la C.T., el
cual nunca se ha presentado en ninguno de los grados de jurisdicción, no
obstante el haber interpuesto recurso de apelación ante esta Cámara
en función del Tribunal de Apelación y haber sido citado legalmente,
por lo que procede rechazar el recurso de apelación de E. de la C.T.";
que como se advierte, los motivos antes transcritos no son suficientes ni
pertinentes para justificar el dispositivo del fallo pronunciado; que
además, la sentencia impugnada carece de una relación completa de
los hechos de la causa, lo que impide a la S.C. de J., verificar como Cor-
te de Casación, si en la especie la ley ha sido bien o mal aplicada, por
tanto, procede casar la referida sentencia, sin necesidad de ponderar
los demás medios propuestos

Cas. 5 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2142.

Accidente de tránsito. Camión establecido en la via pública, de noche,
sin luces; ni triángulo lumínico. Culpabilidad del chofer del camión.

Cas. 7 septiembre 1983. B.J. 874, Pág. 2596

Accidente de tránsito. Perforadora estacionada de noche. sin luces,
en una curva de la carretee.

Cas. lo septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2665.

Accidente de tránsito. Chofer que trata de doblar hacia la izquierda
en una vía de mucho tránsito. Culpabilidad del chofer

Cas. 26 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2785.

Accidente de transito. Prevenido citado en la puerta del Tribunal por
no tener domicilio conocido. Diligencias realizadas. Validez de la ci-
racion.

Cas. 26 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 7785

Accidente de tránsito. Chofer que abandona el carril de su derecha y
se introduce indebidamente en el carril del otro conductor. Culpabilidad
del chuier.

Cas. 28 septiembre 1983, B.J. 2839.

"evidente de tránsito. Pista mojada. Velocidad. Puesto de chequeo.
Cas. 28 septiembre 1963, B.J. 874, Pág. 2845

Accidente de tránsito. Sentencia en defecto. No hay compañía
aseguradora puesta en causa. Recurso de oposición. Plazo que no habla
comenzado a conocer. Casación inadmisible.

En la especie, por tratarse en el caso, de una notificación que no fue
hecha c persona, el plazo para recurrir en oposición estaba abierto para
la fecha en que se introdujeron los recursos de casación; que las sen-
tencias en defecto, pronunciadas en última instancia no pueden ser

impugnadas en casación, mientras esté abierto el plazo de la oposición,
ni aún para aquellas partes, respecto de quienes la sentencia es con-
tradictoria; en esas condiciones, es obvio que los recursos de casación
interpuestos resultan inadmisibles por prematuros.

Cas. 30 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2912.

Accidente de tránsito. Vehículo que da marcha hacia atrás. Cul-
pabilidad del chofer.

Cas. 30 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2907.

Accidente de tránsito. Chofer que se queda dormido mientras conduce
el vehículo. Culpabilidad.

Cas. 5 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3043.

Accidente de tránsito. Ciclista que recibe lesiones corporales que
curaron antes de 10 d'as. Indemnización de 4 mil pesos no justificada.
Casación en cuanto al monto.

En la especie, la Cámara aqua no da motivos especiales y par-
ticulares, como era su deber, que justifiquen dicho monto, en razón de
que el Juez de Primer Grado habla evaluado los daños en la suma de
RD5500.00 (Quinientos Pesos); que, en consecuencia, procede la
casación en el aspecto señalado.

Cas. 5 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3038.

Accidente de tránsito. Indemnización. Apelación de la parte civil.
Aumento de la indemnización. Sentencia debidamente justificada.

Cas. 12 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3146.

Accidente de tránsito. Conductor que se duerme. Culpabilidad.
Cas. 17 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3167.
Accidente de tránsito. Descargo de la prevenida. Sentencia que no

expresa cómo ocurrieron los hechos. Recurso de casación de la Darte ci-
vil. Casación.

En la especie, la Corte a-qua no dice en su sentencia cómo ocurrieron
los hechos que produjeron el accidente ni da motivos para justificar que
el accidente se debió a la falta exclusiva de la víctima, ni si esta falta,
por su carácter, excluía o no alguna falta de parte de la prevenida; que
en esas condiciones la sentencia impugnada debe ser casada por falta
de base legal y de motivos.

Cas. 2 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3432.

Accidente de tránsito. Daños materiales ocasionados. Indemnización.
Monto. Sentencia carente de base legal.

Cas. 14 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3539.

Accidente de tránsito. Conclusiones del abogado del prevenido y de la
persona puesta en causa como civilmente responsable. Conclusiones
respondidos
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C.T y J.F.T.G., este último, en acta instrumentada por la P.N. y en el
Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción del D.N. se evidencia que
el único culpable del accidente de referencia, es el señor E. de la C.T., el
cual nunca se ha presentado en ninguno de los grados de jurisdicción, no
obstante el haber interpuesto recurso de apelación ante esta Cámara
en función del Tribunal de Apelación y haber sido citado legalmente,
por lo que procede rechazar el recurso de apelación de E. de la C.T.";
que como se advierte, los motivos antes transcritos no son suficientes ni
pertinentes para justificar el dispositivo del fallo pronunciado; que
además, la sentencia impugnada carece de una relación completa de
los hechos de la causa, lo que impide a la S.C. de J., verificar como Cor-
te de Casación, si en la especie la ley ha sido bien o mal aplicada, por
tanto, procede casar la referida sentencia, sin necesidad de ponderar
los demás medios propuestos.

Cas. 5 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 214C.

Accidente de tránsito. Camión establecido en la vía pública, de noche,
sin luces; ni triángulo lumínico. Culpabilidad del chofer del camión.

Cas. 7 septiembre 1983. B.J. 874, Pág. 259s

Accidente de tránsito. Perforadora estacionada de noche, sin luces,
en una curva de la carretee.

Cas. LO septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 268.5.

Accidente de tránsito. Chofer que trata de doblar hacia la izquierda
en una vía de mucho tránsito. Culpabilidad del chofer

Cas. 26 septiembre 1983. B.J. 874, Pág. 2785.

Accidente de transito. Prevenido citado en la puerta del Tribunal por
no tener domicilio conocido. Diligencias realizadas. Validez de la ci-
racion.

Cas. 26 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 27E1.5

Accidente de tránsito. Chofer que abandona el carril de su derecha y
se introduce indebidamente en el carril del otro conductor. Culpabilidad
del chofer.

Cas. 28 septiembre 1983, B.J. 2839.

accidente ae tránsito. Pista mojada. Velocidad. Puesto de chequeo.
Cas. 28 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2845

Accidente de tránsito. Sentencia en defecto. No hay compañía
aseguradora puesta en causa. Recurso de oposición. Plazo que no habla
comenzado a conocer. Casación inadmisible.

En la especie, por tratarse en el caso, de una notificación que no fue
hecha a persona, el plazo para recurrir en oposición estaba abierto para
la fecha en que se introdujeron los recursos de casación; que las sen-
tencias en defecto, pronunciadas en última instancia no pueden ser
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impugnadas en casación, mientras esté abierto el plazo de la oposición,
ni aún para aquellas partes, respecto de quienes la sentencia es con-
tradictoria; en esas condiciones, es obvio que los recursos de casación
interpuestos resultan inadmisibles por prematuros.

Cas. 30 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2912.

Accidente de tránsito. Vehículo que da marcha hacia atrás. Cul-
pabilidad del chofer.

Cas. 30 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2907.

Accidente de tránsito. Chofer que se queda dormido mientras conduce
el vehículo. Culpabilidad.

Cas. 5 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3043.

Accidente de tránsito. Ciclista que recibe lesiones corporales que
curaron antes de 10 días. Indemnización de 4 m/1 pesos no justificada.
Casación en cuanto al monto.

En la especie, la Cámara a-qua no da motivos especiales y par-
,	 titulares, como era su deber, que justifiquen dicho monto, en razón de

que el Juez de Primer Grado había evaluado los daños en la suma de
RDS500.00 (Quinientos Pesos); que, en consecuencia, procede la
casación en el aspecto señalado.

Cas. 5 octubre 1983. B.J. 875, Pág. 3038.

Accidente de tránsito. indemnización. Apelación de la parte civil.
Aumento de la indemnización. Sentencia debidamente justificada.

Cas. 12 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3146.

Accidente de tránsito. Conductor que se duerme. Culpabilidad.
Cas. 17 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3167.
Accidente de tránsito. Descargo de la prevenida. Sentencia que no

expresa cómo ocurrieron los hechos. Recurso de casación de la Darte ci-
vil. Casación.

En la especie, la Corte aqua no dice en su sentencia cómo ocurrieron
los hechos que produjeron el accidente ni da motivos para justificar que
el accidente se debió a la falta exclusiva de la víctima, ni si esta falta,
por su carácter, excluía o no alguna falta de parte de la prevenida; que
en esas condiciones la sentencia impugnada debe ser casada por falta
de base legal y de motivos.

Cas. 2 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3432.

Accidente de tránsito. Daños materiales ocasionados. Indemnización
Monto. Sentencia carente de base legal.

Cas. 14 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3539.

Accidente de tránsito. Conclusiones del abogado del prevenido y de la
persona puesta en causa como civilmente responsable. Conclusiones
respondidos
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En la especie los hoy recurrentes no discutieron por ante los Jueces
dPI fondo, la culpabilidad del prevenido, ni el derecho de propiedad de
los vehículos envueltos en el accidente, ni la existencia de los seguros,
sino que se limitaron a pedir acogimiento de circunstancias atenuantes
en e' aspecto penal y a que se confirmaran las indemnizaciones civiles
que st. hablan acordado en el Primer Grado; que en esas condiciones es
evideate que la irregulari dad denunciada no amerita la casación,
máxime cuando los hoy recurrentes no han probado, ni aún alegado,
que en la sentencia impugnada se haya dejado de contestar algún pe-

dimenteiespedfico de sus conclusiones.
Cas. .6 oviisr.bre 1983, B.J. 876, Pág. 3555.

Accidente de tránsito. Automóvil cargado de andullos en forma tan
inadecuaa: que sobresalían del baúl por el lado derecho. Lesiones
corporales a un peatón. Culpabilidad del conductor.

Cas. 23 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3689.

Accidente de tránsito. Sentencia que carece de motivación suficiente.
Casación.

El examen del fallo impugnado, pone de manifiesto, que la Cámara a-
qua, para declarar la culpabilidad del prevenido R.A.B., e imponerle
las sanciones que se indican en el dispositivo del fallo impugnado, se ha
limitado a expresar, roe dicho prevenido, "violó" el articulo 65 de la
Ley No. 241, conduciendo un vehículo en forma descuidada y atolon-
drada; que lo anteriormente expuesto, revela que el fallo impugnado
carece de una exposición suficiente de los hechos, que permita apreciar
cómo ocurrieron éstos, lo que impide a la S.C. de J., verificar, si en el
caso, se hizo o no, una correcta a plicacIn de la ley.

Cas 2 diciembre 1983, B.J. 877, Pág. 3805.

Accidente oe tránsito. Casación de la sentencia en lo concerniente a la
culpabilidad del prevenido. Efecto sobre las condenaciones civiles.
Casación total.

En la especie, como consecuencia de la casación pronunciada por
efecto del recurso del prevenido, el asunto retorna al mismo estado en
que se encontraba antes del pronunciamiento de la sentencia casada,
por lo cual la Corte de envio estará apoderada y deberá decidir tanto la
acción pública como la acción civil dentro de los limites de los res-
pectivos recursos de apelación, lo que permitirá a estos recurrentes
plantear de nuevo ante dicha Corte, sus reclamaciones, con la misma
extensión que les hablan dado, que por santo, resulta innecesario
examinar el recurso de las partes civiles constituidas.

Cas. 9 de diciembre 1983, B.J. 877, Pág. 3882.

Accidente de tránsito. Desnaturalización de los hechos. Casación.
El examen de la sentencia impugnada pone de relieve que la Corte a-

qua para declarar al prevenido recurrente culpable del accidente de
que se trata y fallar como lo hizo, se basó en que dicho prevenido al

llegar a la intersección de las calles D. y C., de B., no manejó, su
vehículo con la suficiente precaución, deteniéndolo y avisando su
presencia con toques de bocina, pero en la misma sentencia impugnada
consta que el accidente no se produjo en la intersección señalada, sino
varios metros después de pasada aquella, de donde resulta' que las
circunstancias retenidas por la Corte a-qua como constitutivas de la
imprudencia del prevenido recurrente, no tuvieron ninguna influencia
en la producción del aludido accidente; que al decidir lo contrario la
Corte a-qua desnaturalizó los hechos de la causa, por lo cual procede la
casación de la sentencia impugnada sin necesidad de examinar los
demás medios propuestos por los recurrentes.

Cas. 9 diciembre 1983, B.J. 877, Pág. 3882

Accidente de tránsito. Daños. Reparación. Indemnizaciones. Monto.
Sentencia carente de base legal en cuanto al monto de las in-
demnizaciones. Casación.

Cas. 14 diciembre 1983, B.J. 877, Pág. 3924.

Acción civil ejercida separadamente de la acción pública. So-
breseimiento hasta que se decida definitivamente la acción pública. Ar-
Uculo 3 del Código de Procedimiento Criminal.

conformidad con el artículo 3 del Código de Procedimiento
Criminal. la acción civil, que tiene su causa en un hecho sancionado
penalmente, puede ser ejercida separadamente a la acción pública, en
cuyo caso se suspende su ejercicio hasta que haya sido juzgada de-
finitivamente la acción pública; que tal disposición, que es una
consecuencia de la ,utoridad de la cosa juzgada de lo criminal sobre lo
civil, es de orden público, que, en esta virtud, al acoger la Corte a-qua,
en estas condiciones la demanda civil intentada por E.P y P , contra
las recurrentes y regazar, en consecuencia. las conclusiones de éstas
solicitando la revocacién de la sentencia del Tribunal de Primer Grado.
porque aún estaba penciente de fallo definitivo la acción pública. como
realmente ha quedado demostrado por el examen de los hechos de la
causa, dicha Corte incurrió en violación del citado texto legal, por 14
cual la sentencia impugnada debe ser casada

Cas. 24 enero 1983, B.J. 866, Pág. 153

Acto de alguacil que se pretende nulo Deposito de la copia del re.
ferido acto. Requisito indispensable para determinar por si el acto
adolece de los vicios denunciados.

Es obligación del litigante que alega la irregularidad de un acto
procesal, aportar al debate el original o copia que se le notificara del ac-
to argüido como irregular, a fin de que la Corte sea puesta en con-
diciones de comprobar la veracidad de la irregularidad alegada y si la
misma causó agravio a quien la invoca ; que, en la especie el recurrente
no ha depositado ante esta Corte la copia del acto de avenir que fuera
notificado a su abogado el 31 de julio de 1979, para asistir a la audiencia
de la Corte a-qua del 30 de agosto de 1979, por lo cual la Suprema Corte
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k En la especie los hoy recurrentes no discutieron por ante los Jueces
d.') fondo, la culpabilidad del prevenido, ni el derecho de propiedad de
los vehículos envueltos en el accidente, ni la existencia de los seguros.
sino que se limitaron a pedir acogimiento de circunstancias atenuantes
en t aspecto penal y a que se confirmaran las indemnizaciones civiles
que st. hablan acordado en el Primer Grado; que en esas condiciones es
evidente que la irregulari dad denunciada no amerita la casación,
máxime cuando los hoy recurrentes no han probado, ni aún alegado,
que en la sentencia impugnada se haya dejado de contestar algún pe-
dimentoespecifico de sus conclusiones.

Cas. .6 roviimbre 1%3, B.J. 876, Pág. 3555

Accidente de tránsito. Automóvil cargado de andullos en forma tan
inadecuado que sobresalían del baúl por el lado derecho. Lesiones
corporales a un peatón. Culpabilidad del conductor.

Cas. 23 nov iembre 1983, B.J. 876, Pág. 3689.

Accidente de tramito. Sentencia que carece de motivación suficiente.
Casación.

El examen del falto impugnado, pone de manifiesto, que la Cámara a-
qua, para declarar L culpabilidad del prevenido R.A.B., e imponerle
las sanciones que se indican en cl dispositivo del fallo impugnado, se ha
limitado a expresar, que dicho prevenido, "violó" el artículo 65 de la
Ley No. 241, conduciendo un vehículo en forma descuidada y atolon-
drada; que lo anteriormente expuesto, revela que el fallo impugnado
carece de una exposición suficiente de los !teches, que permita apreciar
cómo ocurrieron éstos, lo que impide a la S.C. de J., verificar, si en el
caso, se hizo o no, una correcta aplicación de la ley.

Cas 2 diciembre 1963, B.J. 877, Pág. 3835.

Accidente oe tránsito. Casación de la ser,tencia en lo concerniente a la
culpabilidad del prevenido. Efecto sobre las condenaciones civiles.
Casación total.

En la especie, como consecuencia de la casación pronunciada por
efecto del recurso del prevenido, el asunto retorna al mismo estado en
que se encontraba antes del pronunciamiento de la sentencia casada,
por lo cual la Corte de envio estará apoderada y deberá decidir tanto la
acción pública como la acción civil dentro de los limites de los res-
pectivos recursos de apelación, lo que permitirá a estos recurrentes
plantear de nuevo ante dicha Corte, sus reclamaciones, con la misma
extensión que les habían dado, que por tanto, resulta innecesario
examinar el recurso de las partes civiles constituidas.

Cas. 9 de diciembre 1983, B.J. 877, Pág. 3882.

Accidente de tránsito. Desnaturalización de los hechos. Casación.
El examen de la sentencia impugnada pone de relieve que la Corte a-

gua para declarar al prevenido recurrente culpable del accidente de
que se trata y fallar como lo hizo, se basó en que dicho prevenido al

llegar a la intersección de las calles D. y C., de B., no manejó, su
vehículo con la suficiente precaución, deteniéndolo y avisando su
presencia con toques de bocina, pero en la misma sentencia impugnada
consta que el accidente no se produjo en la intersección señalada, sino
varios metros después de pasada aquella, de donde resulta' que las
circunstancias retenidas por la Corte anua como constitutivas de la
imprudencia del prevenido recurrente, no tuvieron ninguna .influencia
en la producción del aludido accidente; que al decidir lo contrario la
Corte a-qua desnaturalizó los hechos de la causa, por lo cual procede la
casación de la sentencia impugnada sin necesidad de examinar los
demás medios propuestos por los recurrentes.

Cas. 9 diciembre 1%3, B.J. 877, Pág. 3882

Accidente de tránsito. Daños. Reparación. Indemnizaciones. Monto.
Sentencia carente de base legal en cuanto al monto de las in-
demnizaciones. Casación.

Cas. 14 diciembre . 1983, B.J. 877, Pág. 3924.

Acción civil ejercida separadamente de la acción pública. So-
breseimiento hasta que se decida definitivamente la acción pública. Ar-
tículo 3 del Código de Procedimiento Criminal.

conformidad con el articulo 3 del Código de Procedimiento
Criminal, la acción civil, que tiene su causa en un hecho sancionado
penalmente, puede ser ejercida separadamente a la acción pública, en
cuyo caso se suspende su ejercicio hasta que haya sido juzgada de-
finitivamente .1a acción pública; que tal disposición, que es una
consecuencia de la 2 utoridad de la cosa juzgada de lo criminal sobre lo
civil, es de orden público, que, en esta virtud, al acoger la Corte a-qua,
en estas condiciones la demanda civil intentada por E.P y P , contra
las recurrentes y recSazar, en consecuencia, las conclusiones de éstas
solicitando la revocación de la sentencia del Tribunal de Primer Grado.
porque aún estaba pendiente de fallo definitivo la acción pública, como
realmente ha quedado demostrado por el examen de los hechos de la
causa, dicha Corte incurrió en violación del citado texto legal, por le
cual la sentencia impugnada debe ser casada

Cas. 24 enero 1983, B.J. 856, Pág 153

Acto de alguacil que se pretende nulo Deposito de la copia del re-
ferido acto. Requisito indispensable para determinar por si el acto
adolece de los vicios denunciados.

Es obligación del litigante que alega la irregularidad de un acto
procesal, aportar al debate el original o copia que se le notificara del ac-
to argüido como irregular, a fin de que la Corte sea puesta en con-
diciones de comprobar la veracidad de la i regularidad alegada y si la
misma causó agravio a quien la invoca; que, en la especie el recurrente
no ha depositado ante esta Corte la copia del acto de avenir que fuera
notificado a su abogado el 31 de julio de 1979, para asistir a la audiencia
de la Corte a-qua del 30 de agosto de 1979, por lo cual la Suprema Corte
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de Justicia se encuentra en la imposibilidad de verificar si el aludido
acto adolece de los vicios que le imputa el recurrente; que, en
consecuencia, el medio que propone carece de fundamento y debe ser
desestimado

Cas. 16 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 693.

Acto de alguacil. Demanda en desalojo. Falla de calidad de la em-
presa demandante.

Ver: Alquileres de casas y desahucios. Comísenla.
Cas. 18 abril 1983, B.J. 869, Pág. 960.

Acto de alguacil. Ministerial que se traslada al domicilio del deman-
dado y hablando con la esposa lo cita. Demandado que no comparece
por haber estado en New York. Validez de la citación.

En la especie, el examen de la sentencia impugnada pone de mani-
fiesto que la Cámara a-qua para fallar como lo hizo expresó lo siguien-
te: que la sentencia del Tribunal del Primer Grado fue dictada sin que
el demandado hubiese sido debidamente citado, según consta en acto
del 17 de septiembre de 1979 del alguacil B. de J.A.B., que en ese acto la
demandante se limitó a decir pura y simplemente que el demandado
reside en la ciudad de Nueva York, Estados Unidos de América, por lo
que esa notificación no podía ser recibida vía Consulado de la República
Dominicana, con sede en Nueva York; que tal omisión determinó la
imposibilidad de que el demandado recibiera dicho acto, con lo que se
violó su derecho de defensa; pero, que el examen del acto en cuestión
revela que el alguacil actuante se trasladó, en primer lugar, a un edi-
ficio ubicado en la calle Primera, Reparto del Este, de la ciudad de San-
tiago de los Caballeros, donde comprobó personalmente que tenla su
domicilio el demandado y allí le notificó en la persona de su esposa, J.T.
de T., el referido acto, citando para comparecer ante el J. de P. de la
Pra. C. del M. de S., a las nueve horas de la mañana del día 12 de
diciembre de 1979, a los fines de la demanda de que se trata; que la
realidad de esas afirmaciones no han sido destruidas mediante el
procedimiento de la inscripción en falsedad, único admitido por la ley
para despojar de su valor probatorio a los actos auténticos; que una Vez

citado en su domicilio real resultaba sin pertinencia el segundo traslado
al Magistrado Procurador Fiscal, para cumplir la formalidad del ar-
ticulo 69 del Código de Procedimiento Civil respecto de las personas
domiciliadas en el extranjero, por la sola circunstancia de que el
demandado se encontraba accidentalmente en la ciudad de Nueva
York; que como se advierte por lo anteriormente expuesto, el deman-
dado, hoy recurrido, fue legalmente citado para los fines de la demanda
de que se trata, por lo que al decidir lo contrario la Cámara a-qua
desnaturalizó el acto del 17 de septiembre de 1979, por lo cual procede la
casación de la sentencia impugnada.

Cas 16 noviembre 1983. B.J. 876, Pág. 3579

Acto de alguacil. Notificación en día no laborable sin autorización del
Juez. Arta. 15 de la Ley de Organización Judicial y 1037 del Código de

Procedimiento Civil. No hay nulidad.
Si es verdad que el artículo 15 de la Ley de Organización Judicial

prohibe hacer acto judicial o notificación alguna en los días de fiestas y
vacaciones, sin autorización previa de Juez competente. excepto si hu-
biese peligro en la demora o en asuntos criminales, el cual no es sino
una repetición del artículo 1037 del Código de Procedimiento Civil, en lo
referente a la prohibición de hacer notificación ni ejecución alguna los
dlas de fiesta, sin permiso del Juez, la notificación hecha uno de esos
días no es nula, aunque haya sido hecha sin autorización del Juez, toda
vez que ni uno ni otro de los citados textos prescriben su nulidad, por lo
que el medio de inadmisión que se examina debe ser deses. timado.

Cas. 18 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3624.

Administrador Provisional de una Compañia licorera. Pedimento de
designación no acogido por los Jueces del fondo. Medida excepcional
para casos extremos.

En la especie, la Corte a-qua para rechazar la demanda de los ac-
tuales recurrentes y fallar como lo hizo, expuso que cuando realmente
las actuaciones de los directivos de la Compañia recurrida sean cues-
tionables y éstos amerilen ser sustituidos, el artículo 13 de los estatutos
de dicha empresa establece la forma de proceder a esa sustitución sin
necesidad de recurrir a los tribunales; que la designación de un ad-
ministrador provisional en una empresa como la recurrida, sólo debe
ser hecha en casos extremos, ya que poner una compañía como esa en
manos que pudieran resultar inexpertas para el manejo de sus múl-
tiples operaciones, podría tener para la misma fatales consecuencias de
orden económico; que el hecho de que los negocios de dicha compañía
no marcharan bien al 30 de noviembre de 1975, no es necesariamente la
consecuencia de supuestas deficiencias en el manejo mismo, sino de las
preferencias del público consumidor en relación con el producto que
principalmente fabrican.

Cas. 6 julio 1983. B.J. 872, Pág. 1763.

Agencia exclusiva. Contrato regido por los anís. 632 y 633 del Código
de Comercio y no un contrato de trabajo regido por las Leyes laborales.
Contrato de representación exclusiva.

Cas. 16 diciembre 1983, B.J. 877, pág. 3967.

Alguacil. Acto que se dice no tiene la indicación del día de la com-
parecencia. Alegato de nulidad. Quien alega ese hecho debe depositar la
copia del acto argüido de nulidad.

Ver: Acto de alguacil que se pretende nulo...
Cas. 16 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 693.

Alquiler. Contrato discutido. Conclusiones formales. Sentencia no
motivada. Casación. Art. 141 del Código de Procedimiento Civil.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que ante la
Cámara a-qua el recurrente concluyó formalmente solicitando que se
declarara la nulidad de la sentencia apelada, por ser el Juzgado de Paz

[lee
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de Justicia se encuentra en la imposibilidad de verificar si el aludido
acto adolece de los vicios que le imputa el recurrente; que, en
consecuencia, el medio que propone carece de fundamento y debe ser
desestimado

Cas. 16 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 693.

Acto de alguacil. Demanda en desalojo. Falta de calidad de la em-
presa demandante.

Ver: Alquileres de casas y desahucios. Compartía.
Cas. 18 abril 1983, B.J. 869, Pág. 960.

Acto de alguacil. Ministerial que se traslada al domicilio del deman-
dado y hablando con la esposa lo cita. Demandado que no comparece
por haber estado en Ne • York. Validez de la citación.

En la especie, el examen de la sentencia impugnada pone de mani-
fiesto que la Cámara a-qua para fallar como lo hizo expresó lo siguien-
te: que la sentencia del Tribunal del Primer Grado fue dictada sin que
el demandado hubiese sido debidamente citado, según consta en acto
del 3.7 de septiembre de 1979 del alguacil B. de J.A.B., que en ese acto la
demandante se limitó a decir pura y simplemente que el demandado
reside en la ciudad de Nueva York, Estados Unidos de América, por lo
que esa notificación no podía ser recibida vía Consulado de la República
Dominicana, con sede en Nueva York; que tal omisión determinó la
imposibilidad de que el demandado recibiera dicho acto, con lo que se
violó su derecho de defensa; pero, que el examen del acto en cuestión
revela que el alguacil actuante se trasladó, en primer lugar, a un edi-
ficio ubicado en la calle Primera, Reparto del Este, de la ciudad de San-
tiago de los Caballeros, donde comprobó personalmente que tenla su
domicilio el demandado y allí le notificó en la persona de su esposa, J.T.
de T., el referido acto, citando para comparecer ante el J. de P. de la
Pra. C. del M. de S., a las nueve horas de la mañana del día 12 de
diciembre de 1979, a los fines de la demanda de que se trata; que la
realidad de esas afirmaciones no han sido destruidas mediante el
procedimiento de la inscripción en falsedad, único admitido por la ley
para despojar de su valor probatorio a los actos auténticos; que una ve
citado en su domicilio real resultaba sin pertinencia el segundo traslade
al Magistrado Procurador Fiscal, para cumplir la formalidad del ar
líenlo 69 del Código de Procedimiento Civil respecto de las personas
domiciliadas en el extranjero, por la sola circunstancia de que el
demandado se encontraba accidentalmente en la ciudad de Nueva
York; que como se advierte por lo anteriormente expuesto, el deman-
dado, hoy recurrido, fue legalmente citado para los fines de la demanda
de que se trata, por lo que al decidir lo contrario la Cámara a-qua
desnaturalizó el acto del 17 de septiembre de 1979, por lo cual procede la
casación de la sentencia impugnada.

Cas. 16 noviembre 1983. B.J. 876, Pág. 3579

. Acto de alguacil. Notificación en día no laborable sin autorización del
Juez. Arts 15 de la Ley de Organización Judicial y 1037 del Código de

Procedimiento Civil. No hay nulidad.
Si es verdad que el articulo 15 de la Ley de Organización Judicial

prohibe hacer acto judicial o notificación alguna en los días de fiestas y
vacaciones, sin autorización previa de Juez competente. excepto si hu-
biese peligro en la demora o en asuntos criminales, el cual no es sino
una repetición del articulo 1037 del Código de Procedimiento Civil, en lo
referente a la prohibición de hacer notificación ni ejecución alguna los
chas de fiesta, sin permiso del Juez, la notificación hecha uno de esos
dlas no es nula, aunque haya sido hecha sin autorización del Juez, toda
vez que ni uno ni otro de los citados textos prescriben su nulidad, por lo
que el medio de inadmis ión que se examina debe ser desestimado.

Cas. 18 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3624.

Administrador Provisional de una Compañía licorera. Pedimento de
designación no acogido por los Jueces del fondo. Medida excepcional
para casos extremos.

En la especie, la Corte a-qua para rechazar la demanda de los ac-
tuales recurrentes y fallar como lo hizo, expuso que cuando realmente
las actuaciones de los directivos de la Compañia recurrida sean cues-
tionables y éstos ameriten ser sustituidos, el artículo 13 de los estatutos
de dicha empresa establece la forma de proceder a esa sustitución sin
necesidad de recurrir a los tribunales; que la designación de un ad-
ministrador provisional en una empresa como la recurrida, sólo debe
ser hecha en casos extremos, ya que poner una compañia como esa en
manos que pudieran resultar inexpertas para el manejo de sus múl-
tiples operaciones, podría tener para la misma fatales consecuencias de
orden económico; que el hecho de que los negocios de dicha compañia
no marcharan bien al 30 de noviembre de 1975, no es necesariamente la
consecuencia de supuestas deficiencias en el manejo mismo, sino de las
preferencias del público consumidor en relación con el producto que
principalmente fabrican.

Cas. 6 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1763.

Agencia exclusiva. Contrato regido por los arts. 632 y 633 del Código
de Comercio y no un contrato de trabajo regido por las Leyes laborales.
Contrato de representación exclusiva.

Cas. 16 diciembre 1983, B.J. 877, pág. 3967.

Alguacil. Acto que se dice no tiene la indicación del día de la com-
parecencia. Alegato de nulidad. Quien alega ese hecho debe depositar la
copia del acto argüido de nulidad.

Ver: Acto de alguacil que se pretende nulo...
Cas. 16 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 693.

Alquiler. Contrato discutido. Conclusiones formales. Sentencia no
motivada. Casación. Art. 141 del Código de Procedimiento Civil.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que ante la
Cámara a-qua el recurrente concluyó formalmente solicitando que se
declarara la nulidad de la sentencia apelada, por ser el Juzgado de Paz
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incompetente en razón de la materia; que, sin embargo, la Cámara a-
gua rechazó esas conclusiones sin exponer los motivos que le sintieron
de base para considerar que tanto el Tribunal del Primer Grado como
ella misma, en su condición de Tribunal de Apelación, tenían com-
petencia para conocer y fallar el asunto de que se trata; que es
obligación de los Jueces del fondo responder todos los puntos de con-
clusiones que les sean formuladas por las partes, ya sean principales o
subsidiarias, o se refieran a cuestiones de forma o de fondo; que al no
observar esas disposiciones la Cámara a-qua violó el articulo 141 del
Código de Procedimiento Civil, por lo cual la sentencia impugnada debe
ser casada por falta de motivos, sin necesidad de examinar los demás
medios propuestos por el recurrente.

Cas. 21 de octubre 1983. B.J. 875. Pág:3312.
Alquiler. Demanda en cobro de alquileres. Contrato de inquilinato.

Competencia del Juzgado de Paz. Apelación. Revocación v envío al
mismo Juzgado de Paz competente.

En la especie, el fallo dictado por el Tribunal de Primer Grado fue
como sigue: "Se declara incompetente el Tribunal, en cuanto a la
demanda en desalojo interpuesta por el Dr. J.R.B.G., quien actúa a
nombre y representación de V.D.H. hasta el Tribunal de la Jurisdicción
competente decida la propiedad de la casa en desalojo" que como se ad-
vierte no se trata de un fallo sobre la excepción de incompetencia
propuesto por la parte indicada, sino de un sobreseimiento en ocasión de
esta excepción, por el cual dicho Tribunal pospuso su conocimiento has-
ta que la jurisdicción competente decidiera la propiedad del inmueble
en cuestión; que en estas circunstancias la vía para atacar la decisión
del Tribunal de Primer Grado no era la impugnación (le contradin , sino
el recurso ordinario de la apelación; que en estas circunstancias, por
otra parte, al noestatuir la sentencia apelada sobre el fondo, la Cámara
a-qua, como Tribunal de Apelación, podía como lo hizo, al revocar dicha
sentencia, reenviar el asunto al Juzgado del Primer Grado para que
decidiera el fondo, sin violar ninguna disposición legal.

Cas. 31 octubre 1983, B.J. 873. Pág . 3379.

Alquileres de Casas y Desahucios. Control. Comisión de Apelaciones.
Sentencias. Organos Jurisdiccionales. Las sentencias o decisiones del
control no pueden ser objeto de una acción principal en nulidad.

El Control de Alquileres de Casas y Desahucios y su Comisión de
Apelaciones, son verdaderos órganos jurisdiccionales de carácter
administrativo, cuyas decisiones tienen el carácter de sentencias de-
finitivas sometidas a todas las reglas de forma y de fondo que rigen las
sentencias emanadas de los tribunales ordinarios; que, como éstas, no
pueden ser objeto de una acción principal en nulidad; que al decir lo
contrario la Corte a-qua violó las disposiciones anteriores e hizo una
falsa aplicación del Art. 43 de la Ley de Organización Judicial, por lo
cual la sentencia impugnada, debe ser casada sin necesidad de
examinar los demás medios del recurso.

Cas. 15 de junio 1983. B.J. 871, Pág. 1527.

BOLETIN JUDICIAL	 XI

Alquileres de Casas y Desahucios. Compañía que recabe el mandato
general para administrar. Demanda en desalojo por falta de pago in-
tentada por la Compañia. Alegato de falta de calidad. Arts. 2 y 39 de la
Ley No. 834 de 1978.

El articulo 39 de la Ley No. 834 de 1978, establece que constituye una
irregularidad de fondo que afecta la validez de los actos, entre otros, la
falta de capacidad, la falta de poder de una persona que asegure la
representación de una parte en justicia; que asimismo es una regla
general y absoluta que el mandato para representar una persona en jus-
ticia, cuando no se trate de abogados, debe ser expreso y escrito, sin que
este poder pueda induc irse por medio de presunciones derivadas de los
hechos y circunstancias de la causa; que en consecuencia, la prueba del
mandato para representar en justicia a A.M.O., en los actos que aduce
el recurrido, que la Compañia de I., C. por A., pretende inducir del con-
trato por el cual el primero le otorgó poder para alquilar la casa, que ha
dado origen a la presente litis, al no contener una cláusula que de
manera formal y expresa le confiere mandato a esos fines, no puede
constituir la prueba que justifique dicha representación, en lo que se re-
fiere a los actos impugnados; que, por tanto, al acoger la Cámara a-
gua la excepción de nulidad de los actos comprendidos en las con-
clusiones formuladas al efecto por el recurrido, realizados por la
Compañía de I., C. por A., en esa calidad, en representación, de A.M.A.,
ha hecho una correcta aplicación dcl artículo 39 de la Ley No. 834 de
1978.

Cas. 18 abril 1983, B.J. 869, Pág. 960.

Alquileres de Casas. Conclusiones. Propósitos. Art. 141 del Código de
Procedimiento Civil. Punto esencial ponderado por el Juez.

Si conforme con el articulo 141 del Código de Procedimiento Civil, las
sentencias deben contener las conclusiones de las partes, el propósito de
esta disposición es probar que el Juez del fondo haestatuido dentro de
los límites del apoderamiento y comparar los motivos con el dispositivo,
con el fin de determinar si la ley ha sido bien aplicada, pero que este
propósito es satisfecho cuando el punto esencial de las conclusiones es
ponderado por el Juez; que la sentencia impugnada para rechazar las
supuestas pretensiones del recurrente y fallar como lo hizo, expresa que
"el recurrente no pudo demostrar las circunstancias alegadas por la
parte recurrida en el sentido de lo que adeuda, por concepto de al-
quileres vencidos y no pagados, los meses de septiembre de 1983, hasta
mayo de 1981", lo que demuestra que la Cámara a-qua ponderó las pre-
tensiones del recurrente y estatuyó, en consecuencia, ajustado a las
disposiciones legales señaladas, por lo que no ha incurrido en los vicios
denunciaaospor el recurrente.

Cas. 18 marzo 1983, 13.J. 888, Pág 706

Alquileres de Casas. Demanda de desalojo por falta de pego de los al-
quileres, ofrecimiento de pago de los alquileres adeudados y de los gas-
tos ocasionados. Artículos 12 y 13 del Decreto No. 4807 de 1959.
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incompetente en razón de la materia; que, sin embargo, la Cámara a-
qua rechazó esas conclusiones sin exponer los motivos que le sirvieron
de base para considerar que tanto el Tribunal del Primer Grado como
ella misma, en su condición de Tribunal de Apelación, tenían com-
petencia para conocer y fallar el asunto de que se trata; que es
obligación de los Jueces del fondo responder todos los puntos de con-
clusiones que les sean formuladas por las partes, ya sean principales o
subsidiarias, o se refieran a cuestiones de forma o de fondo; que al no
observar esas disposiciones la Cámara a-qua violó el articulo 141 del
Código de Procedimiento Civil, por lo cual la sentencia impugnada debe
ser casada por falta de motivos, sin necesidad de examinar los demás
medios propuestos por el recurrente.

Cas. 21 de octubre 1983. B.J. 875, Pág: 3312.
Alquiler. Demanda en cobro de alquileres. Contrato de inquilinato.

Competencia del Juzgado de Paz. Apelación. Revocación v envio al
mismo Juzgado de Paz competente.

En la especie, el fallo dictado por el Tribunal de Primer Grado fue
como sigue: "Se declara incompetente el Tribunal, en cuanto a la
demanda en desalojo interpuesta por el Dr. J.R.B.G., quien actúa a
nombre y representación de V.D.H. hasta el Tribunal de la Jurisdicción
competente decida la propiedad de la casa en desalojo" que como se ad-
vierte no se trata de un fallo sobre la excepción de incompetencia
propuesto por la parte indicada, sino de un sobreseimiento en ocasión de
esta excepción, por el cual dicho Tribunal pospuso su conocimiento has-
ta que la jurisdicción competente decidiera la propiedad del inmueble
en cuestión; que en estas circunstancias la vía para atacar la decisión
del Tribunal de Primer Grado no era la impugnación e le contradit), sino
el recurso ordinario de la apelación; que en estas circunstancias, por
otra parte, al no estatuir la sentencia apelada sobre el fondo, la Cámara
a-qua, como Tribunal de Apelación, podía corno lo hizo, al revocar dicha
sentencia, reenviar el asunto al Juzgado del Primer Grado para que
decidiera el fondo, sin violar ninguna disposición legal.

Cas 31 octubre 1983, B.J. 875. Pá g . 3379.

Alquileres de Casas y Desahucios. Control. Comisión de Apelaciones.
Sentencias. Organos Jurisdiccionales. Las sentencias o decisiones del
control no pueden ser objeto de una acción principal en nulidad.

El Control de Alquileres de Casas y Desahucios y su Comisión de
Apelaciones, son verdaderos órganos jurisdiccionales de carácter
administrativo, cuyas decisiones tienen el carácter de sentencias de-
finitivas sometidas a todas las reglas de forma y de fondo que rigen las
sentencias emanadas de los tribunales ordinarios; que, como éstas, no
pueden ser objeto de una acción principal en nulidad; que al decir lo
contrario la Corte a-qua violó las disposiciones anteriores e hizo una
falsa aplicación del Art. 43 de la Ley de Organización Judicial, por lo
cual 13 sentencia impugnada, debe ser casada sin necesidad de
examinar los demás medios del recurso.

Cas. 15 de junio 1983, B.J. 87 t. Pág. 1527.
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Alquileres de Casas y Desahucios. Comptela que recibe el mandato
general para administrar. Demanda en desalojo por falta de pago in-
tentada por la Compañia. Alegato de falta de calidad. Arts. 2 y 39 de la
Ley No. 834 de 1978.

El articulo 39 de la Ley No. 834 de 1978, establece que constituye una
irregularidad de fondo que afecta la validez de los actos, entre otros, la
falta de capacidad, la falta de poder de una persona que asegure la
representación de una parte en justicia; que asimismo es una regla
general y absoluta que el mandato para representar una persona en jus-
ticia, cuando no se trate de abogados, debe ser expreso y escrito, sin que
este poder pueda inducirse por medio de presunciones derivadas de los
hechos y circunstancias de la causa; que en consecuencia, la prueba del
mandato para representar en justicia a A.M.O., en los actos que aduce
el recurrido, que la Compañia de I., C. por A., pretende inducir del con-
trato por el cual el primero le otorgó poder para alquilar la casa, que ha
dado origen a la presente litis, al no contener una cláusula que de
manera formal y expresa le confiere mandato a esos fines, no puede
constituir la prueba que justifique dicha representación, en lo que se re-
fiere a los actos impugnados; que, por tanto, al acoger la Cámara a-
qua la excepción de nulidad de los actos comprendidos en las con-
clusiones formuladas al efecto por el recurrido, realizados por la
Compañia de I., C. por A., en esa calidad, en representación, de A.M.A.,
ha hecho una correcta aplicación del articulo 39 de la Ley No. 834 de
1978.

Cas. 18 abril 1983, B.J. 869, Pág. 960.

Alquileres de Casas. Conclusiones. Propósitos. Art. 141 del Código de
Procedimiento Civil. Punto esencial ponderada por el Juez.

Si conforme con el articulo 141 del Código de Procedimiento Civil, las
sentencias deben contener las conclusiones de las partes, el propósito de
esta disposición es probar que el Juez del fondo ha estatuido dentro de
los limites del apoderamiento y comparar los motivos con el dispositivo,
con el fin de determinar si la ley ha sido bien aplicada, pero que este
propósito es satisfecho cuando el punto esencial de las conclusiones es
ponderado per el Juez; que la sentencia impugnada para rechazar las
supuestas pretensiones del recurrente y fallar como lo hizo, expresa que
"el recurrente no pudo demostrar las circunstancias alegadas por la
parte recurrida en el sentido de lo que adeuda, por concepto de al-
quileres vencidos y no pagados, los meses de septiembre de 1983, hasta
mayo de 1981", lo que demuestra que la Cámara a-qua ponderó las pro-
tensiones del recurrente y estatuyó, en consecuencia, ajustado a las
disposiciones legales señaladas, por lo que no ha incurrido en los vicios
denunciaaose por el recurrente.

Cas. 18 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 706

Alquileres de Casas. Demanda de desalojo por falta de pago de los al-
quileres, ofrecimiento de pago de los alquileres adeudados y de los gas-
tos ocasionados. Artículos 12 y 13 del Decreto No. 4837 de 1959.
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Si bien es verdad que las disposiciones contenidas en los artículos 12 y
13 del Decreto No. 4807 del» tienden a dar un máximo de oportunidad
a los inquilinos para liberarse de ser desalojados, permitiéndoles desin-
teresar a los dueños de casa aún después de ser demandados, pagando a
éstos los alquileres atrasados hasta el mismo día de la audiencia, más
los gastos que se hubiesen causado hasta el momento, no es menos cier-
to que por lo mismo de que se trata de disposiciones excepcionales que
permiten sobreseer acciones legalmente Introducidas. no es posible ex-
tender su alcance más allá de los limites preestablecidos ni aceptar
promesas de pago, sino la efectividad del mismo y el cual debe com-
prender la totalidad de la deuda y de los gastos incurridos, lo que, al
tenor de la sentencia impugnada no ha sido observado en el presente
caso; que al decidir lo contrario la Cámara a-qua hizo una falsa in-
terpretación de los artículos 12 y 13 del Decreto No. 4807 de 1959, por lo

-cual su sentencia debe ser casada sin necesidad de examinar los demás
medios del recurso.

Cas. 28 enero 1983, B.J. 866, Pág. 205.
Alquiler de Casas. Demanda reconvencional del inquilino.

Rechazamiento.
El examen de la sentencia impugnada muestra que la Cámara a-qua

para rechazar la demanda reconvencional en compensación, farmacia
por el recurrente contra la demanda intentada por los recurridos, no se
basó en la certificación de 1977, ni en la declaración jurada del conjunto
de la R., a cargo de la L.R.T.R., sino fundamentalmente en el acuerdo
celebrado entre las partes, en virtud del articulo 2 de la Ley No. 38 del
1966, que modificó el contrato de inquilinato, en cuanto al precio del al-
quiler, como lo ha admitido el recurrente en su memorial de casación, y
cuya validez no puede ser cuestionada, tanto porque según la sentencia
expresada fue pactado conforme el citado artículo 2 de la Ley No. 38,
como por el principio de que las convenciones tienen fuerza de Ley entre
las partes, cuando como en la especie no viola sino que cumple un re-
quisito establecido por la Ley; que por otra parte, el hecho de que los
recurridos obtuvieran la Resolución fijando el precio del alquiler, no
lignifica una renuncia al Contrato de Inquilinato, pues no se trataba de
una medida que perjudicara sus interese, ni el recurrente ha demos-

•	 trado que existiera contradicción entre esa Resolución y dicho acuerdo;
que en otro aspecto de estos alegatos, consistentes en que la Cámara a-

, 	 qua no habla contestado las conclusiones, por las cuales solicitó que
dispusiera la comunicación de la tasación del inmueble y el recibo de
pago del Impuesto sobre Renta de los recurridos; que por la forma en
que fueron presentadas, como sigue "para el supuesto de que se consi-
dere, que el Tribunal debe apreciar, conforme la Ley No. 38 del 1966,
disponer..." estas conclusiones fueron abandonadas a la discreción de
la Cámara a-qua por lo que no estaba obligada a contestarlas, ni mo-
tivar su opción en sentido negativo; por último, en relación con este
mismo aspecto, que la citada sentencia del Juzgado de Paz quedó ex-
tinguida con la del mismo Juzgado de Paz, del 15 de abril de 1977, al
fallar el fondo, sin que el recurrente opusiera Su alegada irregularidad
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de la ResoluciÓn que fijó el alquiler y que, aunque es verdad que en gra-
do de apelación pidió de nuevo la tasación del inmueble, la cual fue or-
denada por sentencia de la Cámara Civil y Comercial del Distrito
Nacional, del 12 de julio de 1977, esta fue casada por la de la S.C. de J.,
del 18 de agosto de 1980, de manera que, la Cámara a-qua no podía haber
violado la autoridad de la cosa juzgada, que Invoca el recurrente contra
la validez del indicado acuerdo: iodo lo cual pone de manifiesto que en
la sentencia impugnada no ha incurrido en los vicios denunciados por el
recurrente en los alegatos, que se-acaban de examinar.

Cas. 28 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 544.

Apelación. Fiscal que apela a nombre de la parte civil. Conclusiones
del prevenido rechazadas sin dar motivos. Casación de la sentencia por
lesión al derecho de defensa.

Los Jueces del fondo están obligados a responder a todos los puntos
que han sido articulados en Las conclusiones de las partes para ad-
mitirlas o rechazarlas, dando los motivos que sean pertinentes; que es-
ta regla se aplica tanto a las conclusiones principales y a las sub-
sidiarias, como a las conclusiones que contengan una demanda, una
defensa, una excepción, o un medio de inadmisión; que el examen de la
sentencia impugnada muestra que tal como lo alega el recurrente, él
presentó esas conclusiones con el fin de que se declarara inadmisible el
recurso de apelación del Ministerio Público, en base a los referidos
razonamientos; que como la Corte a-qua rechazó tales conclusiones sin
dar motivos justificativos de ese rechazamiento, como era su deber, es
obvio que en dicho fallo se violó el derecho de defensa del actual
recurrente y, en consecuencia, la sentencia impugnada debe ser casa-
da, sin que sea necesario examinar los demás medios y alegatos del
recurso, ni los otros recursos de casación interpuestos.

Cas. 12 diciembre 1983, B.J. 877, Pág . 3898.

Apelación del Procurador Fiscal en Materia Criminal. Notificación al
acusado. Art. 286 del Código de Procedimiento Criminal. Formalidad no
prescrita a pena de nulidad.

La notificación al acusado del recurso de apelación interpuesto por el
Ministerio Público no está prescrita a pena de nulidad y dicho recurso
debe por tanto tenerse como válido, aun sin haberse cumplido la for-
malidad indicada, cuando se compruebe que el acusado ha tenido
conocimiento del recurso en una forma y otra y ha tenido tiempo de
preparar su defensa, como ha ocurrido en la especie.

Cas. 17 junio 1983. B.J. 871, Pág. 1554.

Apelación de sentencia criminal dictada por el Consejo de Apelación
de las Fuerzas Armadas. Art. 67 del Código de Justicia de las Fuerzas
Armadas. Plazo de 5 días. Vencimiento en día no laborable Prorroga al
día siguiente.

El examen del fallo impugnado pone de manifiesto, que el Consejo de
Apelación, para fallar como lo hizo, rechazando el recurso de apelacion,
interpuesto por el cabo R. de J.A.R. E.N., por no haberlo hecho en
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Si bien es verdad que las disposiciones contenidas en los articulas 12 y
13 del Decreto No. 4807 de 1959 tienden a dar un máximo de oportunidad
a los inquilinos para liberarse de ser desalojados, permitiéndoles desin-
teresar a los dueños de casa aún después de ser demandados, pagando a
éstos los alquileres atrasados hasta el mismo día de la audiencia, más
los gastos que se hubiesen causado hasta el momento, no es menos cier-
to que por lo mismo de que se trata de disposiciones excepcionales que
permiten sobreseer acciones legalmente introducidas. no es posible ex-
tender su alcance más allá de los limites preestablecidos ni aceptar
promesas de pago, sino la efectividad del mismo y el cual debe com-
prender la totalidad de la deuda y de los gastos incurridos, lo que, al
tenor de la sentencia impugnada no ha sido observado en el presente
caso; que al decidir lo contrario la Cámara a-qua hizo una falsa in-
terpretación de los artículos 12 y 13 del Decreto No. 4807 de 1959, por lo
cual su sentencia debe ser casada sin necesidad de examinar los demás
medios del recurso.

Cas. 28 enero 1983, B.J. 866, Pág. 205.
Alquiler de Casas. Demanda reconvencional del inquilino.

Rechazamiento.
El examen de la sentencia impugnada muestra que la Cámara a-qua

para rechazar la demanda reconvencional en compensación, formarla
por el recurrente contra la demanda intentada por los recurridos, no se
basó en la certificación de 1977, ni en la declaración jurada del conjunto
de la R., a cargo de la L.R.T.R., sino fundamentalmente en el acuerdo
celebrado entre las partes, en virtud del artículo 2 de la Ley No. 38 del
1966, que modificó el contrato de inquilinato, en cuanto al precio del al-
quiler, como lo ha admitido el recurrente en su memorial de casación, y
cuya validez no puede ser cuestionada, tanto porque según la sentencia
expresada fue pactado conforme el citado articulo 2 de la Ley No. 38,
como por el principio de que las convenciones tienen fuerza de Ley entre
las partes, cuando como en la especie no viola sino que cumple un re-
quisito establecido por la Ley; que por otra parte, el hecho de que los
recurridos obtuvieran la Resolución fijando el precio del alquiler, no
significa una renuncia al Contrato de Inquilinato, pues no se trataba de
una medida que perjudicara sus intereses, ni el recurrente ha demos-
trado que existiera contradicción entre esa Resolución y dicho acuerdo;
que en otro aspecto de estos alegatos, consistentes en que la Cámara a-
qua no habla contestado las conclusiones, por las cuales solicitó que
dispusiera la comunicación de la tasación del inmueble y el recibo de
pago del Impuesto sobre Renta de los recurridos; que por la forma en
que fueron presentadas, como sigue "para el supuesto de que se consi-
dere, que el Tribunal debe apreciar, conforme la Ley No. 38 del 1966,
disponer..." estas conclusiones fueron abandonadas a la discreción de
la Cámara a-qua por lo que no estaba obligada a contestarlas, ni mo-
tivar su opción en sentido negativo; por último, en relación con este
mismo aspecto, que la citada sentencia del Juzgado de Paz quedó ex-
tinguida con la del mismo Juzgado de Paz, del 15 de abril de 1977, al
fallar el fondo, sin que el recurrente opusiera Su alegada irregularidad
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de la Resolución que rifó el alquiler y que, aunque es verdad que en gra-
do de apelación pidió de nuevo la tasación del inmueble, la cual fue or-
denada por sentencia de la Cámara Civil y Comercial del Distrito
Nacional, del 12 de julio de 1977, esta fue casada por la de la S.C. de J.,
del 18 de agosto de 1980, de manera que, la Cámara a-qua no podía haber
violado la autoridad de la cosa juzgada. que invoca el recurrente contra
la validez del indicado acuerdo: iodo lo cual pone de manifiesto que en
la sentencia impugnada no ha incurrido en los vicios denunciados por el
recurrente en los alegatos, que seacaban de examinar.

Cas. 28 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 544.

Apelación. Fiscal que apela a nombre de la parte civil. Conclusiones
del prevenido rechazadas sin dar motivos. Casación de la sentencia por
lesión al derecho de defensa.

Los Jueces del fondo están obligados a responder a todos los puntos
que han sido articulados en las conclusiones de las parte; para ad-
mitirlas o rechazarlas, dando los motivos que sean pertinentes; que es-
ta regla se aplica tanto a las conclusiones principales y a las sub-
sidiarias, como a las conclusiones que contengan una demanda, una
defensa, una excepción, o un medio de inadmisión; que el examen de la
sentencia impugnada muestra que tal como lo alega el recurrente, él
presentó esas conclusiones con el fin de que se declarara inadmisible el
recurso de apelación del Ministerio Público, en base a los referidos
razonamientos; que como la Corte a-qua rechazó tales conclusiones sin
dar motivos justificativos de ese rechazamiento, como era su deber, es
obvio que en dicho fallo se violó el derecho de defensa del actual
recurrente y, en consecuencia, la sentencia impugnada debe ser casa-
da, sin que sea necesario examinar los demás medios y alegatos del
recurso, ni los otros recursos de casación interpuestos.

Cas. 12 diciembre 1983, B.J. 877. Pág. 3898.

Apelación del Procurador Fiscal en Materia Criminal. Notificación al
acusado. Art. 286 del Código de Procedimiento Criminal. Formalidad no
prescrita a pena de nulidad.

La notificación al acusado del recurso de apelación interpuesto por el
Ministerio Público no está prescrita a pena de nulidad y dicho recurso
debe por tanto tenerse como válido, aun sin haberse cumplido la for-
malidad indicada, cuando se compruebe que el acusado ha tenido
conocimiento del recurso en una forma y otra y ha tenido tiempo de
preparar su defensa, como ha ocurrido en la especie.

Zas. 17 junio 1983. B.J. 871, Pág. 1554.

Apelación de sentencia criminal dictada por el Consejo de Apelación
de las Fuerzas Armadas. Art. 67 del Código de Justicia de las Fuerzas
Armadas. Plazo de 5 chas. Vencimiento en día no laborable Prorroga al
día siguiente.

El examen del fallo impugnado pone de manifiesto, que el Consejo de
Apelación, para fallar como lo hizo, rechazando el recurso de apelación,
Interpuesto por el cabo R. de J.A.R. E.N., por no haberlo hecho en



tiempo hábil do per establecido lo siguiente: a) que en fecha 14 de no-
viembre de 1978, el Consejo de Guerra de Primera Instancia del E.N.
conJuri.sdicción Nacional, dictó una sentencia cor.tra el mencionado R.
de J.A.R.; y b) que éste interpuso recurso de apelación contra dicho
fallo, el 20 del mismo mes y año indicados; que según se revela, el plazo
de cinco días, para recurrir en apelación establecido en esta materia,
venda en el caso ocurrente, el domingo 19 de noviembre; que como este
día no era laborable, el plazo se extendía al dl a 20, fecha del recurso de
apelación; que en esa virtud, el referido recurso ha sido interpuesta en
tiempo hábil; que por otra parte, en el dispositivo de la sentencia im-
pugnada consta, que el Tribunal a-quo, después de rechazar el recurso
de apelación por tardío, confirmó la sentencia de Primer Grado, lo que
hace suponer que examinó dicho recurso al fondo lo que no ocurrió en la
especie; que por tanto procede casar en todas sus partes la indicada
sentencia a fin de que el Tribunal de envio conozca y decida el fondo del
asunto al amparo del recurso de apelación interpuesto como se ha dicho
en tiempo hábil.

Cas. 9 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 369.

Apelación civil notificada un día de fiesta: 6 de enero, sin permiso del
Juez. Articulo 15 de la Ley de Organización Judicial y 1030 del Código de
Procedimiento Civil. El acto no es nulo.

Si es cierto que de conformidad cx lo que dispute el articulo 15 de la
Ley de Organización Judicial "en los d'as de fiesta legales y en los de
vacaciones no se hará ningún acto judicial ni ninguna notificación,
excepto con autorización competente, si hubiere peligro en la demora o
en asuntos criminalu", no es menos cierto que la ley no ha pronunciado
la nulidad del acta notificado en contravención de dicha disposición.
sino que ha limitado la sanción, por aplicación del articulo 1030 del
Código de Procedimiento Civil, a imponer una multa al ministerial que
haya actuado indebidamente durar.te esos din de fiestas legales; que al
no ser nulo el acto de apelación, no puede ser declarado inadmisible su
consecuencia, o sea el recurso de apelación; que al decidir lo contraria
la Corte a .qua violó los articulDS 15 de la Ley de Organización Judicial y
1CX del Código de Procedimier.ta Civil, por lo cual la sentencia im-
pugnada debe ser casada.

Cas. 31 agosto 1983. B.J. 873, Pág. 2512.

Apelación del prevenido candena do penal y civIlmzete. Materia
ccrrecciar.a.l. Redacci( e del monto de la indemnización. Facultades de
los Jaeces (Id fondo.

En la especie, frer.te al recuso de apelación interpuesto por el pre-
venido, la Corte a-qua pudo, tamo lo hizo, dentro de s..s facul tades so-
beranas, fijar las indernr.izacior.es en un monto ir.f erial' al acordado por
el Jaez del Primer Grado, aun cuando el apelante co hubiera presen-
tado conclusiones al fondo en ese sentido, pues la Corte a-qua, como se
ha dicho, estaba apoderada del asunto, comocor.secuencia del recurso
de apelación itterpAsto por no estar conforme el apelante con las con-

denaciones penales y civiles pronunciadas contra él.
Cas. 9 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3513.

Apelación. Materia Penal. Acción Civil. Indemnización acordada.
Aumento de la misma en Segundo Grado sin haber apelado la in-
teresada. Casación sin envío.

En la especie, la Corte a-qua aumentó a RD$3,000.00 la indemnización
de RD$2,000.00 concedida en primera instancia a C.A.V.C.. sin estar
apoderada de esa cuestión, puesto que la interesada no interpuso
recurso de apelación contra sentencia de Primer Grado, lo que indica
que se conformó con dicha sentencia; que al actuar así, la Corte a-qua
violó las reglas de su apoderamiento, por lo cual la sentencia im-
pugnada debe ser casada en este aspecto, por vía de supresión y sin en-
vio, por no quedar nada que juzgar, en ese punto.

Cas. 16 marzo 1983. B.J. 868. Pág. 680.

Apelación de una sentencia del Juzgado de Paz. Materia Penal. Asun-
to de la competencia del Tribunal de Primera Instancia. Deber del Juez
apoderado de la apelación.

Cuando el Juzgado de Primera Instancia actuando como Tribunal de
Apelación, reconoce que el hecho no constituye una contravención de
Policía ni un delito de la competencia excepcional del Juzgado de Paz,
sino un delito de su propia competencia, y declara la incompetencia del
Jugado de Paz apoderado como Tribunal de Primer Grado, como
ocurrió en la especie, no puede trasmutarse en Jurisdicción de Primera
Instancia, competente en Primer Grado, de un hecho del cual no estaba
regularmente apoderado; en consecuencia, que no habiendo aplicado la
Cámara a-qua, como era debido, las disposiciones anteriormente se-
ñaladas, ha violado en su fallo reglas de competencia que atañen al or-
den público.

Cas. 11 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 410.

Apelación. Materia penal. Plazo. Vacaciones judiciales. No in-
terrupción del plazo. Arta. 203 del Código de Procedimiento Criminal y
15 de la Ley de Organización Judicial.

Los plazos para interponer recurso de apelación señalados en el ar.
título 203 del Código de Procedimiento Criminal, no se interrumpen con
motivo de las vacaciones judiciales y, que. cuando el articulo 15 de la
Ley de Organización Judicial expresa que "en los días de fiesta legales
y en los de vacaciones no se hará ningún acto judicial ni ninguna no
tificación, excepto con autorización del Juez competente si hubiere
peligro en la demora o en asuntos criminales", el Legislador ha querido
asimilar el vocablo "criminal", al "penal", es decir que dicho texto
legal, en esa excepción, se refiere a todos los asuntos penales, y no
únicamente a los asuntos criminales; que, por tanto, la Corte a -qua al
declarar válidos los recursos de apelación de que se trata, hizo una
errada aplicación de los textos legales señalados, y, por tanto, procede
casar la sentencia impugnada.

Cas. 14 diciembre 1983, B.J. 877, Pág. 3943.
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tiempo hábil dio pc r establecido lo siguiente: a) que en fecha 14 de no-
viembre de 1978, el Consejo de Guerra de Primera Instancia del E.N.
con Jurisdicción Nacional, dicta una sentencia contra el mencionado R.
de J.A.R.; y b) que éste interpuso recurso de apelación contra dicho
fallo, el 20 del mismo mes y año indicados; que según se revela, el plazo
de cinco din, para recurrir en apelación establecido en esta materia,
vencía en el caso ocurrente, el domingo 19 de noviembre; que como este
dla no era laborable, el plazo se extendía al ella 20, fecha del recurso de
apelación; que en esa virtud, el referido recurso ha sido interpuesta en
tiempo hábil; que por otra parte, en el dispositivo de la sentencia im-
pugnada consta, que el Tribunal a-quo, después de rechazar el recurso
de apelación por tardío, confirmó la sentencia de Primer Grado, lo que
hace suponer que examinó dicho recurso al fondo lo que no ocurrió en la
especie; que por tanto procede casar en todas sus partes la indicada
sentencia a fin de que el Itibunal de envio conozca y decida el fondo del
asunto al amparo del recurso de apelación interpuesto corno se ha dicho
en tiempo hábil.

Cas. 9 febrero 1983, B.J. 867. Pág. 369.

Apelación civil notificada un día de fiesta: 6 de enero, sin permiso del
Juez. Articulo 15 de la Ley de OrganizaciónJudizia: y 1030 del Código de
Procedimienta Civil. El acto no es nulo.

Si es cierta que de conformidad con lo que dispone el articulo 15 de la
Ley de Organización Judicial "en las días de fiesta legales y en los de
vacaciones no se hará ningún acto judicial ni ninguna notificación,
excepto con autorización competente, si hubiere peligro en la demora o
en asuntos criminales", no es menos cierto que la ley no ha pronunciado
la nulidad del acta notificado en contravención de dicha disposición.
sino que ha limitado la sanción, por aplicación del articulo 1030 del
Código de Procedimiento Civil, a imponer una multa al ministerial que
haya actuado indebidamente durante esos días de fiestas legales; que al
no ser nula el acto de apelación, no puede ser declarado inadmisible su
corsecuencia, o sea el recurso de apelación; que al decidir lo contrario
la Corte anua violó losar titulas 15 de la Ley de Organización Judicial y
1030 del Código de Procedimier.to Civil, por lo cual la sentencia im-
pugnada debe ser casada.

C13. 31 agosto 19€3. B.J. 873, Pág. 2512.

Apelación del prevenido condenado penal y civilmente. Materia
correccional. Reclaccien del monto de la indernr.i.tación. Fa:e-nades de
los Jueces del fondo.

En la especie, frente al recurso de apelación interpuesta por el pre-
venido, la Corte alua pudo, coma la hizo dentro de s'..s facultades so-
beranas, fijar las Lidernr.lza ciares enun monta inf eri Dr al acordado por
el Jaez del Primer C rado, aun cuando el apelante no hubiera presen-
tado concl.sior.es al fondo en ese sentido, pues la Corte a-qua, como se
ha dicho, estaba apoderada del asunto, corr.ocor.secuer.cia del recurso
de apelación izterpuesto por no estar conforme el apelante con las con-

denaciones penales y civiles pronunciadas contra él.
Cas. 9 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3513.

Apelación. Materia Penal. Acción Civil. Indemnización acordada.
Aumento de la misma en Segundo Grado sin haber apelado la in-
teresada. Casación sin envio.

En la especie, la Corte a-qua aumentó a RDS3,000.00 la indemnización
de 8032,000.00 concedida en primera instancia a C.A.V.C., sin estar
apoderada de esa cuestión, puesto que la interesada no interpuso
recurso de apelación contra sentencia de Primer Grado, lo que indica
que se conformó con dicha sentencia; que al actuar ase la Corte aitta
violó las reglas de su apoderamiento, por lo cual la sentencia im-
pugnada debe ser casada en este aspecto, por vía de supresión y sin en-
vio, por no quedar nada que juzgar, en ese punto.

Cas. 16 marzo 1983. B.J. 868, Pág. 680.

Apelación de una sentencia del Juzgado de Paz. Materia Penal. Asun-
to de la competencia del Tribunal de Primera Instancia. Deber del Jaez
apoderado de la apelación.

Cuando el Juzgado de Primera Instancia actuando como Tribunal de
Apelación, reconoce que el hecho no constituye una contravención de
Policía ni un delito de la competencia excepcional del Juzgado de Paz,
sino un delito de su propia competencia, y declara la incompetencia del
Juzgado de Paz apoderado como Tribunal de Primer Grado, como
ocurrió en la especie, no puede trasmutarse en Jurisdicción de Primera
Instancia, competente en Primer Grado, de un hecho del cual no estaba
regularmente apoderado; en consecuencia, que no habiendo aplicado la
Cámara a-qua, como era debido, las disposiciones anteriormente se-
ñaladas, ha violado en su fallo reglas de competencia que atañen al or-
den público.

Cas. 11 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 410.

Apelación. Materia penal. Plazo. Vacaciones judiciales. No in-
terrupción del plazo. Arts. 203 del Código de Procedimiento Criminal y
15 de la Ley de Organización Judicial.

Los plazos para interponer recurso de apelación señalados en el ar-
tículo 203 del Código de Procedimiento Criminal, no se interrumpen con
motivo de las vacaciones judiciales y, que, cuando el articulo 15 de la
Ley de Organización Judicial expresa que "en los días de fiesta legales
y en los de vacaciones no se hara ningún acto judicial ni ninguna no
tificación. excepto con autorización del Juez competente si hubiere
peligro en la demora o en asuntos criminales", el Legislador ha querido
asimilar el vocablo "criminal", al "penal", es decir que dicho texto
legal, en esa excepción, se refiere a todos los asuntos penales, y no
únicamente a los asuntos criminales; que, por tanto, la Corte a-qua al
declarar válidos los recursos de apelación de que se trata, hizo una
errada aplicación de los textos legales señalados, y, por tanto, procede
casar la sentencia impugnada.

Cas. 14 diciembre 1983, B.J. 877, Pág. 3943.



Apelación. Materia penal. Apelación interpuesta por un ayudante del
fiscal sin que se haga constar que lo hace a nombre del titular. Validez
de la apelación.

Lee abogados tayudantes de los fiscales están facultados para apelar,
en nombre de éstos, de las sentencias dictadas por los tribunales in-
feriores, sin necesidad de que se exprese en el acta de apelación que lo
hacen en nombre de su superior jerárquico.

Cas. 2 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1163.
Apelación. Materia civil. Apelación de una sentencia en defecto por

falta de comparecer y que se afirma fue ejecutada. Antiguo Art. 159 del
Código de Procedimiento civil. Apelación admisible.

En la especie, a los términos del antiguo articulo 159 del Código de
Procedimiento Civil, vigente para la fecha en que se interpuso el
recurso de apelación, la ejecución de la sentencia en defecto por falta de
comparecer, cerraba el plazo del recurso de oposición pero no el de la
apelación, sino que constituía el punto de partida para calcular el plazo
de dos meses para interponer este Ultimo recurso, de acuerdo con las
precripciones del articulo 443 del mismo Código; que, por lo tanto, la
ejecución de una sentencia de la naturaleza considerada, no le atribula
a ella el carácter de la cosa irrevocablemen te juzgada, sino cuando
transcurriera el plazo de dos meses para apelar, sin que este recurso
hubiese sido interpuesto, por lo cual en el caso resultan inaplicables los
artículos 1350, 1151 y 1352 del Código Civil, que se refieren a la autoridad
de la casa juzgada; que como en la especie no existe constancia alguna
en el expediente del momento en que el actual recurrido se enteró de los
actos de ejecución de la sentencia apelada, es necesario admitir, que
ese conocimiento lo obtuvo el mismo dia en que interpuso el recurso de
apelación, esto es, el 21 de agosto de 1978, que fue cuando se inició el
plazo de dos meses para interponerlo, por lo cual su recurso fue incoado
der.tro del piar °legal y era, por consiguiente, admisible; que por todo lo
expuesto se evidencia que el medio que se examina carece de fun-
damento y debe ser desestimado.

Cas. 21 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2720.

Apelación. Materia civil. Defecto de los apelantes por falla de con-
cluir. Descargo puro y simple de la apelación.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que la Corte
a-qua se limitó a pronunciar, a pedimento del intimado, el descargo
puro y simple de éste del recurso de apelación interpuesto por los ac-
tuales recurrentes; que para adoptar esa decisión dicha Corte com-
probó en hecho el defecto de los apelantes y aplicó a ese hecho las
consecuencias jurídicas resultantes de los artículos 154 y 434 del Código
de Procedimiento Civil; que, al efecto, la referida Corte expuso "que el
articulo 434 del Código de Procedimiento Civil dispone que si el deman-
dante compareciere, el Tribunal pronunciará el defecto y descargará al
demandado de la demanda"; que ese motivo es suficiente para jus-
tificar el dispositivo de la sentencia impugnada y ha permitido a la S.C.
de J. verificar que en la especie se ha hecho una correcta aplicación de

la Ley, por lo cual los medios que se examinan carecen de fundamento y
deben ser desestimados.

Cas. 19 octubre 1983, B.J. 873, Pág. 3278.

Apelación. Materia civil. Declaración en Secretaria. Notificación a la
parte adversa. Art. 456 del código de Procedimiento Civil. Documento
no aportado a los Jueces del fondo. Formalidades sustanciales. Ley 845
de 1978.

la Corte a .qua para declarar inadmisible el recurso de apelación de
la actual recurrente, expresó que el mismo fue interpuesto mediante
declaración en la Secretaría de la Juriiprudencia de Primer Grado, en
contradicción a lo estatuido por el artículo 456 del Código de Proce-
dimiento Civil, que dispone que el recurso de apelación se interpondrá
por acto notificado al intimado a su persona o en su domicilio, con
emplazamiento para comparecer en el plazo legal; que esa forma de
razonar de la Corte a -qua es correcta y se ajusta estrictamente a las
reglas legales que rigen la interposición del recurso de apelación en
materia civil y comercial; que es verdad que en el expediente reposa un
acto de fecha 18 de junio de 1980, diligenciado por el Ministerial R.S.F.,
Alguacil Ordinario del Tribunal de Tránsito del Distrito Nacional, a re-
querimiento de la recurrente, por medio del cual se interpone recurso
de apelación contra la sentencia del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de A., de fecha 9 de junio de 1980, sin embargo, nada
revela que dicho acto fuera sometido al debate y depositado para su
ponderación ante la Corte a qua ; que como la Corte de Casación debe
conocer del caso en las mismas condiciones en que lo hizo el Tribunal de
donde procede la sentencia impugnada, es obvio que el referido acto no
puede ser tomado en consideración; que si también es verdad que en el
proceso no existe constancia de que la recurrente hubiese sido citada
para comparecer a la audiencia, no es menos cierto que en la sentencia
impugnada consta que a esa audiencia compareció el Dr. A.A.U.S., en
representación de los abogados de la apelante, quien leyó allí un escrito
de defensa y concluyó, pero no hizo depósito de tal escrito, no obstante
habérsele requerido por telegrama del Pte. de la Corte de Apelación lo
que evidencia que la actual recurrente tuvo conocimiento en tiempo
oportuno de la celebración de esa audiencia, compareció a ella y tuvo la
oportunidad de defenderse; que por otra parte, las formalidades re-
queridas por la Ley para interponer los recursos son sustanciales y no
pueden ser sustituidas por otras; que la inobservancia de esas for-
malictades conlleva la inadmisibilaid del recurso, independientemente
de que la misma haya causado o no agravio al derecho de defensa de la
parte que la invoca; que, por último, de conformidad con la nueva re-
dacción introducida al articulo 77 del Código de Procedimiento Civil,
por la Ley No. 845 del 1978, una vez vencido el plazo de la comparecencia
cualquiera de las partes puede promover la auchenica, sin necesidad de
que previamente se hayan notificado defensas y réplicas, como lo
exigía la Ley No. 1015 de 1955, la cual fue expresamente derogada por la
supradicha Ley No. 845.

Cas. 7 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3474.

fui
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Apelación. Materia penal. Apelación interpuesta por un ayudante del
fiscal sin que se haga constar que lo hace a nombre del titular. Validez
de la apelación.

Los abogados'ayudantes de los fiscales están facultados para apelar,
en nombre de éstos, de las sentencias dictadas por los tribunales in-
feriores, sin necesidad de que se exprese en el acta de apelación que lo
hacen en nombre de su superior jerárquico.

Cas. 2 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1163.
Apelación. Materia CiVTLAPCIACión de una sentencia en defecto por

falta de comparecer y que se afirma fue ejecutada. Antiguo Art. 159 del
Código de Procedimiento civil. Apelación admisible.

En la especie, a lee términos del antiguo articulo 159 del Código de
Procedimiento Civil, vigente para la fecha en que se interpuso el
recurso de apelación, la ejecución de la sentencia en defecto por falta de
comparecer, cerraba el plazo del recurso de oposición pero no el de la
apelación, sino que constituía el punto de partida para calcular el plazo
de dos meses para interponer este último recurso, de acuerdo con las
precripciones del articulo 443 del mismo Código; que, por lo tanto, la
ejecución de una sentencia de la naturaleza considerada, no le atribula
a ella el carácter de la cosa irrevocablemente juzgada, sino cuando
transcurriera el plazo de dos meses para apelar, sin que este recurso
hubiese sido interpuesto, por lo cual en el caso resultan inaplicables los
artículos 1150, 1351 y 1332 del Código Civil, que se refieren a la autoridad
de la cosa juzgada; que como en la especie no existe conztancia alguna
en el expediente del momento en que el actual recurrido se enteró de los
actos de ejecución de la sentencia apelada, es necesaria admitir, que
ese conocimiento lo obtuvo el mismo día en que interpuso el recurso de
apelación, esto es, el 21 de agosto de 1978, que fue cuando se inició el
plazo de dos meses para interponerlo, por lo cual su recurso fue incoado
der.tro del plazo legal y era, por consiguiente, admisible; que por todo lo
expuesto se evidencia que el medio que se examina carece de fun-
damento y debe ser desestimado.

Cas. 21 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2720.

Apelación. Materia civil. Defecto de los apelantes por falta de con-
cluir. Descargo puro y simple de la apelación.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que la Corte
a-qua se limitó a pronunciar, a pedimento del intimado, el descargo
puro y simple de éste del recurso de apelación interpuesto por los ac-
tuales recurrentes; que para adoptar esa decisión dicha Corte com-
probó en hecho el defecto de los apelantes y aplicó a ese hecho las
consecuencias jurídicas resultantes de los artículos 154 y 434 del Código
de Procedimiento Civil; que, al efecto, la referida Corte expuso "que el
articulo 434 del Código de Procedimiento Civil dispone que si el deman-
dante compareciere, el Tribunal pronunciará el defecto y descargará al
demandado de la demanda"; que ese motivo es suficiente para jus-
tificar el dispositivo de la sentencia impugnada y ha permitido a la S.C.
de J. verificar que en la especie se ha hecho una correcta aplicación de
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la Ley, por lo cual los medios que se examinan carecen de fundamento y
deben ser desestimados.

Cas. 19 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3278.
Apelación. Materia civil. Declaración en Secretaria. Notificación a la

parte adversa. Art. 456 del código de Procedimiento Civil. Documento
no aportado a los Jueces del fondo. Formalidades sustanciales. Ley 845
de 1978.

La Corle a-qua para declarar inadmisible el recurso de apelación de
la actual recurrente, expresó que el mismo fue interpuesto mediante
declaración en la Secretaria de la duri;prudencia de Primer Grado, en
contradicción a lo estatuido por el articulo 456 del Código de Proce-
dimiento Civil, que dispone que el recurso de apelación se interpondrá
por acto notificado al intimado a su persona o en su domicilio, con
emplazamiento para comparecer en el plazo legal; que esa forma de
razonar de la Corte a -qua es correcta y se ajusta estrictamente a las
reglas legales que rigen la interposición del recurso de apelación en
materia civil y comercial; que es verdad que en el expediente reposa un
acto de fecha 18 de junio de 1980, diligenciado por el Ministerial R.S.F.,
Alguacil Ordinario del Tribunal de Tránsito del Distrito Nacional, a re-
querimiento de la recurrente, por medio del cual se Interpone recurso
de apelación contra la sentencia del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de A., de fecha 9 de junio de 1980, sin embargo, nada
revela que dicho acto fuera sometido al debate y depositado para su
ponderación ante la Corte a-qua; que como la Corte de Casación debe
conocer del caso en las mismas condiciones en que lo hizo el Tribunal de
donde procede la sentencia impugnada, es obvio que el referido acto no
puede ser tomado en consideración; que si también es verdad que en el
proceso no.existe constancia de que la recurrente hubiese sido citada
para comparecer a la audiencia, no es menos cierto que en la sentencia
impugnada consta que a esa audiencia compareció el Dr. A.A.U.S., en
representación de los abogados de la apelante, quien leyó allí un escrito
de defensa y concluyó, pero no hizo depósito de tal escrito, no obstante
habérsele requerido por telegrama del Pte. de la Corte de Apelación lo
que evidencia que la actual recurrente tuvo conocimiento en tiempo
oportuno de la celebración de esa audiencia, compareció a ella y tuvo la
oportunidad de defenderse; que por otra parte, las formalidades re-
queridas por la Ley para interponer los recursos son sustanciales y no
pueden ser sustituidas por otras; que la inobservancia de esas for-
malicrades conlleva la inadmisibilidad del recurso, independientemente
de que la misma haya causado o no agravio al derecho de defensa de la
parte que la invoca; que, por último, de conformidad con la nueva re-
dacción introducida al artículo 77 del Código de Procedimiento Civil,
por la Ley No. 845 del 1978, una vez vencido el plazo de la comparecencia
cualquiera de las partes puede promover la audienica, sin necesidad de
que previamente se hayan notificado defensas y réplicas, como lo
exigía la Ley No. 1015 de 1955, la cual fue expresamente derogada por la
supradicha Ley No. 845.

Cas. 7 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3474.

ly
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Apelación. Materia Comercial. Notificación hablando con el Fiscal y
no con el Procurador General de la Corte de Apelación. Irregularidad
no invocada por ante la Corte de Apelación.

Según emula en la sentencia impugnada el acta de Apelación fue no-
tificada a la recurrente el 2 de julio de 1973 en la persona del Procurador
Fiscal del Distrito Nacional, por ignorarse su domicilio, con em-
plazam:cnta para comparecer ante la Corte aqua, el día 12 del mismo
mes y ala; que no obstante que el emplazamiento fue hecho a fecha fija.
a la rec rente le fue concedido el plazo legal de la comparecencia que
es de =a c< 1.a .. a franca, que el hecho de que la apelación se notificara
en :a pc rs ana del Procurador Fiscal y no en la del Procurador General
de la Corte de Apelación, como debió serio, constituye una irregulari-
dad que la recurrente debió proponer ante el Tribunal apoderado del
recurso de apelación y no lo hizo.

Cas. 14 enero 1983, B.J. 866, Pág. 26.

Apelación. Materia comercial. Intimado que no concluye. Oposición
inadmisible. Sentencia reputada contradictoria aunque no lo digan los
Jueces. Art. 150 del Código de Procedimiento Civil modificado por la
Ley No. 845 de 1978.

En la especie, la Corte a-qua al pronunciar la sentencia en defecto del
17 de junio de 1980 no tenla que deciaraeque dicha sentencia se reputaba
contradictoria, pues el texto de la ley consagra que si el demandado no
comparece no obstante haber sido citado por acto notificado a su
persona misma o a la de su representante legal o si el abogado cons-
tituido por dicho demandado no asiste a la audiencia a presentar con-
clusiones, como ocurrió en la especie, la sentencia en defecto que in-
tervengan contra él, se reputará contradictoria, sin que tengan que
proclamarlo los Jueces y no será susceptible de oposición.

Cas. 11 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 622.

Apelación. Recursos interpuestos por cl fiscal y por el prevenido. Cor-
te que sólo conoce el recurso de apelación del fiscal y posterga el
conocimiento de la apelación del prevenido. Error procesal. Casación.

En la especie, el recurrente interpuso un recurso de casación, el 2 de
agosto de 1976, contra la sentencia dictada por la Séptima Cámara
Penal, del Distrito Nacional, el 12 de julio de 1976; pero, no obstante, la
Corte a-qua apoderada como Tribunal de Segundo Grado, no lo conoció
y, en consecuencia, no estatuyó sobre esa apelación, como invoca la
recurrente, sino que se limitó a fallar por la sentencia impugnada el
recurso de apelación interpuesto por el Procurador Fiscal contra la
misma sentencia; que al fallar la Corte a-qua en esa forma, es decir,
dictar primeramente sentencia sobre el recurso de apelación del P.F. y
postergar la del prevenido para fallar por la sentencia separada, se
incurrió en error procesal, pues siendo el proceso penal una entidad
jurídica indivisible, todas las acciones que tengan su origen en el hecho
que lo puso en movimiento deben ser juzgadas por una sola sentencia,
pues de lo contrario no sólo se conducida a una bifurcación del ex-
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pediente, con el riesgo eventual de sentencias contradictoras, sino queademás es perjudicial para una buena administración de justicia; que,
por tanto, procede acoger los alegatos que se examinan y casar la sen-tencia en todas sus partes.

Cas. 30 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1451.

Penal.Asociación de malhechores. Asesinatos. Arts. 265 y 296 del Código

Cas. 4 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 574.

Audiencia. Materia Civil. Vencimiento del plazo de comparecencia.Promoción de la audiencia. Art. 77 del Código de Procedimiento Civilmod. por la Ley No. 843 de 1978.
Cas. 7 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3474.
Ver: Apelación. Materia civil...

Banco Comercial. Liquidación. Recurso de Casación notificado alSuperintendente de Bancos. Art. 36 de la Ley No. 708 de 1965.
De conformidad con las disposiciones del articulo 36 de la Ley No. 708

del 1965 el Superintendente de Bancos es el funcionario con capacidad
para proceder a la liquidación de una entidad bancaria, y por tanto bas-
taba con que se le notificara el recurso de casación a él solo, en su cali-
dad legal de liquidador.

Cas. 29 julio 1983, B.J. 872, Pág. 2050.

Banco Comercial. Liquidación. Citación a breve término. Citación de
hora a hora. Banco que no comparece. No hay lesión al derecho de de-
fensa.

De acuerdo con el artículo 417 del Código de Procedimiento Civil "En
todos los casos que requieran celeridad, el Pte. del Tribunal podrá
permitir que la citación se haga aun día a día y de hora a hora"; que
basándose en este texto legal el Juez a-quo autorizó en el caso alSuperintendente de Bancos emplazar al Banco S D., de hora a hora, en
sus atribuciones comerciales, con el fin de solicitar la liquidación de la
referida institución bancaria; que a tales fines fue fijada la audiencia
del cha 30 de marzo de 1979, a las 12:00 meridiano, audiencia a la cual
fue citado dicho Banco y no compareció, habiendo asistido a dicha au-
diencia solamente el Superintendente de Bancos; que, la S.C. de J. es-tima que de este modo el derecho de defensa del recurrente no pudo serviolado, y, por consiguiente, el Primer Medio del recurso carece de fun-damento y debe ser desestimado.

Cas. 29 Julio 1983, B.J. 872, Pág. 2050.

Banco Comercial. Depósito en Banco. Fallecimiento del depositante.
Acta de notoriedad. Articulo 37 (b) de la Ley No. 708 de 1965 sobre LeyGeneral de Bancos.

En la especie, el B. depositario para efectuar el pago de los valores
depositados en la cuenta de ahorros del fallecido M.E.G., lo hizo
además basado en el acta de defunción de éste; acta de nacimiento de la
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Apelación. Materia Comercial. Notificación hablando con el Fiscal y
no con el Procurador General de la Corte de Apelación. Irregularidad
no invocada por ante la Corte de Apelación.

Según consta en la sentencia impugnada el acta de Apelación fue no-
tificada a la recurrente el 2 de julio de 1973 en la persona del Procurador
Fiscal del Distrito Nacional, por ignorarse su domicilio, con em-
plazarn ir nla para comparecer ante la Corte a-qua, el día 12 del mismo
mes y ala; que no obstante que el emplazamiento fue hecho a fecha fija,
a la rec aren1c le fue concedido el plazo legal de la comparecencia que
es de	 ce.a... a franca, que el hecho de que la apelación se notificara
en la persona del Procurador Fiscal y no en la del Procurador General
de la Corte de Apelación, como debió serlo, constituye una irregulari-
dad que la recurrente debió proponer ante el Tribunal apoderado del
recurso de apelación y no lo hizo.

Cas. 14 enero 1983, B.J. 866, Pág. 26.

Apelación. Materia comercial. Intimado que no concluye. Oposición
Inadmisible. Sentencia reputada contradictoria aunque no lo digan tos
Jueces. Art. 150 del Código de Procedimiento Civil modificado por la
Ley No. 815 de 1978.

En la especie, la Corte a-qua al pronunciar la sentencia en defecto del
17 de junio de 1980 no tenia que declarar que dicha sentencia se reputaba
contradictoria, pues el texto de la ley consagra que si el demandado no
comparece no obstante haber sido citado por acto notificado a su
persona misma o a la de su representante legal o si el abogado cons-
tituido por dicho demandado no asiste a la audiencia a presentar con-
clusiones, como ocurrió en la especie, la sentencia en defecto que in-
tervengan contra él, se reputará cor.tradietoria, sin que tengan que
proclamarlo los Jueces y no será susceptible de oposición.

Cas. 11 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 622.

Apelación. Recursos interpuestos por el fiscal y por el prevenido. Cor-
te que sólo conoce el recurso de apelación del fiscal y posterga el
conocimiento de la apelación del prevenido. Error procesal. Casación.

En la especie, el recurrente interpuso un recurso de casación, el 2 de
agosto de 1976, contra la sentencia dictada por la Séptima Cámara
Penal, del Distrito Nacional, el 12 de julio de 1976; pero, no obstante, la
Corte a-qua apoderada como Tribunal de Segundo Grado, no lo conoció
y, en consecuencia, no estatuyó sobre esa apelación, corno invoca la
recurrente, sino que se limitó a fallar por la sentencia impugnada el
recurso de apelación interpuesto por el Procurador Fiscal contra la
misma sentencia; que al fallar la Corte a-qua en esa forma, es decir,
dictar primeramente sentencia sobre el recurso de apelación del P.F. y
postergar la del prevenido para fallar por la sentencia separada, se
incurrió en error procesal, pues siendo el proceso penal una entidad
jurídica indivisible, todas las acciones que tengan su origen en el hecho
que lo puso en movimiento deben ser juzgadas por una sola sentencia,
pues de lo contrario no seso se conducirla a una bifurcación del ex-

BOLETIN JUDICIAL

pediente, con el riesgo eventual de sentencias contradictoras, sino que
además es perjudicial para una buena administración de justicia; que,
por tanto, procede acoger los alegatos que se examinan y casar la sen-tencia en todas sus partes.

Cas. 30 mayo 1983: B.J. 870, Pág. 1451.
•

Penal.
Asociación de malhechores. Asesinatos. Arts. 265 y 296 del Código
Cas. 4 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 574.

Audiencia. Materia Civil. Vencimiento del plazo de comparecencia.Promoción de la audiencia. Art. 77 del Código de Procedimiento Civilmod. por la Ley No. 845 de 1978.
Cas. 7 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3474.
Ver: Apelación. Materia civil...

Banco Comercial. Liquidación. Recurso de Casación notificado alSuperintendente de Bancos. Art. 36 de la Ley No. 708 de 1965.
De conformidad con las disposiciones del articulo 36 de la Ley No. 708del 1965 el Superintendente de Bancos es el funcionario con capacidad

para proceder a la liquidación de una entidad bancaria, y por tanto bas-
taba con que se le notificara el recurso de casación a él solo, en su cali-
dad legal de liquidador.

Cas. 29 julio 1983, B.J. 872, Pág. 2050.

Banco Comercial. Liquidación. Citación a breve término. Citación dehora a hora. Banco que no comparece. No hay lesión al derecho de de-fensa.
De acuerdo con el artículo 417 del Código de Procedimiento Civil "En

todos los casos que requieran celeridad, el Pte. del Tribunal podrá
permitir que la citación se haga aun día a día y de hora a hora"; quebasándose en este texto legal el Juez a-quo autorizó en el caso alSuperintendente de Bancos emplazar al Banco S.D., de hora a hora, ensus atribuciones comerciales, con el fin de solicitar la liquidación de la
referida institución bancaria; que a tales fines fue fijada la audiencia
del día 30 de marzo de 1979, a las 12:00 meridiano, audiencia a la cual
fue citado dicho Banco y no compareció, habiendo asistido a dicha au-
diencia solamente el Superintendente de Bancos; que, la S.C. de J. es-tima que de este modo el derecho de defensa del recurrente no pudo serviolado, y, por consiguiente, el Primer Medio del recurso carece de fun-damento y debe ser desestimado.

Cas. 29 julio 1983, B.J. 872, Pág. 2050.

Banco Comercial. Depósito en Banco Fallecimiento del depositante.
Acta de notoriedad. Artículo 37 (b) de la Ley No. 708 de 1965 sobre Ley
General de Bancos.

En la especie, el B. depositario para efectuar el pago de los valores
depositados en la cuenta de ahorros del fallecido M.E.G., lo hizo
además basado en el acta de defunción de éste; acta de nacimiento de la
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menor M.G.H., higa reconocida del De-cujus; del oficio No. 16951 del 20
de junio de 1973, de la Dirección General del Impuesto sobre la Renta,
autorizando a retirar los fondos depositados por el De-cujus en manos
del recurrido y el recibo de descargo firmadopor C.M.H.L. en su cali-
dad de madre y tutora legal de la mencionada menor, que habiendo la
Corte a-qua comprobado que el Ch.M.B., N.A., habla dado cum-
plimiento a las formalidades establecidas por el artículo 37 párrafo ha
de la Ley General de Bancos No. 708 de 1965, hizo una correcta
aplicación de este texto legal y en consecuencia no tenla que dar mo-
tivos especiales para contestar las conclusiones subsidiarias de los
recurrentes si las mismas hablan quedado implícitamente respondidas
por las comprobaciones a que se ha hecho referencia.

Cas 12 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3133.

Casación. Agente exclusivo. Demanda en referimiento en le-
vantamiento de un embargo retentivo. Plazo para recurrir en casación.
Plazo de dos meses y no de un mes establecido en la Ley No. 173 de 1966.

La reducción a un mes del plazo para interponer el recurso de
casación en materia de la Ley No. 173 de 1966, se limita exclusivamente
a la litis originada de conformidad con el articulo 3 de la citada Ley, por
el concesionario contra el concedente en reclamación de los daños y
perjuicios recibidos con motivo de su destitución o sustitución, o por la
terminación del contrato; que fuera de esa especie el derecho común
recobra su imperio, aún cuando el asunto considerado tenga relación in-
directa de una demanda por la vía del referimiento, en levantamiento
de un embargo retentivo, intentada por el concedente contra el con-
cesionario, la cual demanda está sometida al procedimiento que le es
peculiar, no obstante que la deuda que le sirve de fundamento al em-
bargo, tenga su fuente en un proceso de la naturaleza del previsto por el
articulo 3 de la repetida Ley No. 173; que, por consiguiente. en el
presente caso no tiene aplicación la reducción a un mes del plazo para
interponer el recurso de casación, establecida por el párrafo VII
agregado al articulo 7 de la Ley No. 173 de 1966, por la Ley No. 622 de
1973; que, por lo tanto, el medio de inadmisión propuesto por la referida
carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 31 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2505 y 2512.

Casación. Alegato de exceso de poder. Asunto de Tierras.
Cas. 26 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2423.
Ver: Tribunal de Tierras. Accionistas. Prescripción...

Casación. Caducidad del recurso. Revisión. Solicitud de revision.
Rechazada.

Cas. 20 junio 1983, B.J. sn, Pág. 1594.

Casación. Materia civil. Medio nuevo. Inadmisible.
En la especie, como se advierte por lo anteriormente transcrito, con-

trariamente a lo alegado por los recurrentes ellos no propusieron ante
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la Corte a-qua la inadmisibilidad de la persecución de la audiencia y el
sobreseimiento del conocimiento del recurso, hasta tanto la S.C. de J
decidiera sobre el recurso de casación por ellos interpuestos contra la
sentencia de la indicada Corte, del 30 de julio de 1979; que no habiendo
sido promovido ante la Corte a-qua el incidente de inadmisión •del
recurso de apelación, su presentación ante la S.C. de J. constituye un
medio nuevo, inadmisible en casación.

Cas. 21 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2726.

Casación. Materia Civil. Emplazamiento. Irregularidades. Recurrido
que constituye abogado y produce su defensa. Validez del em-
plazamiento.

Las formalidades mandadas a observar a pena de nulidad por el ar-
ticulo 6 de la Ley sobre Procedimiento de Casación en la redacción del
acto de emplazamiento, tienen por finalidad asegurar que el recurrido
reciba a tiempo el referido acto y produzca oportunamente su memorial
de defensa; que, en la especie no obstante las irregularidades que afec-
taron el acto de emplazamiento, el recurrido constituyó abogado dentro
del plazo legal y produjo sus medios de defensa en tiempo oportuno, por
lo cual su derecho de defensa no sufrió perjuicio alguno; que, por
consiguiente, el medio de nulidad propuesto carece de fundamento y de-be ser desestimado.

Cas. 19 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3266.

Casación. Materia Civil. Caducidad del recurso. Art. 7 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación.

Cas. 14 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3535.

Casación. Materia Civil. Indivisibilidad. Recurso interpuesto contra
los herederos de un demandado. Debe ser notificado a todos.

Aunque es de principio que las instancias tienen un efecto relativo, es-
ta regla procesal sufre una excepción cuando el alegato de un litigio o
alguna de las partes es indivisible, en cuyo caso cuando hay pluralidad
de demandados, como es en la especie, los actos deben ser notificados a
todas las personas que integran esa parte, en interés de preservar los
fines esenciales de la administración de la justicia y de la unidad de las
decisiones judiciales, de manera que el litigio sólo sea susceptible de
una sola decisión, por lo que, cuando un intimaste emplaza en estas
circunstancias a una parte y no lo hace respecto de todos, el recurso es
inadmisible en relación a todos; que en la especie la sentencia im-
pugnada revela que, el finado R.E.O., demandó a SV.A., en represen.
ladón de daños y perjuicios, pero al morir en el curso de la instancia,
éste fue renovada continuándose contra sus herederos, R.A.D., D.J.A.-
D., T.A.D. y W. de J.A.D. y la esposa superviviente F.D. Vda. A., contra
quienes fue dictada la sentencia apelada y fueron la parte gananciosa
de la impugnada; por lo que se advierte que el mismo litigio iniciado por
los recurrentes contra W.A. fue seguido contra sus herederos y que, por
tanto, al sustituir estos, en esa calidad, al primero, constituyen una par-
te indivisa junta con la esposa su perviviente, en un proceso que como se
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menor M.G.H., bija reconocida del De-cujus; del oficio No. 16931 del 20
de junio de 1973, de la Dirección General del Impuesto sobre la Renta,
autorizando a retirar los fondos depositados por el De-cujus en manos
del recurrido y el recibo de descargo firmado'por C.N1.H.L. en su cali-
dad de madre y tutora legal de la mencionada menor, que habiendo la
Corte a-qua comprobado que el Ch.M.B., N.A., habla dado cum-
plimiento a las formalidades establecidas por el articulo 37 párrafo b1
de la Ley General de Bancal No. 708 de 1965, hizo una correcta
aplicación de este texto legal y en consecuencia no tenla que dar mo-
tivos especiales para contestar las conclusiones subsidiarias de los
recurrentes si las mismas hablan quedado implícitamente respondidas
por las comprobaciones a que se ha hecho referencia.

Cas 12 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3133.

Casación. Agente exclusivo. Demanda en referimiento en le-
vantamiento de un embargo retentivo. Plazo para recurrir en casación.
Plazo de dos meses y no de un mes establecido en la Ley No. 173 de 1968.

La reducción a un mes del plazo para interponer el recurso de
casación en materia de la Ley No. 173 de 1966, se limita exclusivamente
a la litis originada de conformidad con el articulo 3 de la citada Ley, por
el concesionario contra el concedente en reclamación de los daños y
perjuicios recibidos con motivo de su destitución o sustitución, o por la
terminación del contrato; que fuera de esa especie el derecho común
recobra su imperio, aún cuando el asunto considerado tenga relación in-
directa de una demanda por la Ida del referimiento, en levantamiento
de un embargo retentivo, intentada por el concedente contra el con-
cesionario, la cual demanda está sometida al procedimiento que le es
peculiar, no obstante que la deuda que le sirve de fundamento al em-
bargo, tenga su fuente en un proceso de la naturaleza del previsto por el
artículo 3 de la repetida Ley No. 173; que, por consiguiente. en el
presente caso no tiene aplicación la reducción a un mes del plazo para
interponer el recurso de casación, establecida por el párrafo Vil
agregado al articulo 7 de la Ley No. 173 de 1966, por la Ley No. 622 de
1973; que, por lo tanto, el medio de inadmisión propuesto por la referida
carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 31 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2505 y 2512.

Casación. Alegato de exceso de poder. Asunto de Tierras.
Cas. 26 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2423.
Ver: Tribunal de Tierras. Accionistas. Prescripción...

Casación. Caducidad del recurso. Revisión. Solicitud de revisión.

Rechazada.
Cas. 20 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1594.

Casación. Materia civil. Medio nuevo. Inadmisible.
En la especie, como se advierte por lo anteriormente transcrito, con-

trariamente a lo alegado por los recurrentes ellos no propusieron ante
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la Corte a-qua la inadmisibilidad de la persecución de la audiencia y el
sobreseimiento del conocimiento del recurso, hasta tanto la S.C. de J
decidiera sobre el recurso de casación por ellos interpuestos contra la
sentencia de la indicada Corte, del 30 de julio de 1979; que no habiendo
sido promovido ante la Corte a-qua el incidente de inadmisión
recurso de apelación, su presentación ante la S.C. de J. constituye un
medio nuevo, inadmisible en casación.

Cas. 21 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2726.

Casación. Materia Civil. Emplazamiento. Irregularidades. Recurrido
que constituye abogado y produce su defensa. Validez del em-
plazamiento.

Las formalidades mandadas a observar a pena de nulidad por el ar-
ticulo 6 de la Ley sobre Procedimiento de Casación en la redacción del
acto de emplazamiento, tienen por finalidad asegurar que el recurrido
reciba a tiempo el referido acto y produzca oportunamente su memorial
de defensa; que, en la especie no obstante las irregularidades que afec-
taron el acto de emplazamiento, el recurrido constituyó abogado dentro
del plazo legal y produjo sus medios de defensa en tiempo oportuno, por
lo cual su derecho de defensa no sufrió perjuicio alguno; que, por
consiguiente, el medio de nulidad propuesto carece de fundamento y de-be ser desestimado.

Cas. 19 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3266.

Casación. Materia Civil. Caducidad del recurso. Art. 7 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación.

Cas. 14 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3335.

Casación. Materia Civil. Indivisibilidad. Recurso interpuesto contra
los herederos de un demandado. Debe ser notificado a todos.

Aunque es de principio que las instancias tienen un efecto relativo, es-
ta regla procesal sufre una excepción cuando el alegato de un litigio o
alguna de las partes es indivisible, en cuyo caso cuando hay pluralidad
de demandados, como es en la especie, los actos deben ser notificados a
todas las personas que integran esa parte, en interés de preservar los
fines esenciales de la administración de la justicia y de la unidad de las
decisiones judiciales, de manera que el litigio sólo sea susceptible de
una sola decisión, por lo que, cuando un intimante emplaza en estas
circunstancias a una parte y no lo hace respecto de todos, el recurso es
inadmisible en relación a todos; que en la especie la sentencia im-
pugnada revela que, el finado R.E.O., demandó a W.A., en represen-
tación de daños y perjuicios, pero al morir en el curso de la instancia,
éste fue renovada continuándose contra sus herederos, R.A.D., D.J.A.-
D., T.A.D. y W. de J.A.D. y la esposa superviviente F.D. Vda. A., contra
quienes fue dictada la sentencia apelada y fueron la parte gananciosa
de la impugnada; por lo que se advierte que el mismo litigio iniciado por
los recurrentes contra W.A. fue seguido contra sus herederos y que, por
tanto, al sustituir estos, en esa calidad, al primero, constituyen una par-
te indivisa junta con la esoosa superviviente, en un proceso que como se

mo#
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expresa tenla también un objeto indivisible; que, no obstante, según
consta en el acto del A.A.F.R., del 3 de enero de 1980, los recurrentes
sólo emplazaron en el presente recurso de casación a F.D. Vda. A.,
R.A.D., T.A., de C. y W. de J.A.D., omitiendo a D.J.A.D., quien como se
dice era también integrante del proceso, en consecuencia el recurso de
casación contra la sentencia impugnada es inadmisible, por lo que no
procede el examen de los medios del mismo.

Cas. 18 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3624.

Casación. Materia correccional. Personas que deben ser puestas en
causa en casación.	 .

El recurrente sólo está obligado a poner en causa a las personas con-
tra quienes va dirigido el recurso de casación; que tales personas son
aquellas que se benefician de lo dispuesto por la sentencia impugnada:
que en la especie, el único beneficiado por las disposiciones de la alu-
dida sentencia, lo fue P.A.G., por lo cual bastaba su puesta en causa
para que los recurrentes cumplieran con el voto de la Ley; que en
consecuencia, el medio de inadmisión propuesto por el recurrido carece
de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 28 enero 1983, B.J. 866, Pág. 210.

Casación. Materia correccional. Recurrente que no habla apelado de
la sentencia del Primer Grado. Sentencia del Segundo Grado que no le
causa nuevos agravios. Recurso de casación inadmisible.

En la especie, tal y como lo comprobó la Corte a-qua, el prevenido y
recurrente S.T. no interpuso' apelación contra la sentencia del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de B. del 3 de agosto de 1979,
cuyo dispositivo ya se ha copiado; que, la sentencia ahora impugnada
no le ha causado nuevos agravios al prevenido recurrente, por lo cual su
recurso resulta inadmisible.

Cas. 19 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2234 y 2326.

Casación. Materia correccional. Sentencia preparatoria. Art. 32 de la
Ley No. 32 de la Ley sobre Procedimiento de Casación. Recurso
inadmisible.

Al tenor de lo prescrito por el artículo 32 de la ley sobre Proce-
dimiento de Casación no se puede interponer recurso de casación contra
las sentencias preparatorias sino después de la sentencia definitiva;
que aún cuando la Corte a-qua se refiere impropiamente a la reapertura
de debates en una materia como la correccional en que éstos no se
cierran sino con el fallo, es evidente que lo que en definitiva decidió la
Corte a-qua dentro de sus facultades discrecionales en la instrucción del
proceso penal, fue reenviar la causa para una fecha posterior a fin de
obtener una mejor sustanciación de la misma; que en esas condiciones
es obvio, que dicha sentencia es preparatoria y no podía ser impugnada
en casación sino después de la sentencia definitiva.

Cas. 21 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3631.
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Casación. Materia Contencioso-administrativa. Recurso caduco.
El examen de los documentos del expediente revela lo siguiente: que

el recurrente depositó en la Secretaria de la S.C. de J., el memorial de
Casación, el 1ro. de octubre de 1976, fecha en que fue dictado el auto de
admisión por el Pie. de la Suprema Corte de Justicia , que dicho
memorial fue notificado a los recurridos en la persona de su abogado el
Lic. E.R.R.R., por acto del Alguacil J.N.N., Alguacil Ordinario de la
Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, de fecha 24 de enero de 1978, o sea después de vencido el plazo
de 30 días que exige el texto legal antes transcrito para notificar el
memorial a pena de caducidad.

Cas. 23 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 540.

Casación. Materia Catastral. Emplazamiento tardío. Caducidad. Art.
7 de la Ley sobre Procedimiento de Casación.

Cas. 26 octubre 1983, B.J. 873, Pág. 3341.

Casación. Materia Correccional. Recurrente en casación que no habla
apelado de la sentencia del Primer Grado. Sentencia que no le causa
nuevos agravios.

Por el examen de la sentencia impugnada se pone de manifiesto que
el mismo no apeló contra la sentencia del Juez del Primer Grado, por lo
cual no fue parte por ante la Corte a qua, y que además la sentencia
impugnada no le ha causado otros agravios, por lo que el recurso de
casación por él interpuesto debe ser declarado inadmisible.

Cas. 11 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3525.

Casación. Materia Laboral. Desistimiento. Aceptación del mismo.
Cas. 13 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1875.

•
Casación. Materia' Laboral. Emplazamiento. Rectificación válida.
En la especie, consta que por acto del 26 de septiembre de 1979, los

recurrentes notificaron al recurrido J. de los S.L., que dejaban sin efec-
to el acto notificado el 11 de septiembre de 1979, a la vez que le no-
tificaban el Auto del 10 de septiembre de 1979, que autorizaba a los
recurrentes a emplazar al recurrido así como también la copia cer-
tificada del memorial de casación, por lo que contrariamente a lo
alegad% por el recurrido los recurrentes han cumplido con lo que es-
tablece el artículo 6 de la Ley sobre Procedimiento de Casación y en
consecuencia la nulidad propuesta carece de fundamento y debe ser
desestimado.

Cas. 7 octubre 1984, B.J. 873, Pág. un.

Casación. Materia Laboral. Sentencia impugnada. Error en la in-
dicación de la sentencia impugnada. Medio de inadmisión que carece de
fundamento.

Ciertamente en la parte introductiva del memorial de casación figura
que la P.R., C. por A.. interpuso recurso de casación contra la sentencia
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expresa tenia también un objeto indivisible; que, no obstante, según
consta en el acto del A.A.F.R., del 3 de enero de 1980. los recurrentes
sólo emplazaron en el presente recurso de casación a F.D. Vda. A.,
R.A.D., T.A., de C. y W. de J.A.D., omitiendo a D.J.A.D., quien como se
dice era también integrante del proceso, en consecuencia el recurso de
casación contra la sentencia impugnada es inadmisible, por lo que no
procede el examen de los medias del mismo.

Cas. 18 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3624.

Casación. Materia correccional. Personas que deben ser puestas en
causa en casación.

El recurrente sólo diá obligado a poner en causa a las personas con-
tra quienes va dirigido el recurso de casación; que tales personas son
aquellas que se benefician de lo dispuesto por la sentencia impugnada;
que en la especie, el único beneficiado por las disposiciones de la alu-
dida sentencia, lo fue P.A.G., por lo cual bastaba su puesta en causa
para que los recurrentes cumplieran con el voto de la Ley; que en
consecuencia, el medio de inadmisión propuesto por el recurrido carece
de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 28 enero 1983, B.J. 866, Pág. 210.

Casación. Materia correccional. Recurrente que no habla apelado de
la sentencia del Primer Grado. Sentencia del Segundo Grado que no le
causa nuevos agravios. Recurso de casación inadmisible.

En la especie, tal y como lo comprobó la Corte a-qua, el prevenido y
recurrente S.T. no interpuso' apelación contra la sentencia del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de B. del 3 de agosto de 1979,
cuyo dispositivo ya se ha copiado; que, la sentencia ahora impugnada
no le ha causado nuevos agravios al prevenido recurrente, por lo cual su
recurso resulta inadmisible.

Cas. 19 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2234 y 2328

Casación. Materia correccional. Sentencia preparatoria. Art. 32 de la
Ley No. 32 de la Ley sobre Procedimiento de Casación. Recurso
inadmisible.

Al tenor de lo prescrito por el articulo 32 de la ley sobre Proce-
dimiento de Casación no se puede interponer recurso de casación contra
las sentencias preparatorias sino después de la sentencia definitiva;
que aún cuando la Corte a-qua se refiere impropiamente a la reapertura
de debates en una materia como la correccional en que éstos no se
cierran sino con el fallo, es evidente que lo que en definitiva decidió la
Corte a-qua dentro de sus facultades discrecionales en la instrucción del
proceso penal, fue reenviar la causa para una fecha posterior a fin de
obtener una mejor sus tanciación de la misma; que en esas condiciones
es obvio, que dicha sentencia es preparatoria y no podía ser impugnada
en casación sino después de la sentencia definitiva.

Cas. 21 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3631.

Casación. Materia Contencioso-administrativa. Recurso caduco.
El examen de los documentos del expediente revela lo siguiente: que

el recurrente depositó en la Secretaría de la S.C. de J., el memorial de
Casación, el 1ro. de octubre de 1976, fecha en que fue dictado el auto de
admisión por el Pie. de la Suprema Corte de Justicia , que dicho
memorial fue notificado a los recurridos en la persona de su abogado el
Lic. E.R.R.R., por acto del Alguacil J.N.N., Alguacil Ordinario de la
Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, de fecha 24 de enero de 1978, o sea después de vencido el plazo
de 30 días que exige el texto legal antes transcrito para notificar el
memorial a pena de caducidad.

Cas. 23 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 540.

Casación. Materia Catastral. Emplazamiento tardío. Caducidad. Art.
7 de la Ley sobre Procedimiento de Casación.

Cas. 26 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3341.

Casación. Materia Correccional. Recurrente en casación que no habla
apelado de la sentencia del Primer Grado, Sentencia que no le causa
nuevos agravios.

Por el examen de la sentencia impugnada se pone de manifiesto que
el mismo no apeló contra la sentencia del Juez del Primer Grado, por lo
cual no fue parte por ante la Corte a-qua, y que además la sentencia
impugnada no le ha causado otras agravios, por lo que el recurso de
casación por él interpuesto debe ser declarado inadmisible.

Cas. 11 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3525.

Casación. Materia Laboral. Desistimiento. Aceptación del mismo.
Cas. 13 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1875.

Casación. Materia' Laboral. Emplazamiento. Rectificación válida.
En la especie, consta que por acto del 26 de septiembre de 1979, los

recurrentes notificaron al recurrido J. de los S.L., que dejaban sin efec-
to el acto notificado el 11 de septiembre de 1979, a la vez que le no-
tificaban el Auto del 10 de septiembre de 1979, que autorizaba a los
recurrentes a emplazar al recurrido así como también la copia cer-
tificada del memorial de casación, por lo que contrariamente a lo
alegado. por el recurrido los recurrentes han cumplido con lo que es-
tablece el artículo 6 de la Ley sobre Procedimiento de Casación y en
consecuencia la nulidad propuesta carece de fundamento y debe ser
desestimado.

Cas. 7 octubre 1384, B.J. 875, Pág. 3075.

Casación. Materia Laboral. Sentencia impugnada. Error en la in-
dicación de la sentencia impugnada. Medio de inadmisión que carece de
fundamento.

Ciertamente en la parte introductiva del memorial de casación figura
que la P.R., C. por A., interpuso recurso de casación contra la sentencia
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ni violado el acápite "J" del articulo 8 de la Constitución de la Repú-
blica.

Cas. 11 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 388.

Casación. Materia Penal. Recurrentes en casación que no hablan
apelado. Recurso carente de interés.

El examen de la sentencia impugnada y de los documentos que le sir-
ven de fundamento, pone de relieve que los recurrentes no apelaron
contra la sentencia del Tribunal del Primer Grado; que la sentencia
impugnada no les causó ningún agravio, puesto que se limitó a con-
firmar la indemnización que a favor del apelante les habla fijado la
jurisdicción de Primera Instancia; que, en esas condiciones, dichos
recurrentes carecen de interés para impugnarla, por lo cual sus
recursos deben ser declarados inadmisibles.

Cas. 18 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 476.

Casación. Materia Penal. Recurso interpuesto por la parte civil cons-
tituida,

Cas. 4 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 568.
Ver: Violación de propiedad. Condenación. Apelación del prevenido

Descargo...

Casación. Materia Penal. Acta. Alegato de los recurrentes de que no
quisieron recurrir en casación sino en apelación. Rechazamiento de ese
alegato.

En el acta del recurso consta, da manera expresa y precisa, que el
abogado representante de los recurrentes en este recurso manifestó que
"interpone formal recurso de casación" y así fue asentada en el libro
destinado para las actas de la Cámara a-qua, de manera que no pueda
haber equivoco de que esta ha sido la voluntad expresa de los recurren-
tes; que por otra parte, la Corte de Apelación de La Vega ya habla deci-
dido por su fallo del 12 de mayo de 1980 que el expediente fuera remitido
a esta S.C. de J. "por ser el recurso interpuesto por casación"; que en
estas circunstancias y dada la naturaleza de dicha acta y la seguridad
de su forma, no existen motivos para dudar de la integridad de la
misma y de la naturaleza del recurso; que, en consecuencia, los ex-
presados pedimentos no pueden ser admitidos y procede examinar el
recurso de casación como tal".

Cas. 27 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1432.

Casación. Materia Penal. Recursos inadmisibles por tardíos.
Cas. 15 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1888.

Casación. Materia Penal. Recurso inadmisible por tardío. Articulo 29
de la Ley sobre Procedimiento de Casación.

Cas. 17 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2293.	 •

Casación. Materia Penal. Recurso tardío. Articulo 29 de la Ley sobre

dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito J. de San C., el
20 de diciembre de 1978 y que fue contra esta sentencia que el Pte. de la
S. C. de J por auto del 16 de febrero de 1979, autorizó cl emplazamiento,
pero que, sin embargo, las conclusiones que figuran en el memorial de
casación fueron formuladas por la recurrente contra la sentencia de la
Cámara de Trabajo del D.N., del 20 de diciembre de 1978, que fue la sen-
tencia que también depositó junto con dicho memorial, por lo que es ob-
vio, que la indicación de que la sentencia impugnada era la dictada por
el Tribunal de S.C., es un error, debiéndose interpretar que fue la de la
Cámara de Trabajo del D.N., que además, tal como se advierte por las
conclusiones del recurrido ese error no le ocasionó ningún perjuicio, por
lo que dicho medio de inadmisión debe ser desestimado.

Cas. 3 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 2925.

Casación. Materia Penal. Plazo. Artículo 29 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación.

Cas. 12 enero 1983. B.J. 866, Pág. 23

Casación. Materia Pena]. Recurso interpuesto contra una sentencia
de la S.C. de J. dictada como Corte de Casación. Inadmisible.

Las decisiones de la S.C. de J. dictadas contradictoriamente entre las
partes no son susceptibles de dicho recurso; que el único recurso que se
permite contra las sentencias de la S.C. de J., como Corte de Casación
es el de la oposición previsto en el artículo 16 de la Ley sobre la materia;
en consecuencia al tratarse en la especie de un recurso de casación in-
terpuesto contra una sentencia dictada contradictoriamente por la S.C.
de J. es obvio que dicho recurso no puede ser admitido.

Cas. 14 enero 1983, B.J. 866, Pág. 55.
Casación. Materia Penal. Recurso interpuesto contra la sentencia de-

finitiva y no contra la dictada sobre un incidente. Alegato de que se
les ionó el derecho de defensa. Rechazamiento.

En la especie, contrariamente a lo alegado por los recurrentes, no es
la sentencia impugnada la que adolece de los vicios señalados en el me-
dio que se examina, sino la dictada incidentalmente por la Corte a-qua
el 20 de diciembre de 1979, contra la cual el prevenido no recurrió en
casación, no obstante el anuncio de su propósito a tal fin; que no se pue-
de hacer valer en casación contra la sentencia definitiva sobre el fondo,
los vicios que afecten a la sentencia que resuelva un incidente respecto
del mismo proceso, cuando esta última no haya sido impugnada por ese
recurso; en cuanto al alegato de violación al acá pite "J" del articulo 8
de la Constitución de la República y del derecho de defensa, que según
consta en la sentencia impugnada, el prevenido estuvo representado en
audiencia por el Dr. M.C.V., quien concluyó al fondo pidiendo la re-
vocación de la sentencia apelada por no existir falta generadora de
responsabilidad civil, lo que implica la solicitud del descargo del pre-
venido, por no haber cometido falta, y la Corte las tuvo en cuenta y no le
impidió defender a su representado; quede todo lo expuesto se concluye
que en la especie, el derecho de defensa del prevenido no fue lesionado
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ni violado el acápite "3" del articulo 8 de la Constitución de la Repú-
blica.

Cas. 11 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 388.

Casación. Materia Penal. Recurrentes en casación que no hablan
apelarlo. Recurso carente de interés.

El examen de la sentencia impugnada y de los documentos que le sir-
ven de fundamento, pone de relieve que los recurrentes no apelaron
contra la sentencia del Tribunal del Primer Grado; que la sentencia
impugnada no les causó ningún agravio, puesto que se limitó a con-
firmar la indemnización que a favor del apelante les habla fijado la
jurisdicción de Primera Instancia; que, en esas condiciones, dichos
recurrentes carecen de interés para impugnarla, por lo cual sus
recursos deben ser declarados inadmisibles.

Cas. 18 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 476.

Casación. Materia Penal. Recurso interpuesto por la parte civil cons-
tituida.

Cas. 4 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 568.
Ver: Violación de propiedad. Condenación. Apelación del prevenido

Descargo...

Casación. Materia Penal. Acta. Alegato de los recurrentes de que no
quisieron recurrir en casación sino en apelación. Rechazamiento de ese
alegato.

En el acta del recurso consta, de manera expresa y precisa, que el
abogado representante de los recurrentes en este recurso manifestó que
"interpone formal recurso de casación" y así fue asentada en el libro
destinado para las actas de la Cámara a-qua, de manera que no pueda
haber equivoco de que esta ha sido la voluntad expresa de los recurren-
tes; que por otra parte, la Corte de Apelación de La Vega ya habla deci-
dido por su fallo del 12 de mayo de 1980, que el expediente fuera remitido
a esta S.C. de J. "por ser el recurso interpuesto por casación"; que en
estas circunstancias y dada la naturaleza de dicha acta y la seguridad
de su forma, no existen motivos para dudar de la integridad de la
misma y de la naturaleza del recurso; que, en consecuencia, los ex.
presados pedimentos no pueden ser admitidos y procede examinar el
recurso de casación como tal".

Cas. 77 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1432.

Casación. Materia Penal. Recursos inadmisibles por tardíos.
Cas. 15 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1888.

Casación. Materia Penal. Recurso inadmisible por tardío. Articulo 29
de la Ley sobre Procedimiento de Casación.

Cas. 17 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2293.	 •

Casación. Materia Penal. Recurso tardío. Articulo29 de la Ley sobre

rie
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dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito J. de San C., el
20 de diciembre de 1978 y que fue contra esta sentencia que el Pie. de la
S.C. de J por auto del 16 de febrero de 1979, autorizó el emplazamiento,
pero que, sin embargo, las conclusiones que figuran en cl memorial de
casación fueron formuladas por la recurrente contra la sentencia de la
Cámara de Trabajo del D.N., del 20 de diciembre de 1978, que fue la sen-
tencia que también depos itó junto con dicho memorial, por lo que es ob-
vio, que la indicación de que la sentencia impugnada era la dictada por
el Tribunal de S.C., es un error, debiéndose interpretar que fue la de la
Cámara de Trabajo del D.N., que además, tal como se advierte por las
conclusiones del recurrido ese error no le ocasionó ningún perjuicio, por
lo que dicho medio de inadmisión debe ser desestimado.

Cas. 3 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 2925.

Casación. Materia Penal. Plazo. Articulo 29 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación.

Cas. 12 enero 1983. B.J. 866, Pág. 23

Casación. Materia Penal. Recurso interpuesto contra una sentencia
de la S.C. de J. dictada como Corte de Casación. Inadmisible.

Las decisiones de la S.C. de J. dictadas contradictoriamente entre las
partes no son susceptibles de dicho recurso; que el único recurso que se
permite contra las sentencias de la S.C. de J., como Corte de Casación
es el de la oposición previsto en el articulo 16 de la Ley sobre la materia;
en consecuencia al tratarse en la especie de un recurso de casación in-
terpuesto contra una sentencia dictada contradictoriamente por la S.C.
de J. es obvio que dicho recurso no puede ser admitido.

Cas. 14 enero 1%3, B.J. 866, Pág. 55.
Casación. Materia Penal. Recurso interpuesto contra la sentencia de-

finitiva y no contra la dictada sobre un incidente. Alegato de que se
lesionó el derecho de defensa. Rechazamiento.

En la especie, contrariamente a lo alegado por los recurrentes, no es
la sentencia impugnada la que adolece de los vicios señalados en el me-
dio que se examina, sino la dictada incidentalmente por la Corte a-qua
el 20 de diciembre de 1979, contra la cual el prevenido no recurrió en
casación, no obstante el anuncio de su propósito a tal fin; que no se pue-
de hacer valer en casación contra la sentencia definitiva sobre el fondo,
los vicios que afecten a la sentencia que resuelva un incidente respecto
del mismo proceso, cuando esta última no haya sido impugnada por ese
recurso; en cuanto al alegato de violación al acá pite "J" del articulo 8
de la Constitución de la República y del derecho de defensa, que según
consta en la sentencia impugnada, el prevenido estuvo representado en
audiencia por el Dr. M.C.V., quien concluyó al fondo pidiendo la re-
vocación de la sentencia apelada por no existir falta generadora de
responsabilidad civil, lo que implica la solicitud del descargo del pre-
venido, por no haber cometido falta, y la Corte las tuvo en cuenta y no le
impidió defender a su representado; que de todo lo expuesto se concluye
que en la especie, el derecho de defensa del prevenido no fue lesionado



Procedimiento de Casación.
Cas. 26 agosto 1983. B.J. 873, Pág. 2454.

Casación. Materia Penal. Alegatos nuevos en casación. Inadmisibles.
Cas. 19 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2705.

Casación. Materia Penal. Plazo para la casación. Art. 29 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación. Sentencia contradictoria. Recurso de
casación tardío.

En la especie, como se advierte frente a las conclusiones de los pre-
venidos apelantes, el Dr. M., constituido en parte civil tuvo oportunidad
de concluir como lo hizo, por ante los Jueces del fondo en defensa de sus
intereses, por lo cual la sentencia que intervino no fue en defecto; que,
en consecuencia como la sentencia impugnada del 29 de enero de 1981,
acogió el pedimento de lo's apelantes, y rechazó las conclusiones del Dr.
J.A.M., es obvio que el plazo que tenla éste para impugnar dicha sen-
tencia en casación era el de diez Mas a contar de la fecha de la no-
tificación de la sentencia según lo dispone el articulo 29 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, notificación que se hizo, como ya se ha se-
ñalado, el 23 de febrero de 1981; que como el recurso lo interpuso el 9 de
marzo de 1981, es evidente que lo hizo cuando ya estaba vencido el re-
ferido plazo de diez días.

Cas. 26 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2792.

Casación. Materia Penal. Prevenido que no apela de la sentencia del
Primer Grado. Recurso de casación contra la sentencia del 2do. Grado.
Inadmisible. .

En la especie, como dicho prevenido no recurrió en apelación contra
la sentencia del 16 de febrero de 1982, y como por otra parte, la sen-
tencia impugnada no le agravó su situación, es claro que dicho pre-
venido carece de interés en impugnar en casación una sentencia a la
cual le habla dado su anuencia por el solo hecho de no haber interpuesto
contra la misma el recurso de apelación; que, por tanto el recurso de
casación que se examina es inadmisible por falta de interés.

Cas. 12 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3146.

Casación. Materia Penal. Sentencia en defecto susceptible de
oposición. Art. 30 de la Ley sobre Procedimiento de Casación. Recurso
inadmisible por prematuro.

Cas. 21 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3642.

Casación. Materia Penal. Recurrente que no apela de la sentencia del
Primer Grado. Recurso contra la sentencia del 2do. Grado. Inadmisible
por carecer de interés.

El examen del expediente pone de manifiesto que el prevenido
recurrente C.J.C., no incurrió en apelación contra la sentencia del Tri-
bunal de Primer Grado que lo condenó al pago de una multa de
RD$100.00 por el hecho puesto a su cargo, con lo cual dio aceptación

impsicita a esa condenación; que como la sentencia impugnada no le
causó ningún nuevo agravio, ya que se limitó a confirmar la multa
impuesta, es obvio que dicho prevenido carece de interés para recurrir
en casación contra la misma, por lo cual su recurso resulta inadmisible.

Cas. 23 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3677.

Casación. Materia Penal. Recurso inadmisible por tardío. Art. 29 de
la Lev sobre Procedimiento de Casación.

Cas. 28 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3702.

Casación. Materia Penal. Art. 29 de la Ley sobre Procedimiento de
casación. Recurso tardío. Inadmisible.

Cas. 12 diciembre 1983, B.J. 877, Pág. 3894.

Casación. Materia Penal. Recurso interpuesto Mediante memorial y
no por declaración en la Secretaria del Tribunal que dictó la sentencia.
Art. 33 de la Ley sobre Procedimiento de Casación. Inadmisible.

De conformidad con el articulo 33 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación, el recurso de casación en materia penal, se hará por
declaración de la Secretaría del Tribunal que dictó la sentencia y será
firmada por el interesado y por el Secretario; que en la especie, en el
acta de casación levantada en la Secretaria de la Corte a-qua, sólo
figuran como recurrentes el prevenido L.A.M. y la S.P., S.A.; de modo
que el recurso de casación interpuesto por el Dr. A.M. mediante la in-
clusión de su nombre en el memorial de casación firmado por el aboga-
do de los recurrentes que constan en el acta, es inadmisible y no puede
ser tomado en cuenta.

Cas. 14 diciembre 1983, B.J. 877, Pág. 3924.

Casación. Materia de Tierras. Recurso interpuesto contra una
sucesión en forma innominada. Emplazamiento nulo. Caducidad del
recurso.

Es de principio que el acto de emplazamiento no puede ser notificado
de manera innominada a una sucesión, sino que debe hacérsele a todas
las personas que componen la sucesión; que, por excepción, en materia
de tierras, el artículo 135 de la Ley de Registro de Tierras, permite que
el emplazamiento, para los fines del recurso de casación, se notifique en
manos de la persona que haya asumido la representación de la sucesión
gananciosa ante el Tribunal de Tierras, y también en manos de aquellos
miembros de la sucesión cuyos nombres figuren en el proceso, as( como
que sea notificado el abogado del Estado; que, en la especie, el examen
del acto de emplazamiento, tal como lo alegan los recurridos, fue no-
tificado innominadamente a la sucesión de M.T.. en manos de V.T. de
P., que no fue la persona que representó a dicha sucesión ante el Tri-
bunal Superior de Tierras, ni es tampoco el único miembro de esa
sucesión que figura en el proceso, como se evidencia por el examen de
la decisión impugnada; que, en tales condiciones, el acto de em-
plazamiento de que se trata está viciado de nulidad, lo cual conlleva la
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Procedimiento de Casación.
Cas. 26 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2454.

Casación. Materia Penal. Alegatos nuevos en casación. Inadmisibles.
Cas. 19 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2705.

Casación. Materia Penal. Plazo para la casación. Art. 29 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación. Sentencia contradictoria. Recurso de
casación tardío.

En la especie, como se advierte frente a las conclusiones de los pre-
venidos apelantes, el Dr. M., constituido en parte civil tuvo oportunidad
de concluir como lo hizo, por ante los Jueces del fondo en defensa de sus
intereses, por lo cual la sentencia que intervino no fue en defecto; que,
en consecuencia como la sentencia impugnada del 29 de enero de 1981,
acogió el pedimento de lo13 apelantes, y rechazó las conclusiones del Dr.
J.A.M., es obvio que el plazo que tenla éste para impugnar dicha sen-
tencia en casación era el de diez días a contar de la fecha de la no-
tificación de la sentencia según lo dispone el articulo 29 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, notificación que se hizo, como ya se ha se-
ñalado, el 23 de febrero de 1981; que como el recurso lo interpuso el 9 de
marzo de 1981, es evidente que lo hizo cuando ya estaba vencido el re-
ferido plazo de diez días.

Cas. 26 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2792.

Casación. Materia Penal. Prevenido que no apela de la sentencia del
Primer Grado. Recurso de casación contra la sentencia del 2do. Grado.
Inadmisible. •

En la especie, como dicho prevenido no recurrió en apelación contra
la sentencia del 16 d'e febrero de 1982, y como por otra parte, la sen-
tencia impugnada no le agravó su situación, es claro que dicho pre-
venido carece de interés en impugnar en casación una sentencia a la
cual le habla dado su anuencia por el solo hecho de no haber interpuesto
contra la misma el recurso de apelación; que. por tanto el recurso de
casación que se examina es inadmisible por falta de interés.

Cas. 12 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3146.

Casación. Materia Penal. Sentencia en defecto susceptible de
oposición. Art. 30 de la Ley sobre Procedimiento de Casación. Recurso
inadmisible por prematuro.

Cas. 21 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3642.

Casación. Materia Penal. Recurrente que no apela de la sentencia del
Primer Grado. Recurso contra la sentencia del 2do. Grado. Inadmisible
por carecer de interés.

El examen del expediente pone de manifiesto que el prevenido
recurrente C.J.C., no incurrió en apelación contra la sentencia del Tri-
bunal de Primer Grado que lo condenó al pago de una multa de
RD$100.00 por el hecho puesto a su cargo, con lo cual dio aceptación
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implícita a esa condenación; que como la sentencia impugnada no le
causó ningún nuevo agravio, ya que se limitó a confirmar la multa
impuesta, es obvio que dicho prevenido carece de interés para recurrir
en casación contra la misma, por lo cual su recurso resulta inadmisible.

Cas. 23 noviembre 1983. B.J. 876, Pág. 3677.

Casación. Materia Penal. Recurso inadmisible por tardío. Art. 29 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación.

Cas. 28 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3702.

Casación. Materia Penal. Art. 29 de la Ley sobre Procedimiento de
tasación. Recurso tardío. Inadmisible.

Cas. 12 diciembre 1983, B.J. 877, Pág. 3894.

Casación. Materia Penal. Recurso interpuesto Mediante memorial y
no por declaración en la Secretaria del Tribunal que dictó la sentencia.
Art. 33 de la Ley sobre Procedimiento de Casación. Inadmisible.

De conformidad con el articulo 33 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación, el recurso de casación en materia penal, se hará por
declaración de la Secretaría del Tribunal que dictó la sentencia y será
firmada por el interesado y por el Secretario; que en la especie, en el
acta de casación levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, sólo
figuran como recurrentes el prevenido L.A.M. y la S.P., S.A.; de modo
que el recurso de casación interpuesto por el Dr. A.M. mediante la in-
clusión de su nombre en el memorial de casación firmado por el aboga-

*	 do de los recurrentes que constan en el acta, es inadmisible y no puede
ser tomado en cuenta.

Cas. 14 diciembre 1983, B.J. 877, Pág. 3924.

Casación. Materia de Tierras. Recurso interpuesto contra una
sucesión en forma innominada. Emplazamiento nulo. Caducidad del
recurso.

Es de principio que el acto de emplazamiento no puede ser notificado
de manera innominada a una sucesión, sino que debe hacérsele a todas
las personas que componen la sucesión; que, por excepción, en materia
de tierras, el artículo 135 de la Ley de Registro de Tierras, permite que
el emplazamiento, para los fines del recurso de casación, se notifique en
manos de la persona que haya asumido la representación de la sucesión
gananciosa ante el Tribunal de Tierras, y también en manos de aquellos
miembros de la sucesión cuyos nombres figuren en el proceso, así como
que sea notificado el abogado del Estado; que, en la especie, el examen
del acto de emplazamiento, tal como lo alegan los recurridos, fue no-
tificado innominadamente a la sucesión de 14.T.. en manos de V.T. de
P., que no fue la persona que representó a dicha sucesión ante el Tri-
bunal Superior de Tierras, ni es tampoco el único miembro de esa
sucesión que figura en el proceso, como se evidencia por el examen de
la decisión impugnada; que, en tales condiciones, el acto de em-
plazamiento de que se trata está viciado de nulidad, lo cual conlleva la
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caducidad del recurso de casación.
Cas. 15 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2263.

Casación. Medio concerniente al interés de la otra parte de la litis.
Inadmisible.

Una parte no puede presentar válidamente un medio de casación con-
ra la decisión de una sentencia que concierne a otra parte del proceso.

Sólo la parte recurrida en casación que fue la que suscitó la excepción
de comunicación de documentos, es la que podía tener interés en que-
jarse de la omisión del Juez de estatuir acerca de dicha excepción.

Cas. 22 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1012.
Casación. Recurrente extranjera. Demandante original. Fianza ju-

dicatura solvi. Arts. 16 del Código Civil mod. por la Ley No. 845 de 1978, y
167 del Código de Procedimiento Civil.

En el acta de la notificación del recurso de casación y del em-
plazamiento, depositado en el expediente se expresa que la recurrente,
M.A.B. Vda. V., es de nacionalidad norteamericana y que ella tiene su
domicilio en Santurce, P.R., lo que, asimismo, consta en el memorial de
casación; que, por tanto al ser de nacionalidad extranjera, domiciliada
en el extranjero, sin residencia permanente en el territorio de la Repú-
blica Dominicana, y no haber justificado poseer en el país bienes in-
muebles distintos a los litigiosos, la recurrente, demandante originaria
en el presente litigio, se encuentra sometida a las prescripciones legales
aludidas; que de acuerdo con el artículo 167 del Código de Proce-
dimiento Civil la sentencia que imponga las fianzas debe fijar la cuantía
de la misma; que en el presente caso procede fijar, además del monto
de la fianza el plazo en el cual ella debe ser prestada.

Cas. 11 abril 1983, B.J. 869, Pág. 882.

Casación. Recurso interpuesto contra una sentencia que declinó un
asunto para que se instruyera la sumatoria correspondiente por tratar-
se de un hecho con apariencia de crimen.

Los Jueces del fondo que han sido apoderados correccionalmente del
conocimiento de un hecho, cuando comprueban que ese hecho presenta
caracteres que lo hacen aparecer como crimen, están obligados a de-
sapoderarse y declinar el asunto por ante la jurisdicción de instrucción

•	 competente a fin de que se proceda a instruir la sumaria correspondien-
te; que al decidirlo así, la Corte a-qua hizo en la especie una correcta
aplicación de la Ley.

Cas. 14 enero 1983, B.J. 866, Pág. 39.

Casación. Recurso interpuesto contra el veredicto de una Cámara de
Calificación. Inadmisible. Art. 127 del Código de Procedimiento Cri-
minal.

Cas. 3 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2104.

Casación. Recurso interpuesto por la parte civil constituida. Senten-
cta que declinó el asunto por tener carácter criminal. Apelación de la

prevenida. Corte que avoca el fondo, descarga a la prevenida y condena
a la parte civil al pago de una indemnización. Sentencia sin motivación
alguna. Casación.

Cas. 10 agosto 1983. B.J. 873. Pág. 2229.

Casación. Recurso interpuesto por los sucesores de D.R. sin indicar
los nombres de las personas que componen esa sucesión. Emplaza- 41
miento nulo.

El examen del acto de emplazamiento revela que el mismo fue dili-
genciado a requerimiento de los sucesores de D.D.	 (a) P ), sin
indicar los nombres y residencias de las personas que componen dicha
sucesión; que al no ser la sucesión una persona física ni moral que
pueda actuar en justicia, tal notificación es contraria a las disposiciones
del articulo 6 de la Ley sobre Procedimiento de Casación y del articulo
61 del Código de Procedimiento Civil, porque es una formalidad sustan-
cial que el emplazamiento contenga los nombres y residencias del re-
currente que, por consiguiente, procede acoger la nulidad del acto de
emplazamiento propuesto por los recurridos, lo cual conlleva la ea
ducidad del recurso de casación.

Cas. 15 agosto 1983, B.J. 873. Pág. 2260.

Casación. Sentencia en defecto. Recurso prematuro. Inadmisible.
Cas. 30 mayo 1983, B.J.  870. Pág. 1444.

Casación. Sentencia en defecto. Art. 30 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación. No constancia de que la sentencia en defecto se hubiera
notificado al recurrente. Casación inadmisible.

Cas. 9 diciembre 1983, B.J. sn, Pág. 3866.

Casación. Sentencia en defecto que canceló una fianza que garanti-
zaba una libertad provisional. Sentencia susceptible de oposición. Art.
30 de la Ley sobre Procedimiento de Casación. Recurso inadmisible por
prematuro.

El articulo 30 de la Ley sobre Procedimiento de Casación expresa lo
siguiente: "Si la sentencia se hubiere dictado en defecto, el plazo para
interponer el recurso de casación se empezará a contar desde el día en
que la oposición no fuere admisible"; en el presente caso se trata de un
recurso de casación contra la sentencia en defecto que canceló la fianza
que garantizaba la libertad provisional de la acusada C.A.R. y que en el
mismo no se ha juzgado el fondo de la acusación; que en el expediente
no hay constancia de que la referida sentencia le haya sido notificada a
la acusada. por lo cual el plazo para interponer el recurso de oposición
estaba abierto en el momento en que fue interpuesto el presente recurso
de casación, en consecuencia este recurso resulta inadmisible por
prematuro.

Cas.9 diciembre 1983, Pág. 3839.

Casación. Sentencia interlocutoria. Efecto sobre la sentencia sub-
siguiente dictada sobre el fondo. Casación sin envio.
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caducidad del recurso de casación.
Cas. 15 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2263.

Casación. Medio concerniente al interés de la otra parte de la litis.
Inadmisible.

Una parte no puede presentar válidamente un medio de casación con-
ra la decisión de una sentencia que concierne a otra parte del proceso.

Sólo la parte recurrida en casación que fue la que suscitó la excepción
de comunicación de documentos, es la que podía tener interés en que-
jarse de la omisión del Juez de estatuir acerca de dicha excepción.

Cas. 22 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1012.
Casación. Recurrente extranjera. Demandante original. Fianza ju-

dicatum solvi. Arts. 16 del Código Civil mod. por la Ley No. 845 de 1978, y
167 del Código de Procedimiento Civil.

En el acta de la notificación del recurso de casación y del em-
plazamiento, depositado en el expediente se expresa que la recurrente.
M.A.B. Vda. V., es de nacionalidad norteamericana y que ella tiene su
domicilio en Santurce, P.R., lo que, asimismo, consta en el memorial de
casación; que, por tanto al ser de nacionalidad extranjera, domiciliada
en el extranjero, sin residencia permanente en el territorio de la Repú-
blica Dominicana. y no haber justificado poseer en el país bienes in-
muebles distintos a los litigiosos, la recurrente, demandante originaria
en el presente litigio, se encuentra sometida a las prescripciones legales
aludidas; que de acuerdo con el artículo 167 del Código de Proce-
dimiento Civil la sentencia que imponga las fianzas debe fijar la cuantía
de la misma; que en el presente caso procede fijar, además del monto
de la fianza el plazo en el cual ella debe ser prestada.

Cas. 11 abril 1983, B.J. 869, Pág. 882.

Casación. Recurso interpuesto contra una sentencia que declinó un
asunto para que se instruyera la sumatoria correspondiente por tratar-
se de un hecho con apariencia de crimen.

Los Jueces del fondo que han sido apoderados correccionalmente del
conocimiento de un hecho, cuando comprueban que ese hecho presenta
caracteres que lo hacen aparecer como crimen, están obligados a de-
sapoderarse y declinar el asunto por ante la jurisdicción de instrucción

•	 competente a fin de que se proceda a instruir la sumaria correspondien-
te; que al decidirlo así, la Corte a-qua hizo en la especie una correcta
aplicación de la Ley.

Cas. 14 enero 1983, B.J. 866, Pág. 39.

Casación. Recurso interpuesto contra el veredicto de una Cámara de
Calificación. Inadmisible. Art. 127 del Código de Procedimiento Cri-
minal.

Cas. 3 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2104.

Casación. Recurso interpuesto por la parte civil constituida. Senten-
cta que declinó el asunto por tener carácter criminal. Apelación de la

prevenida. Corte que evoca el fondo, descarga a la prevenida y condena
a la parte civil al pago de una indemnización. Sentencia sin motivación
alguna. Casación.

Cas. 10 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2229.

Casación. Recurso interpuesto por los sucesores de D.R. sin indicar
los nombres de las personas que componen esa sucesión. Emplaza-  1
miento nulo.

El examen del acto de emplazamiento revela que el mismo fue dili-
genciado a requerimiento de los sucesores de a D. (R.N.D. (a) P ), sin
indicar los nombres y residencias de las personas que componen dicha
sucesión; que al no ser la sucesión una persona física ni moral que
pueda actuar en justicia, tal notificación es contraria a las disposiciones
del articulo 6 de la Ley sobre Procedimiento de Casación y del artículo
61 del Código de Procedimiento Civil, porque es una formalidad sustan-
cial que el emplazamiento contenga los nombres y residencias del re-
currente que, por consiguiente, procede acoger la nulidad del acto de
emplazamiento propuesto por los recurridos, lo cual conlleva la ca
ducidad del recurso de casación.

Cas. 15 agosto 1983, B.J. 873. Pág. 2260.

Casación. Sentencia en defecto. Recurso prematuro. Inadmisible.
Cas. 30 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1444.

Casación. Sentencia en defecto. Art. 30 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación. No constancia de que la sentencia en defecto se hubiera
notificado al recurrente. Casación inadmisible.

Cas. 9 diciembre 1983, B.J. 877, Pág. 3866.

Casación. Sentencia en defecto que canceló una fianza que garanti-
zaba una libertad provisional. Sentencia susceptible de oposición. Art.
30 de la Ley sobre Procedimiento de Casación. Recurso inadmisible por
prematuro.

El artículo 30 de la Ley sobre Procedimiento de Casación expresa lo
siguiente: "Si la sentencia se hubiere dictado en defecto, el plazo para
interponer el recurso de casación se empezará a contar desde el día en
que la oposición no fuere admisible"; en el presente caso se trata de un
recurso de casación contra la sentencia en defecto que canceló la fianza
que garantizaba la libertad provisional de la acusada C.A.R. y que en el
mismo no se ha juzgado el fondo de la acusación; que en el expediente
no hay constancia de que la referida sentencia le haya sido notificada a
la acusada, por lo cual el plazo para interponer el recurso de oposición
estaba abierto en el momento en que fue interpuesto el presente recurso
de casación, en consecuencia este recurso resulta inadmisible por
prematuro.

Cas. 9 diciembre 1983, Pág. 3839.

Casación. Sentencia interlocutoria. Efecto sobre la sentencia sub-
siguiente dictada sobre el fondo. Casación sin envio.
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La casación de una sentencia interlocutoria implica, por vía de con-
secuencia, la casación de la sentencia subsiguiente que se haya pronun-
ciado sobre el fondo; que sobre el recurso de casación interpuesto por la
C.D. de E. y la S.R., C. por A., la S.C. de J. dictó en fecha 20 del mes de
mayo de 1983, una sentencia mediante la cual se casó el fallo interlo-
cutorio pronunciado por la Corte de Apelación de San Cristóbal el 17 de
octubre de 1978, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo, y envió el asunto por ante la Corte de Apelación de Santo
Domingo; que la sentencia ahora impugnada, dictada el 25 de abril de
1980. que estatuyó sobre el fondo de la litis, está fundada en el resultado
de las medidas de instrucción realizadas en ejecución de la mencionada
sentencia interlocutoria del 17 de octubre de 1978, la cual, como va se ha

m.expresado fue casada en fecha 20 de mayo de 1983; que. por co iguien-
te. la referida sentencia del 23 de abril de 1980 debe considerarse im-
plícitamente anulada como consecuencia de la casación de la sentencia
interlocutoria dictada el 17 de octubre de 1978; que al tenor de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando la Casación no deje cosa al-
guna por juzgar, no habrá envio del asunto.

Cas. 27 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1396.
Casación. Sentencia no susceptible de apelación. Sentencia en defec-

to. Litigante que no interpone oposición sino casación.
Cuando una parte ha sido condenada en defecto, y, sin haber hecho

oposición. interpone el recurso de casación contra la sentencia dictada
en última instancia no podrá invocar en apoyo de su recurso sino los
medios que resultan de la sentencia misma o los medios de orden
público, a condición de que ellas no estén mezclados de hechos; de lo
contrario los medios que presente son nuevos, y, por tanto, inadmisibles
en casación; que en la especie el recurrente fue declarado en defecto y
no hizo oposición a la sentencia dictada en última y única instancia, ya
que las decisiones del Juzgado de Primera Instancia dictados en esta
materia no son susceptibles de apelación, conforme al articulo 36 de la
Ley No. 708 mencionada; que lo expuesto precedentemente revela que
el recurrente alegó en sus medios de casación cuestiones de hecho, que
debieron ser presentadas al Juez del fondo, y, en consecuencia, dichos
medios son inadmisibles.

Cas. 29 julio 1983, B.J.1172. Pág. 2050.
Casación. Transacción. Desistimiento del recurso. Materia comer-

eial.
ras 20 junio 1983, B.J. 871, Págs. 1601 y 1605.

Citación. Alegato de irregularidad de la citación. Rechazamiento de
ese incidente. Sentencia no impugnada.

En la especie, como el prevenido no impugnó en casación el indicado
fallo, que como se ha dicho fue dictado el 29 de octubre de 1980 y resolvió
de manera definitiva el incidente propuesto, es obvio que el medio que
se examina basado en el referido agravio, carece de fundamento y debe
ser desestimado.

Cas. 28 septiembre 1983. B.J. 874, Pág. 2866.

Citación. Materia Penal. Conclusiones. Sentencia carente de motivos.
Casación.

En la sentencia impugnada consta que el abogado de la entidad
aseguradora concluyó formalmente pidiendo que dicha Compañia "sea
exenta de toda responsabilidad, en razón de no haber quedado demos-
trado fehacientemente la regular citación de la parte civilmente res-
ponsable en este caso" • que tal como lo alegan los recurrentes la Corte
a-qua falló el fondo de la causa sin pronunciarse sobre las conclusiones,
antes transcritas, por lo cual la sentencia impugnada carece de motivos
y debe ser casada.

Cas. 28 de octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3356.

Citación. Persona con domicilio conocido. La citación debe hacerse en
ese domicilio. Inaplicación del art. 69 del Código de Procedimiento Ci-
vil.

En el expediente hay constancia de que los recurrentes viven en los
domicilios mencionados; que sin embargo en la especie el Alguacil citó
a los recurrentes como si fuesen personas sin domicilio conocido,
utilizando el procedimiento excepcional del articulo 69 inciso 1ro. del
Código de Procedimiento Civil, que en esas condiciones la Corte 3100
al pronunciar el defecto contra ellos, ha lesionado su derecho de de-
fensa, en consecuencia la sentencia impugnada debe ser casada sin que
sea necesario ponderar los demás medios del recurso.

Cas. 20 abril 1983, B.J. 869, Pág. 985.

Compañia de Comercio Extranjera. Presunción de domicilio en el
pais de su constitución. Domicilio en la R.D. Prueba. Fianza Judicatum
Solvi. Art. 16 del Código Civil reformado por la Ley No. 845 de 1978.

Las Compañías de Comercio constituidas con arreglo a una ley ex-
tranjera, como ocurre en la especie, respecto de la recurrida, la cual
fue organizada de acuerdo con las leyes de No., B.. según consta en la
sentencia impugnada, se presume que tienen su domicilio en el país de
su constitución, salvo prueba de que han sido autorizadas por el Poder
Ejecutivo para establecer su domicilio en la R.D., en los términos del
articulo/ 13 del Código Civil; que el aporte de esa prueba compete a la
compañia extranjera que alegue estar domiciliada en el país y sólo pue-
de hacerlo mediante la presentación del documento del Poder Ejecutivo
que le autoriza a establecer su domicilio en la R.D., que al no observar
las anteriores disposiciones para decidir la cuestión de fianza, la Corte
a-qua incurrió en la violación de las reglas de la prueba, por lo cual la
sentencia impugnada debe ser casada, sin necesidad de examinar los
demás medios invocados por la recurrente.

Cas. 16 mano 1983, B.J. 868, Pág. 6%.

Compañía de Comercio. Banco Comercial. Recurso de casación In-
terpuesto. Compañia que actúa en justicia. No indicación del nombre
del representante. Validez.

En el presente caso la persona moral que interpuso el recurso de
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La casación de una sentencia interlocutoria implica, por lila de con-
secuencia, la casación de la sentencia subsiguiente que se haya pronun-
ciado sobre el fondo; que sobre el recurso de casación interpuesto por la
C.D. de E. y la S.R., C. por A., la S.C. de J. dictó en fecha 20 del mes de
mayo de 19&3, una sentencia mediante la cual se casó el fallo Miedo-
cutorio pronunciado por la Corte de Apelación de San Cristóbal el 17 de
octubre de 1978, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo, y envió el asunto por ante la Corte de Apelación de Santo
Domingo: que la sentencia ahora impugnada, dictada el 25 de abril de
1980, que estatuyó sobre el fondo de la litis, está fundada en el resultado
de las medidas de instrucción realizadas en ejecución de la mencionada
sentencia interlocutoria del 17 de octubre de 1978, la cual. como ya se ha
expresado fue casada en fecha 20 de mayo de 1983; que. por consiguien-
te, la referida sentencia del 25 de abril de 1980 debe considerarse im-
plícitamente anulada como consecuencia de la casación de la sentencia

, interlocutoria dictada el 17 de octubre de 1978; que al tenor de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando la Casación no deje cosa al-
guna por juzgar, no habrá envio del asunto.

Cas. 27 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1396.
Casación. Sentencia no susceptible de apelación. Sentencia en defec-

to. Litigante que no interpone oposición sino casación.
Cuando una parte ha sido condenada en defecto, y, sin haber hecho

oposición. interpone el recurso de casación contra la sentencia dictada
en última instancia no podrá invocar en apoyo de su recurso sino los
medios que resultan de la sentencia misma o los medios de orden
público, a condición de que ellos no estén mezclados de hechos; de lo
contrario los medios que presente son nuevos, y, por tanto, inadmisibles
en casación; que en la especie el recurrente fue declarado en defecto y

no hizo oposición a la sentencia dictada en última y única instancia, ya
que las decisiones del Juzgado de Primera Instancia dictados en esta
materia no son susceptibles de apelación, conforme al articulo 36 de la
Ley No. 708 mencionada; que lo expuesto precedentemente revela que
el recurrente alegó en sus medios de casación cuestiones de hecho, que
debieron ser presentadas al Juez del fondo, y, en consecuencia, dichos
medios son inadmisibles.

Cas. 29 julio 1983 B J1972 Pág 2050
Casación. Transacción. Desistimiento del recurso. Materia comer-

cial.
ras 20 junio 1983, B.J. 871, Págs. 1601 y 1605.

Citación. Alegato de irregularidad de la citación. Rechazamiento de
ese incidente. Sentencia no impugnada.

En la especie, como el prevenido no impugnó en casación el indicado
fallo, que como se ha dicho fue dictado el 29 de octubre de 1980 y resolvió
de manera definitiva el incidente propuesto, es obvio que el medio que
se examina basado en el referido agravio, carece de fundamento y debe
ser desestimado.

Cas. 28 septiembre 1983. B.J. 874, Pág. 2866.
•
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Citación. Materia Penal. Conclusiones. Sentencia carente de motivos.
Casación.

En la sentencia impugnada consta que el abogado de la entidad
aseguradora concluyó formalmente pidiendo que dicha Compañía "sea
exenta de toda responsabilidad, en razón de no haber quedado demos-
trado fehacientemente la regular citación de la parte civilmente res-
ponsable en este caso"' que tal como lo alegan los recurrentes la Corte
a-qua falló el fondo de la causa sin pronunciarse sobre las conclusiones,
antes transcritas, por lo cual la sentencia impugnada carece de motivos

i •	y debe ser casada.
Cas. 28 de octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3356.

Citación. Persona con domicilio conocido. La citación debe hacerse en
ese domicilio. Inaplicación del art. 69 del Código de Procedimiento Ci-
vil.

En el expediente hay constancia de que los recurrentes viven en los
domicilios mencionados; que sin embargo en la especie el Alguacil citó
a los recurrentes como si fuesen personas sin domicilio conocido,
utilizando el procedimiento excepcional del articulo 69 inciso lro. del
Código de Procedimiento Civil, que en esas condiciones la Corte a-qua
al pronunciar el defecto contra ellos, ha lesionado su derecho de de-
fensa, en consecuencia la sentencia impugnada debe ser casada sin que
sea necesario ponderar los demás medios del recurso.

Cas. 20 abril 1983, B.J. 869, Pág. 985.

Compañía de Comercio Extranjera. Presunción de domicilio en el
país de su constitución. Domicilio en la R.D. Prueba. Fianza Judicatum
Solvi. Art. 16 del Código Civil reformado por la Ley No. 845 de 1978.

Las Compañías de Comercio constituidas con arreglo a una ley ex-
tranjera, como ocurre en la especie, respecto de la recurrida, la cual
fue organizada de acuerdo con las leyes de No., B., según consta en la
sentencia impugnada, se presume que tienen su domicilio en el pais de
su constitución, salvo prueba de que han sido autorizadas por el Poder
Ejecutivo para establecer su domicilio en la R.D., en los términos del
articulol 13 del Código Civil; que el aporte de esa prueba compete a la
compañia extranjera que alegue estar domiciliada en el pais y sólo pue-
de hacerlo mediante la presentación del documento del Poder Ejecutivo
que le autoriza a establecer su domicilio en la R.D., que al no observar
las anteriores disposiciones para decidir la cuestión de fianza, la Corte
a-qua incurrió en la violación de las reglas de la prueba, por lo cual la
sentencia impugnada debe ser casada, sin necesidad de examinar los
demás medios invocados por la recurrente.

Cas. 16 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 698.

Compañía de Comercio. Banco Comercial. Recurso de casación in-
terpuesto. Compañía que actúa en justicia. No indicación del nombre
del representante. Validez.

En el presente caso la persona moral que interpuso el recurso de
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casación por una sociedad anónimika no es nulo a falta de indicación de
los nombres de sus representantes, si se señala el asiento y la razón
social de dicha sociedad así como la fecha de la decisión impugnada, y
el Tribunal que la ha dictado; que, a las sociedades anónimas les basta
para actuar en justicia que sean representadas por sus abogados, como
ocurre en la especie; que, por tanto, el medio de inadmisión que se
examina debe ser desestimado.

Cas. 29 julio 1983, B.J. 872, Pág. 2050.

Compañía de Comercio. Convocatoria para una asamblea de ac-
cionistas. Ambito y alcance de dicha Convocatoria.

Para precisar el ámbito y alcance del aviso de convocatoria, es
preciso examinar éste en su conjunto, relacionando los distintos puntos
a tratar, puesto que éstos se complementan el uno con el otro; que las
cuestiones a considerar contenidas en el aviso de convocatoria son las
siguientes: 1) Reestructuración de los Consejos de Directores y de
Administración de la Compañía; 2) Cualesquiera otros asuntos
relacionados con lo anteriormente indicados; y 3) Resolver la posi-
bilidad de una reforma estatutaria; que, como se advierte, la cuestión
de la reestructuración de los referidos Consejos no estaba limitada al
conocimiento y aceptación de las renuncias de los miembros que lo ha-
blan hecho y a la designación de sus sustitutos, sino que abarcaba una
mayor finalidad, que perseguía la composición nueva de los aludidos
Consejos, ya que se contemplaba hasta la posibilidad de una reforma
estatutaria para alcanzar ese objeto.

Cas. 18 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1912.

Compañía de Comercio. Asamblea. Convocatoria. Plazo. Irregulari-
dad en el plazo. Accionistas que comparecen y no sólo no proponen la
nulidad de la convocatoria, sino que intervienen solicitando informes.
Nulidad cubierta.

En la especie, si bien es cierto, tal como lo alegan los recurrentes, que
la Asamblea impugnada en nulidad fue celebrada cuando todavía no
habla transcurrido totalmente el plazo de 15 días para la convocatoria
establecida en el artículo 13 de los Estatutos Sociales, no es menos cier-
to que la nulidad que se puede derivar de esa irregularidad quedó cu-
bierta por la propia actividad de los recurrentes; que, en efecto, la mili-
dad de un acto queda cubierta cuando la parte interesada en deman-
darla cumple actos que no puedan ser interpretados de otra manera que
como implicativos de su voluntad de no prevalerse de la nulidad; que,
en la especie, no obstante la objeción hecha a la convocatoria, los
recurrentes obtemperaron a ello asistiendo a la Asamblea, solicitando
informes e interviniendo de manera activa en su desarrollo y abs-
teniéndose de votar cuando se trató de la reestructuración de los Conse-
jos de Directores y de Administración, sin que en ningún momento
hicieran alus.ón a la nulidad que afectaba la convocatoria; que los actos
indicados son de una naturaleza tal que no pueden ser interpretados
sino como implicativos de la voluntad de renunciar a alegar la nulidad

de la convocatoria; que, por lo tanto, el medio que se examina carece de
fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 18 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1912.

Compañía de Comer:io. Avalúo de los aportes. Irregularidades en la
constitución de la Compaffl s. Competencia de los tribunales ordinarios
y no del Tribunal de Tienes.

Las cuestiones relativas a las alegadas irregularidades incurridas en
la constitución de la referida compañia, entre ellas las que se refieren al
avalúo de los aportes en naturaleza, no son de la competencia del Tri-
bunal de Tierras.

Cas. 22 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1992.

Compañía por Acciones. Constitución. Aporte de una parcela y sus
mejoras. Venta de las acciones. Venta del inmueble. Sentencia con mo-
tivos vagos. Casación.

En la especie, la Corte a-qua aplica pura y simplemente dicho con-
trato sin analizar, como era su deber, las diversas opciones que en él se
contemplan, lo que tiene por resultado que no precisa cuál de las
operaciones jurídicas previstas en el aludido contrato, es la que ha sido
retenida como causa generadora del crédito reclamado por la recurri-
da, ya que en el proceso se habla indistintamente de venta de acciones y
de venta de un inmueble; que es necesario precisar la naturaleza de la
operación juridica efectuada, para poder determinar la procedencia o
improcedencia de los medios de defensa al fondo opuestos a la demanda
por la recurrente; que, además, la Corte a-qua tampoco precisa, como
una consecuencia de la anterior vaguedad, la causa justificativa de los
pagos hechos por la recurrida; que como resultado de esas im-
precisiones la S.C. de J., no se encuentra en condiciones de verificar si
en la especie se ha hecho o no, una correcta aplicación de la ley, por lo
Cual la sentencia impugnada debe ser casada, sin necesidad de
examinar los demás medios propuestos por el recurrente.

Cas. 20 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1588.

Competencia del Juzgado de Paz. Demanda en cobro de pesos por una
suma superior a mil pesos. Sentencia susceptible de apelación. Recurso
de casación inadmisible.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que la
especie resuelta por ella es una demanda en cobro de pesos cuyo monto
excede el limite de la competencia en instancia única de Juzgado de
Paz, que en ese entonces era la suma de RD$25.03; que se trata por
consiguiente, de una sentencia dictada en primera instancia y por tanto,
susceptible del recurso de apelación; al tenor del art. 1ro. de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, la S.C. de J. decide, como Corte de
Casación, si la Ley ha sido bien o mal aplicada en los fallos en última o
en única instancia pronunciado por los tribunales del orden judicial";
que tratándose en la especie de un recurso de casación interpuesto con-
tra una sentencia dictada en primera instancia, la cual debe ser ataca-
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casación por una sociedad anónimsa no es nulo a falta de indicación de
los nombres de sus representantes, si se señala el asiento y la razón
social de dicha sociedad así como la fecha de la decisión impugnada, y
el Tribunal que la ha dictado: que, a las sociedades anónimas les basta
para actuar en justicia que sean representadas por sus abogados, como
ocurre en la especie; que, por tanto, el medio de inadmisión que se
examina debe ser desestimado.

Cas. 29 julio 1983, B.J. 872, Pág. 2050.

Compañía de Comercio. Convocatoria para una asamblea de ac-
cionistas. Ambito y alcance de dicha Convocatoria.

Para precisar el ámbito y alcance del aviso de convocatoria, es
preciso examinar éste en su conjunto, relacionando los distintos puntos
a tratar, puesto que éstos se complementan el uno con el otro; que las
cuestiones a considerar contenidas en el aviso de convocatoria son las
siguientes: 1) Reestructuración de los Consejos de Directores y de
Administración de la Compañia; 2) Cualesquiera otros asuntos
relacionados con lo anteriormente indicados; y 3) Resolver la posi-
bilidad de una reforma estatutaria; que, como se advierte, la cuestión
de la reestructuración de los referidos Consejos no estaba limitada al
conocimiento y aceptación de las renuncias de los miembros que lo ha-
blan hecho y a la designación de sus sustitutos, sino que abarcaba una
mayor finalidad, que perseguía la composición nueva de los aludidos
Consejos, ya que se contemplaba hasta la posibilidad de una reforma
estatutaria para alcanzar ese objeto.

Cas. 18 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1912.

Compañía de Comercio. Asamblea. Convocatoria. Plazo. Irregulari-
dad en el plazo. Accionistas que comparecen y no sólo no proponen la
nulidad de la convocatoria, sino que intervienen solicitando informes.
Nulidad cubierta.

En la especie, si bien es cierto, tal como lo alegan los recurrentes, que
la Asamblea impugnada en nulidad fue celebrada cuando todavía no
habla transcurrido totalmente el plazo de 15 días para la convocatoria
establecida en el artículo 13 de los Estatutos Sociales, no es menos cier-
to que la nulidad que se puede derivar de esa irregularidad quedó cu-
bierta por la propia actividad de los recurrentes; que, en efecto, la nuli-
dad de un acto queda cubierta cuando la parte interesada en deman-
darla cumple actos que no puedan ser interpretados de otra manera que
como implicativos de su voluntad de no prevalerse de la nulidad; que,
en la especie, no obstante la objeción hecha a la convocatoria, los
recurrentes obtemperaron a ello asistiendo a la Asamblea, solicitando
informes e interviniendo de manera activa en su desarrollo y abs-
teniéndose de votar cuando se trató de la reestructuración de los Conse-
jos de Directores y de Administración, sin que en ningún momento
hicieran alus.ón a la nulidad que afectaba la convocatoria; que los actos
indicados son de una naturaleza tal que no pueden ser interpretados
sino como implicativos de la voluntad de renunciar a alegas la nulidad
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de la convocatoria; que, por lo tanto, el medio que se examina carece de
fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 18 julio 1%3, B.J. 872, Pág. 1912.

Compañia de Comercio. Avalúo de los aportes. Irregularidades en la
constitución de la Compañí 1. Competencia de los tribunales ordinarios
y no del Tribunal de Tierras.

Las cuestiones relativas a las alegadas irregularidades incurridas en
la constitución de la referida compañía, entre ellas las que se refieren al
avalúo de los aportes en naturaleza, no son de la competencia del Tri-
bunal de Tierras.

Cas. 22 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1992.

Compañía por Acciones. Constitución. Aporte de una parcela y sus
mejoras. Venta de las acciones. Venta del inmueble. Sentencia con mo-
tivos vagos. Casación.

En la especie, la Corte a-qua aplica pura y simplemente dicho con-
trato sin analizar, como era su deber, las diversas opciones que en él se
contemplan, lo que tiene por resultado que no precisa cuál de las
operaciones jurídicas previstas en el aludido contrato, es la que ha sido
retenida como causa generadora del crédito reclamado por la recurri-
da, ya que en el proceso se habla indistintamente de venta de acciones y
de venta de un inmueble; que es necesario precisar la naturaleza de la
operación jurídica efectuada, para poder determinar la procedencia o
improcedencia de los medios de defensa al fondo opuestos a la demanda
por la recurrente; que, además, la Corte a-qua tampoco precisa, como
una consecuencia de la anterior vaguedad, la causa justificativa de los
pagos hechos por la recurrida; que como resultado de esas im-
precisiones la S.C. de J., no se encuentra en condiciones de verificar si
en la especie se ha hecho o no, una correcta aplicación de la ley, por lo
Cual la sentencia impugnada debe ser casada, sin necesidad de
examinar los demás medios propuestos por el recurrente.

Cas. 20 junio 1983, B.J. 871, Pág. 15/38.

Competencia del Juzgado de Paz. Demanda en cobro de pesos por una
suma superior a mil pesos. Sentencia susceptible de apelación. Recurso
de casación inadmisible.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que la
especie resuelta por ella es una demanda en cobro de pesos cuyo monto
excede el limite de la competencia en instancia única de Juzgado de
Paz, que en ese entonces era la suma de RD$25.00; que se trata por
consiguiente, de una sentencia dictada en primera instancia y por tanto,
susceptible del recurso de apelación; al tenor del art. 1ro. de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, la S.C. de J. decide, como Corte de
Casación, si la Ley ha sido bien o mal aplicada en los fallos en última o
en única instancia pronunciado por los tribunales del orden judicial";
que tratándose en la especie de un recurso de casación interpuesto con-
tra una sentencia dictada en primera instancia, la cual debe ser ataca-
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da por el recurso de apelación, es obvio que los recursos de casación de-
ducidos contra ella resultan inadmisibles.

Cas. 28 enero 1983, B.J. 866, Pág. 217.

Competencia. Materia Penal. Juzgado de Primera Instancia ac-
tuando como Tribunal de Segundo Grado. Hecho de la competencia del
Tribunal y no del Juzgado de Paz. Deber del Juez de Primera Instancia.
Medio suplido de oficio por la S.C. de J.

Cuando los Juzgados de Primera Instancia conocen como jurisdicción
de segundo grado de las apelaciones de las sentencias de los Juzgados
de Paz y declaran la incompetencia ratione materiae de éstos, deben
limitarse a declarar su propia incompetencia para estatuir sobre cl fon-
do de la prevención, como Tribunal de Apelación, puesto que, de lo con-
trario, se privaría al prevenido y a las otras partes del proceso del bene-
ficio del doble grado de jurisdicción; en el presente caso la Cámara a-
qua al conocer como Tribunal de Apelación de la causa fallada por el
Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de La Vega, debió limi-
tarse a pronunicar la incompetencia de dicho J. de P. para estatuir so-
bre la acusación contra J.R.C. y, en consecuencia, declarar su propia
incompetencia como Tribunal de Apelación y no proceder, como lo hizo,
a fallar el fondo de la prevención transmutándose en una jurisdicción de
primer grado de la cual no estaba regularmente apoderada sino a tra-
vés de un recurso de apelación; que en estas condic i ones la Cámara a-
qua, al condenar al prevenido recurrente según consta en la sentencia
impugnada, desconoció las reglas del apoderamiento y competencia de
los tribunales en materia penal. por lo cual dicha sentencia debe ser
casada, medio que aunque no ha sido propuesto. por tratarse de una
cuestión de apoderamiento y de competencia interesa al orden público y

puede ser suscitado de oficio
Cas. 27 mayo 1983. B.J. 870 Pag 1432

Competencia. Materia Comercial Excepeion. Tnbunal de Primer
Grado. Ley No. 834 de 1978. Nulidad del emplazamiento. Facultad de los
Jueces del fondo.

En la especie, para la época en que se dictó la sentencia impugnada,
el 16 de enero de 1979, reglan ya en materia de competencia las dis-
posiciones de la Ley No. 834 de 1978, que no permiten a los Jueces del
fondo promover de oficio la incompetencia funcional, aún cuando sus
reglas sean de orden público; que en lo que respecta al Juez de Primer
Grado, si bien es cierto que el régimen jurídico procesal vigente en el
momento en que dictó su fallo, le facultaba para pronunciar de oficio el
vicio de incompetencia absoluta, que incluye la violación de las reglas
de la competencia funcional, no es menas cierto que ese régimen no
creaba una obligación a cargo del Juez, sino una simple facultad que
éste era libre de ejercer o no, sin que su decisión en tal sentido pudiera
ser objeto de la censura de la casación; que, por otra parte, la nulidad
que sanciona la inobservancia de las reglas de forma que rigen los actos
procesales, tiene un carácter puramente relativo que sólo puede ser in-
vocado por el demandado y no puede ser pronunciado de oficio por el
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Tribunal; que, en ese orden de ideas, en la especie, los Jueces de hecho
no podían por iniciativa suya declarar la nulidad del acta de era-

'	
plazamiento, sino que era necesario que así se lo pidiera la parto
demandada, quien no lo hizo.

Cas. 14 enero 1913, B.J. 866, Pág. 26.

Comunidad Matrimonial. Bienes inmuebles adquiridos antes del ma-
trimonio contraldo par la reclamante. Bienes devueltos al heredero del
marido pero no a la viuda. Ley No. 6087 de 1962.

Las disposiciones de la Ley No. 6087 del 1962 son claras y precisas en
cuanto dispone la devolución a sus legítimos propietarios de los in-
muebles que les fueron expropiados por el Estado Dominicano por
causas políticas; que, la mencionada Ley No. 6087, además de tener un
carácter de expropiación al ordenar la devolución de esos inmuebles en
favor de sus legítimos propietarios consagra el derecho de rei-
sindicación que éstos tienen frente al Estado y a las personas que hu-
bieren adquirido de éste esos derechos, "sin que en ningún caso tengan
derecho a indcmnizacitri contra el propietario embargado, sus
sucesores o causahabientes" pues dicha ley supone que los inmuebles
no han salido del patrimonio del reivindicante; que, por tanto al
rechazar el Tribunal a-quo por la sentencia impugnada, la reclamación
de la actual recurrente M.A.B. Vda. V., tendente a que se ordenara en
su favor el registro del derecho de propiedad de la mitad de los bienes
reivindicados por su difunto esposo, V.O.V., en virtud de la mencionada
Ley No. 6087, y ordenar el registro de los mismos en favor de su único
heredero, V.A.V.P., porque esos inmuebles hablan sido adquiridos por
V. durante su primer matrimonio, dicho Tribunal hizo una aplicación
correcta de la referida Ley.

Cas. 22 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1634

Conclusiones de las partes. Obligación de los Jueces. Imprecisión d
. motivos equivalente a una falta de motivos. Casación.

7	 Es obligación de los Jueces del fondo contestar todos los puntos de

1

9

 conclusiones presentados por las partes, ya sean principales o sub-
sidiarias y se refieran a un medio de defensa o a un fin de inadmisión o
a una excepción; que la imprecisión de lo expuesto por la Corte a-qua en,/
relación con la cuestión exa minada, equivale a una falta de motivos que
impide a la S.C. de J. verificar si en la especie se ha hecho una correo
aplicación de la Ley, por lo cual la sentencia impugnada carece de bar

. A legal y debe ser casada sin necesidad de examinar los demás medios
propuestos por los recurrentes.

Cas. 20 julio 1983. B.J. 872, Pág. 1962.

Conclusiones. Materia Civil. Facultad de los Jueces del fondo. Pe-
dimentos extraños a la litis

Los Jueces del fondo no están obligados a contestar conclusiones que
no estén vinculadas intima y directamente con la solución del litigio,
como son las del recurrido pidiendo a la Cámara a-qua Que oraene la

./1
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da por el recurso de apelación, es obvio que los recursos de casación de-
ducidos contra ella resultan inadmisibles.

Cas. 28 enero 1983, B.J. 866, Pág. 217.

Competencia. Materia Fenal. Juzgado de Primera Instancia ac-
tuando como Tribunal de Segundo Grado. Hecho de La competencia del
Tribunal y no del Juzgado de Paz. Deber del Juez de Primera Instancia.
Medio suplido de oficio por la S.C. de J.

Cuando los Juzgados de Primera Instancia conocen como jurisdicción
de segundo grado de las apelaciones de las sentencias de los Juzgados
de Paz y declaran la incompetencia ratione materiae de éstos, deben
limitarse a declarar su propia incompetencia para estatuir sobre el fon-
do de la prevención, como Tribunal de Apelación, puesto que, de lo con-
trario, se privaría al prevenido y a las otras partes del proceso del bene-
ficio del doble grado de jurisdicción; en cl presente caso la Cámara a-
gua al conocer como Tribunal de Apelación de la causa fallada por el
Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de La Vega, debió limi-
tarse a pronunicar la incompetencia de dicho J. de P. para estatuir so-
bre la acusación contra J.R.C. y, en consecuencia, declarar su propia
incompetencia como Tribunal de Apelación y no proceder, como lo hizo,
a fallar el fondo de la prevención transmutándose en una jurisdicción de
primer grado de la cual no estaba regularmente apoderada sino a tra-
vés de un recurso de apelación; que en estas condic i ones la Cámara a-
gua, al condenar al prevenido recurrente según consta en la sentencia
impugnada, desconoció las reglas del apoderamiento y competencia de
los tribunales en materia penal. por lo cual dicha sentencia debe ser
casada, medio que aunque no ha sido propuesto. por tratarse de una
cuestión de apoderamiento y de competencia interesa al orden público y
puede ser suscitado de oficio

Cas. 27 mayo 1983. B.J. 870 Pag i 432

Competencia. Materia Comercial Excepción. Tnbunal de Primer
Grado. Ley No. 834 de 1978. Nulidad del emplazamiento. Facultad de los
Jueces del fondo.

En la especie, para la época en que se dictó la sentencia impugnada,
el 16 de enero de 1979, reglan ya en materia de competencia las dis-
posiciones de la Ley No. 834 de 1978, que no permiten a los Jueces del
fondo promover de oficio la incompetencia funcional, aún cuando sus
reglas sean de orden público; que en lo que respecta al Juez de Primer
Grado, si bien es cierto que el régimen jurídico procesal vigente en el
momento en que dictó su fallo, le facultaba para pronunciar de oficio el
vicio de incompetencia absoluta, que incluye la violación de las reglas
de la competencia funcional, no es menos cierto que ese régimen no
creaba una obligación a cargo del Juez, sino una simple facultad que
éste era libre de ejercer o no, sin que su decisión en tal sentido pudierít
ser objeto de la censura de la casación; que, por otra parte, la nulidad
que sanciona la inobservancia de las reglas de forma que rigen los actos
procesales, tiene un carácter puramente relativo que sólo puede ser in-
vocado por el demandado y no puede ser pronunciado de oficio por el

BOLETIN JUDICIAL	 XXXV

Tribuna!; que, en ese orden de ideas, en la especie, los Jueces de hecho
no podian por iniciativa suya declarar la nulidad del acta de em-
plazamiento, sino que era necesario que así se lo pidiera la parte
demandada, quien no lo hizo.

Cas. 14 enero 1933, B.J. 866, Pág. 26.

Comunidad Matrimonial. Bienes inmuebles adquiridos antes del ma-
trimonio contraído pór la reclamante. Bienes devueltos al heredero del
marido pero no a la viuda. Ley No. 6087 de 1962.

Las disposiciones de la Ley No. 6087 del 1962 son claras y precisas en
cuanto dispone la devolución a sus legítimos propietarios de los in-
muebles que les fueron expropiados por el Estado Dominicano por
causas políticas; que, la mencionada Ley No. 6087, además de tener un
carácter de expropiación al ordenar la devolución de esos inmuebles en
favor de sus legítimos propietarios consagra el derecho de rei-
vindicación que éstos tienen frente al Estado y a las personas que hu-
bieren adquirido de éste esos derechos, "sin que en ningún caso tengan
derecho a indemnizacién contra el propietario embargado, sus
sucesores o causahabientes" pues dicha ley supone que los inmuebles
no han salido del patrimonio del reivindicante; que, por tanto al
rechazar el Tribunal a-quo por la sentencia impugnada, la reclamación
de la actual recurrente M.A.B. Vda. V., tendente a que se ordenara en
su favor el registro del derecho de propiedad de la mitad de los bienes
reivindicados por su difunto esposo, V.O.V., en virtud de la mencionada
Ley No. 6087, y ordenar el registro de los mismos en favor de su único
heredero, V.A.V.P., porque esos inmuebles hablan sido adquiridos por
V. durante su primer matrimonio, dicho Tribunal hizo una aplicación
correcta de la referida Ley.

Cas. 22 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1634.

6Conclusiones de las panes. Obligación de los Jueces. Imprecisión de /
 motivos equivalente a una falta de motivos. Casación

7	 Es obligación de los Jueces del fondo contestar todos los puntos de

/

9

 conclusiones presentados por las partes, ya sean principales o sub- ,
sidiarias y se refieran a un medio de defensa o a un fin de inadmisión o ""
a una excepción; que la imprecisión de lo expuesto por la Corte a-qua en/

' relación con la cuestión examinada, equivale a una falta de motivos que
/ impide a la S.C. de l verificar si en la especie se ha hecho una corres

aplicación de la Ley, por lo cual la sentencia impugnada carece de ba
A A legal y debe ser casada sin necesidad de examinar los demás medios
i f propuestos por los recurrentes.

Cas. 20 Julio 1983. B.J. 872, Pág. 1962. 	 -
n,

Conclusiones. Materia Civil. Facultad de los Jueces del fondo. Pe-
dimentos extraños a la litis

Los Jueces del fondo no están obligados a contestar conclusiones que
no estén vinculadas íntima y directamente con la solución del litigio,
como son las del recurrido pidiendo a la Cámara a-qua q ue oroene la

•1.
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ejecución de la sentencia del Juzgado de Paz, del 29 de julio de 1976, ob-
viamente extraña para el juicio de la demanda en cuestion, lo que

• además por referirse a una sentencia que disponía que la parte más
diligente obtuviera la resolución que ordenaba, era de por si in-
necesario, dado que cualesquiera de las parles podía ejecutarla, sin
necesidad de que la sentencia fuera notificada.

Cas. 28 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 544.

y Conclusiones no transcritas. Sentencia que responde a tales con.
clusiones. Validez de la sentencia.

» En la especie, en la sentencia impugnada y por el contrario de su
/ff dispositivo, se advierte que las conclusiones de los recurrentes fueron

ponderadas y contestadas por el Juez a-quo; que además, el examen de
la referida sentencia revela que la misma contiene motivos suficientes
y pertinentes que justifican su dispositivo y una relación de los hechos y
circunstancias de la causa, que han permitido verificar que en la es-
pecie se ha hecho una correcta aplicación de la Ley, razón por la cual el
medio que se examina, como los anteriores, carece de fundamento y de-
be ser desestimado.

Cas. 8 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2164.

Conclusiones. Rechazamiento sin dar motivos. Casación.
En la especie, la Corte a-qua confirmó la sentencia apelada en b

concerniente a las condenaciones civiles contra P.J.C. y rechazó tal
conclusiones de C. antes transcritas tendentes, como ya se ha dicho, a
que se declarara prescrita la acción civil intentada contra el
rechazamiento que se pronunció sin dar ningún motivo que lo jus
tificara; que en esas condiciones procede casar la sentencia impugnada
en el punto que se examina por falta de motivos y de base legal, ya que
la S.C. de J., como Corte de Casación no ha podido verificar si en la
especie, y en lo concerniente a ese punto, la ley ha sido bien o mal
aplicada.

Cas. 1ro. agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2083.

Conclusiones. Solicitud de reenvío hecha por carta. Facultad de los
Jueces en materia penal.

En cuanto al alegato de la falta de reenvío, en materia penal los
Jueces no pueden ser apoderados de pedimento alguno por simples car-
tas, sino por conclusiones expresamente formuladas en audiencia, por
lo cual ellos no tienen que pronunciarse ni dar motivos justificativos
cuando no acogen una solicitud de reenvío hecho por carta, caso en e.
cual los Jueces del fondo son soberanos para decidir en el sentido que
consideren más convenientes a la administración de la justicia.

Cas. 11 abril 1983, B.J. 869, Pág. 880.

Concurso "Miss Universo". Fotografías. Pago. Reclamación a la G.
and W., organizadora del concurso. Ausencia de comercio entre la G
and W. y el fotógrafo. Sentencia carente de base legal.

En la especie, tal como lo alega la recurrente, en los recibos y en las
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facturas en que apoyó su reclamación el recurrido B.G. no se da cons-
tancia de la existencia de un convenio celebrado entre la G. and W A.C.
y H.B.G. por el cual éste se comprometió a tomar y suministrar las fo-
tografías del concurso "Miss Universo"; que tampoco consta en la sen-
tencia impugnada que existiera una acreencia en favor del recurrido,
H.B.G., de la referida Compañía que justificara dicha condenación;
que, por tanto, la sentencia impugnada carece de base legal y debe ser
casada.

Cas. 5 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3009.

Contencioso- Administrativa-Jurisdicción. Ayuntamiento del Distrito
Nacional que no aporta la prueba de que x proyecto de Urbanización ha-
bía sido aprobado. Art. 64 de la Ley No. 675 de 1944 sobre Construcción.

Cas. 15 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1900.

Contrato de Trabajo. Acta levantada en el Departamento de Trabajo
para fines de conciliación. Ese documento no es una prueba que emana.
del patrono. Los Jueces del fondo deben ponderarlo si se le somete como
documento de la litis.

En la especie, la Cámara a qua al dictar su fallo y declarar in-
justificado el despido del trabajador P. no ponderó el contenido del acta
de conciliación celebrado ante el Director de Trabajo de la Secretar..
de Estado del Trabajo y la estimó como un documento emanado del pa
trono y se basó únicamente en las declaraciones de los testigos que
fueron oldos en el informativo; que, sin embargo, contrariamente a lo
que se expresa en la sentencia impugnada, el acto de conciliación es un
documento auténtico, instrumentado por un funcionario con capacidad
legal para expedirlo; que al descartar dicho Juez el referido documento
por considerar que se trataba de una prueba que emanaba del patrono,
en su sentencia se incurrió en el vicio de falta de base legal, ya que de
haber examinado el mencionado documento, pudo, eventualmente, con-
ducirlo a dictar su fallo en otro sentido.

Cas. 12 enero 1983, B.J. 866. Pág. 1.

Contrato de Trabajo. Ajustero que contrata trabajadores para una
empresa. Lavadores de botellas contratados por ajusteros.

En la especie, en la sentencia el Juez a-quo dio por establecido, que
J.A.V. no era empleado nl representante de la empresa sino un ajustero
que a su vez contrataba a otro para el lavado de botellas, sin que la
empret interviniera en la contratación de ese personal ni del pago de
los salarios de los mismos; en consecuencia al oír como testigo a J.A.-
V., el Juez aquo no ha violado las reglas de la prueba aún cuando éste
hubiera sido empleado de la empresa ya que en esta materia se admite
el testimonio de los trabajadores del patrono.

Cas. 8 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2164.

Contrato de Trabajo. Albañil que demanda al dueño de la obra y no al
arquitecto de la misma. Discusión acerca de quién es el patrono. Sen-
tencia carente de motivos claros. Casación.
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ejecución de la sentencia del Juzgado de Paz, del 29 de julio de 1976, ob-
viamente extraña para el juicio de la demanda en cuestion, lo que
además por referirse a una sentencia que disponía que la parte ás
diligente obtuviera la resolución que ordenaba, era de por simin-
necesario,  dado que cualesquiera de las partes podía ejecutarla, sin
necesidad de que la sentencia fuera notificada.

Cas. 28 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 544.

/./y Conclusiones no transcritas. Sentencia que responde a tales con.
f clusiones. Validez de la sentencia.

1,1 En la especie, en la sentencia impugnada y por el contrario de su
/JI dispositivo, se advierte que Its conclusiones de los recurrentes fueron

ponderadas y contestadas poi el Juez a-quo; que además, el examen de
la referida sentencia revela que la misma contiene motivos suficientes
y pertinentes que justifican su dispositivo y una relación de los hechos y
circunstancias de la causa, que han permitido verificar que en la es-
pecie se ha hecho una correcta aplicación de la Ley, razón por la cual el
medio que se examina, como los anteriores, carece de fundamento y de-
be ser desestimado.

Cas. 8 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 218i.

Conclusiones. Rechazamiento sin dar motivos. Casación.
En la especie, la Corte a-qua confirmó la sentencia apelada en h

concerniente a las condenaciones civiles contra P.J.C. y rechazó
conclusiones de C. antes transcritas tendentes, como ya se ha dicho, a
que se declarara prescrita la acción civil intentada contra el
rechazamiento que se pronunció sin dar ningún motivo que lo jus
tificara; que en esas condiciones procede casar la sentencia impugnada
en el punto que se examina por falta de motivos y de base legal, ya que
la S.C. de J., como Corte de Casación no ha podido verificar si en la
especie, y en lo concerniente a ese punto, la ley ha sido bien o mal
aplicada.

Cas. 1ro. agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2083.

Conclusiones. Solicitud de reenvío hecha por carta. Facultad de los
Jueces en materia penal.

En cuanto al alegato de la falta de reenvío, en materia penal los
Jueces no pueden ser apoderados de pedimento alguno por simples car-
tas, sino por conclusiones expresamente formuladas en audiencia, por
lo cual ellos no tienen que pronunciarse ni dar motivos justificativos
cuando no acogen una solicitud de reenvío hecho por carta, caso en e.
cual los Jueces del fondo son soberanos para decidir en el sentido que
consideren más convenientes a la administración de la justicia.

Cas. 11 abril 1983, B.J. 869, Pág. 880.

Concurso "Miss Universo". Fotografías. Pago. Reclamación a la G.
and W., organizadora del concurso. Ausencia de comercio entre la G
and W. y el fotógrafo. Sentencia carente de base legal.

En la especie, tal como lo alega la recurrente, en los recibos y en las

facturas en que apoyó su reclamación el recurrido B.G. no se da cons-
tancia de la existencia de un convenio celebrado entre la G. and W A.C.
y H.B.G. por el cual éste se comprometió a tomar y suministrar las fo-
tografías del concurso "Miss Universo"; que tampoco consta en la sen-
tencia impugnada que existiera una acreencia en favor del recurrido,
H.B.G., de la referida Compañia que justificara dicha condenación;
que, por tanto, la sentencia impugnada carece de base legal y debe ser
casada.

Cas. 5 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3009.

Contencioso-Administrativa-Jurisdicción. Ayuntamiento del Distrito
Nacional que no aporta la prueba de que x proyecto de Urbanización ha-
bía sido aprobado. Art. 64 de la Ley No. 673 de 1944 sobre Construcción.

Cas. 15 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1900.

Contrato de Trabajo. Acta levantada en el Departamento de Trabajo
para fines de conciliación. Ese documento no es una prueba que emana
del patrono. Los Jueces del fondo deben ponderarlo si se le somete como
documento de la

En la especie, la Cámara agua al dictar su fallo y declarar in-justificado el despido del trabajador P. no ponderó el contenido del acta
de conciliación celebrado ante el Director de Trabajo de la Secretar..
de Estado del Trabajo y la estimó como un documento emanado del pa
trono y se basó únicamente en las declaraciones de los testigos que
fueron oldos en el informativo; que, sin embargo, contrariamente a lo
que se expresa en la sentencia impugnada, el acto de conciliación es un
documento auténtico, instrumentado por un funcionario con capacidad
legal para expedirlo; que al descartar dicho Juez el referido documento
por considerar que se trataba de una prueba que emanaba del patrono,
en su sentencia se incurrió en el vicio de falta de base legal, ya que de
haber examinado el mencionado documento, pudo, eventualmente, con-
ducirlo a dictar su fallo en otro sentido.

Cas. 12 enero 1983, B.J. 866. Pág. 1.

Contrato de Trabajo. Ajustero que contrata trabajadores para una
empresa. Lavadores de botellas contratados por ajusteros.

En la especie, en la sentencia el Juez a-quo dio por establecido, que
J.A.V. no era empleado n1 representante de la empresa sino un ajustero
que a su vez contrataba a otro para el lavado de botellas, sin que la
emprela interviniera en la contratación de ese personal ni del pago de
los salarios de los mismos; en consecuencia al otr como testigo a J.A.-
V., el Juez aquo no ha violado las reglas de la prueba aún cuando éste
hubiera sido empleado de la empresa ya que en esta materia se admite
el testimonio de los trabajadores del patrono.

Cas. 8 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2164.

Contrato de Trabajo. Albañil que demanda al dueño de la obra y no al
arquitecto de la misma. Discusión acerca de quién es el patrono. Sen-
tencia carente de motivos claros. Casación.

XX XVI
	 BOLETIN JUDICIAL



BOLETIN JUDICIAL'
XXXVIII
	 BOLETIN JUDICIAL XXXIX

1
i I

El examen de la sentencia impugnada revela que en sus motivos no se
precisa con claridad cuál era la persona bajo la cual el contratista 13.
realizaba las obras que le fueron encomendadas, esto es, quién era su
verdadero patrono. con el fin de determinar cuál era la persona res-
ponsable del pago de las sumas convenidas para construir esas obras;
que en tales condiciones la sentencia impugnada carece de base legal y
debe ser casada.

Cas. 5 agosto 1983. B.J. 873, Pág. 2159.

Contrato de Trabajo. Alegato de que los trabajadores eran ajusteros.
Termir.ación do la obra. Documentos. Sentencias que carecen de mo-
tivos.

Por el examen de las sentencias impugnadas se advierte, que la
Cámara a-qua se fundó para admitir las demandas de los trabajadores,
en que conforme a los documentos del expediente hablan quedado
plenamente establecidas las relaciones de trabajo entre el patrono y les
trabajadores y el despido injustificado; pero que, aunque en ambas sen-
tencias figuran enumerados los documentos depositados por la
recurrente, el Tribunal a-quo no indica los hechos que retuvo de estos
documentos para formar su convicción en el sentido expuesto, como de-
bió hacerlo ante las conclusiones de la recurrente, para justificar el
dispositivo de dicha sentencia; que en estas condiciones no es posible a
la Corte de Casación verificar si el Juzgado a-quo ha aplicado bien la
Ley, por lo cual las sentencias impugnadas carecen de motivos y deben
ser casadas.

Cas. 2 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2575

Contrato de Trabajo. Alegato de prescnpción no propuesto por ante
los Jueces del fondo. Inadmisible por primera vez en casación.

El medio de la prescripción en materia laboral no es de orden
público; que, por tanto. cuando no ha sido propuesto por ante los Jueces
del fondo, como ha sucedido en la especie. no puede ser suscitado por
primera vez ante la S.C. de J., en sus funciones de casación.

Cas. 6 mayo 1983, B.J. 670, Pág. 1203.

Contrato de Trabajo. Apelación. Art. 61 de la Ley No. G37 de 1944. Art.
16 del Código de Procedimiento Civil. Inaplicación de ese texto en ma-
teria laboral.

Cas. 22 abril 1983, B.J. mg , Pág. 1025

Contrato de Trabajo. Alegato de suspensión de los trabajos. No
comunicación de la suspensión al Departamento. Despido. Pres-
taciones. Monto de salario. Horas extraordinarias. Sentencia carente de
motivos. Casación en algunos puntos.

En la especie, la Cámara a .qua para hacer h.:: cálculos de las com-
pensaciones anteriormente indicadas fijó un salario semanal de
RDS22.00, cuando según consta en el acta de no conciliación el Ira-
baiador declaró que su salario era de RDS15.09 por semana, como tam-

bien lo declaró el testigo V.P., que asimismo dicha Cámara condenó al
patrono a pagar 1248 horas extraordinarias, 65 días festivos, 3 (tres)
semanas de trabajo y 30 &as de bonificaciones, sin que la sentencia
impugnada contenga motivos que justifiquen esas condenaciones y que
por tratarse de derechos eventuales era particularmente imperativo
que la Cámara a-qua ponderara y precisara los hechos que le sirvieron
de base para determinar la existencia y monto de las mismas, a fin de
permitir a la Corte de Casación verificar si la ley habla sido bien aplica-
da; que aunque la recurrente no ha propuesto de manera especifica este
medio, como la falta de motivo constituye un vicio de forma y éste a su
vez es un medio de orden público, por cuanto se trata de formas pres-
critas para la validez de las sentencias, puede ser suplido de oficio,
como lo es. por la Corte de Casación, y, por tanto, la sentencia im-
pugnada debe ser casada en los puntos que se acaban de examinar, por
falta de base legal.

Cas. 31 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3384.

Contrato de Trabajo. Apelación del patrono. Perención. Trabajador
que solicita comunicación de documentos. Sentencia que la ordena sin
oposición del patrono. Medida no realizada. Perención solicitada por el
trabajador y acogida por estar bien fundada. Art. 497 del Código de
Procedimiento Civil.

En la sentencia impugnada se da por establecido, que la instancia en
apelación de la demanda de que se trata, perimió por haber trans-
currido más de tres años, a partir del 10 de mayo de 1972, fecha de la
sentencia que ordenó una comunicación de documentos y depósito de
piezas hasta el 14 de julio de 1976 que fue la fecha de la demanda en
perención intentada por P.11., habiéndose descontinuado los proce-
dimientos por más de tres años, sin que se promoviera ninguna acción,
para interrumpir el plazo de la perención; que la perención está fun-
dada en la presunción de abandono de la instancia, resultando ésta, de
un silencio prolongado por más de tres años, que es el tiempo indicado
en el articulo 497 del Código de Procedimiento Civil; que según se ad-
vierte, por el fallo impugnado, la recurrente, no ha realizado acto al-
guno revelador de su intención de continuar los procedimientos de la
instancia, en apelación a partir de la decisii.n que ordenó la medida de
comunicación de documentos; que como I.V., C. por A., no promovió
ningún acto tendente a interrumpir el plazo de la perención, es obvio,
que B instancia en apelación de que se trata, perimió por haber
transcurrido el plazo indicado por la ley; que por otra parte, cuando el
intimado, como ocurre en la especie, ha sido admitido en cualquiera
medida de instrucción en su interés y que no haya procedido a
realizarla, conserva, a pesar de su actitud, el derecho de pedir la
perención aunque a él corresponda ejecutar las medidas ordenadas;
que el fallo impugnado, contiene motivos suficientes y pertinentes que
han permitido a la S.C. de J., apreciar que en el presente caso se hizo
una correcta aplicación de la ley.

Cas. /6 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 688.
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El examen de la sentencia impugnada revela que en sus motivos no se
precisa con claridad cuál era la persona bajo la cual el contratista B.
realizaba las obras que le fueron encomendadas, esto es, quién era su
verdadero patrono. con el fin de determinar cuál era la persona res-
ponsable del pago de las sumas convenidas para construir esas obras;
que en tales condiciones la sentencia impugnada carece de base legal y
debe ser casada.

Cas. 5 agosto 1983. B.J. 873, Pág. 2159.

Contrato de Trabajo. Alegato de que los trabajadores eran ajusteros.
Terrnir.ación do la obra. Documentos. Sentencias que carecen de mo-
tivos.

Por el examen de las sentencias impugnadas se advierte, que la
Cámara a-qua se fundó para admitir las demandas de los trabajadores,
en que conforme a los documentos del expediente habían quedado
plenamente establecidas las relaciones de trabajo entre el patrono y les
trabajadores y el despido injustificado; pero que, aunque en ambas sen-
tencias figuran enumerados los documentos depositados por la
recurrente, el Tribunal a-quo no indica los hechos que retuvo de estos
documentos para formar su convicción en el sentido expuesto, como de-
bió hacerlo ante las conclusiones de la recurrente, para justificar el
dispositivo de dicha sentencia; que en estas condiciones no es posible a
la Corte de Casación verificar si el Juzgado a-quo ha aplicado bien la
Ley, por lo cual las sentencias impugnadas carecen de motivos y deben
ser casadas.

Cas. 2 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2575

Contrato de Trabajo. Alegato de prescnpción no propuesto por ante
los Jueces del fondo. Inadmisible por primera vez en casación.

El medio de la prescripción en materia laboral no es de orden
público; que, por tanto. cuando no ha sido propuesto por ante los Jueces
del fondo, como ha sucedido en la especie. no puede ser suscitado por
primera vez ante la S.C. de J., en sus funciones de casación.

Cas. 6 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1203.

Contrato de Trabajo. Apelación. Art. 61 de la Ley No. 637 de 1944. Art.
16 del Código de Procedimiento Civil. Inaplicación de ese texto en ma-
teria laboral.

Cas. 22 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1025.

Contrato de Trabajo. Alegato de suspensión de los trabajos. No
comunicación de la suspensión al Departamento. Despido. Pres-
taciones. Monto de salario. Horas extraordinarias. Sentencia carente de
motivos. Casación en algunos puntos.

En la especie, la Cámara a-qua para hacer k cálculos de las com-
pensaciones anteriormente indicadas fijó un salario semanal de
RDS22.00, cuando según consta en el acta de no conciliación el tra-
bajador declaró que su salario era de RDS15.00 por semana, como tasa
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bien lo declaró el testigo V.P., que asimismo dicha Cámara condenó al
patrono a pagar 1248 horas extraordinarias, 65 días festivos, 3 (tres)
semanas de trabajo y 30 ellas de bonificaciones, sin que la sentencia
impugnada contenga motivos que justifiquzn esas condenaciones y que
por tratarse de derechos eventuales era particularmente imperativo
que la Cámara a-qua ponderara y precisara los hechos que le sirvieron
de base para determinar la existencia y monto de las mismas, a fin de
permitir a la Corte de Casación verificar si la ley habla sido bien aplica-
da; que aunque la recurrente no ha propuesto de manera especifica este
medio, como la falta de motivo constituye un vicio de forma y éste a su
vez es un medio de orden público, por cuanto se trata de formas pres-
critas para la validez de las sentencias, puede ser suplido de oficio,
como lo es. por la Corte de Casación, y, por tanto, la sentencia im-
pugnada debe ser casada en los puntos que se acaban de examinar, por
falta de base legal.

Cas. 31 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3384.

Contrato de Trabajo. Apelación del patrono. Perención. Trabajador
que solicita comunicación de documentos. Sentencia que la ordena sin
oposición del patrono. Medida no realizada. Perención solicitada por el
trabajador y acogida por estar bien fundada. Art. 497 del Código de
Procedimiento Civil.

En la sentencia impugnada se da por establecido, que la instancia en
apelación de la demanda de que se trata, perimió por haber trans-
currido más de tres años, a partir del 10 de mayo de 1972, fecha de la
sentencia que ordenó una comunicación de documentos y depósito de
piezas hasta el 14 de julio de 1976 que fue la fecha de la demanda en
percnción intentada por P.11., habiéndose descontinuado los proce-
dimientos por más de tres años, sin que se promoviera ninguna acción,
para interrumpir el plazo de la perención; que la perención está fun-
dada en la presunción de abandono de la instancia, resultando ésta, de
un silencio prolongado por más de tres años, que es el tiempo indicado
en el artículo 497 del Código de Procedimiento Civil; que según se ad-
vierte, por el fallo impugnado, la recurrente, no ha realizado acto al-
guno revelador de su intención de continuar los procedimientos de la
instancia, en apelación a partir de la decishin que ordenó la medida de
comunicación de documentos; que como I.V., C. por A., no promovió
ningún acto tendente a interrumpir el plazo de la perención, es obvio,
que It instancia en apelación de que se trata, perimió por haber
transcurrido el plazo indicado por la ley; que por otra parte, cuando el
intimado, como ocurre en la especie, ha sido admitido en cualquiera
medida de instrucción en su interés y que no haya procedido a
realizarla, conserva, a pesar de su actitud, el derecho de pedir la
perención aunque a él corresponda ejecutar las medidas ordenadas;
que el fallo impugnado, contiene motivos suficientes y pertinentes que
han permitido a la S.C. de J., apreciar que en el presente caso se hizo
una correcta aplicación de la ley.

Cas. 16 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 688.
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Contrato de Trabajo. Apelación del patrono. Trabajadora que es ci-
tada para la audiencia de las diez de la mañana de un día determinado,
pero la dicha audiencia se celebra a las nueve Lesión al derecho de de-
fensa.

Tal como lo alega la recurrente, el examen del acto de apelación con-
tra la sentencia del Juzgado de Paz de La Romana, del 18 de abril de
1978, diligenciado a requerimiento de la actual recurrida, pone de mani-
fiesto que la recurrente fue emplazada para comparecer ante el Juzga-
do a-quo a la audiencia que celebrarla ese Tribunal el dia 2 de octubre

. de 1978, a las diez horas de la mañana, a fin de conocer del recurso de
apelación interpuesto por la actual recurrida; que, sin embargo, la au-
diencia a tal fin fue celebrada el die señalado en la citación, pero a las
nueve horas de la mañan, esto es, una hora antes de aquella para la cual
se había citado a la recurrente, según consta en certificación expedida
por la Secretaria Auxiliar del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de La Romana, el día 2 de octubre de 1978; que como resultado
de ese cambio de hora que no fue notificado previamente y en el
tiemmpo útil a la recurrente, ésta se encontró en la imposibilidad de
asistir a dicha audiencia y presentar en ella sus medios de defensa.

Cas. 13 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1500.

Contrato de Trabajo. Apelación hecha por escrito depositado en la
Secretaría del Tribunal que dictó la sentencia inadmisible.

La Cámara a-qua para rechazar el recurso de apelación del actual
recurrente, en razón de no haber sido interpuesto en la forma es-
tablecida por la Ley, se basó esencialmente en que en materia laboral el
procedimiento estará regido por los artículos 47 al 63 bis„ inclusive de la
Ley No. 637 de 1944, sobre Contrato de Trabajo; que, por lo tanto, no es-
tando aún funcionando los Tribunales de Trabajo, el recurso de
apelación tiene que ser interpuesto, en esta materia, en la forma de
derecho común, esto es, mediante acto de emplazamiento notificado a
la parte intimada, y no por escrito depositado en la Secretaria, como lo
hizo el actual recurrente; que tal como lo expone la Cámara a-qua, en
materia laboral, conforme lo dispone el articulo interpuesto, mientras
no se encuentren funcionando los Tribunales de Trabajo, de con-
formidad con el artículo 61 de la Ley No. 637 de 1944, sobre Contrato de
Trabajo. y no en la forma prescrita por el articulo 588 del Código de Tra-
bajo; que al decirlo así, la Cámara a-qua hizo una correcta aplicación
del articulo 691 del Código de Trabajo y no violó los textos invocados por
el recurrente.

Cas. 13 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1505.

Contrato de Trabajo. Apelación incidental.
Si es verdad que la Cámara a-qua declaró inadmisible el recurso de

apelación incidental de la recurrente, en base a que el mismo no le fue
notificado al intimado, argumento erróneo e infundado, no es menos
cierto que rechazó dicho recurso argumentando que la tacha fue
propuesta después que el testigo habla prestado juramento y expuesto
su testimonio, así mino que una simple relación de amistad no es causa

BOLETIN JUDICIAL	
XL!

de tacha, razonamientos válidos a la luz de la legislación vigente en el
momento en que fue planteado el incidente; que, como se advierte por lo
dicho, no obstante la terminologla utilizada por la Cámara a-qua, ésta
en realidad admitió en la forma la apelación incidental y la rechazó en
cuanto al fondo, dando para ello motivos pertinentes con la reserva se-
ñalada, que justifican su decisión en ese aspecto.

Cas. 15 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1547

Contrato de Trabajo. Apelación. Notificación de la sentencia. Im-
pugnación del acto de notificación como eficaz para hacer correr el
plazo de la apelación. Sentencia carente de motivos. Casación.

El examen de la sentencia impugnada revela que ante la Cámara a-gua, él impugnó la validez del acto del 22 de enero de 1979 para servir
como punto de partida al plazo de la apelación, en razón de no haber si-
do notificado a su persona o en su domicilio, y solicitó la admisión de su
recurso por haber sido interpuesto en tiempo hábil, en base a tomar
como punto de partida el plazo de la apelación del 19 de junio de 1979,
fecha en que la sentencia le fue notificada en su domicilio al mismo
tiempo que un mandamiento de pago; que la Cámara a-qua al declarar
la inadmisibilidad del recurso de apelación del actual recurrente,
implícitamente rechazó el pedimento del recurrente, sin exponer los
motivos que fundamentan tal rechazamiento.

Cas. 18 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1329.

Contrato de Trabajo. Carpir.teros y Ayudantes de carpintería.
Cesación de labores. Prueba.

En la especie, a la Cámara a-qua le bastaba para los fines de la
presente litis, comprobar, como lo comprobó, que al recurrente no se le
había despedido injustamente, sino que, sus labores hablan cesado
como consecuencia de que habian terminado los trabajos que allí ejecu-
taba.

Cas. 3 octubre 1983, B.J. 875, Págs. 2937, 2943, 2949. 2955. 2980. 2986.,
2992, 2998, 3057. 3063, 3069, 3103, 3115, 3E21, 3193, 3199, 3205, 3230 3236,
3242, 3248, 3254.

Contrato de Trabajo. Casación. Emplazamiento notificado en el
domicilio de elección de los trabatadores„Recurridos que se defienden.,
Validez del emplazamiento. ' 	 •

Si es cierto que los artículos	 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación y 68 del Código de Procedimiento Civil, pronuncian la nulidad
de los actos de emplazamiento que no indican, entre otras menciones, la
residencia del recurrido, o cuando no haya sido notificado a éste, a su
persona o en su domicilio, tal sanción ha sido establecida para los casos
en que tales omisiones impidan al acto llegar oportunamente a su des-
tinatario o de cualquier otro modo lesione su derecho de defensa, nin-
guna de las cuales situaciones se ha producido para los recurridos en el
presente caso; que no habiendo tales agravios, no puede haber lugar a
la inadrnisión invocada, por lo cual el pedimento de los recurridos debe
ser desestimado
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Contrato de Trabajo. Apelación del patrono. Trabajadora que es ci-
tada para la audiencia de las diez de la mañana de un día determinado,
pero la dicha audiencia se celebra a las nueve Lesión al derecho de de-
fensa.

Tal como lo alega la recurrente, el examen del acto de apelación con-
tra la sentencia del Juzgado de Paz de La Romana, del 18 de abril de
1978, diligenciado a requerimiento de la actual recurrida, pone de mani-
fiesto que la recurrente fue emplazada para comparecer ante el Juzga-
do a-quo a la audiencia que celebrarla ese Tribunal el día 2 de octubre

- de 1978, a las diez horas de la mañana, a fin de conocer del recurso de
apelación interpuesto por la actual recurrida; que, sin embargo, la au-
diencia a tal fin fue celebrada el dia señalado en la citación, pero a las
nueve horas de la mañan, esto es, una hora antes de aquella para la cual
se habla citado a la recurrente, según consta en certificación expedida
por la Secretaria Auxiliar del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de La Romana, el día 2 de octubre de 1978; que como resultado
de ese cambio de hora que no fue notificado previamente y en el
tiemmpo útil a la recurrente, ésta se encontró en la imposibilidad de
asistir a dicha audiencia y presentar en ella sus medios de defensa.

Cas. 13 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1500.

Contrato de Trabajo. Apelación hecha por escrito depositado en la
Secretaria del Tribunal que dictó la sentencia inadmisible.

La Cámara a-qua para rechazar el recurso de apelación del actual
recurrente, en razón de no haber sido interpuesto en la forma es-
tablecida por la Ley, se basó esencialmente en que en materia laboral el
procedimiento estará regido por los artículos 47 al 63 bis„ inclusive de la
Ley No. 637 de 1944, sobre Contrato de Trabajo; que, por lo tanto, no es-
tando aún funcionando los Tribunales de Trabajo, el recurso de
apelación tiene que ser interpuesto, en esta materia, en la forma de
derecho común, esto es, mediante acto de emplazamiento notificado a
la parte intimada, y no por escrito depositado en la Secretaría, como lo
hizo el actual recurrente; que tal como lo expone la Cámara a-qua, en
materia laboral, conforme lo dispone el articulo interpuesto, mientras
no se encuentren funcionando los Tribunales de Trabajo, de con-
formichd con el articulo 61 de la Ley No. 637 de 1944, sobre Contrato de
Trabajo, y no en la forma prescrita por el articulo 588 del Código de Tra-
bajo; que al decirlo asl, la Cámara a-qua hizo una correcta aplicación
del articulo691 del Código de Trabajo y no violó los textos invocados por
el recurrente.

Cas. 13 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1505.

Contrato de Trabajo. Apelación incidental.
Si es verdad que la Cámara a-qua declaró inadmisible el recurso de

apelación incidental de la recurrente, en base a que el mismo no le fue
notificado al intimado, argumento erróneo e infundado, no es menos
cierto que rechazó dicho recurso argumentando que la tacha fue
propuesta después que el testigo habla prestado juramento y expuesto
su testimonio, así como que una simple relación de amistad no es causa
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de tacha, razonamientos válidos a la luz de la legislación vigente en el
momento en que fue planteado el incidente; que, como se advierte por lo
dicho, no obstante la terminología utilizada por la Cámara a-qua, ésta
en realidad admitió en la forma la apelación incidental y la rechazó en
cuanto al fondo, dando para ello motivos pertinentes con la reserva se-
ñalada, que justifican su decisión en ese aspecto.

Cas. 15 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1547

Contrato de Trabajo. Apelación. Notificación de la sentencia. Im-
pugnación del acto de notificación como eficaz para hacer correr el
plazo de la apelación. Sentencia carente de motivos. Casación.

El examen de la sentencia impugnada revela que ante la Cámara a-
gua, él impugnó la validez del acto del 22 de enero de 1979 para servir
como punto de partida al plazo de la apelación, en razón de no haber si-
do notificado a su persona o en su domicilio, y solicitó la admisión de su
recurso por haber sido interpuesto en t iempo hábil, en base a tomar
como punto de partida el plazo de la apelación del 19 de junio de 1979,
fecha en que la sentencia le fue notificada en su domicilio al mismo
tiempo que un mandamiento de pago; que la Cámara a-qua al declarar
la inadmisibilidad del recurso de apelación del actual recurrente,
implícitamente rechazó el pedimento del recurrente, sin exponer los
motivos que fundamentan tal rechazamiento.

Cas. 18 mayo 1983. E.J. 870, Pág. 1329.

Contrato de Trabajo. Carpinteros y Ayudantes de carpintería.
Cesación de labores. Prueba.

En la especie, a la Cámara a-qua le bastaba para los fines de la
presente litis, comprobar, como lo comprobó, que al recurrente no se le
habla despedido injustamente, sino que, sus labores habían cesado
como consecuencia de que habían terminado los trabajos que allí ejecu-
taba.

Cas. 3 octubre 1983, B.J. 873, Págs. 2937, 2943, 2949, 2955. 2980. 2986,
2992, 2998. 3057. 3063, 3069, 3103, 3115, 3121, 3193, 3199, 3205, 3230, 3236,
3242, 3248, 3234.

Contrato de Trabajo. Casación. Emplazamiento notificado en el
domicilio de elección de los trabajadores..Recurridos que se defienden..
Validez del emplazamiento.

Si es cierto que los artículos p de la Ley sobre Procedimiento de
Casación y 68 del Código de Procedimiento Civil, pronuncian la nulidad
de los actos de emplazamiento que no indican, entre otras menciones, la
residencia del recurrido, o cuando no haya sido notificado a éste, a su
persona o en su domicilio, tal sanción ha sido establecida para los casos
en que tales omisiones impidan al acto llegar oportunamente a su des-
tinatario o de cualquier otro modo lesione su derecho de defensa, nin-
guna de las cuales situaciones se ha producido para los recurridos en el
presente caso; que no habiendo tales agravios, no puede haber lugar a
la inadmisión invocada, por lo cual el pedimento de los recurridos debe
ser desestimado

•
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Cas. 18 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1329.

Contrato de Trabajo. Audiencia para la celebración del con-
trair.formativo. No asistencia del patrono. Conclusiones al fondo del
trabajador. Sentencia condenatoria contra el patrono sin que éste pu-
diera defenderse. Casación.

En la audiencia celebrada por la Cámara a-qua el 30de julio de 1981 se
dictó una sentencia in-vote ordenando para el 8 de octubre de 1981, la
celebración de un contrainforma tivo a cargo de la hoy recurrente: que
a la celebración de esta medida no asistió la empresa, pero•st el
reclamante J.G., quien concluyó al fondo de la demanda; que al dictar
la Cámara a-qua sentencia definitiva sobre el fondo sin fijar pre-
viamente una audiencia para que la demandada P.11., C. por A., y/o
J.P., fuera oido en sus conclusiones sobre cl fondo, es obvio que al fallar
de esa manera la Cámara a-qua violó el derecho de defensa de la
recurrente, por lo que procede casar la sentencia impugnada sin que
sea necesario examinar el otro medio del recurso.

Cas. 22 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1021.

Contrato de Trabajo. Conclusiones . Sentencia que responde a todos

los puntos esenciales de las conclusiones.
En la especie, si se comparan las conclusiones de la hoy recurrente

con las que dice la sentencia fueron presentadas por ella en la au-
diencia, ambas transcritas en el considerando anterior, aún cuando
existen diferencias en lo literal, ello resulta irrelevante pues sus
tancialmente la Cámara a-qua respondió en su sentencia, a todos1
puntos fundamentales de esas conclusiones; que por tanto no incur
en la violación denunciada por la recurrente y el medio que se exami
carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 9 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1241.

Contrato de Trabajo. Conclusiones del patrono rechazadas sin dar
motivos justificativos del tal rechazamiento. Casación.

Cas. 13 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1879.

Contrato de Trabajo. Conclusiones del trabajador tendentes a que se
permita probar los hechos de la demanda. Rechazamiento del asunto y
decisión del caso al fondo sin darle oportunidad al obrero de concluir al
fondo. Lesión al derecho de defensa.

En la especie, el recurrente, presentó en audiencia las conclusiones
que han sido copiadas precedentemente, que el Juez a-quo al fallar el
fondo del asunto revocando la sentencia apelada sin que el recurrente
hubiese tenido la oportunidad de haber producido conclusiones al fondo,
es obvio que se lesionó su derecho de defensa, por lo que procede casar
la sentencia impugnada.

Cas. 21 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3308.
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Contrato de Trabajo. Controversia acerca de si era por tiempo in-
definido o para una obra determinada. Precisiones que debe hacer el
Juez. Sentencia carente cm base legal.

En la especie, la Cámara a-qua no describe, como era su deber, las
características de los servicios prestados por cada uno de los tra-
bajadores, en que se basó para calificar los contratos de trabajo por
tiempo indefinido, ni demuestra por comprobaciones de hecho si las di-
ferentes obras que realizaba la empresa las ejecutaba sucesivamente y
sin interrupción o si entre -ellas mediaba algqn periodo de tiempo y si en
esta última contingencia, los trabajadores permanecían a su dis-
posición y bajo la dependencia continua e ininterrumpida del patrón,
como elemento característico de este tipo de contrato; que en tales con-
diciones la S.C. de J. no dispone de los elementos necesarios para veri-
ficar si al calificar la Cámara a-qua los aludidos contratos por tiempo
indefinido, hizo una correcta aplicación de la Ley, razón por la cual la
sentencia impugnada debe ser casada por carecer de base legal, sin
necesidad de examinar el otro medio del recurso.

Cas 4 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3462.

Contrato de Trabajo. Demanda laboral. Sentencia condenatoria.
Transación. Alcance de ese acto. Facultades de los Jueces del fondo.
Extinción de la litis.

En la especie, al apreciar el Juez a-quo que el documento firmado por
las partes era una transación y que la misma contenía una renuncia a
las reclamaciones laborales de D.C.B. contra la C. de H., S.A., por
violación al contrato de trabajo celebrado entre ellos y por cualquier li-
tigio comenzado o por comenzar ante los Tribunales de la R.D., hizo una
correcta aplicación de la ley, sin incurrir en ninguno de los vicios y
violaciones denunciados, en consecuencia el medio que se examina
carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 7 septiembre 1983, B.J. 874,, Pág. 2613.

Contrato de Trabajo. Desahucio. Pago de las prestaciones corres-
pondientes. Documento suscrito por el empleado en que reconoce que la
empresa no le debe. Validez de ese acto.

Cas. 18 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1924.

Contrato de Trabajo. Despido. Alegato del patrono de que hubo una ri-
ña en el local de la empresa. Prueba que no se aportó. Despido in-
justificado.

La Cámara a-qua, estimó, dentro de sus facultades soberanas de
apreciación de los hechos, que la recurrente no probó que se hubiera
producido en el local de la empresa una riña entre los trabajadores
demandantes y se basó para llegar a esta conclusión en las
declaraciones del testigo 1. de J.J., las quales, serón consta en la sen-
tencia impugnada, le merecieron más crédito entre otras
declaraciones, y quien informó al Tribunal que estando juntos, uno de
ellos recibió un Robe en la cabeza con una tabla que se partió y quien
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Cas. 18 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1329.

Contrato de Trabajo. Audiencia para la celebración del con-
trainformativo. No asistencia del patrono. Conclusiones al fondo del
trabajadcr. Sentencia condenatoria contra el patrono sin que éste pu-
diera defenderse. Casación.

En la audiencia celebrada por la Cámara a-qua el 30 de julio de 1981 se
dictó una sentencia in-voce ordenando para el 8 de octubre de 1981, la
celebración de un contrainforma tivo a cargo de la hoy recurrente; que
a la celebración de esta medida no asistió la empresa,	

si elreclamante J.G., quien concluyó al fondo de la demanda; que al dictar
la Cámara a-qua sentencia definitiva sobre el fondo sin fijar pre-
viamente una audiencia para que la demandada P.II., C. por A., y/o
J.P., fuera oido en sus conclusiones sobre el fondo, es obvio que al fallar
de esa manera la Cámara a-qua violó el derecho de defensa de la
recurrente, por lo que procede casar la sentencia impugnada sin que
sea necesario examinar el otro medio del recurso.

Cas. 22 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1021.

Contrato de Trabajo. Conclusiones. Sentencia que responde a todos
los puntos esenciales de las conclusiones.

En la especie, si se comparan las conclusiones de la hoy recurrente
con las que dice la sentencia fueron presentadas por ella en la au-
diencia, ambas transcritas en e/ considerando anterior, aún cuando
existen diferencias en lo literal, ello resulta irrelevante pues sus
tancialmente la Cámara a-qua respondió en su sentencia, a todos
puntos fundamentales de esas conclusiones; que por tanto no incur

en la vielacióneknunciada por la recurrente y el medio que se exami
carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 9 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1241.

Contrato de Trabajo. Conclusiones del patrono rechazadas sin dar los
motivos justificativos del tal rechazamiento. Casación.

Cas. 13 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1979.

Contrato de Trabajo. Conclusiones del trabajador tendentes a que se
permita probar los hechos de la demanda. Rechazamiento del asunto y
decisión del caso al fondo sin darle oportunidad al obrero de concluir al
fondo. Lesión al derecho de defensa.

En la especie, el recurrente, presentó en audiencia las conclusiones
que han sido copiadas precedentemente, que el Juez a-quo al fallar el
fondo del asunto revocando la sentencia apelada sin que el recurrente
hubiese tenido la oportunidad de haber producido conclusiones al fondo,
es obvio que se lesionó su derecho de defensa, por lo que procede casar
la sentencia impugnada.

Cas. 21 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3308.
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Contrato de Trabajo. Controversia acerca de si era por tiempo in-
definido o para una obra determinada. Precisiones que debe hacer el
Juez. Sentencia carente cíe base legal.

En la especie, la Cámara a -qua no describe, como era su deber, las
características de los servicios prestados por cada uno de los tra-
bajadores, en que se basó para calificar los contratos de trabajo por
tiempo indefinido, ni demuestra por comprobaciones de hecho si las di-
ferentes obras que realizaba la empresa las ejecutaba sucesivamente y
sin interrupción o si entre ellas mediaba algqn período de tiempo y si en
esta última contingencia, los trabajadores permanecían a su dis-
posición y bajo la dependencia continua e ininterrumpida del patrón,
como elemento característico de este tipo de contrato; que en tales con-
diciones la S.C. de J. no dispone de los elementos necesarios para veri-
ficar si al calificar la Cámara a-qua los aludidos contratos por tiempo
indefinido, hizo una correcta aplicación de la Ley, razón por la cual la
sentencia impugnada debe ser casada por carecer de base legal, sin
necesidad de examinar el otro medio del recurso.

Cas 4 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 34C2.

Contrato de Trabajo. Demanda laboral. Sentencia condenatoria.
Transación. Alcance de ese acto. Facultades de los Jueces del fondo.
Extinción de la litis.

En la especie, al apreciar el Juez a-quo que el documento firmado porlas partes era una transación y que la misma contenta una renuncia a
las reclamaciones laborales de D.C.B. contra la C. de H., S.A., por
violación al contrato de trabajo celebrado entre ellos y por cualquier li-
tigio comenzado o por comenzar ante los Tribunales de la R.D., hizo una
correcta aplicación de la ley, sin incurrir en ninguno de los vicios y
violaciones denunciados, en consecuencia el medio que se examina
carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 7 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2613.

Contrato de Trabajo. Desahucio. Pago de las prestaciones corres-
pondientes. Documento suscrito por el empleado en que reconoce que la
empresa no le debe. Validez de ese acto.

Cas. 18 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1924.

Contrato de Trabajo. Despido. Alegato del patrono de que hubo una ri-
ña en el local de la empresa. Prueba que no se aportó. Despido in-
justificado.

La Cámara a-qua, estimó, dentro de sus facultades soberanas de
apreciación de los hechos, que la recurrente no probó que se hubiera
producido en el local de la empresa una riña entre los trabajadores
demandantes y se basó para llegar a esta conclusión en las
declaraciones del testigo I. de JJ., las cuales, según consta en la sen-
tencia impugnada, le merecieron más crédito entre otras
declaraciones, y quien informó al Tribunal que estando juntos, uno de
ellos recibió un golpe en la cabeza con una tabla que se partió y quien

XLIII



XLVBOLETIN JUDICIAL

hecha en la Cámara a-qua corno Tribunal de Apelación, no constituye
una violación al principio del doble grado de jurisdicción, puesto que,
conforme al artículo 464 del Código de Procedimiento Civil, las deman-
das reconvencionales que como ésta fue formada corno un medio de de-
fensa, pueden producirse en grado de apelación, sin que por ello cons-
tituya una violación al enunciado principio; que por esta misma razón
tampoco era necesario que esta reclamación fuera sometida al
preliminar de la conciliación, prescrito por el articulo 47 de la Ley No.
637 del 1944, sobre Contrato de Trabajo, dado que las demandas recon-
vencionales no constituyen una demanda nueva introductiva de ins-
tancia, sino que como demandas formadas en el curso de una instancia
extiende los efectos del apoderamiento del Tribunal, por lo que puede
ser juzgada como parte y dentro del proceso abierto por la demanda
principal; por lo cual también este medio carece de fundamento y debe
ser desestimado.

tiv1
Cas. 29 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1157.

Contrato de Trabajo. Despido injustificado. Sentencia carente de mo-
os de hecho y de derecho. Casación.

Cas. 7 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 343.

Contrato de Trabajo. Despido no comunicado. Documentos apo
lados. Facultad de los Jueces del fondo.

La falta de comunicación del despido al Departamento de Trabajo e
el plazo establecido por el artículo 81 del Código de Trabajo, ha tea
presumir el carácter injustificado del despido, salvo que el trabajador
supla con su propia actividad dentro del plazo, la negligencia del pa- '
trono, lo que no ocurrió en la especie; que la Cámara a-qua al referirs
a la falta del sello de la Secretaría de Estado en la carta del 14 de fe-
brero de 1978, no ha querido señalar que la existencia del sello sea un re-
quisito esencial para la validez del documento, sino que la falta del
mismo en la carta en cuestión y frente a la certificación del Depar-
tamento de Trabajo, le hace dudar de la sinceridád de su anotación y de
que emane de la persona a quien se le atribuye; que tal apreciación es
una cuestión de hecho que escapa a la censura de la Corte de Casación.

Cas. 22 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1646.
Contrato de Trabajo. Despido. Prueba a cargo del trabajador deman-

dante. Sentencia casada por desnaturalización de los hechos.
Si bien es verdad que corresponde al patrono demostrar la jus-

tificación del despido, no es menos cierto que está a cargo del tra-
bajador probar antes, el hecho del despido; que, en la especie, el
examen del testimonio de AS., tal corrióMil& transcrito, revela que
del mismo no se puede deducir en forma fehaciente que el trabajador
recurrido haya sido objeto de un despido de sus labores; que al decidir
lo contrario la Cámara le hizo producir a ese testimonio efectos que no
le corresponden por su naturaleza, incurriendo así en su des-
naturalización, por lo cual procede la casación de la sentencia.

Cas. 7 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3480.

•
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luego fue a curarse de la herida; que, por otra parte, también se ex-
presa en la sentencia impugnada que en el expediente fue depositada
una certificación del Secretario de la P.C.P. del J. de Ira. instancia del
Distrito Nacional del 14 de abril del 1980 en la cual consta que dicho Tri-
bunal declaró no culpables del delito de violación del articulo 309 del
Código Penal a dichos trabajadores, sentencia dictada con motivo de
una querella presentada en relación con el referido incidente, todo lo
cual llevó a la Cámara a-qua a la convicción de que no se había pro-
ducido en el local de la empresa la referida riña; que, en consecuencia.
dicha Cámara procedió correctamente al estimar que el despido de los

mencionados trabajadores fue injustificado al basarse en ese hecho,

que no fue establecido y, en consecuencia los medios del recurso

carecen de fundamento y deben ser desestimados.
Cas. 27 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1108.

Contrato de Trabajo. Despido. Empleado que deja de asistir a su tra-
bajo por enfermedad. Obligación del trabajador. Articulo 49 del Código

de Trabajo.
La Cámara a-qua no comprobó si el trabajador demandante

comunicó a la empresa ahora recurrente, en el plazo de 24 horas las
causas que le impidieron asistir a sus labores, tal como lo exigen los ar-
tículos 49 y 78, párrafo 11 del Código de Trabajo, antes transcrito ni
tampoco justificó dicho trabajador la imposibilidad en que estuvo de
realizar la referida comunicación; que en tales condiciones en la sen-
tencia impugnada se ha incurrido en el vicio de falta de base legal y, en
consecuencia, debe ser casada,

Cas. 14 enero 1983, B.J. 866, Pág. 54.

Contrato de Trabajo. Despido. Empleado que maneja una motoneta
de la empresa, sin tener licencia para manejar. Prueba de ese hecho
que no se aportó al Tribunal.

Cas. 3 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 2925.

Contrato de Trabajo. Despido. Patrono que no prueba la justa causa

del despido.
Cas. 11 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3529.

Contrato de Trabajo. Despido injustificado. Demanda del trabajador
despedido. Rechazamiento. Demanda reconvencional del patrono en
reclamación de anticipes de salarios que se habían hecho al trabajador.

En la especie, consta que la empresa recurrida depositó los recibos de
los salarios, avanzados al recurrente y que éste no los negó, por lo que la
Cámara a-qua acogió dicho pedimento; que el hecho de que este fallo
figure en uno de los motivos de la sentencia y no en el dispositivo, no
afecta su validez, cuando seencuentra, como en la escie, consignado
de manera clara y precisa; pues cada punto de las conclusiones aunque
sean juzgadas por separado forman en conjunto la sentencia entera;
que asimismo, la circunstancia de que esta reclamación haya sido
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luego fue a curarse de la herida; que, por otra parte, también se ex-
presa en la sentencia impugnada que en el expediente fue depositada
una certificación del Secretario de la P.C.P. del J. de Ira. Instancia del
Distrito Nacional del 14 de abril del 1980 en la cual consta que dicho Tri-
bunal declaró no culpables del delito de violación del artículo 309 del
Código Penal a dichos trabajadores, sentencia dictada con motivo de
una querella presentada en relación con el referido incidente, todo la
cual llevó a la Cámara a-qua a la convicción de que no se habla pro-
ducido en el local de la empresa la referida riña; que, en consecuencia,
dicha Cámara procedió correctamen te al estimar que el despido de los

mencionados trabajadores fue injustificado al basarse en ese hecho,

que no fue establecido y, en consecuenc ia los medios del recurso
carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 27 abril 1983, B.J. 869, Pág . 1108.

Contrato de Trabajo. Despido. Empleado que deja de asistir a su tra-
bajo por enfermedad. Obligación del trabajador. Articulo 49 del Código
de Trabajo.

La Cámara a-qua no comprobó si el trabajador demandante
comunicó a la empresa ahora recurrente, en el plazo de 24 horas las
causas que le impidieron asistir Códi

go
s	 bores, tal como lo exigen los ar-

tículos 49 y 78. párrafo 11 del 	 de Trabajo, antes transcrito ni
tampoco justificó dicho trabajador la imposibilidad en que estuvo de
realizar la referida comunicación; que en tales condiciones en la sen-
tencia impugnada se ha incurrido en el vicio de falta de base legal y, en
consecuencia, debe ser casada,

Cas. 14 enero 1983, B.J. 866, Pág. 14.

Contrato de Trabajo. Despido. Empleado que maneja una motoneta
de la empresa, sin tener licencia para manejar. Prueba de ese hecho
que no se aportó al Tribunal.

Cas. 3 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 2925.

Contrato de Trabajo. Despido. Patrono que no prueba la justa causa
del despido.

Cas. 11 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3529.

Contrato de Trabajo. Despido injustificado. Demanda del trabajador
despedido. Rechazamiento. Demanda reconvencional del patrono en
reclamación de anticipos de salarios que se hablan hecho al trabajador.

En la especie, consta que la empresa recurrida depositó los recibos de
los salarios, avanzados al recurrente y que éste no los negó, por lo que la
Cámara a-qua acogió dicho pedimento; que el hecho de que este fallo
figure en uno de los motivos de la sentencia y no en el dispositivo, no
afecta su validez, cuando se encuentra, como en la especie, consignado
de manera clara y precisa; pues cada punto de las conclusiones aunque
sean juzgadas por separado forman en conjunto la sentencia entera;
que asimismo, la circunstancia de que esta reclamación haya sido
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hecha en la Cámara a-qua como Tribunal de Apelación, no constituye
ana violación al principio del doble grado de jurisdicción, puesto que,
conforme al artículo 464 del Código de Procedimiento Civil, las deman-
das reconvencionales que como ésta fue formada como un medio de de-
fensa, pueden producirse en grado de apelación, sin que por ello cons-
tituya una violación al enunciado principio; que por esta misma razón
tampoco era necesario que esta reclamación fuera sometida al
preliminar de la conciliación, prescrito por el articulo 47 de la Ley No.
637 del 1944, sobre Contrato de Trabajo, dado que las demandas recon-
vencionales no constituyen una demanda nueva introductiva de ins-
tancia, sino que como demandas formadas en el curso de una instancia
extiende los efectos del apoderamiento del Tribunal, por lo que puede
ser juzgada como parte y dentro del proceso abierto por la demanda
principal; por lo cual también este medio carece de fundamento y debe
ser desestimado.

tiv1
Cas. 29 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1157.

Contrato de Trabajo. Despido injustificado. Sentencia carente de mo-
os de hecho y de derecho. Casación.

'Cas. 7 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 343.

Contrato de Trabajo. Despido no comunicado. Documentos apo
lados. Facultad de los Jueces del fondo.

La falta de comunicación del despido al Departamento de Trabajo e
el plazo establecido por el articulo 81 del Código de Trabajo, hatea
presumir el carácter injustificado del despido, salvo que el trabajador
supla con su propia actividad dentro del plazo, la negligencia del pa-'j
trono, lo que no ocurrió en la especie; que la Cámara a-qua al referirs,
a la falta del sello de la Secretaría de Estado en la carta del 14 de fe-
brero de 1978, no ha querido señalar que la existencia del sello sea un re-
quisito esencial para la validez del documento, sino que la falta del
mismo en la carta en cuestión y frente a la certificación del Depar-
tamento de Trabajo, le hace dudar de la sinceridád de su anotación y de
que emane de la persona a quien se le atribuye; que tal apreciación es
una cuestión de hecho que escapa a la censura de la Corte de Casación.

Cas. 22 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1646.
Contrato de Trabajo. Despido. Prueba a cargo del trabajador deman-

dante. Sentencia casada por desnaturalización de los hechos.
Si bien es verdad que corresponde al patrono demostrar la jus-

tificación del despido, no es menos cierto que está a cargo del tra-
bajador probar antes, el hecho del despido; que, en la especie, el
examen del testimonio de A.S., tal come Wsld-o triu- iserito, revela que
del mismo no se puede deducir en forma fehaciente que el trabajador
recurrido haya sido objeto de un despido de sus labores; que al decidir
lo contrario la Cámara le hizo producir a ese testimonio efectos que no
le corresponden por su naturaleza, incurriendo así en su des-
naturalización, por lo cual procede la casación de la sentencia.

Cas. 7 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3480.
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Contrato de Trabajo. Despido. Prueba. Motivos vagos e imprecisos.
Casación.

En la especie, la Cámara a-qua dio motivos imprecisos e insuficientes
que no justifican el dispositivo de la sentencia impugnada, razón por la
cual la misma debe ser casada sin necesidad de examinar el segundo
medio del recurso.

Cas. 27 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1702.

Contrato de Trabajo. Despido. Sentencia que revoca la del Primer
Grado. Motivación insuficiente. Casación.

En la especie, la sentencia impugnada, no contiene motivos su-
ficientes y pertinentes, ni una relación completa de los hechos de la
causa lo que era obligación del Juez sobre todo en el presente caso en
que se revoca el fallo del Juez del Primer Grado, que permitan a la S.C.
de J., verificar que en dichofallose ha hecho una correcta aplicación de
la Ley; por la que la referida sentencia debe ser casada.

Cas. 22 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2337.

Contrato de Trabajo. Despido y no abandono del trabajo. Sentencia
que no pondera un documento por considerarlo complaciente sin dar los
motivos de lugar.

En la especie, la Cámara a-qua para decidir que el recurrido fue
despedido por su patrono y no que aquel hizo un abandono voluntario de.
trabajo, se basó esencialmente en las declaraciones prestadas por el
testigo VIL, quien manifestó al Tribunal que presta servicios como
portero, en una empresa vecina a la que trabajaba el recurrido y que
oyó cuando el patrono de éste lo despidió del trabajo; que la Cámara a-
gua acepta la sinceridad de esas declaraciones no obstante reconocer
que las mismas se encuentran en contradicción con las comprobaciones

*hechas por el Tribunal en descenso al lugar de trabajo del recurrido, sin
precisar en qué consisten esas comprobaciones y contradicciones y la
influencia de que las mismas hayan tenido sobre el valor probatorio del
testimonio de V.M.; que, además, la Cámara a-qua excluye del debate
la carta del 11 de maya de 1977, por considerar complaciente, sin ex-
poner los hechos y circunstancias en que fundamentó su convicción en
tal sentido.

Cas. 25 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 855.

Contrato de' Trabajo. Dimisión. Error material en la designación del
nombre de la empresa demandada.

Es evidente que en el caso se trata de un error material en la desig-
nación del nombre de la empresa demandada; que, tanto el acto de la
conciliación ante las autoridades del trabajo, como en las actuaciones
realizadas por éstas al mandar a la empresa un inspector de trabajo
para investigar el caso, no dejan dudas de que la empresa demandada
lo fue la	 por A.; que, de todos modos, esto no fue alegado ante
los Jueces del fondo por lo que al se r presentado este alegato ahora,
constituye un medio nuevo inadmisible en casación; por lo cual el

segundo medio del recurso carece de fundamento y debe ser doses-
limado.

Cas 25 marzo 1983, B.J. 868, Pág. EGO.

Contrato de Trabajo. Dimisión. Sentencia que no pondera un
documento esencial de la Mis. Casación de la misma.

El examen del expediente revela que para declarar justificada la
dimisión del trabajador A.P. de la empresa demandada, se fundó
únicamente en las declaraciones del testigo C.S. por considerarlas más
verídicas y sinceras, pero no examinó el acta levantada por el Inspector
de Trabajo, E.G.S. el 25 de abril de 1979, depositada en el expediente, en
la que se expresa lo siguiente: "Respetuosamente informo a ese Depar-
tamento que en cumplimiento a su orden verbal del 28 de abril del 1979,
me trasladé a la calle A.E. donde se encuentra ubicada la referida
empresa que figura en el asunto. Una vez allí, procedí a en trevistarme
con el señor S., quien se desempeña como Encargado de Personal, y, en
presencia del señor P., me manifestó que dicho trabajador, después de
cumplir su horario en la empresa P.I.D., C. por A., se trasladaba a otra
empresa similar a la mencionada, lo que el señor A.P. no negó en
ningún momento, por lo que existe la sospecha de que estaba revelando
los secretos de la R I.D., C. por A., rindo este informe a ese encargado
del Distrito de Trabajo para conocimiento y fines de lugar. Muy Aten-
tamente, E.G.S. Inspector de Trabajo"; que en efecto, es evidente que
de haber examinado debidamente en todo su sentido y alcance el
mencionado documento la Cámara a-qua hubiera, eventualmente, dado
una solución distinta al caso; que al no hacerla así incurrió en su sen-
tencia en el vicio de falta de base legal y de violación del derecho de de-
fensa de la actual recurrente; que por esas razones la sentencia debe
ser casada.

Cas. 25 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 856.

Contrato de Trabajo. Documentos depositados por una de las partes
pero desconocidos,por la otra parte. Sentencia que decide el fondo del
asunto basándose en tales documentos. Lesión al derecho de defensa.

Al aceptar la Cámara a-qua el depósito de documentos por parte del
hoy recurrido sirviéndose de ellos para la solución del caso sometido a
su consideración y al permitir que el recurrente concluyera al fondo en
una audiencia fijada solamente para el conocimiento de medidas de ins-
trucción, impidiéndole con ello a la A.C., Inc., tomar conocimiento de
dichos documentos y defenderse al fondo, la Cámara a-qua, lesionó el
derecho de defensa de la hoy recurrente y por tanto la sentencia im-
pugnada debe ser cásada sin necesidad de examinar los demás medios
de casación propuestos en el presente recurso.

Cas. 7 mano 1983, B.J. 862, Pág. 580.

Contrato de Trabajo. Elementos de juicio no ponderados por el Juez
sobre la base de que emanaban del patrono. Sentencia carente de base
legal.

En la especie, la Cámara a-qua para fallar como lo hizo, rechazó el
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Contrato de Trabajo. Despido. Prueba. Motivos vagos e imprecisos.
Casación.

En la especie, la Cámara a-qua dio motivos imprecisos e insuficientes
que no justifican el dispositivo de la sentencia impugnada, razón por la
cual la misma debe ser casada sin necesidad de examinar el segundo
medio del recurso.

Cas. 27 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1702.

Contrato de Trabajo. Despido. Sentencia que revoca la del Primer
Grado. Motivación insuficiente. Casación.

En la especie, la sentencia impugnada, no contiene motivos su-
ficientes y pertinentes, ni una relación completa de los hechos de la
causa lo que era obligación del Juez sobre todo en el presente caso en
que se revoca el fallo del Juez del Primer Grado, que permitan a la S.C.
de J., verificar que en dicho fallo se ha hecho una correcta aplicación de
la Ley; por la que la referida sentencia debe ser casada.

Cas. 22 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2357.

Contrato de Trabajo. Despido y no abandono del trabajo. Sentencia
que no pondera un documento por considerarlo complaciente sin dar los
motivos de lugar.

En La especie, la Cámara a-qua para decidir que el recurrido fue
despedido por su patrono y no que aquel hizo un abandono voluntario de,
trabajo, se basó esencialmente en las declaraciones prestadas por el
testigo V.11., quien manifestó al Tribunal que presta servicios como
portero, en una empresa vecina a la que trabajaba el recurrido y que
oyó cuando el patrono de éste lo despidió del trabajo; que la Cámara a-
qua acepta la sinceridad de esas declaraciones no obstante reconocer
que las mismas se encuentran en contradicción con las comprobaciones
techas por el Tribunal en descenso al lugar de trabajo del recurrido, sin
precisar en qué consisten esas comprobaciones y contradicciones y la
influencia de que las mismas hayan tenido sobre el valor probatorio del
testimonio de V.H.; que, además, la Cámara a-qua excluye del debate
la carta del 11 de mayo de 1977, por considerar complaciente, sin ex-
poner los hechos y circunstancias en que fundamentó su convicción en
tal sentido.

Cas. 25 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 835.

Contrato dé Trabajo. Dimisión. Error material en la designación del
nombre de la empresa demandada.

Es evidente que en el caso se trata de un error material en la desig-
nación del nombre de la empresa demandada; que, tanto el acto de la
conciliación ante las autoridades del trabajo, como en las actuaciones
realizadas por éstas al mandar a la empresa un inspector de trabajo
para investigar el caso no dejan dudas de que la empresa demandada
lo fue la	 C. por A.; que, de todos modos, esto no fue alegado ante
los Jueces del fondo por lo que al ser presentado este alegato ahora,
constituye un medio nuevo inadmisible en casación; por lo cual el

s
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segundo medio del recurso carece de fundamento y debe ser deses-
timado.

Cas 23 mano 1983, B.J. 868, Pág. fa.

Contrato de Trabajo. Dimisión. Sentencia que no pondera un
documento esencial de la Mis. Casación de la misma.

El examen del expediente revela que para declarar justificada la
dimisión del trabajador A.P. de la empresa demandada, se fundó
únicamente en las declaraciones del testigo C.S. por considerarlas más
veridicas y sinceras, pero no examinó el acta levantada por el Inspector
de Trabajo, E.G.S. el 25 de abril de 1979, depositada en el expediente, en
la que se expresa lo siknente: "Respetuosamente informo a ese Depar-
tamento que en cumplimiento a su orden verbal del 28 de abril del 1979,
me trasladé a la calle A.E. donde se encuentra ubicada la referida
empresa que figura en el asunto. Una vez allí, procede a entrevistarme
con el señor S., quien se desempeña como Encargado de Personal, y, en
presencia del señor P., me manifestó que dicho trabajador, después de
cumplir su horario en la empresa P.I.D., C. por A., se trasladaba a otra
empresa similar a la mencionada, lo que el señor A.P. no negó en
ningún momento, por lo que existe la sospecha de que estaba revelando
los Secretos de la P.I.D., C. por A., rindo este informe a ese encargado
del Distrito de Trabajo para conocimiento y fines de lugar. Muy Aten-
tamente, E.G.s, Inspector de Trabajo"; que en efecto, es evidente que
de haber examinado debidamente en todo su sentido y alcance el
mencionado documento la Cámara aqua hubiera, eventualmente, dado
una solución distinta al caso; que al no hacerlo ase incurrió en su sen-
tencia en el vicio de falta de base legal y de violación del derecho de de-
fensa de la actual recurrente; que por esas razones la sentencia debe
ser casada.

Cas. 25 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 856.

Contrato de Trabajo. Documentos depositados por una de las partes
pero desconocidos, por la otra parte. Sentencia que decide el fondo del
asunto basándose en tales documentos. Lesión al derecho de defensa.

Al aceptar la Cámara aqua el depósito de documentos por parte del
hoy recurrido sirviéndose de ellos para la solución del caso sometido a
su consideración y al permitir que el recurrente concluyera al fondo en
una audiencia fijada solamente para el conocimiento de medidas de ins-
trucción. Impidiéndole con ello a la 'A.C., Inc., tomar conocimiento de
dichos documentos y defenderse al fondo, la Cámara a-qua, lesionó el
derecho de defensa de la hoy recurrente y por tanto la sentencia im.
pugnada debe ser casada sin necesidad de examinar los demás medios
de casación propuestos en el presente recurso.

Cas. 7 marzo 1983, 13.J. 868, Pág. 580.

Contrato de Trabajo. Elementos de juicio no ponderados por el Juez
sobre la base de que emanaban del patrono. Sentencia carente de base
legal.

En la especie, la Cámara a-qua para fallar como lo hizo, rechazó el
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examen del documento aportado por la empresa por medio del cual esta
proponía hacer la prueba de que la firma que aparece en el documento
con el membrete de la "C. La F" no es la firma del señor V., motivando
su rechazo en el hecho de que este señor era asesor técnico de la em-
presa y que ésta no podía fabricarse su propia prueba, asimismo omitió
examinar por las mismas razones, el testimonio de	 listero de la

empresa, quien declaró al Tribunal que "el trabajador hl. dejó de asis-
tir a su trabajo sin causa justificada los días 3 y 4 de diciembre de 1974"
que aún cuando el documento emana de la empresa así corno que el tes-

t imonio fuera de un asalariado de la misma, no eximía al Juez ponderar
tanto el documento y las declaraciones del testigo, así como también or-
denar cualesquiera otras medidas que fueran necesarias para una me-

jor sustanciación de la causa, que de haber actuado así hubiera podido
conducir eventualmente a la Cámara a-qua a una solución distinta del
caso, por lo que procede la casación de la sentencia por falta de base
legal, sin que sea necesario examinar el otro aspecto del medio del

recurso.
Cas. 22 abril 1983, B.J. 869, Fág. 1016. 	 •

Contrato de Trabajo. Guardacampestre jubilado por vejez por el Ins-
tituto Dominicano de Seguros Sociales. No tiene derecho a auxilio de
cesarltia. Art. 74 del Código de Trabajo. 	

•

Las disposiciones de ese texto son terminantes en cuanto a la ju-
bilación o la pensión por vejez o retiro otorgado al trabajador al ter-
minar el contrato exime al patrono del pago del auxilio de cesantía al
trabajador, pues, éste queda así, suficientemen te protegido y la ley no
distingue si los fondos destinados al pago de las pensiones y jubilaciones
se nutren de las aportaciones de los patronos solas o de los trabajadores
y empleadores; como se advierte la Cámara a-qua hizo una in-
terpretación correcta del referido artículo 74, pues al dar por es-
tablecido que los guardacampes tres hablan sido jubilados por vejez por
el Instituto Dominicano de Seguros Sociales, sus respectivos contratos
de trabajo con la empresa hablan terminadb y como dichos tra-
bajadores hablan quedado protegidos por jubilación como consecuencia
directa de su vinntlación con la empresa, es claro que no tenían derecho
al auxilio de cesantía; que en la especie, la jubilación o el retiro otor-
gado por el Instituto de Seguros Sociales no es tuna protección extraña a
la empresa donde prestaban sus servicios tales trabajadores; que el
hecho de que los referidos trabajadores hayan contribuido a esa pro-
tección no significa que el patrono quede excluido del derecho de in-
vocar la aplicación del articulo 74 cuando sus empleados al terminar
sus contratos, hayan quedado amparados por una jubilación vitalicia;
que en la especie no se trata de personas que hablan comenzado a tra-

bajar gozando ya de una jubilación, sino de empleados que envejecieron
en esas labores y que como consecuencia directa de sus respectivos
contratos, obtuvieron el derecho a la jubilación de parte del Instituto D.
de S.S.: que por otra parte, la Cámara a-qua al revocar la sentencia del
Primer Grado que habla otorgado prestaciones como si se hubiese tra-
tado de un despido injustificado, no ha incurrido en la sentencia im-
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pugnada en los vicios y violaciones denunciados; que, además, en lasentencia i mpugnada consta, en lo concerniente a la regalía pascual ybo
nificación, que en el momento en que éstas se reclamaron, no eran

•	 exigibles, lo que se ajustaba a la realidad de los hechos establecidos.Cas. 23 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 525.

Contrato de Trabajo. Guardacampestres que firman un contrato de
trabajo con un Ingenio del Estado. Validez de ese contrato con todas sus
consecuencias laborales.

Si bien es cierto que los guardacampestres al servicio de los Ingeniosde Azúcar son nombrados por el Poder Ejecutivo y éste puede cancelarsus nom
bramientos cuando lo juzgue pertinente, no es menos cierto que

nada impide que los guardacampestres puedan celebrar con dichas
empresas contratos de trabajo sujetos a las disposiciones del Código de
Trabajo, y, por tanto, cuando son despedidos sin justa causa, deben
acordárseles las prestaciones es tablecidas en dicho Código; en la es-
pecie el examen del expediente revela que en él han sido depositadasvarias comunicaciones, dirigidas a los obreros recurridos por el IngenioR. H., 

en que se les participó la decisión de esta Empresa de rescindir el •
Contrato de Trabajo que le ligaba a ellos y se les informaba que se leotorgarán las prestaciones laborales dentro del plazo que para tales
fines establece la legislación vigente; que, además, en el expediente
existe una certificación del representante local del Trabajo de San Cris-
tóbal. de la Secretaria del ramo, del 7 de diciembre del 1978, en que
consta que en los archivos de esa oficina no existe ningunacomunicación de suspensión, ni de despido por parte del I.R.H. enrelación con los trabajadores recurridos; que estos documentos no de-jan dudas de que dicho I. celebró con los referidos guardacampestressendos contratos de trabajo que al ser rescindidos sin causa justificada,
como ocurrió en la especie, obligaba al patrono a pagar a esos 

obreroslas prestaciones correspondientes.
Cas. 27 mayo 1983, B.J. 870, Pág. i401.

Contrato de Trabajo. Guardián o sereno de noche y lavador de au-
tomóviles de cita. Trabajador detenido por unos neumáticos que 

estabanbajo su guarda y que desaparecieron. Alegato de despido. Prueba. Sen
tenia carente de base legal. Asunto insuficiente Instruido. Casación.

En la especie, la situación planteada a la Cámara a-qua por los

privación de libertad del'
 rabajador, no fue ponderada por el Juez como

era su deber, limitándose éste a dar crédito en la sentencia i mpugnada,a la declaración del testigo J.G.T., quien afirmó que al ir a buscar unos
cartones al patio de una casa colindante con la de la empresa, oyó que el
patrono despedía al referido trabajador, todo lo cual debió ser es-
clarecido suficientemente por la Cámara a-qua ordenando, en virtud de
su papel activo, como Tribunal Laboral, todas aquellas medidas de ins-
trucción que fueren pertinentes en interés de una buena administraciónde justicia; que, la falta de ponderación de los hechos antes señalados y
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examen del documento aportado por la empresa por medio del cual esta
proponía hacer la prueba de que la firma que aparece en el documento
con el membrete de la "C. La F" no es la firma del señor V., motivando
su rechazo en el hecho de que este señor era asesor técnico de la em-
presa y que ésta no podía fabricarse su propia prueba, asimismo omitió
examinar por las mismas razones, el testimonio de M.F., listero de la
empresa, quien declaró al Tribunal que "el trabajador M. dejó de asis-
tir a su trabajo sin causa justificada los días 3 y 4 de diciembre de 1974"
que aún cuando el documento emana de la empresa así como que el tes-

t imonio fuera de un asalariado de la misma, no eximía al Juez ponderar
tanto el documento y las declaracion es del testigo, así como también or-
denar cualesquiera otras medidas que fueran necesarias para una me-

jor sustanciación de la causa, que de haber actuado así hubiera podido
conducir eventualmente a la Cámara a-qua a una solución distinta del
caso, por lo que procede la casación de la sentencia por falta de base
legal, sin que sea necesario examinar el otro aspecto del medio del

recurso.
Cas. 22 abril 1983, B.J. 869, Fág. 1016.

Contrato de Trabajo. Guardacampes tre jubilado por vejez por el Ins-
tituto Dominicano de Seguros Sociales. No tiene derecho a auxilio de
cesantía. Art. 74 del Código de Trabajo. 	

•

Las disposiciones de ese texto son terminantes en cuanto a la ju-

bilación o la pensión por vejez o retiro otorgado al trabajador al ter-
minar el contrato exime al patrono del pago del auxilio de cesantía al
trabajador, pues, éste queda así, suficientemen te protegido y la ley no
distingue si los fondos destinados al pago de las pensiones y jubilaciones
se nutren de las aportaciones de los patronos solos o de los trabajadores
y empleadores; como se advierte la Cámara a -qua hizo una in-
terpretación correcta del referido articulo 71, pues al dar por es-

tablecido que los guardacampes tres hablan sido jubilados por vejez por
el Instituto Dominicano de Seguros Sociales, sus respectivos contratos
de trabajo con la empresa hablan terminadó y como dichos tra-
bajadores hablan quedado protegidos por jubilación como consecuencia
directa de su 1/Incitación con la empresa, es claro que no tenían derecho
al auxilio de ctsantia; que en la especie, la jubilación o el retiro otor-
gado por el Instituto de Seguros Sociales no es una protección extraña a
la empresa donde prestaban sus servicios tales trabajadores; que el
hecho de que los referidos trabajadores hayan contribuido a esa pro-
tección no significa que el patrono quede excluido del derecho de in-
vocar la aplicación del articulo 74 cuando sus empleados al terminar
sus contratos, hayan quedado amparados por una jubilación vitalicia;
que en la especie no se trata de personas que hablan comenzado a tra-
bajar gozando ya de una jubilación, sino de empleados que envejecieron
en esas labores y que como consecuencia directa de sus respectivos
contratos, obtuvieron el derecho a la jubilación de parte del Instituto D.
de S.S.; que por otra parte, la Cámara a-qua al revocar la sentencia del
Primer Grado que había otorgado prestaciones como si se hubiese tra-
tado de un despido injustificado, no ha incurrido en la sentencia im-
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pugnada en los vicios y violaciones denunciados; que, además, en lasentencia impugnada consta, en lo concerniente a la regalía pascual ybonificación, que en el momento en que éstas se reclamaron, no eranexigibles, lo que se ajustaba a la realidad de los hechos establecidos.Cas. 23 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 525.

Contrato de Trabajo. Guardacampestres que firman un contrato de
trabajo con un Ingenio del Estado. Validez de ese contrato con todas sus
consecuencias laborales.

Si bien es cierto que los guardacampestres al servicio de los Ingeniosde Azúcar son nombrados por el Poder Ejecutivo y éste puede cancelar
n adsus a im

nombramientos cuando lo juzgue pertinente, no es menos cierto quepide que los guardacampestres puedan celebrar con dichas
empresas contratos de trabajo sujetos a las disposiciones del Código de
Trabajo, y, por tanto, cuando son despedidos sin justa causa, deben
acordárseles las prestaciones establecidas en dicho Código; en la es-pecie el examen del expediente revela que en él han sido depositadasvarias comunicaciones, dirigidas a los obreros recurridos por el Ingenio
R. H., en que se les participó la decisión de esta Empresa de rescindir el •Contrato de Trabajo que le ligaba a ellos y se les informaba que se le
otorgarán las prestaciones laborales dentro del plazo que para tales
fines establece la legislación vigente; que, además, en el expediente
existe una certificación del representante local del Trabajo de San Cris-
tóbal, de la Secretaria del ramo, del 7 de diciembre del 1978, en que
consta que en los archivos de esa oficina no existe ningunacomunicación de suspensión, ni de despido por parte del I.R.H. enrelación con los trabajadores recurridos; que estos documentos no de-jan dudas de que dicho I. celebró con los referidos guardacampestressendos contratos de trabajo que al ser rescindidos sin causa justificada,como ocurrió en la especie, obligaba al patrono a pagar a esos 

obreroslas prestaciones correspondientes.
Cas. 77 mayo 1983, D.J. 870, Pág. 1401.

Contrato de Trabajo. Guardián o sereno de noche y lavador de au-
tomóviles de día. Trabajador detenido por unos neumáticos que 

estabanbajo su guarda y que desaparecieron. Alegato de despido. Prueba. Sen
tencia carente de base legal. Asunto insuficiente Instruido. Casación.

En la especie, la situación planteada a la Cámara a-qua por los
recurreettes en relación con la denuncia antes indicada y la posteriorp
rivación de libertad del trabajador, no fue ponderada por el Juez como

era su deber, limitándose éste a dar crédito en la sentencia i mpugnada,a 
la declaración del testigo J.G.T., quien afirmó que al ir a buscar unos

cartones al patio de una casa colindante con la de la empresa, oyó que el
patrono despedía al referido trabajador, todo lo cual debió ser es-
clarecido suficientemente por la Cámara a-qua ordenando, en virtud de
su papel activo, como Tribunal Laboral, todas aquellas medidas de ins-trucción que fueren pertinentes en interés de una buena administraciónde justicia; que, la falta de ponderación de los hechos antes señalados y
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la insuficiencia en la insurpecion riel presente casa. han impedido a la

S.C. de 3 verificar como r orle de Casación. si en la especie, se ha
hecho o noma correcta aplicación dela ley que. por tanto, la sentencia
impugnada debe ser casada por falta de base legal. sin que sea

neeesarto ponderar los demás medios del recurso
Cas. 5 septiembre 1983. B.J. 874, Pág. 2381

Contrato de Trabajo. Horas extraordinarias . Prueba. Deber de los
Jueces detfondo. Sentencia carente de base legal. Casación

romo se advierte por lo antes transcrito y tal como lo alega el
recurrente, es evidente que en la sentencia impugnada no se expresa de
una manera clara y precisa en qué se basó el Juez a-quo para establecer
el número de horas extraordinarias trabajadas por V.D. A., que en este
sentido los Jueces del fondo están en el deber de ponderar las pruebas

aportadas para fijar con exactitud la	 realización de horas ex-
traordinarias trabajadas: que en tales condiciones la S.C. de J. está
imposibilitada de verificar si en la especie la Ley ha sido bien o mal
aplicada y en consecuencia procede la casación de la sentencia en el
aspecto del alegato que se examina.

Cas. lro. de julio 1983, B.J. 872, Pág. 1740.

c ontrato de Trabajo. Horas extraordinar i as. Prueba de la realización

de esa labor.En cuanto a las horas extras acordadas a los demandantes, la sen-
tencia debe ser casada, ya que en ella no se especifica en qué se fundó el

Juez a-quo para establecer que los demandantes habían realizado tra-
bajos durante 1,248 horas que no habían sido pagadas.

Cas. 23 mayo 1983. Pág 1375

rontr3io de Trabajo. Horas utraordiriarlas de trabajo. Sentencia
carente ;e .notives en cuanto ai ihirnero de horas laboradas. Casación

En la especie, en la sentencia impugnada no se dan motivos su-
ficientes y pertinentes relativos al número de horas extraordinarias la.
boradas por el trabajador y en este sentido los Jueces del fondo están en
el deber de ponderar la prueba aportada para fijar con exactitud la
realización de trabajos extraordinarios que excedan de la jornada
legal; que en tales condicion es la Suprema Corte de Justicia está im-
pedida de verificar si la Ley ha sido bien aplicada por lo que procede la
casación de la sentencia en lo relativo a las condenacione s del recurren.
'e al pago de las horas extras en favor del trabajador.

Cas aro. agosto 1983. B.J. 873. Pág. 2094.

Contrato de Trabajo. Inasistencia de la trabajadora durante dos días
sin justificación alguna. Alegato de embarazo no probado.

En la especie, esa inasistencia al trabajo fue la causa invocada por el
patrono para justificar el despido la cual quedó establecida por el
reconocimien to de la trabajadora recurrente en sus declaracion es antes

los Juects del fondo, reiterado en su memdescriben sación. según cons-

la en la lcira c de sus al es?' os oue se	 en el considerando
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anterior, con la salvedad que ella alegó haber comunicado al patrono
que su insistencia al trabajo obedecía a su estado de embarazo, pero
sin aportar la prueba de ese hecho justificativo, corno debió hacerlo an
te la circunstancia de que el patrono negó haber recibido dichacomunicación; que en estas condiciones, es obvio que la Cámara a-qua
apreció los hechos de la causa, en su verdadero sentido y alcance y hajustificado la decisión i mpugnada con motivos suficientes y pertinentes,
que han permitido a esta Corte de Casación verificar que dicha Cámara
ha aplicado correctamente la Ley en el presente casó.

Cas. 27 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1390 --.. - .
contrato de Trabajo. Inálillentilidertribiiirkw, no comunicada.Justificación de la inasistencia. Despido. Revocación del despido. Arts.49 y 78 (11) del código de Trabajo y 11 del Reglamento 7676 de 1951. Sen-tencia carente de base legal.
De acuerdo con las disposiciones legales antes reteridas el patrono/

tiene la facultad de despedir sin responsabilidad, al trabajador que no/f as iste a sus labores durante dos días consecutivos o dos días- durante el"I/ mes, sin permiso de su patrono; que, por tanto, en la especie, al com-
probar el patrono recurrente que el trabajador S.G. de L. había faltado
más de dos dias a sus labores estaba en su derecho de despedirlo, ya que

( motivo de su inasistencia; que en el presente caso la inasistencia del
el referido trabajador no le había comunicado, como era su deber, el
mo 
trabajador se debió a un hecho involuntario de su parte, que le impidió
comunicar oportunamente al patrono la causa de su inasistencia y por
tratarse de una causa de fuerza mayor consistente en que estaba de-tenido  por la Policia; que una vez que el trabajador suministró al pa-trono la prueba justificativa de su insistencia el patrono aceptó la iexcusa y le autorizó á reintegrarse a sus labores, todo lo cual consta enel acta de conciliación del 14 de octubre de 1976: que, no obstante, el
Juez a-quo no tuvo en cuenta estas circunstancias y declaró in-
justificado el despide del trabajador demandante; que al proceder en
esta forma dicho Juez no le dio a los hechos de la causa su verdadero
sentido y alcance, incurriendo en su fallo en el vicio de falta de base
legal, ya que de haberle hecho, hubiera podido dar, eventualmente, al
caso una solución distinta, y, en consecuencia, la sentencia debe ser L......,,e/casada.

Cas. 28 octubre 1983 B.J. 875, Pág. 3373.

Contrato de Trabajo. Informativo. Contrainformativo. Sentencia condisposiciones contradictorias. Falta de motivos. Casación
El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que su

dispositivo contiene disposiciones contradictorias, ya que por el primer
ordinal del mismo se ordena la %celebración del contrainforr.nativosolicitado por los demandantes, ril. ieniras en el segundo ordinal se
declara que se deja sin efecto el pedimento de contrainformativo así
solicitado; que, asimismo, por el mismo dispositivo se fija audiencia
para conocer del contrainfonnative y > se concede una prórroga al
demandado para la celebración del informativo del cual debía

LI
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Ir

la insuficiencia en lb i namiecion del presente cas e. han impedido a la

S.C. de J . veribear cuma corle de Casación. SI en la especie. se ha

bicho o no una correcta aplicación de la ley que. por tanto. la sentencié
impugnada debe ser casada por falta de base legal. sin que set
neersario ponderar los demás medios del recurso

Cas. 5 septiembre 1983. B.J. 874, Pág. 2581

Contrato de Trabajo. Horas extraordinar i as. Prueba. Deber de los
Jueces del-fondo. Sentencia carenie de base legal. Casación

Como se advierte por lo antes transcrito y tal como lo alega el
recurrente, es evidente que en la sentencia impugnada no se expresa de
una manera Mara y precisa en qué se basó el Juez a-quo para establecer
el número de horas extraordinaria s trabajadas por V. a A., que en este
sentido los Jueces del fondo están en el deber de ponderar las pruebas
aportadas para fijar con exactitud la	 realización de horas ex-
traordinarias trabajadas: que en tales condiciones la S.C. de J. está
imposibilitada de verificar si en la especie la Ley ha sido bien o mal
aplicada y en consecuenc ia procede la casación de la sentencia en el
aspecto del alegato que se examina.

Cas. lro. de julio 1983,B J 872, Pág. 1740.

ontrato de Trabajo. Horas extraordinarias . Prueba de la realización
de esa labor.En cuanto a las horas extras acordadas a los demandantes, la sen-
tencia debe ser casada, ya que en ella no se especifica en qué se fundó el
Juez a-quo para establecer que los demandantes habían realizado tra-
bajos durante 1.248 horas que no habían sido pagadas.

Cas. 23 mayo 1983. Pág 1375

cont r io de Trabajo. Horas extraordivar :as de trabajo. Sentencia
carente ;si motivos en cuanto a; Minero de horas laboradas. Casación

En la especie, en la sentencia impugnada no se dan motivos su.
ficientes y pertinentes relativos al número de horas extraordinarias la.
boradas por el trabajadory en este sentido los Jueces del fondo están en
el deber de ponderar la prueba aportada para fijar con exactitud la
realización de trabajos extraordinarios que excedan de la jornada
legal; que en tales condicion es la Suprema Corte de Justicia está im-
pedida de verificar si la Ley ha sido bien aplicada por lo que procede la
casación de la sentencia en lo relativo a las condenacione s del recurren.
'e al pago de las horas extras en favor del trabajador.

Cas tro. agosto 1983. B.J. 873, Pág. 2094.

Contrato de Trabajo. Inasistencia de la trabajadora durante dos días
sin justificación alguna. Alegato de embarazo no probado.

En la especie, esa inasistencia al trabajo fue la causa invocada por el
patrono para justificar el despido la cual quedó establecida por el
reconocimiento de la trabajadora recurrente en sus declaraciones antes
los Jueces del fondo, reiterado en su memorial de casación . según cons-

ta en 19 ¡Pira c de sus alega t os uue se describen en el considerando
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anterior, con la salvedad que ella alegó haber comunicado al patrono
que su inasistencia al trabajo obedecía a su estado de embarazo, perosin aportar la prueba de ese hecho justificativo, como debió hacerlo ante la circunstancia de que el patrono negó haber recibido dicha
comunicación; que en estas condiciores, es obvio que la Cámara a-qua
apreció los hechos de la causa, en su verdadero sentido y alcance y ha
justificado la decisión impugnada con motivos suficientes y pertinentes,
que han permitido a esta Corte de Casación verificar que dicha Cámara
ha aplicado correctamente la Ley en el presente casó.

Cas. 27 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1390
---roalraki de Traba lo. Inagiatencia deFtribálaYr, --no comunicada.Justificación de la inasistencia. Despido. Revocación del des pido. Arts.49 y 78 (11) del código de Trabajo y 11 del Reglamento 7676 de 1951. Sen-tencia carente de base legal.

r	 De acuerdo con las disposiciones legales antes referidas el . patrono
tiene la facultad de despedir sin responsabilidad, al trabajador que no/,	 asiste a sus labores durante dos días consecutivos o dos chas durante el/	 mes, sin permiso de su patrono; que, por tanto, en la especie, al/	 probar el patrono recurrente que el trabajador S.G. de L. había faltado'	 más de dos dias a sus labores estaba en su derecho de despedirlo, ya que(
el referido trabajador no le había comunicado, como era su deber, el
motivo de su inasistencia; que en el presente caso la inasistencia del(.1 trabajador se debió a un hecho involuntario de su parte, que le impidió-,
comunicar oportur.amente al patrono la causa de su i nasistencia y porb-atarse de una causa de fuerza mayor consistente

l	
en que esiaba de- 

trono 	 patrono aceptó 
excusa y le autorizó á re ntegrarse a sus labores, todo lo cual consta enI	 el acta de conciliación del 14 de octubre de 1976: que, no obstante, elJuez a -quo no tuvo en cuenta estas c ircunstancias y declaró in-justificado el despido del trabajador demandante; que al proceder en
esta forma dicho Juez no le dio a los hechos de la causa su verdadero
sentido y alcance, incurriendo en su fallo en el vicio de falla de base
legal, ya que de haberlo hecho, hubiera podido dar, eventualmente, al
caso una solución distinta, y, en consecuencia, la sentencia debe sercasada.

Cas. 28 octubre 1983 B.J. 875, Pág. 3373.

Contrato de Trabajo. Informativo. Contra informativo. Sentencia con
disposiciones contradictorias. Falta de motivos. Casación

Ei examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que su
dispositivo contiene disposiciones contradictorias, ya que por el primer
ordinal del mismo se ordena la Icelebración del contrainforrnativo
solicitado por los demandantes, 0.ientras en el segundo ordinal se
declara que se deja sin efecto el pedimento de contrainforrnativo así
solicitado; que, asimismo, por el mismo dispositivo se fija audiencia
para conocer del contrainformativo y' se concede una prórroga al
demandado para la celebración del informativo del cual debía

L1
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conocerse antes de ordenar la fijación de la audiencia del con-
trainformativo; que, además, la sentencia no contiene motivos que jus.
litiguen su dispositivo; por todo lo cual la sentencia impugnada debe ser
casada.

Cas. 9 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2627.

Contrato de Trabajo. Medidas de instrucción. Patrono que no com-
parece. Trabajador que concluye al fondo. Sentencia que condena al pa-
trono sin que se le diera a éste la oportunidad de defenderse. Casación.

En la especie, el patrono alegó que fue citado para comparecer a la
audiencia del 18 de agosto de t981, a fin de celebrar las medidas de ins-
trucción ordenadas, a la cual audiencia él no compareció; pero en esa
audiencia se conoció también del fondo del recurso y la parte deman-
dante concluyó al fondo, sin que el recurrente fuera citado a esos fines y
sin que se le diera oportunidad de defenderse al respecto; que. por lo
tanto, su derecho de defensa fue lesionado, por lo cual procede casar la
sentencia impugnada sin necesidad de examinar los demás medios del
recurso.

Cas. 21 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2733.

Contrato de Trabajo. Músicos de un restaurant. Despido. Discusión
acerca de la existencia del contrato de trabajo. Prueba.

En la especie, los reclamantes depositaron un recibo de entrega a la
empresa de los instrumentos que utilizaban como músicos, lo que unido
a las declaraciones del testigo y que constan en la sentencia impugnada,
prueban suficientemente la relación de dependencia que existió entre el
patrono recurrente y los reclamantes hoy recurridos, que para formar
y ajustada a la realidad de los hechos y circunstancias de la causa, el
testimonio de J. D.C., que las declaraciones de R.S. en su
comparecencia personal en su nombre y en el de la empresa R.C.B.,
C. por A., que ese poder de apreciación es facultad sobe-
rana de los Jueces del fondo que escapa al control de la ca-
sación, cuando los hechos no han sido desnaturalizados, lo que
no sucedió en la especie; que al dar por establecido la relación
obrero-patronal entre la recurrente y los recurridos y declarar in-
justificado el despido de los trabajadores, así como el salario, tiempo y
duración del contrato y otorgar las prestaciones laborales corres-
pondientes y que figuran en el dispositivo de la sentencia impugnada, la
Cámara a-qua hizo una correcta aplicación de la Ley, en consecuencia
el medio que se examina carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas 8 agostcri983, B.J.873. Pág. 2170.

Contrato de Trabajo. Nomina de trabajadores móviles ponderada por
tos Jueces. Sentencia bien motivada

Cas. 8 agosto 1983. B.J. 873. Pag 2164

Contrato de Trabajo. Patrono condenado a pagar bonificación y horas
extraordinarias de u-abajo Prueba. Declaraciones vagas e imprecisas.
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Casación por falta de base legal.
En la especie, las declaraciones del referido testigo son vagas e

imprecisas y se relacionan con hechos y circunstancias a las cuales él
no tenia acceso, por lo que resultan insuficientes por sí solas para de-
terminar en forma precisa la realidad de los hechos alegados; que la
Cámara a-qua desnaturalizó esas declaraciones al atribuirle un carác-
ter absoluto para probar cuestiones donde el testimonio es insuficiente,
y darle un sentido y alcance que no le corresponden por su propia na-
turaleza; que, en esas circunstancias, la S.C. de J. se encuentra im-
posibilitada de verificar si en la especie la Ley ha sido bien aplicada,
por lo cual procede casar la sentencia impugnada por falta de base
legal.

Cas. 4 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1179.

Contrato de Trabajo. Prestaciones. Condenación al pago de los in-
tereses legales de las sumas acordadas. Improcedencia. Casación sir.
envío acerca de ese punto.

Como en el caso no procede la condenación al pago de intereses sobre
las prestaciones laborales, la sentencia impugnada debe ser casada, en
este aspecto, por vía de supresión y sin envío, por no quedar nada por
juzgar.

Cas. 27 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1401.

Contrato de Trabajo. Pegador de blocks en una empresa de cons-
trucción. Relación de trabajo que duró trece años. Despido in-
justificado. Contrato de trabajo por tiempo indefinido y no para una
obra determinada.

Cas. 15 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1547.

Contrato de Trabajo. Pintor que realiza trabajos de pintura y no reci.
be el pago completo. Demanda. Condenación. Prueba.

En el fallo impugnado consta que el Juez de Segundo Grado dio por
establecido mediante la ponderación de los elementos de juicio apor-
tados al debate, y sin desnaturalización alguna, que el trabajador J.H.
realizó para el hoy recurrente, trabajos de pintura que convinieron en la
suma de ochocientos pesos oro RD5800 00), y que el ingeniero
recurrente le quedó a deber la suma de doscientos veinticinco pesos oro
(RDS225.00); que en esas condiciones el Juez a-quo pudo, como lo hizo,
acoger la demanda y condenar al hoy recurrente al pago de la suma de
doscientos veinticinco pesos oro (RDS225 00) adeudados, máxime cuan.
do el recurrente, como consta en la sentencia impugnada, no aportó la
prueba por ante el Juez del fondo, como era su deber, de que habla
pagado dicha suma: que por tanto, los alegatos del recurrente ,con.
tenidos en los medios que se examinan, carecen de fundamento v deben
ser desestimados.

Cas. 2 noviembre 1983. B.J. 876. Pág. 3405
Ver: Incompetencia. Excepción presentada...
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conocerse antes de ordenar la fijación de la audiencia del con-
trainforrnativo; que, además, la sentencia no contiene motivos que jus-
tifiquen su dispositivo; por todo lo cual la sentencia impugnada debe ser
casada.

Cas. 9 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2627.

Contrato de Trabajo. Medidas de instrucción. Patrono que no com-
parece. Trabajador que concluye al fondo. Sentencia que condena al pa-
trono sin que se le diera a éste la oportunidad de defenderse. Casación.

En la especie, el patrono alegó que fue citado para comparecer a la
audiencia del 18 de agosto de 1981, a fin de celebrar las medidas de ins-
trucción ordenadas, a la cual audiencia él no compareció; pero en esa
audiencia se conoció también del fondo del recurso y la parte deman-
dante concluyó al fondo, sin que el recurrente fuera citado a esos fines y
sin que se le diera oportunidad de defenderse al respecto; que, por lo
tanto, su derecho de defensa fue lesionado, por lo cual procede casar la
sentencia impugnada sin necesidad de examinar los demás medios del
recurso.

Cas. 21 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2733.

Contrato de Trabajo. Músicos de un restaurant. Despido. Discusión
acerca de la existencia del contrato de trabajo. Prueba.

En la especie, los reclamantes depositaron un recibo de entrega a la
empresa de los instrumentos que utilizaban como músicos, lo que unido
a las declaraciones del testigo y que constan en la sentencia impugnada,
prueban suficientemente la relación de dependencia que existió entre el
patrono recurrente y los reclamantes hoy recurridos, que para formar
y ajustada a la realidad de los hechos y circunstancias de la causa, el
testimonio de J. D.C., que las declaraciones de R.S. en su
comparecencia personal en su nombre y en el de la empresa R.C.B.,
C. por A., que ese poder de apreciación es facultad sobe-
rana de los Jueces del fondo que escapa al control de la ca-
sación, cuando los hechos no han sido desnaturalizados, lo que
no sucedió en la especie; que al dar por establecido la relación
obrero-patronal entre la recurrente y los recurridos y declarar in-
justificado el despido de los trabajadores, así como el salario, tiempo y
duración del contrato y otorgar las prestaciones laborales corres-
pondientes y que figuran en el dispositivo de la sentencia impugnada, la
Cámara a-qua hizo una correcta aplicación de la Ley, en consecuencia
el medio que se examina carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas 8 agosto-1983, B.J. 873, Pág. 2170.

Contrato de Trabajo. Nomina de trabajadores móviles ponderada por
los Jueces. Sentencia bien motivada

Cas. 8 agosto 1983. B.J. 873. Pag 2164.

Contrato de Trabajo. Patrono condenado a pagar bonificación y horas
extraordinarias de trabajo. Prueba. Declaraciones vagas e imprecisas.
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Casación por falta de base legal.

En la especie, las declaraciones del referido testigo son vagas e
imprecisas y se relacionan con hechos y circunstancias a las cuales él
no tenla acceso, por lo que resultan insuficientes por sl solas para de-
terminar en forma precisa la realidad de los hechos alegados; que la
Cámara a-qua desnaturalizó esas declaraciones al atribuirle un carác-
ter absoluto para probar cuestiones donde el testimonio es insuficiente,
y darle un sentido y alcance que no le corresponden por su propia na-
turaleza; que, en esas circunstancias, la S.C. de J. se encuentra im-
posibilitada de verificar si en la especie la Ley ha sido bien aplicada,
por lo cual procede casar la sentencia impugnada por falta de base
legal.

Cas. 4 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1179.

Contrato de Trabajo. Prestaciones. Condenación al pago de los in-
tereses legales de las sumas acordadas. Improcedencia. Casación sin
envío acerca de ese punto.

Como en el caso no procede la condenación al pago de intereses sobre
las prestaciones laborales, la sentencia impugnada debe ser casada, en
este aspecto, por vía de supresión y sin envío, por no quedar nada por
juzgar.

Cas. 27 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1401.

Contrato de Trabajo. Pegador de blocks en una empresa de cons-
trucción. Relación de trabajo que duró trece años. Despido in-
justificado. Contrato de trabajo por tiempo indefinido y no para una
obra determinada.

Cas. 13 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1547.

Contrato de Trabajo. Pintor que realiza trabajos de pintura y no reci-
be el pago completo. Demanda. Condenación. Prueba.

En el fallo impugnado consta que el Juez de Segundo Grado dio por
establecido mediante la ponderación de los elementos de juicio apor-
tados al debate, y sin desnaturalización alguna, que el trabajador J.H.
realizó para el hoy recurrente, trabajos de pintura que convinieron en la
suma de ochocientos pesos oro (RD5800 00), y que el ingeniero
recurrente le quedó a deber la sarna de doscientos veinticinco pesos oro
(RDS225.00); que en esas condiciones el Juez a-quo pudo, como lo hizo,
acoger la demanda y condenar al hoy recurrente al pago de la suma de
doscientos veinticinco pesos oro (RDS225.00) adeudados, máxime cuan.
do el recurrente, como consta en la sentencia impugnada, no aportó la
prueba por ante el Juez del fondo, como era su deber, de que habla
pagado dicha suma: que por tanto, los alegatos del recurrente con-
tenidos en los medios que se examinan. carecen de fundamenta/ deben
ser desestimados.

Cas. 2 noviembre 1983, B.J. 876. Pág. 3405
Ver: Incompetencia. Excepción presentada...
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Contrato de rra Da lo Prestaciones acordadas sin establecer el monto
del salario y ai ouruor le) n'urea. Casacion

En tri especie .a aman, a•que connena a la recurrente a pagar pres-
taciones Laborales ,.in precisar en su sentencia el monto del salario de-
vengaao por el trabajador ni la curación del contrato, como era su de-
ber, que en esas condiciones, se advierte que la sentencia impugnada
no ha sido suficientemente motivada ni contiene una exposición com-
pleta de los hechos de la causa que permita a la S.C. de J. verificar si la
Ley fue bien aplicada en la especie, por lo cual procede su casación por
insuficiencia de motivos y falta de base legal.
ras 25 marzo 1983, B J. 868, Pág. 855. 	 •

contrato de Trabajo. Reapertura de debates. Cuándo procede.
La reapertura de debates sólo procede cuando se revelan documentos

o hechos nuevos que puedan influir, por su importancia, en la suerte del
litigio, y, obviamente, para el Juez, a quien esa medida se solicite pueda
apreciar la pertinencia de la misma; en la especie, la Cámara a-qua dio
por establecido al respecto, lo siguiente: que el documento depositado
por la empresa apelante en el cual se basó el pedimento de apertura de
debates consistía en un estado financiero de la Com pañia M.G., "que ni
siquiera consistía en su estado de liquidación según se expresó en la
carta que acompañaba a ese estado"; que el mismo no puede variar ni
influir en la suerte del proceso; que, además, se trata de un documento
confeccionado por la propia empresa; pues está firmado por su con-
tador y tiene el sello de dicha empresa; que lo expuesto mece
dentemente revela que el Juez a-quo rechazó el pedimento de reaper-
tura de debates solicitado por la Compañía recurrente, al estimar, den
tro de sus poderes de apreciación, que los documentos que sirvieron de
base a dicho pedimento no podían influir en fa decisión del caso; que er
tales condiciones, en la sentencia impugnada no se incurrió en los vicios
alegados por los recurrentes. y, por tanto, los medios del recurso
carecen de fundamento y deben ser desestimados

Cas. 5 octubre t983. B.J 875. Pág. 3004
Debates Reapertura materia laboral	 Documentos irrelevante;

para justificar la reapertura
Cas 5 octubre t983 B J 875. Pu nku

Contrato de Trabalu ReaDerl era de deoatea DeetleriellIOS que se pre-
ienoer nuevos , L4-scartachn OTTli nue; ot- Recnazamiento de la
ReaDer rara

oler es cierto ouns roture...2 rhy nema ortoosnado tomo caocumen
axs lar r. ertu i raclunes expeasaas por Pi Representante Local de Tra
bajo loe San Pe oro oc Macons no menen verdad es que la em presa ha
bra depositado los documentes que com prueban e] contenido de las re
feridas Certificaciones, todo lo cual unido a las hechos no controvertido:
de la litis, a que se ha hecho referencia, pudo llevar al ánimo del Juez b
certeza de que los referidos documentos no eran nuevos y que por tenle
La medida de instrucción que se solicitaba carecía de fundamento; que
por otra parte, las aludidas certificaciones fueron expedidas a los in

Etratuam~	 Lv

teresados en techa 4 de chctemore de 1979. esto es, que se trataba
documentos que poseían los trabajadores desde varios meses antes oel
l4 de mayo de 1980, fecha de la audiencia de la Cámara a-qua, que, por
tanto no se trataba de documentos nuevos que pudiesen justificar una
reapertura de debates:

Cas. 23 febrero 1983, B.J. 867. Pág. 525.
Contrato de Trabajo. Reducción de personal Reintegracion.
El examen de la sentencia Impugnada revela que por ante la Cámara

a-qua no se ha establecido la prueba de que la empresa sustituyera al
trabajador recurrente por otro, que, por otra parte : nada se opone, a
que si las necesidades lo exigen, una empresa autorizada a reaucir su
personal, reintegre a algún trabajador cuyo contrato hubiera cesado,
que, finalmente a la Cámara a-qua le bastaba para los fines de la
presente litis, comprobar, como lo comprobó, que al recurrente no se le
habla despedido injustamente, sino que, sus labores hablan cesado
como consecuencia de que hablan terminado los trabajos que allí ejecu
taba; que, en consecuencia los alegatos que se examinan carecen de
fundamento y deben ser desestimados

Cas. 26 septiembre 1983, B.J 874, Pág. 2771

Contrato de Trabajo. Reducción de personal. PatrOn0 que reintegra a
un empleado que había sido objeto de cesación

Cas. 28 septiembre 1983. B.J. 879, Págs. 2883, 2809, 2815, 2821, 2827,
2833, 2879, 2885, 2891, 2897.

Contrato de Trabajo. Regalía Palcual. Pnecnprión Aplicación del
articulo 660 del Código de Trabajo

Cas. 4 febrero 1983, B.J. 867, Pág 306

Contrato de Trabajo. Regalía Pascual Sentencia que rechazó la
demanda de regalía pascual. sin dar motivos. Casación en ese punto

En la especie, el Tribunal de Primera Instancia condenó al patrono a
pagar a la trabajadora la regalía pascual correspondiente, como
igualmente se comprueba por el examen de la sentencia impugnada
que la recurrente concluyó pidiendo "que sea confirmada la sentencia
por ser justa y reposar sobre prueba legal"; que estas conclusiones por
el efecto devolutivo de la apelación comprende, como aduce la
reclamante, el ordinal relativo a la regalía pascual del dispositivo de la
sentencia apelada, por lo que siendo la regalía pascual un derecho del
trabajador, que la Ley No. 5235 de 1959 im pone al patrono con carácter
obligatorio, aunque el trabajador renuncie o sea despedido en el curso
del año por causa justificada o no, es obvio que la Cámara a-qua no po-
día revocar la sentencia del Tribunal del Primer Grado, en el aspecto , le
la regalía pascual sin dar, como lo hizo, los motivos para justificar esa
revocación; que, por tanto. la sentencia impugnada debe sor casada en
este punto.

Cas. 27 mayo 1983, B.J. 870. Pág 1390
Contrato de Trabajo. Salarios dejados de pagar Prueba Rentar. In.
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CalteaLO de Trabato PreStaC IOdeb acordadas sin establecer el monto
del salario y :a OUT a< 10f leí contrate Casación

En ai especie .d ( amara «I•guie comalia a la recurrente a pagar prea-
Lancines ia poraies ain precisar en su sentencia el monto del salario de-
vengada por eh trabajador ni la curación del contrato, como era su de-
ber, que en esas condiciones, se advierte que la sentencia impugnada
no ha sido suficientemente motivada ni contiene una exposición com.
pleta de los hechos de la causa que permita a la S.C. de J. verificar si la
Ley fue bien aplicada en la especie, por lo cual procede su casación por
insuficiencia de motivos y falta de base legal.

"as 25 marzo 1983, B J. 868, Pág. 855. 	 •

contrato de Trabajo. Reapertura de debates. Cuándo procede.
La reapertura de debates sólo procede cuando se revelan documentos

o hechos nuevos que puedan influir, por su importancia, en la suerte del
litigio, y, obviamente, para el Juez, a quien esa medida se solicite pueda
apreciar la pertinencia de la misma; en la especie, la Cámara a-qua dio
por establecido al respecto, lo siguiente: que el documento depositado
por la empresa apelante en el cual se basó el pedimento de a pertura de
debates consistía en un estado financiero de la Com pañía M.G., "que ni
siquiera consistía en su estado de liquidación según se expresó en la
carta que acompañaba a ese estado"; que el mismo no puede variar ni
influir en la suerte del proceso; que. además, se trata de un documento
confeccionado por la propia empresa; pues está firmado por su con-
tador y tiene el sello de dicha empresa; que lo expuesto prece
dentemente revela que el Juez a-quo rechazó el pedimento de reaper-
tura de debates solicitado por la Compañia recurrente, al estimar, den
tro de sus poderes de apreciación, que los documentos que sirvieron ds
base a dicho pedimento no podían influir en la decisión del caso; que er
tales condiciones, en la sentencia impugnada no se incurrió en los vicios
alegados por los recurrentes. y, por tanto, los medios del recurso
carecen de fundamento y deben ser desestimados

Cas. 5 octubre t983. B.J 875. Pág. 3004
Debates Reapertura asalaria laboral	 Documentos irrelevante;

para justificar la reapertura
Cas 5 octubre 1983 B J 875. Pa g sasi

Contrato de Traba ai Rea pertura ne debates Documeni os que se pre•
tender nuevos , Liescariante °mi nue. os Recnazamiento de la
Reapertura

Si raer es ciprio mina em presa ni, Hablo oerwreiado como aocumen
hz. ice- eruticar anea expedidas por PI Representante Local de Tra
bajo ce San Petrol» Macona no mente Verdad es que la empresa ha
bia depositado los documentos que com prueban el contenido de las re
feridas Certificaciones, todo lo cual unido a los hechos no controvertida
de la htis, a que se ha hecho referencia pudo llevar al ánimo del Juez b
certeza de que los referidos documenios no eran nuevos y que por tanti
La medida de instrucción que se solicitaba carecía de fundamento; que
por otra parte, las aludidas certificaciones fueron expedidas a los in

Itett-21~~1

teresados en techa 4 de diciembre de 1979. esto es, que se trataba ne
documentos que poseían los trabajadores desde varios meses antes oel
l4 de mayo de 1980, fecha de la audiencia de la Cámara a-qua , que, por
tanto no se trataba de documentos nuevos que pudiesen justificar una
reapertura de debates:

Cas. 23 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 525.
Contrato de Trabajo. Reducción de personal Reintegracion.
El examen de la sentencia impugnada revela que por ante la Cámara

a-qua no se ha establecido la prueba de que la empresa susiiiuyera al
trabajador recurrente por otro, que, por otra parte, nada se opone, a
que si las necesidades lo exigen, una empresa autor ; zada a recia& su
personal, reintegre a algún trabajador cuyo contrato hubiera cesado,
que, finalmente a la Cámara a-qua le bastaba para los fines de la
presente litis, comprobar, como lo comprobó, que al recurrente no se le
había despedido injustamente, sino que, sus labores habían cesado
como consecuencia de que habían terminado los trabajos que allí ejecu
taba; que, en consecuencia los alegatos que se examinan carecen de
fundamento y deben ser desestimados

Cas. 26 septiembre 1983, B.J 874, Pág. 2771

Contrato de Trabajo. Reducción de personal. Patrono que reintegra a
un empleado que había sido objeto ata cesación.

Cas. 28 septiembre 1983. B.J. 874. Págs. 2803, 2809, 2815, 2821. 2827,
2833, 2879, 2885 2891, 2897.

Contrato de Trabajo. Regalía Palcual. Prescnpción Aplicación del
articulo 660 del Código de Trabajo

Cas. 4 febrero 1983, B.J. 867, Pág 306

Contrato de Trabajo. Regalía Pascual. Sentencia que rectiazó la
demanda de regalía pascual, sin dar motivos. Casación en ese punto

En la especie, el Tribunal de Primera Instancia condenó al patrono a
pagar a la trabajadora la regalía pascual correspondiente, como
igualmente se comprueba por el examen de la sentencia impugnada
que la recurrente concluyó pidiendo "que sea confirmada la sentencia
por ser justa y reposar sobre prueba legal"; que estas conclusiones por
el efecto devolutivo de la apelación comprende, como aduce la
reclamante, el ordinal relativo a la regalía pascual del dispositivo de la
sentencia apelada, por lo que siendo la regalía pascual un derecho del
trabajador, que la Ley No. 5235 de 1959 im pone al patrono con carácter
obligatorio, aunque el trabajador renuncie o sea despedido en el curso
del año por causa justificada o no, es obvio que la Cámara a-qua no po-
día revocar la sentencia del Tribunal del Primer Grado, en el aspecto le
la regalía pascual sin dar corno lo hizo, los motivos para jusi ificar •aa
revocación; que, por tanto, la sentencia impugnada debe sor casada en
este punto.

Cas. 27 mayo 1983, B.J. 870. Pág 1390
Contrato de Trabajo. Salarios dejados de pagar Prueba Peritaje. In?
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forme del Departamento de Obras Públicas. Desnaturalización.
Casación.

En el citado informe no se consigna la suma por la cual fueron con-
tratados los servicios del recurrido, ni los valores pagados a cuenta, que
hayan permitido al Juez a-quo justificar el dispositivo del fallo im-
pugnado; que, por tanto, la Cámara a-qua no sólo ha violado las reglas
de la prueba, sino que ha desnaturalizado los hechos resultantes del re-
ferido informe al reconocerles un sentido y alcance que no tienen y de-

. ducir consecuencias probatorias de elementos de juicio que no contiene
dicho informe, por lo cual la sentencia impugnada carece de base legal
y debe ser casada.

Ces. 29 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1714.

Contrato de Trabajo. Salarios dejados de pagar. Prueba de la exis-
tencia de esa deuda. Casación de la sentencia en cuanto a ese punto.

En la especie la Cámara a-qua condenó a la recurrente a pagar al tra-
bajador la suma de RDS1.658.80, por concepto de salarios dejados de
pagar, pero que la sentencia impugnada no ofrece motivos jus-
tificativos al respecto, pues ni en la citada acta de no conciliación, ni por
ningún otro modo de prueba, el recurrido estableció la deuda de tales
salarios, por lo que dicha sentencat carece de base legal, en este punto,
y por tanto, debe ser casada en cuanto a él se refiere.

Cas. 3 octubre 1983. B.J. 875, Pág. 2925.

Contrato de Trabajo. Sentencia dictada al fondo estando pendiente
I celebración del contrainformativo. Lesión al derecho de defensa.

- El examen del fallo impugnado pone de manifiesto que la Cámara a
qiia ordenó por sentencia del 15 de julio del 1977 la celebración de un i
formativo a cargo del trabajador C.P., reservando el contramf ormahv
ala parte contraria y fijando la audiencia para el 4 de agosto de 1977; b
que el4 de agosto de 1977 al no comparecer el testigo del informativo
cancelóel rol y sefijó después, y a solicitud del abogado del trabajado
la audiencia del 16 de marzo de 1978 para la realización de las medí
ordenadas; e) que. el 16 de marzo solamente compareció a la audienc
para la celebración de las medidas, la parte hoy recurrida, proc
diéndose a la audición del testlgo del informativo y permitiendo el Juez
de la Cámara a-qua a dicha parte concluir al fondo, en ausencia de la

?. hoy recurrente y estando aún pendiente la celebración del con-
trainformativo, a cargo de la parte recurrente; que al proceder así en
su sentencia hoy impugnada la Cámara a-qua violó el derecho de de-
fensa de la parte recurrente y la misma debe ser casada sin necesidad

rexaminar el otro medio del recurso.
Cas. 13 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1884.

Contrato de Trabajo. Sentencia que condena a una persona física que
habla sido parte en la causa Casación por vía de supresión y sin en-

o.
Cas. 31 agosto 1983, B.J.873, Pág ZOO.

Contrato de Trabajo. Suspensión de un empleado no comunicada al
Departamento. Suspensión ilegal. Prestaciones por despido in-
justificado.

El examen del expediente no revela que la C.D. de A. probara que se
produjera la paralización de sus labores por una de las causas previstas
en el articulo 47 del Código de Trabajo, ni que comunicara la suspensión
al Departamento de Trabajo; que por tanto, dicha suspensión, en ese
caso, se reputa ilegal; que, el trabajador R., pudo, como lo hizo, des-
pués de obtener la certificación del referido Departamento del 22 de oc-
tubre de 1980, en la que se expresa que la mencionada Compañía no ha-
bía comunicado tal suspensión, presentar su querella en esa O. y

reclamar las prestaciones laborales correspondientes; que, por tanto,
en la sentencia impugnada no se incurrió en ningún vicio al confirmar la
sentencia del Juzgado de Paz que declaró injustificado el despido de
dicho trabajador y le acordó las prestaciones laborales corres-
pondientes.

Cas. 6 mayo de 1983, B.J. 870, Pág. 1203.

Contrato de Trabajo. Suspensión. Reanudación. Aviso. Art. 54 del
Código de Trabajo. Sentencia que desnaturaliza los hechos. Casación.

Los avisos a que se refiere el citado articulo 54 del Código de Trabajo,
están destinados exclusivamente a notificar a los trabajadores la
reanudación de las labores de la empresa en que presta servicios, una
vez ha cesado la causa de la suspensión de los contratos, autorizada por
el Departamento de Trabajo; que al apreciar pues la Cámara a-qua que
las publicaciones o avisos, que habla depositado la recurrente para
aprobar la justificación del despido de los trabajadores recurridos,
como una simulación del cumplimiento de los artículos 53, 54 y 55 del
Código de Trabajo, sin que ningún hecho o circunstancia de la causa lo
justifique, evidentemente que ha distorsionado el sentido y alcance
inherentes a tales publicaciones; que en estas condiciones la Cámara a-
gua ha desnaturalizado un hecho substancial de la causa, por lo cual la
sentencia impugnada debe ser casada por desnaturalización de los
hechos.

Cas. 14 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 438.

Contrato de Trabajo. Testigo. Tacha propuesta. Rechazamiento.
En la especie, las partes en el presente proceso son A.T.C., como

demandante, e I .E. o P.J.R., como demandado; que E.R. no ha figurado
en dicho proceso en calidad de parte, sea principal o intervinienté; que,
en esas condiciones, él no puede ser tachado como testigo en base al
alegato de que es parte en la litis, ast como el hecho de que fuese con él
que se suscitó el alterado en que intervino el recurrido, no lo invalida
para ser oldo como testigo; que en cuanto al testigo A.M.L., aunque es
cierto que es un trabajador del recurrente, en nuestro derecho nada se
opone a que en materia laboral en que son admisibles todas las pruebas,
los empleados y obreros de un patrono cualquiera sean oídos váli-
damente como testigos en los litigios entre el patrono y sus tra-
bajadores. quedando sólo al libre juicio del Tribunal, la apreciacion
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forme del Departamento de Obras Públicas. Desnaturalización.
Casación.

En el citado informe no se consigna la suma por la cual fueron con-
tratados los servicios del recurrido, ni los valores pagados a cuenta, que
hayan permitido al Juez a-quo justificar el dispositivo del fallo im-
pugnado; que, por tanto, la Cámara a-qua no sólo ha violado las reglas
de la prueba, sino que ha desnaturalizado los hechos resultantes del re-
ferido informe al reconocerles un sentido y alcance que no tienen y de-

' ducir consecuencias probatorias de elementos de juicio que no contiene
dicho informe, por lo cual la sentencia impugnada carece de base legal
y debe ser casada.

Cas. 29 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1714.

Contrato de Trabajo. Salarios dejados de pagar. Prueba de la exis-
tencia de esa deuda. Casación de la sentencia en cuanto a ese punto.

En la especie la Cámara a-qua condenó a la recurrente a pagar al tra-
bajador la suma de RDS1,658.80, por concepto de salarios dejados de
pagar, pero que la sentencia impugnada no ofrece motivos jus-
tificativos al respecto, pues ni en la citada acta de no conciliación, ni por
ningún otro modo de prueba, el recurrido estableció la deuda de tales
salarios, por lo que dicha sentencis carece de base legal, en este punto,
y por tanto, debe ser casada en culhno a él se refiere.

Cas. 3 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 2925.

Contrato de Trabajo. Sentencia dictada al fondo estando pendiente
celebración del contrainformativo. Lesión al derecho de defensa.

El examen del fallo impugnado pone de manifiesto que la Cámara a,qua ordenó por sentencia del 15 de julio del 1977 la celebración de un in
formativo a cargo del trabajador C.P., reservando el contrainformativ
ala parte contraria y fijando la audiencia para el 4 de agosto de 1977; b
que el4 de agosto de 1977 al no comparecer el testigo del informativo s
cancelóel rol y se4ijó después, y a solicitud del abogado del trabajado
la audiencia del 16 de marzo de 1978 para la realización de las medi  -
ordenadas; c) que el 16 de marzo solamente compareció a la audienc
para la celebración de las medidas, la parte hoy recurrida, proc
diéndose a la audición del testigo del informativo y permitiendo el Juez
de la Cámara a-qua a dicha parte concluir al fondo, en ausencia de la
hoy recurrente y estando aún pendiente la celebración del con-
trainformativo, a cargo de la parte recurrente; que al proceder así en
su sentencia hoy impugnada la Cámara a-qua violó el derecho de de-

Mensa de la parte recurrente y la misma debe ser casada sin necesidadd
jr‘ examinar el otro medio del recurso.

Cas. 13 julio 1983, B.J. 872. Pág. 1884.

Contrato de Trabajo. Sentencia que condena a una persona física que
habla sido parte en la causa Casación por vía de supresión y sin en-

o.
Cas. 31 agosto 1983, B.J.873, Pág 2500.
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Contrato de Trabajo. Suspensión de un empleado no comunicada al
Departamento. Suspensión ilegal. Prestaciones por despido in-
justificado.

El examen del expediente no revela que la C.D. de A. probara que se
produjera la paralización de sus labores por una de las causas previstas
en el articulo 47 del Código de Trabajo, ni que comunicara la suspensión
al Departamento de Trabajo; que por tanto, dicha suspensión, en ese
caso, se reputa ilegal; que, el trabajador R., pudo, como lo hizo, des-
pués de obtener la certificación del referido Departamento del 22 de oc-
tubre de 1980, en la que se expresa que la mencionada Compañia no ha- '
bia comunicado tal suspensión, presentar su querella en esa O. y
reclamar las prestaciones laborales correspondientes; que, por tanto,
en la sentencia impugnada no se incurrió en ningún vicio al confirmar la
sentencia del Juzgado de Paz que declaró injustificado el despido de
dicho trabajador y le acordó las prestaciones laborales corres-
pondientes.

Cas. 6 mayo de 1983, B.J. 870, Pág. 1203.

Contrato de Trabajo. Suspensión. Reanudación. Aviso. Art. 54 del
Código de Trabajo. Sentencia que desnaturaliza los hechos. Casación.

Los avisos a que se refiere el citado articulo 54 del Código de Trabajo,
están destinados exclusivamente a notificar a los trabajadores la
reanudación de las labores de la empresa en que presta servicios, una
vez ha cesado la causa de la suspensión de los contratos, autorizada por
el Departamento de Trabajo; que al apreciar pues la Cámara a-qua que
las publicaciones o avisos, que habla depositado la recurrente para
aprobar la justificación del despido de los trabajadores recurridos,
como una simulación del cumplimiento de los artículos 53, 54 y 55 del
Código de Trabajo, sin que ningún hecho o circunstancia de la causa lo
justifique, evidentemente que ha distorsionado el sentido y alcance
inherentes a tales publicaciones; que en estas condiciones la Cámara a-
rma ha desnaturalizado un hecho substancial de la causa, por lo cual la
sentencia impugnada debe ser casada por desnaturalización de los
hechos.

Cas. 14 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 438.

Contrato de Trabajo. Testigo. Tacha propuesta. Rechazamiento.
En la especie, las partes en el presente proceso son A.T.C., como

demandante, e LE. o P.J. R., como demandado; que E.R. no ha figurado
en dicho proceso en calidad de parte, sea principal o interviniente; que,
en esas condiciones, él no puede ser tachado como testigo en base al
alegato de que es parte en la litis, así como el hecho de que fuese con él
que se suscitó el alterado en que intervino el recurrido, no lo invalida
para ser oído como testigo; que en cuanto al testigo A.M.14.. aunque es
cierto que es un trabajador del recurrente, en nuestro derecho nada se
opone a que en materia laboral en que son admisibles todas las pruebas,
los empleados y obreros de un patrono cualquiera sean orados váli-
damente como testigos en los litigios entre el patrono y sus tra-
bajadores, quedando sólo al libre juicio del Tribunal. la aprectacion y

n
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valorización de sus declaraciones
Cas. 24 agosto 1983. B J. 873, Pág. 2419

Contrato de Trabajo. Trabajador agrícola en una finca que emplea
más de 10 trabajadores fijos Despido y no abandono. Condenación al
patrono Recurso de casación del patrono. Rechazado.

ras 27 julio 1983, B.J. 872, Pág. 2010.

A Contrato de Trabajo. Trabajador que no cumple una orden de su jefe
inmediato. Acta no ponderada por los Jueces del f onda. Casación.

En la sentencia impugnada no consta que los Jueces del fondo
examinaron el acta levantada por el Representante Local del Trabajo
del municipio de Monseñor Nouel del 13 de abril de 1976. depositada en
el expediente, en la cual se hace constar la denuncia de la empresa
recurrente contra el trabajador demandante de haberse negado a
cumplir una orden de su jefe inmediata ni tampoco consta en ella si,
como lo declaró el testigo oído en el informativo. el trabajador deman-
dante comunicara a sus superiores. como era su deber, que no podía
realizar el trabajo que se le habla encomendado por encontrarse en-
fermo, que de haber ponderado debidamente las circunstancias antes
mencionadas eventualmente pudo haber llegado a una solución distinta
por lo cual en la sentencia se ha incurrido en falta de base legal, por lo
que debe ser casada, sin que sea necesario examinar los demás medios
del recurso.

Cas. 25 mano 1981, B.J. 868, Pág. 844.

Contrato de Trabajo. Trabajadores móviles. Documentos no pon
derados. Casación por falta de base legal.

En la especie, el Juez a-quo restó fuerza probatoria a los documentos
aportados por ella, sin antes haber hecho el examen correspondiente de
los mismos, ya que contrariamente a la afirmación que se hace en dicho
fallo, de que los documentos mencionados, por emanar de la propia par-
te que ha tratado de prevalerse de éstos, no merecían ningún crédito. se
trata en cuanto a los que provienen del Instituto de S.S., de una
obligación legal puesta a cargo de los patronos cuyo incumplimiento es-
tá sancionado penalmente; que en tales circunstancias, es preciso
admitir que los hechos así establecidos, no son suficientes ni per-
tinentes, para que la S.C. de J. pueda determinar si en la especie la ley
ha sido o no bien aplicada, por lo que procede la casación de la sentencia
'mpugnada. por falta de motivos y de base legal, sin que sea necesario
aonderar los demás medios del recurso.

Cas. 5 agosto 1983, B.J. 873, Pág 2154

Contrato de Trabajo por tiempo indefinido. Maestro en la fabricación
de tubos para cloacas. Pago por labor rendida.

En la especie, el Juez a-quo no incurrió en la desnaturalización de los
hechos ni de las declaraciones del mencionado testigo al establecer que
J ce los S. L era un trabajador fijo y por tiem po indefinido de los
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recurrentes. puesto que si se le pagaba por labor realizada, no lo era
para una obra o servicio determinado. sino que por el contrario era un
maestro en la fabricación de tubos para cloacas que trabajaba
diariamente bajo la dependencia de los recurrentes.

Cas. 7 octubre 1984, B.J 875, Pág. 3075.

Contrato de Trabajo y no socios en un negocio de Visas. Sentencia
bien motivada. Recurso de casación del patrono, rechazado.

Cas. 29 julio 1983, B.J. 872, Pág. 2058.

Corte de Apelación. Juez que pide que se le libere de la obligación de
conocer un caso determinado. Práctica usual. No hay procedimiento de
inhibición. Corte que luego se inhibe.

Como se advierte por lo anteriormente expuesto, el M.A.B. no planteó
realmente ante la Corte a-qua un procedimiento de inhibición que dicha
Corte aceptara, sino que se limitó a hacer uso de una práctica que es
común y corriente en los tribunales colegiales cuando existen Jueces en
número suficientes para constituir la mayoría, esto es, pedir que se le
libere de la obligación de formar parte del Tribunal en un asunto de
terminado, permitiéndole no participar en el conocimiento, deli
beración y fallo del mismo, por cualquier causa que fuese; que una ver-
dadera solicitud de inhibición la hubo cuando conjun tamente los Jueces
de la Corte a-qua, incluso el Magistrado A.B., la presentaron ante la
S.0 de J., pero la misma fue negada; que, en consecuencia, en el caso
del Magistrado A.B. no existía una inhibición aceptada cuando dicho M
fue llamado para completar la mayoría en la deliberación y fallo del li
tigio que culminó con la sentencia impugnada, por lo cual estaba
legalmente apto para constituir la Corte

Cas. julio 1983, B.J. 872, Pág. 1763.

Corte de Apelación regularmente constituida. Juez de la misma que
no plantea un caso de inhibición particular. Solicitud de inhibición de to-
dos los Jueces rechazada por la Suprema Corte de Justicia.

En la especie, el M.A.B. no planteó realmente ante la Corte a-qua un
procedimiento de inhibición que dicha Corte aceptara, sino que se limitó
a hacer uso de una práctica que es común y corriente en los tribunales
colegiados cuando existen Jueces en número suficiente para constituir
la mayoría, esto es, pedir que se le libere de la obligación de formar
parte del Tribunal en un asunto determinado, permitiéndole no par-
ticipar en el conocimiento, deliberación y fallo del mismo, por cualquier
causa que fuere; que una verdadera solicitud de inhibición la hubo
cuando los Jueces de la Corte a-qua, incluyendo el M. A.B., la presen-
taron ante la S.C. de J , pero la misma fue denegada; que, en
consecuencia, en el caso del Magistrado A.B. no existía una inhibición
formal cuando dicho Magistrado fue llamado para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del litigio que culminó con la sen-
tencia impugnada, por lo cual estaba legalmente apto para constituir la
Corte; que, por tanto, el medio que se examina carece de fundamento y
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valorización de sus declaraciones
Cas. 24 agosto 1983, B J. 873. Pág. 2419

Contrato de Trabajo. Trabajador agrícola en una finca que emplea
más de 10 trabajadores fijos Despido y no abandono. Condenación al
patrono Recurso de casación del patrono. Rechazado.

ras 27 julio 1983, B.J. 872, Pág. 2010.

A Contrato de Trabajo. Trabajador que no cumple una orden de su jefe
inmediato. Acta no ponderada por los Jueces del fondo. Casación.

En la sentencia impugnada no consta que los Jueces del fondo
examinaron el acta levantada por el Representante Local del Trabajo
del municipio de Monseñor Nouel del 13 de abril de 1976. depositada en
el expediente, en la cual se hace constar la denuncia de la empresa
recurrente contra el trabajador demandante de haberse negado a
cumplir una orden de su jefe inmediato ni tampoco consta en ella si,
como lo declaró el testigo oído en el informativo. el trabajador deman-
dante comunicara a sus superiores. como era su deber, que no podia
realizar el trabajo que se le habla encomendado por encontrarse en-
fermo, que de haber ponderado debidamente las circunstancias antes
mencionadas eventualmente pudo haber llegado a una solución distinta
por lo cual en la sentencia se ha incurrido en falta de base legal, por lo
que debe ser casada, sin que sea necesario examinar los demás medios
del recurso.

Cas. 25 mano 1981, B.J. 868, Pág. 844.

Contrato de Trabajo. Trabajadores móviles. Documentos no pon
derados. Casación por falta de base legal.

En la especie, el Juez a-quo restó fuerza probatoria a los documentos
aportados por ella, sin antes haber hecho el examen correspondiente de
los mismos, ya que contrariamente a la afirmación que se hace en dicho
fallo, de que los documentos mencionados, por emanar de la propia par-
te que ha tratado de prevalerse de éstos, no merecían ningún crédito. se
trata en cuanto a los que provienen del Instituto de S.S., de una
obligación legal puesta a cargo de los patronos cuyo incumplimiento es-
tá sancionado penalmente; que en tales circunstancias, es preciso
admitir que los hechos así establecidos, no son suficientes ni per-
tinentes, para que la S.C. de J. pueda determinar si en la especie la ley
ha sido o no bien aplicada, por lo que procede la casación de la sentencia
impugnada. por falta de motivos y de base legal, sin que sea necesario
ponderar los demás medios del recurso.

Cas. 5 agos to 1983, B.J. 873, Pág 2154

Contrato de Trabajo por tiempo indefinido. Maestro en la fabricación
de tubos para cloacas. Pago por labor rendida.

En la especie, el Juez a-quo no incurrió en la desnaturalización de los
hechos ni de las declaraciones del mencionado testigo al establecer que
J de los S. L era un trabajador fijo y por fiemo indefinido de los
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recurrentes. puesto que si se le pagaba por labor realizada, no lo era
para una obra o servicio determinado. sino que por el contrario era un
maestro en la fabricación de tubos para cloacas que trabajaba
diariamente bajo la dependencia de los recurrentes.

Cas. 7 octubre 1984, B.J 875, Pág. 3075.

Contrato de Trabajo y no socios en un negocio de Visas. Sentencia
bien motivada. Recurso de casación del patrono, rechazado.

Cas. 29 julio 1983, B.J. 872, Pág. 2058.

Corte de Apelación. Juez que pide que se le libere de la obligación de
conocer un caso determinado. Práctica usual. No hay procedimiento de
inhibición. Corte que luego se inhibe.

Como se advierte por lo anteriormente expuesto, el NI .A.B. no planteó
realmente ante la Corte a-qua un procedimiento de inhibición que dicha
Corte aceptara, sino que se limitó a hacer uso de una práctica que es
común y corriente en los tribunales colegiales cuando existen Jueces en
número suficientes para constituir la mayoría, esto es, pedir que se le
libere de la obligación de formar parte del Tribunal en un asunto de
terminado, permitiéndole no participar en el conocimiento, deli
beración y fallo del mismo, por cualquier causa que fuese; que una ver-
dadera solicitud de inhibición la hubo cuando conjun tamente los Jueces
de la Corte a-qua, incluso el Magistrado A.B., la presentaron ante la
S.0 de J., pero la misma fue negada; que, en consecuencia, en el caso
del Magistrado A.B. no existía una inhibición aceptada cuando dicho M
fue llamado para completar la mayoría en la deliberación y fallo del li
tigio que culminó con la sentencia impugnada, por lo cual estaba
legalmente apto para constituir la Corte

Cas. julio 1983, B.J. 872, Pág. 1763.

Corte de Apelación regularmente constituida. Juez de la misma que
no plantea un caso de inhibición particular. Solicitud de inhibición de to-
dos los Jueces rechazada por la Suprema Corte de Justicia.

En la especie, el M.A.B. no planteó realmente ante la Corte a-qua un
procedimiento de inhibición que dicha Corte aceptara, sino que se limitó
a hacer uso de una práctica que es común y corriente en los tribunales
colegiados cuando existen Jueces en número suficiente para constituir
la mayoría, esto es, pedir que se le libere de la obligación de formar
parte del Tribunal en un asunto determinado, permitiéndole no par-
ticipar en el conocimiento, deliberación y fallo del mismo, por cualquier
causa que fuere; que una verdadera solicitud de inhibición la hubo
cuando los Jueces de la Corte a-qua, incluyendo el M. A.B., la presen-
taron ante la S.C. de J , pero la misma fue denegada; que, en
consecuencia, en el caso del Magistrado A.B. no existía una inhibición
formal cuando dicho Magistrado fue llamado para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del litigio que culminó con la sen-
tencia impugnada, por lo cual estaba legalmente apto para constituir la
Corte; que. por tanto, el medio que se examina carece de fundamento y
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debe ser desestimado.
Cas. 18 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1912.

Corte de Justicia Policial. Agente de la Policía que ocupa una emisora
radial, mantiene como rehenes a los locutores e incita a la sublevación
contra las autoridades legítimamente constituidas. Competencia de los
tribunales policiales.

Cas. 18 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3603.

Costas. Compañia aseguradora que niega la oponibilidad de las con-
denaciones civiles pronunciadas.

En la especie, la parte interviniente ha pedido en este caso con-.

denación en costas contra la entidad aseguradora recurrente, que en
, base a la Ley No. 4117 de 1955, las aseguradoras no pueden ser con-

denadas directamente al pago de las costas, pero que esa excepción de-
be admitirse cuando, al ser puestas en causa, se concretan a con-

' tribuir a la defensa en justicia de sus asegurados o conductores al ser-
vicio de éstos, pero no cuando, como en el presente caso, las asegura-
doras en su exclusivo interés, nieguen injustificadamente la existencia
o vigencia de la póliza, ola inoponibilidad de la misma.

Cas. 3 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2107.

Costas. Compensación. Litis sobre bienes commrendidos dentro de
una antigua comunidad matrimonial.

Como en la especie la litis se refiere a bienes comprendidos dentro de
una antigua comunidad matrimonial, y de que, además, el recurso de
casación ha sido rechazado en virtud de medios de puro derecho supli-
dos de oficio por la S.C. de J ., las costas pueden ser compensadas.

Cas. 9 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 348.

Costas y Honorarios. Estado de costas y honorarios en materia la-
boral. Impugnación. Articulo 5 de la Ley No. 302 de 1964. Casación de la
sentencia.

De conformidad con lo estatuido por el articulo 5 de la Ley No. 302 de
1964, sobre Honorarios de los Abogados, éstos sólo tienen derecho por
concepto de honorarios, a un 33% de los acordados para el Juzgado de
Primera Instancia, cuando los mismos hayan sido causados ante un
Juzgado de Paz, como ocurre en la especie; que esa regla se aplica sin
importar la cuantia de la demanda fallada por el Juzgado de Paz; que al
no observar el Juzgado a-quo esa disposición violó el texto legal se-
ñalado, por lo cual la sentencia impugnada debe ser casada sin necesi-
dad de examinar los demás medios del recurso.

Cas. 21 septiembre 1983, B.J. 874, Pá g . 2711.

Cuenta Bancaiti: Depósito. Fallecimiento del depositante. Derecho
de los herederos.lArticulo 37 de la Ley No. 708 de 1965. Banco que entrega
los valores a la heredera.

En la especie, el demandado al hacer la entrega de esos valores
cumplió fielmente con el voto de la Ley, y contrariamente a lo afirmado

por los intimados en su escrito de conclusiones, la Corle estima que mal
podría exigirse en todos los casos como el de la especie, una de-
terminación de herederos mediante una decisión del Tribunal de
Tierras, cuando este procedimiento es instituido por la Ley de Registro
de Tierras para los casos en que se ventila en esa jurisdicción un
saneamiento, o registro de derechos, una transferencia de derechos ya
registrados y otros procedimientos y casos especialmente tratados en
dicha Ley, y no cuando se trata de reclamaciones de depósitos ban-
carios donde es precisamente la Ley General de Bancos la que es-
tablece el procedimiento para la entrega de los fondos dejados por una
persona fallecida; que el Juez de Primer Grado al dictar su sentencia
ahora impugnada no hizo una buena apreciación de los hechos ni aplicó
correctamente el derecho puesto que debió ponderar las circunstancias
en que el B. demandado hizo la entrega de los fondos depositados cuan-
do éstos le fueron reclamados por la señera C.M.H.L., previa presen-
tación de todos los documentos fehacientes exigidos por el legislador en
el texto legal citado, y de cuya fe no podía sustraerse, tales como el Acta
Notoriedad instrumentada por un Oficial Público competente que
recogió el testimonio de siete testigos que afirmaron en su presencia en-
tre otras cosas "que dicho finado no dejó otro heredero legitimo natural
reconocido ni adoptivo y que la única persona con aptitud para recibir
los bienes dejados por el señor M.E.G., es su hija menor D'I.C.H."; que
por consiguiente, si con posterioridad a dicho documento se comprueba
que el testimonio recibido por el Juez de Paz para instrumentar el Acta
de Notoriedad, no reveló plenamente la realidad de la situación, por
existir como es el caso presente, otras personas incluyendo hijos con
vocación hereditaria para recibir los valores depositados en dicho
banco, esa sola circunstancia no es suficiente para atribuirle una falta
al demandado. y más aún cuando la referida Ley General de Bancos, en
la letra "F"' de su articulo 37 establece "El pago efectuado por una ins
titución bancaria en conformidad al procedimiento establecido en esta
Ley implicará descargo y lo liberará de toda reclamación ulterior; que
por lo expuesto precedentemente resulta evidente que la Corte a-qua al
apreciar que el hoy recurrido Ch.hl.B. N.A., habla pagado de con-
formidad con lo que establece el articulo 37 párrafo b de la Ley No. 708
de 1965 (Ley General de Bancos), no ha incurrido en la violación
denui :da por los recurrentes, en consecuencia el medio que se
exam. carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 2 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3133.

Cheques. Cuenta de cheques. Banco que incurre en un error al pagar
algunos cheques falsos. Perjuicio alegado. Prueba de la existencia del
perjuicio. Sentencia carente de base legal en cuanto a ese punto.

En la especie, la sentencia impugnada contiene una relación de los
hechos de la causa y motivos suficientes que permiten determinar que
21 Banco recurrente incurrió en una falta al pagar los cheques cuyas
firmas eran falsas, sin haber procedido previamente a comprobar la
sinceridad de tales firmas, así como al no restituir a la cuenta del
recurrido, tan pronto como éste se lo reclamó, los valores así pagados;

BOLETIN JUDICIAL LXI

1



LX
	

BOLETIN JUDICIAL

debe ser desestimado.
Cas. 18 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1912,

Corte de Justicia Policial. Agente de la Policia que ocupa una emisora
radial, mantiene como rehenes a los locutores e incita a la sublevación
contra las autoridades legítimamente constituidas. Competencia de los
tribunales policiales.

Cas. 18 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3603.

Costas. Compañia aseguradora que niega la oponibilidad de las con-
denaciones civiles pronunciadas.

En la especie, la parte interviniente ha pedido en este caso con-
denación en costas contra la entidad aseguradora recurrente, que en

. base a la Ley No. 4117 de 1955, las aseguradoras no pueden ser con-
denadas directamente al pago de las costas, pero que esa excepción de-
be admitirse cuando, al ser puestas en causa, se concretan a con-

' tribuir a la defensa en justicia de sus asegurados o conductores al ser-
vicio de éstos, pero no cuando, como en el presente caso, las asegura-
doras en su exclusivo interés, nieguen injustificadamente la existencia
o vigencia de la póliza, ola inoponibilidad de la misma.

Cas. 3 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2107.

Costas. Compensación. Litis sobre bienes comnrendidos dentro de
una antigua comunidad matrimonial.

Como en la especie la litis se refiere a bienes comprendidos dentro de
una antigua comunidad matrimonial, y de que, además, el recurso de
casación ha sido rechazado en virtud de medios de puro derecho supli-
dos de oficio por la S.C. de J., las costas pueden ser compensadas.

Cas. 9 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 348.
•

Costas y Honorarios. Estado de costas y honorarios en materia la-
boral. Impugnación. Articulo 5 de la Ley No. 302 de 1964. Casación de la
sentencia.

De conformidad con lo estatuido por el articulo 5 de la Ley No. 302 de
1964, sobre Honorarios de los Abogados, éstos sólo tienen derecho por
concepto de honorarios, a un 33% de los acordados para el Juzgado de
Primera Instancia, cuando los mismos hayan sido causados ante un
Juzgado de Paz, como ocurre en la especie; que esa regla se aplica sin
importar la cuantia de la demanda fallada por el Juzgado de Paz; que al
no observar el Juzgado a-quo esa disposición violó el texto legal se-
ñalado, por lo cual la sentencia impugnada debe ser casada sin necesi-
dad de examinar los demás medios del recurso.

Cas. 21 septiembre 1983, B.J. 874. Pá g. 2711.

Cuenta Bancattia:: Depósito. Fallecimiento del depositante. Derecho
de los herederos.lArticulo 37 de la Ley No. 708 de 1965. Banco que entrega
los valores a la heredera.

En la especie, el demandado al hacer la entrega de esos valores
cumplió fielmente con el voto de la Ley, y contrariamente a lo afirmado
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por los intimados en su escrito de conclusiones, la Corte estima que mal
podria exigirse en todos los casos como el de la especie, una de-
terminación de herederos mediante una decisión del Tribunal de
Tierras, cuando este procedimiento es instituido por la Ley de Registro
de Tierras para los casos en que se ventila en esa jurisdicción un
saneamiento, o registro de derechos, una transferencia de derechos ya
registndos y otros procedimientos y casos especialmente tratados en
dicha Ley, y no cuando se trata de reclamaciones de depósitos ban-
carios donde es precisamente la Ley General de Bancos la que es-
tablece el procedimiento para la entrega de los fondos dejados por una
persona fallecida; que el Juez de Primer Grado al dictar su sentencia
ahora impugnada no hizo una buena apreciación de los hechos ni aplicó
correctamente el derecho puesto que debió ponderar las circunstancias
en que el B. demandado hizo la entrega de los fondos depositados cuan-
do éstos le fueron reclamados por la señera C.M.H.L., previa presen-
tación de todos los documentos fehacientes exigidos por el legislador en
el texto legal citado, y de cuya fe no podía sustraerse, tales como el Acta
Notoriedad instrumentada por un Oficial Público competente que
recogió el testimonio de siete testigos que afirmaron en su presencia en-
tre otras cosas "que dicho finado no dejó otro heredero legitimo natural
reconocido ni adoptivo y que la única persona con aptitud para recibir
los bienes dejados por el señor M.E.G., es su hija menor M.G.H."; que
por consiguiente, si con posterioridad a dicho documento se comprueba
que el testimonio recibido por el Juez de Paz para instrumentar el Acta
de Notoriedad, no reveló plenamente la realidad de la situación, por
existir como es el caso presente, otras personas incluyendo hijos con
vocación hereditaria para recibir los valores depositados en dicho
banco, esa sola circunstancia no es suficiente para atribuirle una falta
al demandado, y más aún cuando la referida Ley General de Bancos, en
la letra "F" de su articulo 37 establece "El pago efectuado por una ins
titución bancaria en conformidad al procedimiento establecido en esta
Ley; implicará descargo y lo liberará de toda reclamación ulterior; que
por lo expuesto precedentemente resulta evidente que la Corte a-qua al
apreciar que el hoy recurrido Ch.M.B. N.A., había pagado de con-
formidad con lo que establece el articulo 37 párrafo b de la Ley No. 708
de 1965 (Ley General de Bancos), no ha incurrido en la violación
denui :da por los recurrentes, en consecuencia el medio que se
exam. carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 2 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3133.

Cheques. Cuenta de cheques. Banco que incurre en un error al pagar
algunos cheques falsos. Perjuicio alegado. Prueba de la existencia del
perjuicio. Sentencia carente de base legal en cuanto a ese punto.

En la especie, la sentencia impugnada contiene una relación de los
hechos de la causa y motivos suficientes que permiten determinar que
:.I Banco recurrente incurrió en una falta al pagar los cheques cuyas
firmas eran falsas, sin haber procedido previamente a comprobar la
sinceridad de tales firmas, así como al no restituir a la cuenta del
recurrido, tan pronto como éste se lo reclamó, los valores así pagados;
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que, sin embargo, dicha sentencia carece de motivos suficientes,
precisos y congruentes, para justificar que el incumplimiento de sus
obligaciones contractuales por el recurrido y el subsiguiente embargo
de que fue objeto, tuvo como causa generadora la falta cometida por el
Banco recurrente; que, en consecuencia, procede casar la sentencia
impugnada en el aspecto señalado por falta de motivos.

Cas. 24 enero 1983, B.J 866, Pág. 148.

Cheque. Expedición de cheques sin provisión de fondo. Culpabilidad
del expedidor.

Cas. 17 octubre 1983, B.J 875, Pág. 3189.

Cheque. Expedición de cheques sin provisión de fondo. Mala fe. Prue-
ba de la falta de provisión. Prevenida que admite la falta de provisión.
Protesto innecesario.

Para la existencia del delito de emisión de cheques sin provisión no se
requiere que previamente se haga el protesto del cheque, ya que la
prueba de la falta de provisión se puede hacer por todos los medios; que
en el presente caso la recurrente ha admitido la falta de provisión de los
cheques emitidos por ella en favor de E.N.R.

Cas. 28 enero 1983. B.J. 866. Pág. 160.

Cheque. Expedición de cheque sin provisión de fondos. Protesto in-
necesario. Expedidor que confiesa que emitió el cheque sin fondo.
culpabilidad

Para la existencia del delito de emisión de cheques sin provisión no se
requiere que previamente se haga el protesto del cheque ya que la prue-
ba de la falta de provisión se puede hacer por todos los medios; que, en
el presente caso el recurrente no ha negado lá falta de provisión
relacionada con el cheque a que se refiere la querella.

Cas. 23 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3662.

Cheque. Violación a la Ley No. 2859 de 1951 sobre cheque. Multa in-
ferior al monto de los cheques. Sentencia que no fue impugnada en
casación por el ministerio público.

Aún cuando en la especie a la prevenida se le condenó a cumplir dos
meses de prisión y al pago de una multa de RDS100 00, acogiendo cir-
cunstancias atenuantes en vez de condenarla a una multa de
RD$l8,405.00, monto de los cheques, como lo exige el articulo 66, letra
(e), de dicha Ley, la sentencia no puede ser casada, a falta de un
recurso de casación del Ministerio Público.

Cas. 28 enero 1983, B.J. 866, Pág. 160.

Daños y Perjuicios. Demanda en reparación. Reclamante que no
hace la prueba de sus alegatos.

En la especie, la Corte a-qua, para rechazar la demanda en daños y
perjuicios de la parte civil constituida. confirmando la sentencia del
Primer Grado, se basó "en que vara el buen exilo de una acción civil

tendente a obtener daños y perjuicios, es imprescindible que se pueda
poner a cargo de la persona contra la cual se actúa, la comisión de una
falta culposa que comprometa su responsabilidad; que en el presente
caso, no se ha podido establecer, por los medios de prueba autorizados
por la Ley, a cargo de A.P.F, falta alguna que genere derechos a favor
de la parte civil constituida"; que por todo lo anteriormente expuesto,
se pone de manifiesto, que contrariamente a lo alegado por el recurren-
te. en la sentencia impugnadj. no se incurrió en las violaciones
denunciadas, y que la misma contiene motivos suficientes y pertinentes
que justifican su dispositivo y han permitido a la S.C. de J. verificar que
la Ley ha sido bien aplicada, por todo lo cual, los medios propuestos
carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 11 febrero gas, B.J. 867, Pág. 395.

Daños y Perjuicios. Desalojo. Indemnización. Documento no pon-
derado. Casación.

La Corte a-qua para adoptar la decisión impugnada no ponderó el ac-
to instrumentado el 26de julio de 1978 por el A. E.B., calificado como ac-
to de desalojo, cuyo examen evidencia que el A. actuanto cuando se
trasladó al lugar donde practicaría el desalojo, no encontró allí muebles
de ninguna clase, habiéndole informado la señora M de B.R. que el
recurrido "se llevó los muebles para otro sitio"; que de la Corte a-qua
haber ponderado como correspondía el aludido acto, la solución del caso
podria haber sido eventualmente distinta; que, en consecuencia, la S.C.
de J. no ha sido puesta en condiciones de verificar si en la especie la Ley
ha sido correctamente aplicada por lo cual procede la casación de la
sentencia impugnada por falta de base legal.

Cas. 21 diciembre 1983, B.J. 877, Pág. 3996.

Daños y Perjuicios. Lesiones corporales. Indemnización Monto. Mo-
tivación insuficiente. Casación de la sentencia en ese punto.

En la sentencia impugnada se acordó una indemnización de dos mil
pesos oro a favor de J.S.G. sin que en el indicado fallo se hiciera constar
cuáles lesiones corporales recibió dicha persona, ni el tiempo de
curación de las mismas, ya que en el expediente no existe un Certificado
Médico Legal definitivo, relacionado con las lesiones corporales su-
fridas por él o sea, que no hay pruebas de la magnitud de las lesiones su-
fridas por dicho agraviado, y, por tanto, no se ha determinado el tiempo
que pudo permanecer enfermo y sin poderse dedicar a su trabajo ha-
bitual, comprobaciones necesarias para poder evaluar el monto de una
indemnización ajustada al daño recibido; que, por todo lo expuesto, se
advierte que la sentencia impugnada, en cuanto al monto de las in
demnizaciones acordadas a J.J.S.G., no contiene motivos suficientes y
pertinentes que permitan a la S.C. de J. verificar si en el caso se hizo o
no una correcta aplicación de la Ley, por lo que, procede casar la sen-
tencia impugnada en cuanto al aspecto señalado

Cas 16 noviembre 1983, B.J. 876. Pá g . 3564113555
Daños y perjuicios. Reparacion. Reclamante aue no aporta la prueba

ele sus alegatos
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que, sin embargo, dicha sentencia carece de motivos suficientes,
precisos y congruentes, para justificar que el incumplimiento de sus
obligaciones contractuales por el recurrido y el subsiguiente embargo
de que fue objeto, tuvo como causa generadora la falta cometida por el
Banco recurrente; que, en consecuencia, procede casar la sentencia
impugnada en el aspecto señalado por falta de motivos.

Cas. 24 enero 1983, B.J 866. Pág. 148.

Cheque. Expedición de cheques sin provisión de fondo. Culpabilidad
del expedidor.

Cas. 17 octubre 1983, B.J 875, Pág. 3189.

Cheque. Expedición de cheques sin provisión de fondo. Mala fe. Prue-
ba de la falta de provisión. Prevenida que admite la falta de provisión.
Protesto innecesario.

Para la existencia del delito de emisión de cheques sin provisión no se
requiere que previamente se haga el protesto del cheque, ya que la
prueba de la falta de provisión se puede hacer por todos los medios; que
en el presente caso la recurrente ha admitido la falta de provisión de los
cheques emitidos por ella en favor de E.N.R.

Cas. 28 enero 1983. B.J. 866, Pág. 160.

Cheque. Expedición de cheque sin provisión de fondos. Protesto in-
necesario. Expedidor que confiesa que emitió el cheque sin fondo.
culpabilidad

Para la existencia del delito de emisión de cheques sin provisión no se
requiere que previamente se haga el protesto del cheque ya que la prue-
ba de la falta de provisión se puede hacer por todos los medios; que, en
el presente caso el recurrente no ha negado lá falta de provisión
relacionada con el cheque a que se refiere la querella.

Cas. 23 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3662.

Cheque. Violación a la Ley No. 2859 de 1951 sobre cheque. Multa in-
ferior al monto de los cheques. Sentencia que no fue impugnada en
casación por el ministerio público.

Aún cuando en la especie a la prevenida se le condenó a cumplir dos
meses de prisión y al pago de una multa de RDS100 00, acogiendo cir-
cunstancias atenuantes en vez de condenarla a una multa de
RD$18 405.00, monto de los cheques, como lo exige el artículo 66, letra
(e), de dicha Ley, la sentencia no puede ser casada, a falta de un
recurso de casación del Ministerio Público.

Cas. 28 enero 1983, B.J. 866, Pág. 160.

Daños y Perjuicios. Demanda en reparación. Reclamante que no
hace la prueba de sus alegatos.

En la especie, la Corte a-qua, para rechazar la demanda en daños y
perjuicios de la parte civil constituida. confirmando la sentencia del
Primer Grado, se basó "en que para el ouen exilo de una acción civil
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tendente a obtener daños y perjuicios, es imprescindible que se pueda
poner a cargo de la persona contra la cual se actúa, la comisión de una
falta culposa que comprometa su responsabilidad; que en el presente
caso, no se ha podido establecer, por los medios de prueba autorizados
por la Ley, a cargo de A.P.E.', falta alguna que genere derechos a favor
de la parte civil constituida"; que por todo lo anteriormente expuesto,
se pone de manifiesto, que contrariamente a lo alegado por el recurren-
te, en la sentencia impugnadá, no se incurrió en las violaciones
denunciadas, y que la misma contiene motivos suficientes y pertinentes
que justifican su dispositivo y han permitido a la S.C. de J. verificar que
la Ley ha sido bien aplicada, por todo lo cual, los medios propuestos
carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. II febrero 1983, B.J. 867, Pág. 395.

Dañas y Perjuicios. Desalojo. Indemnización. Documento no pon-
derado. Casación.

La Corte a-qua para adoptar la decisión impugnada no ponderó el ac-
to instrumentado el 26 de julio de 1978 por el A. E.B., calificado como ac-
to de desalojo, cuyo examen evidencia que el A. actuanto cuando se
trasladó al lugar donde practicaría el desalojo, no encontró allí muebles
de ninguna clase, habiéndole informado la señora M de B.R. que el
recurrido "se llevó los muebles para otro sitio"; que de la Corte a-qua
haber ponderado como correspondía el aludido acto, la solución del caso
podria haber sido eventualmente distinta; que, en consecuencia, la S.C.
de J. no ha sido puesta en condiciones de verificar si en la especie la Ley
ha sido correctamente aplicada por lo cual procede la casación de la
sentencia impugnada por falta de base legal.

Cas. 21 diciembre 1983, B.J. 877, Pág. 3996.

Dañas y Perjuicios. Lesiones corporales. Indemnización Monto. Mo-
tivación insuficiente. Casación de la sentencia en ese punto.

En la sentencia impugnada se aeordo una indemnización de dos mil
pesos oro a favor de J.S.G. sin que en el indicado fallo se hiciera constar
cuáles lesiones corporales recibió dicha persona, ni el tiempo de
curación de las mismas, ya que en el expediente no existe un Certificado
Médico Legal definitivo, relacionado con las lesiones corporales su-
fridas por él o sea, que no hay pruebas de la magnitud de las lesiones su-
fridas por dicho agraviado, y, por tanto, no se ha determinado el tiempo
que pudo permanecer enfermo y sin poderse dedicar a su trabajo ha-
bitual, comprobaciones necesarias para poder evaluar el monto de una
indemnización ajustada al daño recibido; que, por todo lo expuesto, se
advierte que la sentencia impugnada, en cuanto al monto de las in
demnizaciones acordadas a J.J.S.G., no contiene motivos suficientes y
pertinentes que permitan a la S.C. de J. verificar si en el caso se hizo o
no una correcta aplicación de la Ley, por lo que, procede casar la sen-
tencia impugnada en cuanto al as pecto señalado

Cas 16 nosiembre 1983, B.J. 876. Pá g . 3564 y 3555

Daños y perjuicios. Reparacion. Reciamante oue no aporta la prueba
de sus alegatos
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En la especie, la Corte A-qua para descargar al prevenido R.C.G. del
hecho que se le imputa y consecuentemente rechazar la acción civil
accesoria a la acción pública intentada por la recurrente, expuso que
no se ha demostrado -que el prevenido C.G. fuera el guardián de los
efectos y muebles embargados ni que los hubiese distraídos o hur-
tado"; que como se advierte por lo expuesto la Corte a-qua descargó al
prevenido C.G. de toda responsabilidad en base a que no se aportaron
pruebas suficientes de su culpabilidad; ni que en el caso se retuviera a
cargo del prevenido (alta alguna generadora de responsabilidad civil;
que esa motivación basta para justificar legalmente la decisión adop-
tada por la Corte a-qua, por lo cual la rierencia hecha en la sentencia
impugnada a la transacción del 30 de julio de 1973, carece de relevancia,
ya que su dispositivo se encuentra justificado por otros motivos
consignados en la misma sentencia.

Cas. 23 febrero 1983. B.J. 867, Pág. 517.

Debates. Reapertura. Condiciones. Materia laboral. Rechazamiento
de la medida.

La reapertura de los debates sólo procede cuando se revelan hechos o
documentos nuevos que puedan influir por su importancia en la suerte
del litigio, para lo cual es indispensable que los documentos invocados a
esos fines sean depositados junto con la instancia o en tiempo oportuno,
de manera que, el Juez pueda apreciar su pertinencia; que el examen
de la sentencia impugnada revela que la Cámara a-qua para rechazar
el pedimento de reapertura de los debates solicitado por la recurrente,
ie basó esencialmente en que éste no depositó ningún documento en su
apoyo, por lo que no incurrió en el vicio denunciado y por esta misma
razón no pudo lbsionar el derecho de defensa de la recurrente.

Cas. 3 octubre 1903, B.J. 875, Pág. 2925.

Debates. Reapertura. Materia Laboral. Requisitos para la Reaper-
tura.

La reapertura de los debates sólo procede cuando aparecen
documentos o hechos nuevos, que no pudieron ser sometidos a los de-
bates y sean decisivos para la solución de la litis, los cuales deben ser
anexados a la instancia o depositados oportunamente para que el Tri-
bunal pueda acceder a la reapertura de los debates; que, en
consecuencia, al rechazar la Cámara a-qua el pedimento formulado en
este sentido por el recurrente, por el motivo, según expresa la sentencia
impugnada, de que dicho recurrente no depositó con la instancia, ni pos-
teriormente, los documentos en que fundaba su solicitud, pues si bien se
refirió al acto de citación, ésto aunque fuera irregular, como alude, no
constitula a esos fines, un documento nuevo, dicha Cámara procedió
conforme a la Ley; que por otra parte, el alegato concurrente del pa-
trono de que la Cámara a-qua al desestimar la reapertura de los de-
bates, sin tomar en consideración la irregularidad del acto de citación,
habla violado su derecho de defensa; que esta circunstancia no puede
constituir una violación al medio denunciadd pues como consta en la

sentencia impugnada, independientemente de la veracidad de los
hechos, el recurrente no sólo apeló la sentencia del Tribunal de ler.
Grado, sino que además solicitó la reaper tura de los debates y concluyó
al fondo, lo que demuestra que siguió el curso de la demanda y com-
pareció al Tribunal, donde tuvo la oportunidad de presentar sus medios
de defensa, sin limitaciones.

Cas. 29 julio 1983, B.J. 672, Pág. 2058.

Defecto. Sentencia en defecto. Materia civil. Notificación. Alguacil
comisionado. Auto del Presidente del Tribunal comisionando al
alguacil. Art. 156 del Código de Procedimiento Civil modificado por la
Ley No. 845 de 1978.

En el expediente reposa una copia certificada de un Auto emitido por
el Juez P.de la C. de A. de Santiago, el 22 de diciembre de 1979, por me-
dio del cual se comisiona al M. L.M.P.A., Alguacil Ordinario de la S.C.
de J ., para notificar a losrecurrentes la sentencia impugnada; que con-
forme al articulo 156 del Código de Procedimiento Civil, modificado por
la Ley No. 843 de 1978, la designación del Alguacil Comisionado puede
hacerse en la misma sentencia en defecto, o en Auto del Presidente del
Tribunal que la dictó; que por lo tanto, el medio que se examina carece
de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 19 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3278.

Defensa. Alegato de lesión al derecho de defensa. Patrono que no hace
uso de los plazos que se le otorgaron para ampliar conclusiones. No hay
lesión al derecho de defensa.

En la especie, al fallar la Cámara a-qua, basándose en los documen-
tos depositados por los obreros recurridos y no habiendo solicitado en
ningún momento la hoy recurrente una comunicación de documentos a
lo cual pocha recurrir si asl lo hubiera querido, ni habiendo hecho aso

del plazo que le fue concedido para ampliar conclusiones y depositar
documentos es obvio que no ha sido violado por la mencionada Cámara
el derecho de defensa de la hoy recurrente y por tanto el medio que se
examina carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 9 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 124 t.
Defensa. Lesión al derecho de defensa. Materia laboral. Patrono ci-

tado para la celebración de medidas de instrucción. Conclusiones al

fondo del trabajador acogidas sin darle oportunidad al patrono de de.
tenderse. Casación.

Cas. 21 septiembre 1983, B.J. 873, Pág. 2733.

Demanda Reconvenclonal. Rechazamiento de dicha demanda como
consecuencia de que se admitió la demanda principal.

En la especie, este pedimento constituye una demanda recon-
vencional fundada en los mismos hechos de la demanda en validez de
dicho embargo, por lo que la admisión de esta demanda implicaba
el rechazo de tales, conclusiones. sin que fuera necesario ninguna dis-
posición expresa; que, por tanto. este medio carece de fundamento y

•
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En la especie, la Corte A-qua para descargar al prevenido R.C.G. del
hecho que se le imputa y consecuentemente rechazar la acción civil
accesoria a la acción pública intentada por la recurrente, expuso que
no se ha demostrado "que el prevenido C.G. fuera el guardián de los
efectos y muebles embargados ni que los hubiese distraldos o hur-
tado"; que como se adviene por lo expuesto la Corte a-qua descargó al
prevenido C.G. de toda responsabilidad en base a que no se aportaron
pruebas suficientes de su culpabilidad; ni que en el caso se retuviera a
cargo del prevenido falta alguna generadora de responsabilidad civil;
que esa motivación basta para justificar legalmente la decisión adop-
tada por la Corte a-qua, por lo cual la rierencia hecha en la sentencia
impugnada a la transacción del 30 de julio le 1973, carece de relevancia,
ya que su dispositivo se encuentra justificado por otros motivos
consignados en la misma sentencia.

Cas. 23 febrero 1983. .B.J. 867, Pág. 517.

Debates. Reapertura. Condiciones. Materia laboral. Rechazamiento
de la medida.

La reapertura de los debates sólo procede cuando se revelan hechos o
documentos nuevos que puedan influir por su importancia en la suene
del litigio, para lo cual es indispensable que los documentos invocados a
esos fines sean depositados junto con la instancia o en tiempo oportuno.
de manera que, el Juez pueda apreciar su pertinencia: que el examen
de la sentencia impugnada revela que la Cámara a-qua para rechazar
el pedimento de reapertura de los debates solicitado por la recurrente,
ie basó esencialmente en que éste no depositó ningún documento en su
apoyo, por lo que no incurrió en el vicio denunciado y por esta misma
razón no pudo lbsionar el derecho de defensa de la recurrente.

Cas. 3 octubre 1913, B.J. 875, Pág. 2925.

Debates. Reapertura. Materia Laboral. Requisitos para la Reaper-
tura.

La reapertura de los debates sólo procede cuando aparecen
documentos o hechos nuevos, que no pudieron ser sometidos a los de-
bates y sean decisivos para la solución de la litis, los cuales deben ser
anexados a la instancia o depositados oportunamente para que el Tri-
bunal pueda acceder a la reapertura de los debates; que, en
consecuencia, al rechazar la Cámara a-qua el pedimento formulado en
este sentido por el recurrente, por el motivo, según expresa la sentencia
impugnada, de que dicho recurrente no depositó con la instancia, ni pos-
teriormente, los documentos en que fundaba su solicitud, pues si bien se
refirió al acto de citación, ésto aunque fuera irregular, como alude, no
constitula a esos fines, un documento nuevo, dicha Cámara procedió
conforme a la Ley; que por otra parte, el alegato concurrente del pa-
trono de que la Cámara a-qua al desestimar la reapertura de los de-
bates, sin tomar en consideración la irregularidad del acto de citación.
habla violado su derecho de defensa; que esta circunstancia no puede
constituir una violación al medio denunciadd pues como consta en la
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sentencia impugnada, independientemente de la veracidad de los
hechos, el recurrente no sólo apeló la sentencia del Tribunal de ter.
Grado, sino que además solicitó la reapertura de los debates y concluyó
al fondo, lo que demuestra que siguió el curso de la demanda y com-
pareció al Tribunal, donde tuvo la oportunidad de presentar sus medios
de defensa, sin limitaciones.

Cas. 29 julio 1983, B.J. 872, Pág. 2058.

Defecto. Sentencia en defecto. Materia civil. Notificación. Alguacil
comisionado. Auto del Presidente del Tribunal comisionando al
alguacil. Art. 156 del Código de Procedimiento Civil modificado por la
Lev No. 845 de 1978.

En el expediente reposa una copia certificada de un Auto emitido por
el Juez P.de la C. de A. de Santiago, el 22 de diciembre de 1979, por me-
diodel cual se comisiona al M. L.M.P.A., Alguacil Ordinario de la S.C.
del, para notificar a losrecurrentes la sentencia impugnada; que con-
forme al articulo 156 del Código de Procedimiento Civil, modificado por
la Ley No. 843 de 1978, la designación del Alguacil Comisionado puede
hacerse en la misma sentencia en defecto, o en Auto del Presidente del
Tribunal que la dictó; que por lo tanto, el medio que se examina carece
de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 19 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3278.

Defensa. Alegato de lesión al derecho de defensa. Patrono que no hace
uso de los plazos que se le otorgaron para ampliar conclusiones. No hay
lesión al derecho de defensa.

En la especie, al fallar la Cámara a-qua, basándose en los documen-
tos depositados por los obreros recurridos y no habiendo solicitado en
ningún momento la hoy recurrente una comunicación de documentos a
lo cual podía recurrir si así lo hubiera querido, ni habiendo hecho uso
del plazo que le fue concedido para ampliar conclusiones y depositar
documentos es obvio que no ha sido violado por la mencionada Cámara
el derecho de defensa de la hoy recurrente y por tanto el medio que se
examina carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 9 mayo 1983, B.J. 870. Pág. 124!.
Defensa. Lesión al derecho de defensa. Materia laboral. Patrono ci-

tado para la celebración de medidas de instrucción. Conclusiones al
fondo del trabajador acogidas sin darle oportunidad al patrono de de'
tenderse. Casación.

Cas. 21 septiembre 1983, B.J. 873, Pág. 2733.

Demanda Reconvenclonal. Rechazamiento de dicha demanda como
consecuencia de que se admitió la demanda principal.

En la especie, este pedimento constituye una demanda recon-
vencional fundada en los mismos hechos de la demanda en validez de
dicho embargo, por lo que la admisión de esta demanda implicaba
el rechazo de talesconclusiones, sin que fuera necesario ninguna dis-
posición expresa: que, por tanto. este medio carece de fundamento y

•
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debe ser también desestimado.
Cas. 12 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3127.

Demanda Reconvencional en materia laboral Incoada en grado de
apelación.  Acogida.

Ver: Contrato de trabajo. Despido injustificado...
Cas. 29 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1157.

Desalojo. Demanda. Casa alquilada. Contrato de inquilinato. Falta de
pago de los alquileres.

En la especie, el recurrente lo que en realidad planteó en esa juris-
dicción fue, según su memorial de casación, la excepción prejudicial de
propiedad, basado, en que el inmueble era propiedad de R.P. y que lo
que existia entre las partes era un contrato de retroventa, pero que, de
una parte, al atribuir la propiedad del inmueble a R.P. y no ser ésta
parte en el proceso, ni estar representada por él, carecía de calidad
para formular tales conclusiones, y por otra parte, el contrato del 25 de
octubre de 1977, no es de una retroventa, sino de un inquilinato de una
casa, cuyo alquiler no habla pagado, como se acaba de señalar y, por
tanto, al declarar la Cámara a-qua que el Juzgado de Paz es competente
para conocer de la demanda en cuestión, aplicó correctamente la ley.
sin incurrir en los vicios denunciados por el recurrente.

Cas 31 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3379.
Ver_ .Alquiler. Demanda en cobro de alquileres...

Desnaturalización. Jueces que no ponderan en todo su sentido y al-
ance los documentos del expediente.
En la especie, si bien es cierto que la Corte a-qua comprobó como

cuestión de hecho que L.A.F. y L.A.F.P., son personas distintas y como
tal provistas de diferentes cédulas persmiales de identidad, no es menos
cierto que ella no podía deducir de ese sola hecho, como lo hizo, que la
persona demandada por la actual recurrente • condenada por el Tri-
bunal de Primer Grado, era L.A.F.P., quien no:. menciona en ninguno
de los documentos del proceso en primera instancit que la Corte a-qua
para dictar el fallo impugnado no ponderó como elemento de convicción
en su justo valor, ni le dio el sentido y alcance que le corresponden por
su propia naturaleza al acta policial, al acto de emplazamiento in-
troductivo de instancia y a la sentencia de Primer Grado, documentos
que fueron desnaturalizados; que de la Corte a-qua haber ponderado
correctamente los documentos indicados y de haberles dado su ver-
dadero sentido y alcance, eventualmente hubiese podido conducir a
darle al caso una solución distinta; que al no hacerlo asi la Corte a-qua
incurrió en el vicio de desnaturalización de los hechos de la causa, por lo
cual la sentencia impugnada debe ser casada.

Cas. 20 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1583.

Difamación Injuria. Sometimiento a cargo de un Embajador, an \
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tiguo Secretario de Estado de las Fuerzas Armadas. Descargo po' • no
haber cometido tales hechos.

Sentencia 17 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3172.

Divorcio. Apelación. Notificación del refiUrS0 al Secretario del Tri-
bunal que dictó la sentencia apelada. Formalidad no esencial para la
validez del recurso. Variación de la jurisprudencia.

Si bien es verdad que ha sido criterio Ce la S.C. de J., que en materia
de divorcio la falta de notificación del recurso de apelación al Secre-
tario del Tribunal que dictó la sentencia apelada, tenla como
consecuencia producir la nulidad de dicho recurso, un estudio más pro-
fundo y ponderado de la cuestión conduce a reconocer que la necesidad
de esa formalidad tiene por fin impedir que el secretario haga entrega
del certificado de no apelación indispensable para que el oficial de Es-
tado Civil proceda al pronunciamiento del divorcio y a la transcripción
de la sentencia; que la aludida formalidad no es un requisito esencial
para la validez del recurso de Apelación, por lo cual su omisión no puede
dar lugar a la nulidad del recurso, el cual debe producir todos sus efec-
tos desde el momento en que se han cumplido los requisitos exigidos por
el articulo 456 del Código de Procedimiento Civil; que al decidir lo con-
trario la Corte a-qua violó los artículos 17 de la Ley No. 1306-bis de 1937,
sobre Divorcio, 456 y 548 del Código de Procedimiento Civil; que, pos
consiguiente procede casar la sentencia impugnada.

•	 Cas. 23 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1370.

Divorcio. Conclusiones rechazadas sin dar motivos. Casación.
Los Jueces están en el deber de responder a todos los puntos de las

conclusiones de las partes para admitirlas o rechazarlas, dando los mo-
tivos qué sean pertinentes; que esa regla se aplica tanto a las con-
clusiones principales como a las subsidiarias, lo mismo que a las
conclusiones que contengan una demanda, una defensa, una excepción,
un medio de inadmisión o la solicitud de una medida de instrucción; el
examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que el esposo
apelante principal, presentó por ante la Corte a-qua, las conclusiones
antes indicadas, y que la esposa, como apelante incidental, solicitó, en-
tre otras medidas de instrucción, una información testimonial para pro-
bar una serie de hechos, articulados por ella, tendentes a justificar,
como causa de divorcio, las injurias graves cometidas por el esposo

t.	 contra la cónyuge, causa ésta que el esposo venía sosteniendo desde el
Primer Grado, que no podía ser invocada en razón de que dicha causa
no figuraba en el acto introductivo de instancia notificado a re-
querimiento de la esposa, en violación al principio de la inmutabilidad
del proceso; que no obstante las conclusiones antes transmitas, la Corte
a-qua, prejuzgando el fondo ordenó las referidas medidas de ins-
trucción, y al fallar de ese modo rechazó implícitamente, las con-
clusiones del hoy recurrente, sin dar ningún motivo que justifique ese
rechazamiento; que, por tanto la sentencia impugnada debe ser casada
por falta de motivos y de base legal, en cuanto ordenó las indicadas me-
didas de instrucción para probar las injurias graves que se le imputan
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debe ser también desestimado.
Cas. 12 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3127.

Demanda Reconvenclonal en materia laboral Incoada en grado de
apelación. Acogida.

Ver: Contrato de trabajo. Despido injustificado...
Cas. 29 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1157.

Desalojo. Demanda. Casa alquilada. Contrato de inquilinato. Falta de
pago de los alquileres.

En la especie, el recurrente lo que en realidad planteó en esa juris-
dicción fue, según su memorial de casación, la excepción prejudicial de
propiedad, basado, en que el inmueble era propiedad de R.P. y que lo
que existía entre las partes era un contrato de retroventa, pero que, de
una parte, al atribuir la propiedad del inmueble a R.P. y no ser ésta
parte en el proceso, ni estar representada por él, carecía de calidad
para formular tales conclusiones, y por otra parte, el contrato del 25 de
octubre de 1977, no es de una retroventa, sino de un inquilinato de una
casa, cuyo alquiler no habla pagado, como se acaba de señalar y, por
tanto, al declarar la Cámara a-qua que el Juzgado de Paz es competente
para conocer de la demanda en cuestión, aplicó correctamente la ley.
sin incurrir en los vicios denunciados por el recurrente.

Cas 31 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3379.
Ver...Alquiler. Demanda en cobro de alquileres...

Desnaturalización. Jueces que no ponderan en todo su sentido y al-
ance los documentos del expediente.
En la especie, si bien es cierto que la Corte a-qua comprobó como

cuestión de hecho que L.A.F. y L.A.F.P., son personas distintas y como
tal provistas de diferentes cédulas persqnales de identidad, no es menos
cierto que ella no podía deducir de ese sola IN cho, como lo hizo, que la
persona demandada por la actual recurrente condenada por el Tri-
bunal de Primer Grado, era L.A.F.P., quien no:, menciona en ninguno
de los documentos del proceso en primera instancia; que la Corle a-qua
para dictar el fallo impugnado no ponderó como elemento de convicción
en su justo valor, ni le dio el sentido y alcance que le corresponden por
su propia naturaleza al acta policial, al acto de emplazamiento in-
troductivo de instancia y a la sentencia de Primer Grado, documentos
que fueron desnaturalizados; que de la Corte a-qua haber ponderado
correctamente los documentos indicados y de haberles dado su ver-
dadero sentido y alcance, eventualmente hubiese podido conducir a
darle al caso una solución distinta; que al no hacerlo así la Corte 3-qua
incurrió en el vicio de desnaturalización de los hechos de la causa, por lo
cual la sentencia impugnada debe ser casada.

Cas. 20 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1583.

Difamación Injuria. Sometimiento a cargo de un Embajador, an \
e
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tiguo Secretario de Estado de las Fuerzas Armadas. Descargo pol no
haber cometido tales hechos.

Sentencia 17 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3172.

Divorcio. Apelación. Notificación del recurso al Secretario del Tri-
bunal que dictó la sentencia apelada. Formalidad no esencial para la
validez del recurso. Variación de la jurisprudencia.

Si bien es verdad que ha sido criterio de la S.C. de J., que en materia
de divorcio la falta de notificación del recurso de apelación al Secre-
tario del Tribunal que dictó la sentencia apelada, tenia como
consecuencia producir la nulidad de dicho recurso, un estudio más pro-
fundo y ponderado de la cuestión conduce a reconocer que la necesidad
de esa formalidad tiene por fin impedir que el secretario haga entrega
del certificado de no apelación indispensable para que el oficial de Es-
tado Civil proceda al pronunciamiento del divorcio y a la transcripción
de la sentencia; que la aludida formalidad no es un requisito esencial
para la validez del recurso de Apelación, por lo cual su omisión no puede
dar lugar a la nulidad del recurso, el cual debe producir todos sus efec-
tos desde el momento en que se han cumplido los requisitos exigidos por
el articulo 456 del Código de Procedimiento Civil; que al decidir lo con-
trario la Corte a-qua violó los articules 17 de la Ley No. 1306-bis de 1937,
sobre Divorcio, 456 y 548 del Código de Procedimiento Civil; que, pot
consiguiente procede casar la sentencia impugnada.

Cas. 23 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1370.

Divorcio. Conclusiones rechazadas sin dar motivos. Casación.
Los Jueces están en el deber de responder a todos los puntos de las

conclusiones de las partes para admitirlas o rechazarlas, dando los mo-
tivos qué sean pertinentes; que esa regla se aplica tanto a las con-
clusiones principales como a las subsidiarias, lo mismo que a las
conclusiones que contengan una demanda, una defensa, una excepción,
un medio de inadmisión o la solicitud de una medida de instrucción; el
examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que el esposo
apelante principal, presentó por ante la Corte a .qua , las conclusiones
antes indicadas, y que la esposa, como apelante incidental, solicitó, en-
tre otras medidas de instrucción, una infórmación testimonial para pro- I
bar una serie de hechos, articulados por ella, tendentes a justificar,
como causa de divorcio, las injurias graves cometidas por el esposo
contra la cónyuge, causa ésta que el esposo venia sosteniendo desde el
Primer Grado, que no podía ser invocada en razón de que dicha causa
no figuraba en el acto introductivo de instancia notificado a re-
querimiento de la esposa, en violación al principio de la inmutabilidad
del proceso; que no obstante las conclusiones antes transcritas, la Corte
a-qua, prejuzgando el fondo ordenó las referidas medidas de ins-
trucción, y al fallar de ese modo rechazó implicitamente, las con-
clusiones del hoy recurrente, sin dar ningún motivo que justifique ese
rechazamiento; que, por tanto la sentencia impugnada debe ser casada
por falta de motivos y de base legal, en cuanto ordenó las indicadas me-
didas de instrucción para probar las injurias graves que se le imputan
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al esposo contra su cónyuge, y que no habla sido invocadas como causa
de divorcio en el acto introductivo de instancia.

Cas. 8 junio 1983 t983, B.J. 871, Pág. 1478.

Divorcio. Demanda basada en incompatibilidad de caracteres. Sen-
tencia que agrega además, la causa de injurios graves. Apelación
principal del esposo demandado. Apelación incidental de la esposa.

Ver: Divorcio. Conclusiones rechazadas sin dar motivos...
Cas. 8 junio 1983 B J 871 Pág. 1478.

Divorcio. Guarda de los hijos. Poder de los Jueces del fondo. Derecho
de visita del padre. Pensión.

Los Jueces apoderados de una demanda a fines de divorcio son so-
beranos para decidir, como cuestión de hecho y conforme al mejor in-
terés de los hijos menores de edad, procreados por los esposos, a quién
atribuir la guarda de los mismos, medida ésta que acorde con le*
preceptos legales que rigen la materia, es esencialmente provisional;
que el examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que la
Corte a-qua para revocar el fallo apelado y conferir la guarda de los hi-
jos a la madre apelante, expuso en resumen lo siguiente "que procede
otorgarle a la madre y la guarda y cuidado de los hijos menores
procreados en el matrimonio de nombres G.A., nacido el día 19 de fe-
brero de 1977 y L.C., nacida el ella 19 de junio de 1979, en la ciudad de
Santo Domingo, porque esta Corte estima que para dichos menores
representa y le ofrece mayores ventajas, mantenerse bajo la guarda de
la madre"; que como se advierte, la Corte a-qua para fallar como lo
hizo, en lo concerniente a la guarda de los indicados menores, ponderó,
sin desnaturalización alguna, los elementos de juicio que fueron
regularmente aportados en la instrucción de la causa, y al apreciar, en
base a tales elementos, que la guarda debla serle confiada a la madre
por representar ella mayores ventajas de toda índole para los hijos da-
da la edad de éstos, pues el mayor tenia, apenas cuatro años y la otra
menos de dos años, la referida Corte, lejos de incurrir en los vicios y
violaciones dununciados, hizo en la especie, una adecuada aplicación
de las facultades soberanas de que gozan los Jueces del fondo en la
apreciación del valor de las pruebas, que se le sometan, lo que escapa al
control de la casación; que el hecho de que la Corte a-qua haya confiado
la guarda de los menores a la madre, y no haya otorgado en forma "di-
vidida - , entre el padre y la madre como lo solicitó el recurrente no
significa que los Jueces del fondo hayan omitido ponderar los documen-
tos del expediente y las conclusiones del recurrente, pues en la sen-
tencia impugnada se dan las razones que justifican como ya se ha dicho,
el conferimiento de la guarda a la madre, razones que, por otra parte,

'no impiden que el padre pueda ejercer el derecho de visitar a sus hijos;
que asimismo la Corte a-qua para fijar el monto de la pensión en
RD$300.00 pesos mensuales y no en RD5200.00 como alega el recurrente,
se basó en que la suma de RDS300.00 "se encuentra ajustada a las
necesidades de los menores y a las posibilidades económicas del pa-
dre", que, además, el monto de las pensiones de alimentos son, por su

naturaleza provisionales, pues estarán siempre sujetas a la even-
tualidad de los cambios en las posibilidades económicas del deudor de
la obligación y en las necesidades de los acreedores de la misma; de ese
modo La Corte a-qua no estaba obligada a fijar en RD$200.00 pesos
mensuales el monto de la pensión porque en esa suma, lo habla fijado un
Tribunal inferior, si, como ha ocurrido en la especie, dicha Corte en-
tendía, como cuestión de hecho que escapa a la censura de la casación.
que la condición económica del deudor y las necesidades de los
menores, justificaban una pensión de R1)5300.00 pesos mensuales como
se fijó.

Cas. 25 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 832.

Divorcio. Guarda de menores. Solicitud de un "astreinte" de 100
pesos a cargo de la madre por cada día de retardo en la entrega de los
menores. Sentencia que otorga la guarda a la madre.

En la especie no procedía dar motivos acerca del astreinte, en razón
de que la Corte a-qua decidió conferirle la guarda de los menores a la
madre.

Cas. 25 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 832.

Divorcio por incompatibilidad de caracteres. Acta contentiva de los
decires y observaciones de las partes. Acta no firmada por las partes, ni
por los testigos. Alegato de nulidad de dichas actas y de la sentencia
basada en ellas. Rechazado.

En la especie, si bien es cierto que las referidas actas que recogen los
decires de las partes y las declaraciones de los testigos no están fir-
madas por dichas personas, no menos verdad es que tales actas están
firmadas por el Secretario de la Corte que las redactó y por el Magis-
trado que presidió la audiencia de la Corte en que se produjeron tales
declaraciones, todo lo cual le otorga a dichas actas el incuestionable
carácter de actas auténticas, independientemente de que estén fir-
madas o no, por los declarantes; que ese criterio se reafirma, en la
especie, por la circunstancia de que las personas que asistieron a las
medidas de instrucción no sólo no hicieron objeción alguna al proce-
dimiento seguido por la Corte para hacer constar los pormenores e inci-
dencias de tales medidas, sino que participaron de manera activa en el
desenvolvimiento de las mismas realizando los interrogatorios que
consideraron convenientes a sus intereses, lo que significa , en lo
concerniente a la parte hoy recurrente, que ésta aceptó y acató la forma
como se hablan realizado las referidas medidas de instrucción; que,
además, en la audiencia del 4 de diciembre de 1980, en que se celebró el
contrainformativo por ante la Corte a-qua, los abogados de las partes,
después de oír las deposiciones de los testigos, presentaron sus res-
pectivas conclusiones al fondo; que en el acta redactada al efecto cons-
ta que el Magistrado que presidió la Corte ordenó a los abogados de las
partes depositar sus conclusiones y documentos por Secretaria y
concedió un plazo de 15 dias a la esposa apelante. y al vencimiento de
éste, 15 días al esposo apelado, para ampliar conclusiones; que el es- pl 
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al esposo contra su cónyuge, y que no habla sido invocadas como causa
de divorcio en el acto introductivo de instancia.

Cas. 8 junio 1983 1983, B.J. 871, Pág. 1478.

Divorcio. Demanda basada en incompatibilidad de caracteres. Sen-
tencia que agrega además, la causa de injurios graves. Apelación
principal del esposo demandado. Apelación incidental de la esposa.

Ver: Divorcio. Conclusiones rechazadas sin dar motivos...
Cas. 8 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1478.

Divorcio. Guarda de los hijos. Poder de los Jueces del fondo. Derecho
de visita del padre. Pensión.

Los Jueces apoderados de una demanda a fines de divorcio son so-
beranos para decidir, como cuestión de hecho y conforme al mejor ki-
terés de los hijos menores de edad, procreados por los esposos, a quién
atribuir la guarda de los mismos, medida ésta que acorde con los
preceptos legales que rigen la materia, es esencialmente provisional;
que el examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que la
Corte a-qua para revocar el fallo apelado y conferir la guarda de los hi-
jos a la madre apelante, expuso en resumen lo siguiente "que procede
otorgarle a la madre y la guarda y cuidado de los hijos menores
procreados en el matrimonio de nombres G.A., nacido el día 19 de fe-
brero de 1977 y L.C., nacida el dia. 19 de junio de 1979, en la ciudad de
Santo Domingo, porque esta Corte estima que para dichos menores
representa y le ofrece mayores ventajas, mantenerse bajo la guarda de
la madre"; que como se advierte, la Corte a-qua para fallar como lo
hizo, en lo concerniente a la guarda de las indicados menores, ponderó,
sin desnaturalización alguna, los elementos de juicio que fueron
regularmente aportados en la instrucción de la causa, y al apreciar, en
base a tales elementos, que la guarda debía serle confiada a la madre
por representar ella mayores ventajas de toda índole para los hijos da-
da la edad de éstos, pues el mayor tenía, apenas cuatro años y la otra
menos de dos años, la referida Corte, lejos de incurrir en los vicios y
violaciones dununciados. hizo en la especie, una adecuada aplicación
de las facultades soberanas de que gozan los Jueces del fondo en la
apreciación del valor de las pruebas. que se le sometan, lo que escapa al
control de la casación; que el hecho de que la Corte a-qua haya confiado
la guarda de los menores a la madre, y no haya otorgado en forma "di-
vidida", entre el padre y la madre como lo solicitó el recurrente no
significa que los Jueces del fondo hayan omitido ponderar los documen-
tos del expediente y las conclusiones del recurrente, pues en la sen-
tencia impugnada se dan las razones que justifican como ya se ha dicho,
el conferimiento de la guarda a la madre, razones que, por otra parte,
' no impiden que el padre pueda ejercer el derecho de visitar a sus hijos:
que asimismo la Corte a-qua para fijar el monto de la pensión en
RD5300.00 pesos mensuales y no en RD$200.00 como alega el rectirrente,
se basó en que la suma de 111)5300.00 "se encuentra ajustada a las
necesidades de los menores y a las posibilidades económicas del pa-
dre", que, además, el monto de las pensiones de alimentos son, por su

naturaleza provisionales, pues estarán siempre sujetas a la even-
tualidad de los cambios en las posibilidades económicas del deudor de
la obligación y en las necesidades de las acreedores de la misma; de ese
modo la Corte a-qua no estaba obligada a fijar en RD$200.00 pesos
mensuales el monto de la pensión porque en esa suma, lo habia fijado un
Tribunal inferior, si, como ha ocurrido en la especie, dicha Corte en-
tendía, como cuestión de hecho que escapa a la censura de la casación.
que la condición económica del deudor y las necesidades de los
menores, justificaban una pensión de RD$300.00 pesos mensuales como
se fijó.

Cas. ra marzo 1983, B.J. 868, Pág. 832.

Divorcio. Guarda de menores. Solicitud de un "astreinte" de 100
pesos a cargo de la madre por cada día de retardo en la entrega de los
menores. Sentencia que otorga la guarda a la madre.

En la especie no procedía dar motivos acerca del astreinte, en razón
de que la Corte a-qua decidió conferirle la guarda de los menores a la
madre.

Cas. 25 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 832.

Divorcio por Incompatibilidad de caracteres. Acta contentiva de los
decires y observaciones de las partes. Acta no firmada por las partes, ni
por los testigos. Alegato de nulidad de dichas actas y de la sentencia
basada en ellas. Rechazado.

En la especie, si bien es cierto que las referidas actas que recogen los
decires de las partes y las declaraciones de los testigos no están fir-
madas por dichas personas, no menos verdad es que tales actas están
firmadas por el Secretario de la Corte que las redactó y por el Magis-
trado que presidió la audiencia de la Corte en que se produjeron tales
declaraciones, todo lo cual le otorga a dichas actas el incuestionable
carácter de actas auténticas, independientemente de que estén fir-
madas o no, por los declarantes; que ese criterio se reafirma, en la
especie, por la circunstancia de que las personas que asistieron a las
medidas de instrucción no sólo no hicieron objeción alguna al proce-
dimiento seguido por la Corte para hacer constar los permenores e inci-
dencias de tales medidas, sino que participaron de manera activa en el
desenvolvimiento de las mismas realizando los interrogatorios que
consideraron convenientes a sus intereses, lo que significa , en lo
concerniente a la parte hoy recurrente, que ésta aceptó y acató la forma
como se habían realizado las referidas medidas de instrucción; que.
además, en la audiencia del 4 de diciembre de 1980, en que se celebró el
contrainformativo por ante la Corte a-qua, los abogados de las partes,
después de oír las deposiciones de los testigos, presentaron sus res-
pectivas conclusiones al fondo: que en el acta redactada al efecto cons-
ta que el Magistrado que presidió la Corte ordenó a los abogados de las
parles depositar sus conclusiones y documentos por Secretaria y
concedió un plazo de 15 días a la esposa apelante, y al vencimiento de
éste, 15 días al esposo apelado, para ampliar conclusiones; que el es-
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poso hoy recurrente si entendía que la medida de instrucción realizada
adolecía de irregularidades que la invalidaban como elemento de juicio
del proceso, pudo alegarlo por ante la Corte a-qua, pero no sólo no lo hi-
zo, sino que concluyó al fondo solicitando que se acogieran sus preten-
ciones las cuales fueron leidas en audiencia, como ya se ha dicho, des-
pués de que la Corte a-qua recogió en acta, sin objeción, ni reserva al-
guna, las declaraciones de las partes y las deposiciones de los testigos;
que finalmente el recurrente no ha aportado la prueba de que la irregu-
laridad invocada le haya causado algún agravio, ya que dicho recurren-
te se ha limitado a alegar la nulidad de las actas en base a que no están
firmadas por los declarantes, pero no ha negado el contenido mismo de
las declaraciones recogidas en dichas actas; que por tanto los alegatos
que se examinan carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 25 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 832.

Divorcio por incompatibilidad de caracteres y no por injurias graves
de parte de la esposa. Demanda . reconvencional del esposo rechazado
en el presente caso.

Lo que en definitiva han decidido los Jueces del fondo, como cuestión
de hecho que escapa a la censura de la casación, fue que en la especie,
no se estableció que la esposa se negara a sostener relaciones sexuales
con su marido; que ella ni hizo abandono culposo del hogar, ni profirió
palabras ofensivas o difamatorias contra su esposo; que en cambio,
dichos Jueces establecieron, como consta en la referida sentencia, que
"entre ambos esposos en causa se ha suscitado un estado de cosas
absolutamente insoportable para ambos, dada la incompatibilidad de
caracteres entre ellos, que tal estado trascendió al público siendo la
causa de infelicidad de los cónyuges avalado por las declaraciones de
los testigos P.B.,G.L., M.S. y Ma. P."; que al fallar de ese modo la Cor-
te a-qua no incurrió en los vicios y violaciones denunciados, por lo que el
alegato que se examina carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 25 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 832.

Divorcio por incompatibilidad de caracteres. Provisión ad-litem y
pensión alimentaria otorgadas de manera global. Proceder incorrecto.
Casación de la sentencia.

En la especie. la sentencia impugnada confirma en todas sus partes la
sentencia dictada por el Tribunal de Primer Grado el 13 de agosto de
1981, por la cual fijó en la suma de RDS1,000.00, la provisión ad-litem
que el recurrente debla suministrar a la recurrida para sufragar los
gastos de su defensa en los procedimientos y su manutención, la cual
debe ser entregada mensualmente y todos los días primeros de cada
mes a partir de la fecha de la demanda; que como se advierte por lo an-
teriormente expuesto, la Corte a-qua reunió en una sola suma una pro-
visión ad-litem y una pensión alimenticia, forma de proceder in-
correcta, puesto que esas medidas de protección a la mujer están some-
tidas a reglas diferentes en cuanto a su fijación y efectos, aún cuando en
ambas, determinar su monto es una cuestión de hecho de la exclusiva
apreciación de íos Jueces del fondo; que, en efecto, mientras la pensión

alimentaria tiene que ser fijada en relación con las posibilidades
económicas de los esposos, conforme lo dispone el articulo 214 del
Código Civil, y el Juez es soberano para determinar su duración, en
cambio la provisión ad-litem es un avance que corresponde a la esposa
en la comunidad, la que puede el esposo deducir de ésta al momento de
su liquidación, y debe ser suministrada globalmente una sola vez en ca-
da instancia; que la sentencia impugnada no permite determinar de la
suma fijada qué proporción corresponde a la provisión ad-litem que de-
be ser pagada una sola vez, y cuál constituye pensión alimentaria que
debe ser suministrada en la forma establecida en la sentencia im-
pugnada; que, por consiguiente, la Corte a -qua al fallar como lo hizo
violó las reglas relativas a las medidas en cuestión, por lo cual su sen-
tencia debe ser casada.

Cas. 25 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 860.

Divorcio por Incompatibilidad de caracteres. Sentencia carente de
base legal. Casación.

En la especie, la Corte a-qua para admitir la existencia de una in-
compatibilidad de caracteres entre los esposos, justificativa de la
disolución del matrimonio por el divorcio. expresó en la sentencia
I mpugnada lo siguiente: "que según las declaraciones ante el Tribunal
a-quo del testigo sector T.P.G., es constante que entre las esposos en
causa se ha suscitado un estado de cosas absolutamente insoportable
para ambos, dada la incompatibilidad de caracteres entre ellos, que tal
estado ha trascendido al público siendo causa de infelicidad de los
cónyuges"; que asimismo, la Corte a-qua adoptó los motivos del Tri-
bunal del Primer Grado lin reproducirlos, pero esta sentencia no fue
depositada ante la S.C. de J., lo que hace imposible su examen; que
como se advierte por lo rrecedentemente expuesto, la Corte a-qua no
precisó en su sentencia como era su deber, los hechos comprobados por
ella, de los cuales dedujo la existencia de la incompatibilidad de carne
lores como causa del divorcio; que esa imprecisión de la Corte a-qua en

/:.	 exponer los hechos le la causa, impide a la S.C. de J., verificar si en la
especie se ha hecho una aplicación correcta de la Ley; por lo cual
procede la casación de la sentencia impugnada por falta de base legal,
sin necesidad de examinar los demás aspectos del medio propuesto por
el recurrente.

Cas. 26 agosto 1983. B.J. 873, Pág. 2439.

Documentos. Materia labo:al. Desnaturalización. Casación.
Cas. 19 diciembre 1983, B.J. 977, Pág. 3990.

Documento excluido indebidamente del debate. Casación de la sen
tencia por falta de base legal.

En la especie, la Corte a-qua para excluir del debate el documento de
que se trata, expuso lo siguiente: "que como resultado de la demanda
de que fue objeto, la F.D., C. por A., buscó asesoramiento con el I.
J.S.C., especialista en Hidráulica, cuyo estadio reposa en el expediente,
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poso hoy recurrente si entendía que la medida de instrucción realizada
adolecla de irregularidades que la invalidaban como elemento de juicio
del proceso. pudo alegarlo por ante la Corte a-qua. pero no sólo no lo hi-
zo, sino que concluyó al fondo solicitando que se acogieran sus preten-
ciones las cuales fueron leidas en audiencia, como ya se ha dicho, des-
pués de que la Corte a-qua recogió en acta, sin objeción, ni reserva al-
guna, las declaraciones de las partes y las deposiciones de los testigos;
que finalmente el recurrente no ha aportado la prueba de que la irregu-
laridad invocada le haya causado algún agravio, ya que dicho recurren-
te se ha limitado a alegar la nulidad de las actas en base a que no están
firmadas por los declarantes, pero no ha negado el contenido mismo de
las declaraciones recogidas en dichas actas; que por tanto los alegatos
que se examinan carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 25 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 832.

Divorcio por incompatibilidad de caracteres y no por injurias graves
de parte de la esposa. Demanda reconvencional del esposo rechazado
en el presente caso.

Lo que en definitiva han decidido los Jueces del fondo, como cuestión
de hecho que escapa a la censura de la casación, fue que en la especie,
no se estableció que la esposa se negara a sostener relaciones sexuales
con su marido; que ella ni hizo abandono culposo del hogar, ni profirió
palabras ofensivas o difamatorias contra su esposo; que en cambio,
dichos Jueces establecieron, como consta en la referida sentencia, que
"entre ambos esposos en causa se ha suscitado un estado de cosas
absolutamente insoportable para ambos, dada la incompatibilidad de
caracteres entre ellos. que tal estado trascendió al público siendo la
causa de infelicidad de los cónyuges avalado por las declaraciones de
los testigos P.B.,G.L., M.S. y Ma. P."; que al fallar de ese modo la Cor-
te a-qua no incurrió en los vicios y violaciones denunciados, por lo que el
alegato que se examina carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 25 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 832.

Divorcio por incompatibilidad de caracteres. Provisión ad-litem y
pensión alimentaria otorgados de manera global. Proceder incorrecto.
Casación de la sentencia.

En la especie, la sentencia impugnada confirma en todas sus partes la
sentencia dictada por el Tribunal de Primer Grado el 13 de agosto de
1981, por la cual fijó en la suma de RDS1,000.00, la provisión.ad-litem
que el recurrente debla suministrar a la recurrida para sufragar los
gastos de su defensa en los procedimientos y su manutención, la cual
debe ser entregada mensualmente y todos los días primeros de cada
mesa partir de la fecha de la demanda; que como se advierte por lo an-
teriormente expuesto, la Corte a-qua reunió en una sola suma una pro-
visión ad-litem y una pensión alimenticia, forma de proceder in-
correcta, puesto que esas medidas de protección a la mujer están some-
tidas a reglas diferentes en cuanto a su fijación y efectos, aún cuando en
ambas, determinar su monto es una cuestión de hecho de la exclusiva
apreciación de jes Jueces del fondo; que, en efecto, mientras la pensión

alimentaria tiene que ser fijada en relación con las posibilidades
económicas de los esposos, conforme lo dispone el articulo 214 del
Código Civil, y el Juez es soberano para determinar su duración, en
cambio la provisión ad-litem es un avance que corresponde a la esposa
en la comunidad, la que puede el esposo deducir de ésta al momento de
su liquidación, y debe ser suministrada globalmente una sola vez en ca-
da instancia; que la sentencia impugnada no permite determinar de la
suma fijada qué proporción corresponde a la provisión ad-litem que de-
be ser pagada una sola vez, y cuál constituye pensión alimentaria que
debe ser suministrada en la forma establecida en la sentencia im-
pugnada; que, por consiguiente, la Corte a-qua al fallar como lo hizo
violó las reglas relativas a las medidas en cuestión, por lo cual su sen-
tencia debe ser casada.

Cas. 25 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 860.

Divorcio por Incompatibilidad de caracteres. Sentencia carente de
base legal. Casación.

En la especie, la Corte a-qua para admitir la existencia de una in-
compatibilidad de caracteres entre los esposos, justificativa de la
disolución del matrimonio por el divorcio, expresó en la sentencia
'mpugnada lo siguiente: "que según las declaraciones ante el Tribunal
a-quo del testigo selor T.P.G., es constante que entre los esposos en
cama se ha suscitado un estado de cosas absolutamente insoportable
para ambos, dada la incompatibilidad de caracteres entre ellos, que tal
estado ha trascendido al público siendo causa de infelicidad de los
cónyuges"; que asimismo, la Corte a-qua adoptó los motivos del Tri-
bunal del Primor Grado lin reproducirlos, pero esta sentencia no fue
depositada ante la S.C. de J., lo que hace imposible su examen; que
como se advierte por lo r recedentemente expuesto, la Corte a-qua no
precisó en su sentencia como era su deber, los hechos comprobados pot
ella, de los cuales dedujo la existencia de la incompatibilidad de carac
teres como causa del divorcio; que esa imprecisión de la Corte a-qua en
exponer los hechos le la causa, impide a la S.C. de J., verificar si en la
especie se ha hecho una aplicación correcta de la Ley; por lo cual
procede la casación de la sentencia impugnada por falta de base legal,
sin necesidad de examinar los demás aspectos del medio propuesto por
el recurrente.

Cas. 26 agosto 1983. B.J. 873, Pág. 2439.

Documentos. Materia labo:al. Desnaturalización. Casación.
Cas. 19 diciembre 1983, B.J. 877, Pág. 3990.

Documento excluido indebida/tante del debate. Casación de la sen
tencia por falta de base legal.

En la especie, la Corte a-qua para ercljrir del debate el documento de
que se trata, expuso lo siguiente: "que como resultado de la demanda
de que fue objeto, la F.D., C. por A., buscó asesoramiento con el 1.
J.S.C., especialista en Hidráulica, cuyo estudio reposa en el expediente,

•
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pero que dicha pieza es unilateral y no Die sometida a juicio oral,
público y contradictorio, por todo lo cual no so debe tomar en cuenta";
pero. el examen de la sentencia impugnada y de los documentos que con
ella se relacionan, pone de relieve que el estudio en cuestión fue pro-
ducido ante la Jurisdicción del Primer Grado, sin que allí se suscitara
ningún incidente relativo a la regularidad de su contenido; que
asimismo dicho documento fue producido ante la Corte a-qua sin que
fuera objeto de ningún tipo de impugnación por la parte interesada en
hacerlo; que, en consecuencia, se advierte que el repetido documento,
contrariamente a lo sostenido por la Corte a-qua, fue sometido al debate
contradictorio y debió ser ponderado por ella; que de haberío hecho po-
dría eventualmente haberle dado al caso, una solución distinta; que,
por lo tanto la sentencia impugnada debe ser casada por falta de base
legal.

Cas. 21 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2715.

Domicilio. Materia laboral. Empresa que realiza trabajos de su es-
pecialidad en un lugar determinado. Centro de operaciones. Com-
petencia de los tribunales de ese lugar. Artículo 3 de la Ley No. 259 de
1940.

En la especie. el examen de la sentencia impugnada pone de mani-
fiesto que la Cámara a-qua para reconocer la competencia del Tribunal
del Primer Grado y la suya, se fundó en que la empresa estaba radicada
en la ciudad de Baní ejecutando trabajos de su especialidad; que esta
afirmación no ha sido contestada por la recurrente, por lo que preciso es
admitir que la ejecución de esos trabajos constituía un centro de
operaciones, en donde es lógico y natural advertir que la empresa
recurrente realizaba actos de la vida jurídica, que condujeron a la
Cámara a-qua a apreciar que era un establecimiento de las carac-
terísticas previstas por la Ley No. 259 para atribuirle competencia en
las demandas de los recurridos; que, por tanto, la Cámara a-qua ha jus-
tificado su decisión al respecto, sin incurrir en los vicios señalados por
la recurrente.

Cas. 2 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2575.

Drogas. Corte de Apelación de Justicia Policial. Incompetencia.
Alegato no presentado por ante los Jueces del fondo. Inadmisible en
casación. Art. 61 de la Ley No. 285 de 1966. Código de Justicia Policial.

• El examen tanto de la sentencia impugnada, como del Acta de au-
diencia que culminó con dicho fallo pone de manifiesto que el acusado
no presentó ante los Jueces del fondo conclusiones tendentes a que se
declarara la incompetencia de la Jurisdicción Policial para conocer y
decidir el caso, sino que se limitó a pedir en grado de apelación, el so-
breseimiento del juicio hasta tanto la S.C. de J. decidiera la declinatoria
que por sospecha legitima habla solicitado; que, en consecuencia, los
medios de incompetencia propuestos, y que no están fundamentados en
hechos revelados en el curso de la instrucción son inadmisibles.

Cas. 11 abril 1982, B.J 869, Pág. 901

Drogas. Constitución irregular de la Corte de Apelación de Justicia
Policial. Coronel que firma un Informe recomendando la cancelación
del acusado y luego preside la Corte que va a juzgar los hechos que
dieron origen al Informe. Violación de los artículos 214 y 215 de la Ley
No. 285 de 1966, Cód. de Justicia Policial. Casación. Envío del asunto por
ante la misma Corte regularmente integrada.

Cas. 11 abril 1983, B.J. 869, Pág. 901

Drogas. Marihuana. Tráfico o venta de drogas. Art. 3 párrafo 1 de la
Ley No. 168 de 1975.

Cas. 19 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3283

Embargo inmobiliario practicado en virtud deja Ley No. 6186 de 1983.
Artículo 148 de dicha ley. Oposición. Incidente. Defecto. Oposición.
Recurso de oposición admisible.

El articulo 148 de la Ley No. 6186 de 1963. sobre Fomento Agrícola, in-
troduce una modificación implícita en el articulo 730 del Código de
Procedimiento Civil, para el caso de que el embargo inmobiliario sea
ejecutado según el procedimiento establecido por dicha Ley; como
ocurre en la especie, en cuyo caso el único recurso que no es permitido
contra la sentencia que decide sobre los incidentes del embargo, de
cualquier naturaleza que sea, es el de apelación; que, en ese orden de
ideas, la aludida sentencia puede ser objeto de cualquier otro recurso,
como la oposición y la casación siempre que concurran las condiciones
legales particulares requeridas para el ejercicio de dichos recursos;
que el articulo 730 del Código de Procedimiento Civil ha quedado limi-
tado en su aplicación al caso de que el procedimiento de embargo in-
mobiliario se practique conforme al derecho común; que al decidir lo
contrario el Tribunal a-quo hizo una falsa aplicación del articulo 730 del
Código de Procedimiento Civil y una errónea interpretación del artículo
148 de la Ley No. 6186 de 1963, sobre Fomento Agrícola, por lo cual la
sentencia impugnada debe ser casada sin necesidad de examinar los
demás medios propuestos por la recurrente.

Cas. 17 enero 1983, B.J. 866, Pág. 58.

Embargo inmobiliario practicado en virtud de la Ley No. 6186 de 1963.
Incidentes. Articulo 148 de dicha ley. Casación. Recurso admisible.

Cuando se trata de un embargo inmobiliario practicado en la forma
prescrita por la Ley No. 6186 de 1963, sobre F.A., como ocurre en la es-
pecie, el articulo 148 de la citada Ley deroga las reglas de derecho
común relativas al procedimiento de los incidentes del embargo, en
cuanto a la competencia y a las vias de recurso, limitando la prohibición
de ejercer tales vías al solo recurso de apelación; que, por lo tanto, el
medio de inadmisión propuesto por la recurrida carece de fundamento
y debe ser desestimado.

Cas. 17 enero 1983, B.J. 866, Pág. 58
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pero que dicha pieza es unilateral y no ñae sometida a juicio oral,
público y contradictorio, por todo lo cual no se debe tomar en cuenta";
pero, el examen de la sentencia impugnada y de los documentos que con
ella se relacionan, pone de relieve que el estudio en cuestión fue pro-
ducido ante la Jurisdicción del Primer Grado, sin que allí se suscitara
ningún incidente relativo a la regularidad de su contenido; que
asimismo dicho documento fue producido ante la Corte a-qua sin que
fuera objeto de ningún tipo de impugnación por la parte interesada en
hacerlo; que, en consecuencia, se advierte que el repetido documento,
contrariamente a lo sostenido por la Corte a .qua, fue sometido al debate
contradictorio y debió ser ponderado por ella; que de haberlo hecho po-
dría eventualmente haberle dado al caso, una solución distinta; que,
por lo tanto la sentencia impugnada debe ser casada por falta de base
legal.

Cas. 21 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2715.

Domicilio. Materia laboral. Empresa que realiza trabajos de su es-
pecialidad en un lugar determinado. Centro de operaciones. Com-
petencia de los tribunales de ese lugar. Articulo 3 de la Ley No. 259 de
1940.

En la especie, el examen de la sentencia impugnada pone de mani-
fiesto que la Cámara a-qua para reconocer la competencia del Tribunal
del Primer Grado y la suya, se fundó en que la empresa estaba radicada
en la ciudad de Sant ejecutando trabajos de su especialidad; que esta
afirmación no ha sido contestada por la recurrente, por lo que preciso es
admitir que la ejecución de esos trabajos constitula un centro de
operaciones, en donde es lógico y natural advertir que la empresa
recurrente realizaba actos de la vida jurídica, que condujeron a la
Cámara a-qua a apreciar que era un establecimiento de las carac-
terísticas previstas por la Ley No. 259 para atribuirle competencia en
las demandas de los recurridos; que, por tanto, la Cámara a-qua ha jus-
tificado su decisión al respecto, sin incurrir en los vicios señalados por
la recurrente.

Cas. 2 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2575.

Drogas. Corte de Apelación de Justicia Policial. Incompetencia.
Alegato no presentado por ante los Jueces del fondo. Inadmisible en
casación. Art. 61 de la Ley No. 285 de 1966. Código de Justicia Policial.

• El examen tanto de la sentencia impugnada, como del Acta de au-
diencia que culminó con dicho fallo pone de manifiesto que el acusado
no presentó ante los Jueces del fondo conclusiones tendentes a que se
declarara la incompetencia de la Jurisdicción Policial para conocer y
decidir el caso, sino que se limitó a pedir en grado de apelación, el so-
breseimiento del juicio hasta tanto la S.C. de J. decidiera la declinatoria
que por sospecha legitima habia solicitado; que, en consecuencia, los
medios de incompetencia propuestos, y que no están fundamentados en
hechos revelados en el curso de la instrucción son inadmisibles.

Cas. 11 abril 1982, B.J 869, Pág. 901

Drogas. Constitución irregular de la Corte de Apelación de Justicia
Policial. Coronel que firma un Informe recomendando la cancelación
del acusado y luego preside la Corte que va a juzgar los hechos que
dieron origen al Informe. Violación de los artículos 214 y 215 de la Ley
No. 285 de 1966, Cód. de Justicia Policial. Casación. Envio del asunto por
ante la misma Corte regularmente integrada.

Cas. 11 abril 1983, B.J. 869, Pág. 901

Drogas. Marihuana. Tráfico o venta de drogas. Art. 3 párrafo 1 de la
Ley No. 168 de 1975.

Cas. 19 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3283.

Embargo inmobiliario practicado en virtud de .1 a Ley No. 6186 de 1963.
Artículo 148 de dicha ley. Oposición. Incidente. Defecto. Oposición.
Recurso de oposición admisible.

El articulo 148 de la Ley No. 6186 de 1963, sobre Fomento Agrícola, in-
troduce una modificación implícita en el artículo 730 del Código de
Procedimiento Civil, para el caso de que el embargo inmobiliario sea
ejecutado según el procedimiento establecido por dicha Ley; como
ocurre en la especie, en cuyo caso el único recurso que no es permitido
contra la sentencia que decide sobre los incidentes del embargo, de
cualquier naturaleza que sea, es el de apelación; que, en ese orden de
ideas, la aludida sentencia puede ser objeto de cualquier otro recurso,
como la oposición y la casación siempre que concurran las condiciones
legales particulares requeridas para el ejercicio de dichos recursos;
que el articulo 730 del Código de Procedimiento Civil ha quedado limi-
tado en su aplicación al caso de que el procedimiento de embargo in-
mobiliario se practique conforme al derecho común; que al decidir lo
contrario el Tribunal a-quo hizo una falsa aplicación del artículo 730 del
Código de Procedimiento Civil y una errónea interpretación del artículo
148 de la Ley No. 6186 de 1963, sobre Fomento Agrícola, por lo cual la
sentencia impugnada debe ser casada sin necesidad de examinar los
demás medios propuestos por la recurrente.

Cas. 17 enero 1983, B.J. 866, Pág. 58.

Embargo Inmobiliario practicado en virtud de la Ley No. 6186 de 1963.
Incidentes. Articulo 148 de dicha ley. Casación. Recurso admisible.

Cuando se trata de un embargo inmobiliario practicado en la forma
prescrita por la Ley No. 6186 de 1963. sobre F.A.. como ocurre en la es-
pecie, el articulo 148 de la citada Ley deroga las reglas de derecho
común relativas al procedimiento de los incidentes del embargo, en
cuanto a la competencia y a las vías de recurso, limitando la prohibición
de ejercer tales vías al solo recurso de apelación; que, por lo tanto, el
medio de inadmisión propuesto por la recurrida carece de fundamento
y debe ser desestimado.

Cas. 17 enero 1983, B.J. 866, Pág. 58



LXXIV	 OLETIN JUDICIAL	 ZNIaInflf NI1,3101I	 LXXV

Embargo retentis o. Demanda en validez. Acogimiento de dicha
demanda. Demanda reconvencional improcedente.

Cas. 12 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3127 y 3262.
Ver: Ofrecimientos reales...
Emplazamiento en casación. Materia contencioso-administrativa.

Acto que carece de validez.
El recurrente invoca en su escrito de ampliación que habla em-

plazado en el plazo legal, y deposita un documento que dice ser una
copia del acto del emplazamiento cuyo original alega se le ha ex-
traviado; que dicho documento depositado en la S.C. de J. a estos efec-
tos por el recurrente, carece del día en que fue notificado, ni indica la
persona a quien le fuere hecha esa notificación como tampoco figura
la firma ni el sello del Alguacil, menciones y formalidades exigidas por
la Ley a pena de nulidad y por tanto el mismo carece de validez y debe
ser desestimado.

Cas. 23 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 540.

Emplazamiento. Omisión de la residencia del demandante. Ausencia
de agravio. Rechazamiento de la nulidad propuesta.

En el estado actual del derecho dominicano que se orienta hacia el
imperio de la justicia sustantiva y a la mayor eliminación posible de les
formalismos excesivos, la máxima "no hay nulidad sin agravio" cons-
tituye una regla jurídica consagrada de manera definitiva en el articulo
37 de la Ley No. 834 de 1978. que dispone que la nulidad no puede ser
pronunciada sino cuando el adversario que la invoca prueba el agravio
que le cause la irregularidad, aún cuando se trate de una formalidad
sustancial o de orden público; que como en la especie. a juicio de los
Jueces del caso, no se ha establecido que la nulidad invocada le haya
causado agravio al recurrente, es claro que la Corte a-qua al fallar
como lo hizo, no incurrió en la sentencia impugnada en los vicios y
violaciones denunciados en el medio que se examina, por lo cual el re-
ferido medio carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 23 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 535.

Escritura. Verificación. Facultad de los Jueces del fondo. Com-
probación hecha por los Jueces de que unos pagarés no fueron firmados
por el supuesto deudor. Art. 1324 del Código Civil.

Los Jueces del fondo tienen poder, sin incurrir en violación al articulo
1324 del Código Civil, para proceder por sí mismos a la verificación de
un escrito privado o de su firma, cuando estimen que en el proceso exis-
ten elementos de juicio suficientes que le permitan formar su con-
vicción en un sentido determinado; que en ese orden de ideas la Corte a-
qua pudo, como lo hizo, considerar que las firmas atribuidas a L.A.C. en
los pagareses en cuestión, no emanaban de éste, en base a las di-
ferencias existentes entre tales firmas y las que puestas por él en los
documentos de comparación no han sido objeto de ninguna im-
pugnación por la parte adversa; que, por otra parte, la apreciación de
esas diferencias es una cuestión de hecho que escapa al control de la

Corte de Casación; que, en tales condiciones, es evidente que la sen-
tencia impugnada no adolece de los vicios que se denuncian en el medio
que se examina, por lo cual procede desestimarlo.

Cas. 16 noviembre 1983, B.J. 1983, Pág. 876 y 3584.

Estado de Costas y Honorarios. Materia Laboral. Impugnación. Inob-
servancia del art. 5 de la Ley No. 302 de 1964. Violación de dicho texto
legal. Casación.

Cas. 21 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2711.
Ver: Costas y Honorarios. Estado de...

Fianza Judicatura solvi en casación. Ver: Casación.
Recurrente extranjero...
Cas. 11 abril 1983, B.J. 869, Pág. 882.

Fianza Judicatum Solvi. Compañia de Comercio constituida en el ex-
tranjero. Presunción de que tiene su domicilio en el país de su Cons-
titución. Alegato de que está domiciliada en la República Dominicana.
Prueba a cargo de la Compañia extranjera.

Ver: Compañia de Comercio extranjera. Presunción de domicilio en
el pais de su constitución...

Cas. 16 mano 1963, B.J. 868, Pág. 698.

Fianza Judicatum Sois'. Compañia extranjera que demanda el le
vantamiento o la nulidad de un embargo retentivo trabado contra ella.
No está obligada a prestar fianza pues se le considera como un deman-
dado.

En la especie, no obstante la excepción de fianza, se revela por el
examen del fallo impugnado que lo que dicha Corte ha expresado en de-
finitiva es que la recurrida no estaba obligada a prestar fianza en razón
de que ella perseguía el levantamiento de un embargo que se había tra-
bado en su contra, lo que implica que ejercía su derecho de defenderse
como demandada; que esa aseveración es correcta y justifica la
solucitn adoptada en relación con la referida excepción, ya que al ex-
tranjero demandado se le debe continuar considerando cómo tal, cuan-
do introduce una acción que tienda a la defensa contra una turbación
causada a sus derechos, como por ejemplo, cuando demanda el le-
vantamiento o la nulidad de un embargo.

Cas. 31 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2505.

Filiación Natural. Individuo que declara que a x señora le ha nacido
un hijo natural. Esa simple declaración no le atribuye paternidad al
declarante.

En la especie, el documento que se aportó por los Jueces del fondo,
para probar que F.M.G.M., era hijo de D.A. G., fue un Certificado de
declaración de nacimiento hecha por D.A.G., en que consta que el niño
E.M. es hijo natural de la señora A.S., pero sin que en dicho documento
conste que el declarante G. haya manifestado que ese niño. declarado '
por éi, sea su hijo.
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Embargo retentivo. Demanda en validez. Acogimiento de dicha
demanda. Demanda reconvencional improcedente.

Cas. 12 octubre 1983, B.J. 873, Pág. 3127 y 3262.
Ver: Ofrecimientos reales...
Empinamiento en casación. Materia contencioso-administrativa.

Acto que carece de validez.
El recurrente invoca en su escrito de ampliación que había em-

plazado en el plazo legal, y deposita un documento que dice ser una
copia del acto del emplazamiento cuyo original alega se le ha ex-
traviado; que dicho documento depositado en la S.C. de J. a estos efec-
tos por el recurrente, carece del día en que fue notificado, ni indica la
persona a quien te fuere hecha esa notificación como tampoco figura
la firma ni el sello del Alguacil, menciones y formalidades exigidas por
la Ley a pena de nulidad y por tanto el mismo carece de validez y debe
ser desestimado.

Cas. 23 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 540.

Emplazamiento. Omisión de la residencia del demandante. Ausencia
de agravio. Rechazamiento de la nulidad propuesta.

En el estado actual del derecho dominicano que se orienta hacia el
imperio de la justicia sustantiva y a la mayor eliminación posible de los
formalismos excesivos. la máxima "no hay nulidad sin agravio" cons-
tituye una regla jurídica consagrada de manera definitiva en el articulo
37 de la Ley No. 834 de 1978. que dispone que la nulidad no puede ser
pronunciada sino cuando el adversario que la invoca prueba el agravio
que le cause la irregularidad, aún cuando se trate de una formalidad
sustancial o de orden público; que como en la especie. a juicio de los
Jueces del caso, no se ha establecido que la nulidad invocada le haya
causado agravio al recurrente, es claro que la Corte a-qua al fallar
como lo hizo, no incurrió en la sentencia impugnada en los vicios y
violaciones denunciados en el medio que se examina, por lo cual el re-
ferido medio carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 23 febrero 1983. B.J. 867. Pág. 535.

Escritura. Verificación. Facultad de los Jueces del fondo. Com-
probación hecha por los Jueces de que unos pagarés no fueron firmados
por el supuesto deudor. Art. 1324 del Código Civil.

Los Jueces del fondo tienen poder, sin incurrir en violación al articulo
1324 del Código Civil, para proceder por si mismos a la verificación de
un escrito privado o de su firma, cuando estimen que en el proceso exis-
ten elementos de juicio suficientes que le permitan formar su con-
vicción en un sentido determinado; que en ese orden de ideas la Corte a-

qua pudo, como lo hizo. considerar que las firmas atribuidas a L.A.C. en
los pagareses en cuestión, no emanaban de éste, en base a las di-
ferencias existentes entre tales firmas y las que puestas por él en los
documentos de comparación no han sido objeto de ninguna im-
pugnación por la parte adversa; que, por otra parte. la apreciación de
esas diferencias es una cuestión de hecho que escapa al control de la
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Corte de Casada/. que, en tales condiciones, es evidente que la sen-
tencia impugnada no adolece de los vicios que se denuncian en el medio
que se examina, por lo cual procede desestimarlo.

Cas. 16 noviembre 1983, B.J. 1983, Pág. 876 y 3584.

Estado de Costas y Honorarios. Materia Laboral. Impugnación. Inob-
servancia del art. 5 de la Ley No. 302 de 1964. Violación de dicho texto
legal. Casación.

Cas. 21 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2711.
Ver: Castas y Honorarios. Estado de...

Fianza Judicatum solvi en casación. Ver: Casación.
Recurrente extranjero...
Cas. /1 abril 1983, B.J. 869. Pág. 882.

Fianza Judicatum Solvi. Compañía de Comercio constituida en el ex-
tranjero. Presunción de que tiene su domicilio en el país de su Cons-
titución. Alegato de que está domiciliada en la República Dominicana.
Prueba a cargo de la Compañia extranjera.

Ver: Compañia de Comercio extranjera. Presunción de domicilio en
el país de su constitución...
. Cas. 16 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 698.

Fianza Judicatum Solvi. Compañia extranjera que demanda el le
vantamiento o la nulidad de un embargo retentivo trabado contra ella.
No está obligada a prestar fianza pues se le considera como un deman-
dado.

En la especie, no obstante la excepción de fianza, se revela por el
examen del fallo impugnado que lo que dicha Corte ha expresado en de-
finitiva es que la recurrida no estaba obligada a prestar fianza en razón
de que ella perseguía el levantamiento de un embargo que se había tra-
bado en su contra, lo que implica que ejercía su derecho de defenderse
como demandada; que esa aseveración es correcta y justifica la
solución adoptada en relación con la referida excepción, ya que al ex-
tranjero demandado se le debe continuar considerando esomo tal, cuan-
do introduce una acción que tienda a la defensa contra una turbación
causada a sus derechos, como por ejemplo, cuando demanda el le-
vantamiento o la nulidad de un embargo.

Cas. 31 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2506.

Filiación Natural. Individuo que declara que a x señora le ha nacido
un hijo natural. Esa simple declaración no le atribuye paternidad al
declarante.

En la especie, el documento que se aportó por los Jueces del fondo,
para probar que F.M.G.M., era hijo de D.A. G., fue un Certificado de
declaración de nacimiento hecha por D.A.G., en que consta que el niño
F.M. es hijo natural de la señora A.S., pero sin que en dicho documento
conste que el declarante G. haya manifestado que ese niño. declarado '
por él, sea su hijo.
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Cas. 3 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1463.

Fraude. Contratista que contrata la construcción de varias escuelas y
no paga completo a sus trabajadores. Art. 2 de la Ley No. 3143 de 1951.

En la especie, se dio por establecido lo siguiente: que L. de la C. fue
contratado por el I.L. de la C.C. para que le realizara unos trabajos en
la construcción de las escuelas de G., S. y B.; que le quedó debiendo por
esos trabajos la suma de RDS1,009.87; que dicho I. se ha negado a
pagarle esa suma y han sido infructuosos los esfuerzos realizados para
que cumpliera con su obligación.

Cas. 13 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1290.

Habeas Corpus. Casación. Detenido que obtiene libertad provisional
bajo fianza. No ha lugar a examinar el recurso de casación.

En la especie, consta en el expediente que el recurrente se encontraba
en libertad bajo fianza ; que en tales condiciones, la casación de la sen-
tencia ahora impugnada sea cuáles fueren las irregularidades que ella
contenga, carecería de objeto, ya que la finalidad de la instancia de Ha
beas Corpus de que se trata, en lo que se refiere al interés del im
petrante, es que se le ponga en libertad.

Cas. 20 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1938.

Ilabeas Corpus. Juez que reenvía la causa y ordena la libertad del de•
tenido. Ausencia de falta disciplinaria.

El hecho de que un Juez de Habeas Corpus haya reenviado el
conocimiento del asunto para una audiencia cuya fecha exceda de tres
días, y haya dispuesto la libertad provisional de los detenidos, no cons-
tituye falta disciplinaria alguna en el ejercicio de sus funciones salvo
que se compruebe que haya actuado de ese modo obedeciendo a in-
tereses espurios, lo que no se ha establecido en la especie.

Sentencia disciplinaria, 8 de julio 1983, B.J. 872, Pág. 1801.

Ilabeas Corpus. Juez que no ordena la audición de las partes in-
teresadas y dispone la libertad del impetrante. Articulo 11 de la Ley de
Ilabeas Corpus. Facultad de los Jueces en esta materia.

Si bien es cierto que el referido texto legal dispone que el Juez de Ha-
beas Corpus "deberá oír a los testigos y a los interesados"; no menos
verdad es que ese texto se refiere a los testigos e interesados cuyos
nombres figuran . en el expediente de Habeas Corpus y que la necesidad
de su audición surja a juicio del Juez, en la instrucción de dicho recurso,
según lo dispone el articulo 17 de la indicada ley; que los Jueces del Ha-
beas Corpus pueden formar su convicción respecto del mantenimiento
de la prisión o de la revocación de la misma, mediante la audición de los
impetrantes, el examen de los documentos del expediente, y los alega-
tos del representante del Ministerio Público y los demás hechos y cir-
cunstancias aportados al debate: como ocurrió en la especie: que, por
tanto, no incurre en falta disciplinaria el Juez de Habeas Corpus que
para formar su convicción en un sentido determinado no haya tenido
necesidad de ordenar otras medidas de instrucción; que ese criterio se

reafirma aún más en el presente caso, en que ni el Ministerio Público ni
ninguna otra parte en el proceso formuló pedimento alguno en ese sen-
tido.

• Sentencia 8 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1794.

Habeas Corpus. Sentencia. Deber de los Jueces de Habeas Corpus.
En la especie, contra los impetrantes en cuestión, fue dictada una

sentencia por un funcionario judicial competente, ordenando que dichos
impetrantes fueran mantenidos en prisión por existir indicios de cul-
pabilidad", lo que significa que los referidos impetrantes, recurventes
por ante este Tribunal de alzada, están encarcelados po•-decisión del
Tribunal y Juez competente, con capacidad legal y facilitad para dictar
mandamiento de prisión; que como se advierte per, le antes transcrito,
tal y como sostienen los recurrentet la Corte ,a-qua incurrió al
declararlo así en los vicios y violaciones denunciadas y por tanto la
sentencia impugnada debe ser casada.

Cas. 19 enero 1983, B.J. 866, Pág. 64.

Heridas voluntarias que causaron la muerte. Marinero de la Marina
de Guerra que disparó contra un individuo que trató de entrar a un
recinto donde el marinero era centinela.

Cas. 28 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3743.

Hijos menores de edad. Guarda conferida al padre por sentencia con'
autoridad de cosa juzgada. No obligación del padre a suministrar
pensión para la manutención. Facultad de los Jueces.

Los Jueces del fondo al dictar sus sentencias no están obligados a
hacer un examen especifico de cada uno de los elementos aportados por
las partes, sino de aquellos que estimen decisivos para la solución de la
Mis; que en la especie los Jueces se apoyaron para dictar su fallo en
las sentencias definitivas dictadas por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, del 17 de noviembre del 1977, que dispuso que la guarda de los
mencionados menores estuviera a cargo de su padre D.E.D.M., y por la
Corte Superior de Caguas dictada en el mismo sentido el 30 de julio del
1975, y como una consecuencia de esta solución al litigio el padre
demandado no estaba en la obligación de suministrar la pensión a la
madre de dichos menores para su manutención; que, en consecuencia,
no se ha incurrido en la sentencia impugnada en los vicios y violaciones
de la Ley alegados por la recurrente, por lo que los medios del recurso
carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 15 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1533.

Illpoteca. Procedimiento de ejecución forzosa. Demanda en nulidad
de la hipoteca.

Cas. 4 marzo 1983, B.J. 868. Pág. 558.
Ver: Tribunal de Tierras. Certificado de Titulo. Fuerza ejecutoria..
Homicidio. Prueba. Rumor público como elemento corroborativo.
Cas. 10 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3109.
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1	 En la especie, contra los impetrantes en cuestión, fue dictada una
sentencia por un funcionario judicial competente, ordenando que dichos
impetrantes fueran mantenidos en prisión por existir indicios de cul-
pabilidad", lo que significa que los referidos impetrantes, recurpentes
por ante este Tribunal de alzada, están encarcelados pon decisión del
Tribunal y Juez competente, con capacidad legal y facilitad para dictar
mandamiento de prisión; ree corito se advierte pos lo antes transcrito,
tal y como sostienen los recurrenteh. la Corte ,a-qüa incurrió al
declararlo así en los vicios y violaciones denunciadas y por tanto la
sentencia impugnada debe ser casada.

Cas. 19 enero 1983, B.J. 866, Pág. 64.

I Heridas voluntarias que causaron la muerte. Marinero de la Marina
de Guerra que disparó contra un individuo que trató de entrar a un
recinto donde el marinero era centinela.

Cas. 28 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3743.

Hijos menores de edad. Guarda conferida al padre por sentencia con'
autoridad de cosa juzgada. No obligación del padre a suministrar
pensión para la manutención. Facultad de los Jueces.

Los Jueces del fondo al dictar sus sentencias no están obligados a
hacer un examen especifico de cada uno de los elementos aportados por
las partes, sino de aquellos que estimen decisivos para la solución de la
titis; que en la especie los Jueces se apoyaron para dictar su fallo en
las sentencias definitivas dictadas por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, del 17 de noviembre del 1977, que dispuso que la guarda de los
mencionados menores estuviera a cargo de su padre D.E.D.81., y por la
Corte Superior de Caguas dictada en el mismo sentido el 30 de julio del
1975, y como una consecuencia de esta solución al litigio el padre
demandado no estaba en la obligación de suministrar la pensión a la
madre de dichos menores para su manutención; que, en consecuencia,
no se ha incurrido en la sentencia impugnada en los vicios y violaciones
de la Ley alegados por la recurrente, por lo que los medios del recurso
carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 15 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1533.

hipoteca. Procedimiento de ejecución forzosa. Demanda en nulidad
de la hipoteca.

Cas. 4 marzo 1983, B.J. 868. Pág. 558.
Ver: Tribunal de Tierras. Certificado de Titulo. Fuerza ejecutoria..
llomicidio. Prueba. Rumor público como elemento corroborativa
Cas. 10 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3109.
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Cas. 3 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1463.

Fraude. Contratista que contrata la construcción de varias escuelas y
no paga completo a sus trabajadores. Art. 2 de la Ley No. 3143 de 1951.

En la especie, se dio por establecido lo siguiente: que L. de la C. fue
contratado por el I.1,. de la C.C. para que le realizara unos trabajos en
la construcción de las escuelas de G., S. y B.; que le quedó debiendo por
esos trabajos la suma de RD$1,009.87; que dicho t. se ha negado a
pagarle esa suma y han sido infructuosos los esfuerzos realizados para
que cumpliera con su obligación.

Cas. 13 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1290.

llabeas Corpus. Casación. Detenido que obtiene libertad provisional ,
bajo fianza. No ha lugar a examinar el recurso de casación.

En la especie, consta en el expediente que el recurrente se encontraba
en libertad bajo fianza ; que en tales condiciones, la casación de la sen-
tencia ahora impugnada sea cuáles fueren las irregularidades que ella
contenga, carecería de objeto, ya que la finalidad de la instancia de Ha
beas Corpus de que se trata, en lo que se refiere al interés del im
petrante, es que se le ponga en libertad.

Cas. 20 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1931

Habeas Corpus. Juez que temida la causa y ordena la libertad del de-
tenido. Ausencia de falta disciplinaria.

El hecho de que un Juez de Habeas Corpus haya reenviado el
conocimiento del asunto para una audiencia cuya fecha exceda de tres
días, y haya dispuesto la libertad provisional de los detenidos, no cons-
tituye falta disciplinaria alguna en el ejercicio de sus funciones salvo
que se compruebe que haya actuado de ese modo obedeciendo a in-
ternes espurios, lo que no se ha establecido en la especie.

Sentencia disciplinaria, 8 de julio 1983, B.J. 872, Pág. 1801.

Habeas Corpus. Juez que no ordena la audición de las partes in-
teresadas y dispone la libertad del impetrante. Articulo 11 de la Ley de
Habeas Corpus. Facultad de los Jueces en esta materia.

Si bien es cierto que el referido texto legal dispone que el Juez de Ba-
beas Corpus "deberá oír a los testigos y a los interesados"; no menos
verdad es que ese texto se refiere a los testigos e interesados cuyos
nombres f iguran . en el expediente de Habeas Corpus y que la necesidad
de su audición surja a juicio del Juez, en la instrucción de dicho recurso,
según lo dispone el articulo 17 de la indicada ley; que los Jueces del Ha-
beas Corpus pueden formar su convicción respecto del mantenimiento
de la prisión o de la revocación de la misma, mediante la audición de los
impetrantes, el examen de los documentos del expediente, y los alega-
tos del representante del Ministerio Público y los demás hechos y cir-
cunstancias aportados al debate; como ocurrió en la especie; que, por
tanto, no incurre en falta disciplinaria el Juez de Habeas Corpus que
para formar su convicción en un sentido determinado no haya tenido
necesidad de ordenar otras medidas de instrucción; que ese criterio se
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Homicidio voluntario y no Asesinato. Confesión del acusado. Rencilla
personal. Variación de la calificación.

Cas. 16 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2701.

Incompetencia. Alegato presentado por ante los Jueces del fondo y
rechazado implícitamente sin dar motivos justificativos del
rechazamiento.

En la especie, la Corte a-qua, al ordenar el informativo y la com-
parecencia personal de las partes, estaba admitiendo su competencia
para juzgar el asunto, lo que significa que rechazó implícitamente la
excepción de incompetencia propuesta, sin dar ningún motivo jus-
tificativo de ese rechazamiento; que tampoco en el fallo impugnado se
ofrecen los elementos de juicio necesarios que hubiesen permitido a la
S.C. de J. suplir los motivos no dados sobre ese punto, —la com-
petencia—, por ser de puro derecho; que una situación distinta hubiera
sido si la Corte a-qua. hubiera ordenado las indicadas medidas de ins-
trucción para probar, no el fundamento de la demanda como se hizo,
sino alguno de los hechos sobre la incompetencia planteada que fuera
necesario establecer para decidir si se trataba o no de una competencia
ratione-loci; que por tanto, es evidente que se incurrió en la sentencia
impugnada, en los vicios y violaciones denunciados, por lo cual dicho
fallo debe ser casado.

Cas. 20 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1365.

Incompetencia. Excepción. Materia laboral. Articulo 4 de la Ley No.
834 de 1978. Lesión al derecho de defensa. Casación.

En el presente caso el recurrente presentó ante la Cámara a-qua las
siguientes conclusiones: Renunciamos al contrainformati vo y con-
cluimos como sigue: Primero: Que el Tribunal declare su in-
competencia para conocer de este asunto, en virtud de aue la violación
sena lada por el demandante y hoy apelante, está enmarcada dentro de
las prescripciones de la Ley No. 3143 del II de diciembre del año 19G1,
publicada en la Gaceta Oficial No. 7363 es decir en ningún momento se
ha hecho reclamaciones enmarcadas dentro de las prestaciones la-
borales de las cuales sería competente ese Tribunal especial; Segundo:
Que el nombrado J.S., parte apelante sea condenado al pago de todas
las costas, distraídas en provecho de los abogados concluyentes por
haberlas avanzado en su totalidad; que se nos conceda un plazo de cinco
(5) dias para ampliar o motivar las presentes conclusiones"; que como
se advierte esas conclusiones plantean de una manera formal la excep-
ción de incompetencia ante la jurisdicción apoderada, que de conformi-
dad con lo que establece el articulo 4 de la Ley No. 834 de 1978, "El juez
puede. en la misma sentencia pero por disposiciones distintas
declararse competente y estatuir sobre el fondo del litigio, salvo previa-
mente poner a las partes en mora de concluir sobre el fondo, en una
próxima audiencia a celebrarse en un plazo que no excederá de 15 días,
a partir de la audiencia". que al fallar el Juez a-quo el fondo del litigio.
sin antes poner en mora al hoy recurrente a fin de que concluyera sobre

el fondo del asunto. es obvio que se violó su derecho de defensa y en
consecuencia procede la casación de la sentencia impugnada sin
necesidad de examinar los demás medios del recurso.

Cas. 10 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3098.

Incompetencia. Excepción presentada primera vez en casación.
Alegatos de que en la especie se trataba de un Ajuste y no de un contrato
de trabajo regido por las leyes laborales. Excepción inadmisible. Art. 2
de la Ley No. 834 de 1978.

En el presente caso, los alegatos del recurrente tienden a demostrar
que en la especie el trabajador demandante no estaba amparado por un
Contrato de Trabajo sometido a Leyes Laborales, sino por un contrato
de ajuste regido por el Código Civil; que en definitiva, tales alegatos
van dirigidos a proponer, por primera vez, y en casación, la in-
competencia de la jurisdicción laboral apoderada; pero, que el examen
de la sentencia impugnada pone de manifiesto que el hoy recurrente
compareció por ante el Juez del Primer Grado y concluyó solicitando
primero una comunicación de documentos y luego, que se rechazar.; la
demanda "por improcedente e infundada"; que además, por ante el
Tribunal de Segundo Grado, el indicado recurrente no compareció ypor tanto no propuso la incompetencia del referido Tribunal, que de
conformidad con el articulo 2 de la Ley No. 834 de 1978. "Las ex-
cepciones deben a pena de inadmisibilidad, ser presentadas simul-
táneamente y antes de toda defensa al fondo o fin de inadmisión. Se
procederá de igual forma cuando las reglas invocadas en apoyo de la
excepción sean de orden público. La demanda en comunicación de
documentos no constituye una causa de inadmisión de las excepciones.
Las disposiciones del primer párrafo no son obstáculo tampoco a la
aplicación de los articulas 31. 35 y 40"; como en la especie la excepción
de incompetencia de la jurisdicción laboral no fue propuesta por ante
los Jueces del fondo. es obvio, que por aplicación del texto legal antes
transcrito dicha excepción; que, por tanto, los alegatos relativos a ese •
punto carecen de-fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 2 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3405.
Inconstitucionalidad de una ley. Ley aprobada en una tercera legisla-. tura,-Act: 41 de la Constitución.WoWebri.	 —

Los propósitos pei-seguidoa póT; eTlegislador constituyente en relación
con los proyectos de ley que hayan quedado "pendientes" en cualquiera
de las dos Cámaras al cerrarse la legislatura dentro de la cual seiniciara, no han sido otros de que tales proyectos se conviertan en ley o
se rechacen en la siguiente legislatura, de manera que los legisladores
no tengan como "pendientes" proyectos que debieron ser aprobados o
rechazados en dos legislaturas consecutivas, criterio éste que se rea-
firma por la circunstancia de que el constituyente ha dispuesto que
cuando eso no ocurra así, los referidos proyectos se consideraran como
no iniciados";

Cas. 16 diciembre 1983, B.J. 877, Pág. 3976.
Instituto Agrario Dominicano. Parecieras q ue venden sus mejoras sin

IÍ

Íj



BOLETÍN JUDICIAL

Homicidio voluntario y no Asesinato. Confesión del acusado. Rencilla
personal. Variación de la calificación.

Cas. 16 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2701.

Incompetencia. Alegato presentado por ante los Jueces del fondo y
rechazado implícitamente sin dar motivos justificativos del

rechazamiento.
En la especie, la Corte a-qua, al ordenar el informativo y la com-

parecencia personal de las partes, estaba admitiendo su competencia
para juzgar el asunto, lo que significa que rechazó implícitamente la
excepción de incompetencia propuesta, sin dar ningún motivo jus-
tificativo de ese rechazamiento; que tampoco en el fallo impugnado se
ofrecen los elementos de juicio necesarios que hubiesen permitido a la
S.C. de J. suplir los motivos no dados sobre ese punto, —la com-
petencia—, por ser de puro derecho; que una situación distinta hubiera
sido si la Corte a-qua, hubiera ordenado las indicadas medidas de ins-
trucción para probar, no el fundamento de la demanda como se hizo,
sino alguno de los hechos sobre la incompetencia planteada que fuera
necesario establecer para decidir si se trataba o no de una competencia
ratione-loci; que por tanto, es evidente que se incurrió en la sentencia
impugnada, en los vicios y violaciones denunciados, por lo cual dicho
fallo debe ser casado.

Cas. 20 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1365.

Incompetencia. Excepción. Materia laboral. Artículo 4 de la Ley No.
834 de 1918. Lesión al derecho de defensa. Casación.

En el presente caso el recurrente presentó ante la Cámara a-qua las
siguientes conclusiones: Renunciamos al contrainformati vo y con-
cluimos como sigue: Primero: Que el Tribunal declare su in-
competencia para conocer de este asunto, en virtud de aue la violación
señalada por el demandante y hoy apelante. está enmarcada dentro de
las prescripciones de la Ley No. 3143 del II de diciembre del año )951,
publicada en la Gaceta Oficial No. 7363 es decir en ningún momento se
ha hecho reclamaciones enmarcadas dentro de las prestaciones la-
borales de las cuales seda competente ese Tribunal especial; Segundo:
Que el nombrado J.S., parte apelante sea condenado al pago de todas
las costas, distraídas en provecho de los abogados concluyentes por
haberlas avanzado en su totalidad; que se nos conceda un plazo de cinco
(51 días para ampliar o motivar las presentes conclusiones"; que como
se advierte esas conclusiones plantean de una manera formal la excep-
ción de incompetencia ante la jurisdicción apoderada, que de conformi-
dad con lo que establece el articulo 4 de la Ley No. 1114 de 1978, "El juez
puede. en la misma sentencia pero por disposiciones distintas
declararse competente y estatuir sobre el fondo del litigio, salvo previa-
mente poner a las partes en mora de concluir sobre el fondo, en una
próxima audiencia a celebrarse en un plazo que no excederá de 15 días,
a partir de la audiencia", que al fallar el Juez a-quo el fondo del litigio.
sin antes poner en mora al hoy recurrente a fin de que concluyera sobre
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el fondo del asunto, es obvio que se violó su derecho de defensa y en
consecuencia procede la casación de la sentencia impugnada sin
necesidad de examinar los demás medios del recurso.

Cas. 10 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3098.

Incompetencia. Excepción presentada primera vez en casación.
Alegatos de que en la especie se trataba de un Ajuste y no de un contrato
de trabajo regido por las leyes laborales. Excepción inadmisible. Art. 2
de la Ley No. 834 de 1978.

En el presente caso, los alegatos del recurrente tienden a demostrar
que en la especie el trabajador demandante no estaba amparado por un
Contrato de Trabajo sometido a Leyes Laborales, sino por un contrato
de ajuste regido por el Código Civil; que en definitiva, tales alegatos
van dirigidos a proponer, por primera vez, y en casación, la in-
competencia de la jurisdicción laboral apoderada; pero, que el examen
de la sentencia impugnada pone de manifiesto que el hoy recurrente
compareció por ante el Juez del Primer Grado y concluyó solicitando
primero una comunicación de documentos y luego, que se rechazar.: la
demanda "por improcedente e infundada"; que además, por ante el
Tribunal de Segundo Grado, el indicado recurrente no compareció y
por tanto no propuso la incompetencia del referido Tribunal, que de
conformidad con el artículo 2 de la Ley No. 834 de 1978. "Las ex-
cepciones deben a pena de inadmisibilidad, ser presentadas simul-
táneamente y antes de toda defensa al fondo o fin de inadmisión. Se
procederá de igual forma cuando las reglas invocadas en apoyo de la
excepción sean de orden público. La demanda en comunicación de
documentos no constituye una causa de inadmisión de las excepciones.
Las disposiciones del primer párrafo no son obstáculo tampoco a la
aplicación de los artículos 3135 y 40"; como en la especie la excepción
de incompetencia de la jurisdicción laboral no fue propuesta por ante
los Jueces del fondo, es obvio, que por aplicación del texto legal antes
transcrito dicha excepción; que, por tanto, los alegatos relativos a ese -
punto carecen de-fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 2 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3405.
Inconstitucionalidad de una ley. Le grobada en una tercera legisla-
turav-kt. 41 de la Constitución.~cfr5i—i.

Los propósitos perseguidosp—df el-legislador constituyente en relación
con los proyectos de ley que hayan quedado "pendientes" en cualquiera
de las dos Cámaras al cerrarse la legislatura dentro de la cual se
iniciara, no han sido otros de que tales proyectos se conviertan en ley o
se rechacen en la siguiente legislatura, de manera que los legisladores
no tengan como "pendientes" proyectos que debieron ser aprobados o
rechazados en dos legislaturas consecutivas, criterio éste que se rea-
firma por la circunstancia de que el constituyente ha dispuesto que
cuando eso no ocurra así, los referidos proyectos se considerarán como
no iniciados";

Cas. 16 diciembre 1983, B.J. 877, Pág. 3976.

Instituto Agrario Dominicano. Parceleros que venden sus mejoras sin
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autorización del Instituto. Violación a la Ley No. 289 de 1972. 	 •
La Corte a-qua, para declarar culpables a A.A.E. y a R.F., del delito

de estafa, dio por establecido lo siguiente: que a los prevenidos
recurrentes, el Instituto A.D., les asignó sendas parcelas y ellos ce-
dieron en venta las mejoras existentes, a favor de J.E S.P., por la suma
de RD$1.500.00 cada una, sin autorización del Instituto; que los hechos
así establecidos no constituyen a cargo de los prevenidos el delito de es-
tafa como apreció erróneamente la Corte a-qua, sino el de violación a la
Ley No. 289 del 20 de marzo de 1972, la cual sanciona ese hecho en su ar-
ticulo 13 con las penas de un mes a dos años de prisión, o multa de
RD$50.00 a RD5500.00, que sin embargo, ese error en la calificación, no
puede conducir a la casación de la sentencia impugnada ya que la pena
de cincuenta pesos de multa, impuesta a los pro ienidos recurrentes es-
tá legalmente justificada, dentro de las sancionsestableci das en la re-

ferida Ley.
Cas. 8 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1484.

Instrucción correccional. Testimonios. Facultad de los Jueces del
fondo. Derecho de defensa debidamente protegido.

Los Jueces del fondo no están obligados a expresar en sus sentencias
los nombres de los testigos, ni a reproducir sus declaraciones, como
tampoco a dar razones por las cuales aprecian unas más sinceras que
otras, sino que basta que hagan las ponderaciones pertinentes de los
hechos y circunstancias que les sirvan de base para formar su con-
vicción y que permitan a la Corte de Casación ejercer su facultad de
control; que, no obstante en la sentencia del Tribunal de Primer Grado
figura reproducida la declaración del testigo, con amplitud suficiente
de su contenido y como la Corte a-qua adoptó los motivos de esta sen-
tencia, no tenía necesidad de oír nuevamente a J.V., si no lo consi-
deraba necesario para el esclarecimiento de los hechos; que respecto a
la audición del prevenido, en la sentencia impugnada consta, que éste
no compareció. no obstante, haber sido regularmente citado; así como
en cuanto a la persona civilmente responsable y la Compañia asegura-
dora puesta en causa, que estuvieron representadas por su abogado, in-
tendenieron en la causa, en la cual concluyeron al fondo, por lo que el
derecho de defensa de los recurrentes no pudo ser lesionado por esas
circunstancias.

Cas. 12 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3153.

Instrucción criminal. Casación. Nulidades. Irregularidades de la ins-
trucción invococadas en la jurisdicción de juicio. Medios de casación
improcedentes.

En la especie, en sus primeras cuatro medios de casación, reunidos,
los recurrentes se han limitado a alegar, en síntesis, que en la sentencia
impugnada se ha incurrido en irregularidades atinentes a la pro-
videncia calificativa, al acta de acusación y al apoderamiento del Juez
de Instrucción; pero, las nulidades relativas a la instrucción del proceso
criminal no pueden ser invocadas en la jurisdicción de juicio; que, en
efecto, la jurisdicción de la instrucción tiene dos grados, la primera
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compuesta por el Juez de Instrucción, cuyas decisiones sólo pueden ser
recurridas en apelación ante la Cámara de Calificación, y la segunda,
compuesta por esta Cámara, cuyas decisiones no son susceptibles de
ningún recurso, conforme al articulo 127 reformado, del Código de
Procedimiento Criminal; que, en corcecuencia, los medios que se
examinan son improcedentes y por tanto deben ser desestimados.

Cas. 17 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1554.

Instrucción de un proceso civil. Publicidad. Articulo 17 de la Ley de
Organización Judicial.

En la sentencia impugnada consta que la misma fue dictada en au-
diencia pública, única condición requerida por el articulo 17 de la Ley
No. 821 de 1927, sobre Organización Judicial, , para el respeto del prin-
cipio de la publicidad del proceso; que nada se opone a que en materia
civil y comercial una sentencia sea pronunciada sin que las partes se
encuentren presentes ni hayan sido citadas para su pronunciamiento,
siempre que lo haya sido en audiencia pública, como ocurrió en la es-
pecie.

Cas. 17 octubre 1983, B.J. 875, Pág 3211.

Inscripción en falsedad. Rechazamiento de la demanda. Motivación
correcta.

Cas. 18 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1912.
Ver: Compañia de comercio. Convocatoria...

Impuesto sobre la Renta. Cálculo. Párrafo 11 del articulo 55 de la Ley
No. 5911 de 1962.

Cuando las ventas a que se refiere este articulo sea n giradas o acre-
ditadas al exterior serán gravadas además con 18 por ciento único, su-
jeto a retención, que este impuesto se aplica de conformidad con el texto
transcrito precedentemente a los beneficios que en su totalidad se acre-
diten al exterior, sin que se pueda pretender que se admita como de-
ducible de esa suma el pago del impuesto que en cada ejercicio se haga
por concepto del 18 por ciento mencionado; que por otra parte, con-
trariamente a como lo alega la recurrente, el Tribunal a-quo antes de
juzgar el fondo del recurso, ordenó el 11 de diciembre de 1973. una me-
dida de instrucción consistente en el depósito del expediente completo
que culminó con la Resolución No. 406-71 del Secretario de Estado de
Finanzas, documentos que fueron ponderados en la sentencia im-
pugnada; que además la misma contiene u.ia relación de los hechos de
la causa y una motivación suficiente, sin desnaturalización alguna que
han permitido a la S.C. de J. verificar que en la especie se ha hecho una
correcta aplicación de la Ley, razón por la cual los medios que se
examinan carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 29 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1707.

Información testimonial. Articulo 73 de la Ley No. 834 de 1978. Sen-
llsacia con dispositivo contradictorio.
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compuesta por el Juez de Instrucción, cuyas decisiones sólo pueden ser
recurridas en apelación ante la Cámara de Calificación, y la segunda,
compuesta por esta Cámara, cuyas decisiones no son susceptibles de
ningún recurso, conforme al artículo 127 reformado, del Código de
Procedimiento Criminal; que, en consecuencia, los medios que se
examinan son improcedentes y por tanto deben ser desestimados.

Cas. 17 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1554.

Instrucción de un proceso civil. Publicidad. Artículo 17 de la Ley de
Organización Judicial.

En la sentencia impugnada consta que la misma fue dictada en au-
diencia pública, única condición requerida por el articulo 17 de la Ley
No. 821 de 1927, sobre Organización Judicial,. para el respeto del prin-
cipio de la publicidad del proceso; que nada se opone a que en materia
civil y comercial una sentencia sea pronunciada sin que las partes se
encuentren presentes ni hayan sido citadas para su pronunciamiento,
siempre que lo haya sido en audiencia pública. como ocurrió en la es-
pecie.

Cas. 17 octubre 1983, B.J. 875, Pág 3211.

Inscripción en falsedad. Rechazamiento de la demanda. Motivación
correcta.

Cas. 18 julio 1923, B.J. 872, Pág. 1912.
Ver: Compañia de comercio. Convocatoria...

Impuesto sobre la Renta. Cálculo. Párrafo 11 del articulo 55 de la Ley
No. 5911 de 1962.

Cuando las ventas a que se refiere este artículo sean giradas o acre-
ditadas al exterior serán gravadas además con 18 por ciento único, su-
jeto a retención, que este impuesto se aplica de conformidad con el texto
transcrito precedentemente a los beneficios que en su totalidad se acre-
diten al exterior, sin que se pueda pretender que se admita como dr
ducible de esa suma el pago del impuesto que en cada ejercicio se haga
por concepto del 18 por ciento mencionado; que por otra parte, con-
trariamente a como lo alega la recurrente, el Tribunal a-quo antes de
juzgar el fondo del recurso, ordenó el 11 de diciembre de 1973, una me-
dida de instrucción consistente en el depósito del expediente completo
que culminó con la Resolución No. 406-71 del Secretario de Estado de
Finanzas, documentos que fueron ponderados en la sentencia im-
pugnada; que además la misma contiene una relación de los hechos de
la causa y una motivación suficiente, sin desnaturalización alguna que
han permitido a la S.C. de J. verificar que en la especie se ha hecho una
correcta aplicación de la Ley, razón por la cual los medios que se
examinan carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 29 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1707.

Información testimonial. Articulo 73 de la Ley No. 834 de 1978. Sen-
►'Aleja con dispositivo contradictorio.
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autorización del Instituto. Violación a la Ley No. 289 de 1972.
La Corte a-qua, para declarar culpables a A.A.E. y a R.F., del delito

de estafa, dio por establecido lo siguiente: que a los prevenidos
recurrentes, el instituto A.D., les asignó sendas parcelas y ellos ce-
dieron en venta las mejoras existentes, a favor de J.E.S.P., por la suma
de RD$1,500.00 cada una, sin autorización del Instituto: que los hechos
así establecidos no constituyen a cargo de los prevenidos el delito de es-
tafa corno apreció erróneamente la Corte a-qua, sino el de violación a la
Ley No. 289 del 20 de marzo de 1972, la cual sanciona ese hecho en su ar-
ticulo 13 con las penas de un mes a dos años de prisión, o multa de
RD550.00 a RD$500.00; que sin embargo, ese error en la calificación, no
puede conducir a la casación de la sentencia impugnada ya que la pena
de cincuenta pesos de multa. impuesta a los prevenidos recurrentes es-
tá legalmente justificada, dentro de las sancioneestablecidas en la re-
ferida Ley.

Cas. 8 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1484.

Instrucción correccional. Testimonios. Facultad de los Jueces del
fondo. Derecho de defensa debidamente protegido.

Los Jueces del fondo no están obligados a expresar en sus sentencias
los nombres de los testigos, ni a reproducir sus declaraciones, como
tampoco a dar razones por las cuales aprecian unas más sinceras que
otras, sino que basta que hagan las ponderaciones pertinentes de los
hechos y circunstancias que les sirvan de base para formar su con-
vicción y que permitan a la Corte de Casación ejercer su facultad de
control; que, no obstante en la sentencia del Tribunal de Primer Grado
figura reproducida la declaración del testigo, con amplitud suficiente
de su contenido y como la Corte a-qua adoptó los motivos de esta sen-
tencia, no tenla necesidad de oír nuevamente a J.V., si no lo consi-
deraba necesario para el esclarecimiento de los hechos: que respecto a
la audición del prevenido, en la sentencia impugnada consta, que éste
no compareció, no obstante, haber sido regularmente citado; así como
en cuanto a la persona civilmente responsable y la Compañia asegura-
dora puesta en causa, que estuvieron representadas por su abogado, in-
tervienieron en la causa, en la cual concluyeron al fondo, por lo que el
derecho de defensa de los recurrentes no pudo ser lesionado por esas
circunstancias.

Cas. 12 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3153.

Instrucción criminal. Casación. Nulidades. Irregularidades de la ins-
trucción invococadas en la jurisdicción de juicio. Medios de casación
improcedentes.

En la especie, en sus primeros cuatro medios de casación, reunidos,
los recurrentes se han limitado a alegar, en síntesis. que en la sentencia
impugnada se ha incurrido en irregularidades atinentes a la pro-
videncia calificativa, al acta de acusación y al apoderamiento del Juez
de Instrucción; pero, las nulidades relativas a la instrucción del proceso
criminal no pueden ser invocadas en la jurisdicción de juicio; que, en
efecto, la jurisdicción de la instrucción tiene dos grados, la primera
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1963. Facultades de la Junta Monetaria y del Superinteniente de
Liquidación de un Banco Comercial. Articulo 36 de la Ley No. 708 de

Bancos.
Cas. 29 julio 1983. B.J. 872, Pág. 2050.
Ver: Banco Comercial. Liquidación.

Mandato . Comisión para vender \ Honorarios para el mandatario.
Documento desnaturalizado. Casación de la sentencia.

Como se advierte por lo anteriormente transcrito, la carta en cuestión
se limitó, en el punto que se refiere al recurrente, a la comunicación por
su autor al destinatario de la misma, de que el recurrente se había
comprometido a abonarle el monto de sus honorarios, pero sin que exis-
ta en ella ni en ningún otro documento del proceso, constancia alguna de
la aceptación del recurrente para asumir esa obligación; que al deducir
la Corte a-qua de la aludida carta la existencia de la obligación de que
se trata, en las condiciones expuestas, es evidente que incurrió en la
desnaturalización de la misma, al hacerle producir efectos que no le
correspondía; por lo cual procede la casación de la sentencia im-
pugnada, sin necesidad de examinar los demás medios del recurso.

Cas. 19 octubre 1983, B.J. 875, Pag. 32r.0.

Mandato para administrar un edificio no incluye el "poder" especial
para demandar en Justicia.

Cas. 18 abril 1983, B.J. 8G9, Pág. 960.

Médico. Mala conducta notoria. Juicio disciplinario. Artículo 8 de la
Ley No. 111 de 1942, sobre Exequátur. Privación del Exequátur por un
año.

En el presente caso, por las declaraciones del testigo oldo, por todo lo
expuesto en la audiencia y por el contenido del expediente en que
figuran los sometimientos judiciales antes indicados y los demás hechos
y circunstancias de la causa, se ha establecido que el médico Dr.
M.M.L.B. ha observado una mala conducta notoria en el ejercicio de su
profesión.

Sent. 7 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2586.

Menores. Asistencia obligatoria. Ley No. 2402 de 1950. Condenado a 2

Ii
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Cas. 9 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2G27

Juez. Causa disciplinaria. llancas Corpus. Falta no probada. Des
cargo.

Ver: Habeas Corpus. Juez que no ordena...
Sentencia disciplinaria. 8 Julio 1983, B.J. 872, Pág. 1794.

Ley. Inconstitucionalioan ce una ley por naber sido aprobada en tres
legislaturas y no en dos como lo exige el párrafo 1ro. del art. 41 de la
Constitución

Cas. 16 diciembre 1983, B.J 877, Pág. 3976.

BOLETIN JUDICIAL
	

L XX X III

años de prisión que recurre en casación. Art. 36 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación. Recurso inadmisible.

Cas. 14 diciembre 1983, B.J. 877, Págs. 3903, 3919, 3922 y 3933.

Menor. Asistencia obligatoria. Ley No. 2402 de 1950. Sometimiento
contra un Diputado. Prevenido que no comparece a las audiencias no
obstante estar citado. Crédito a la declaración de la querellante.

Cas. 28 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2835.

Menores. Asistencia obligatoria. Paternidad discutida. Descargo del
prevenido. Sentencia carente de motivos. Casación.

En la especie, de acuerdo con los hechos y circunstancias del proceso,
el prevenido L.MV. convivió maritalmente con la recurrente por varios
años, y supo por información de ella misma que se encontraba em-
barazada, y fue después de haber alumbrado a la niña A. cuando
comenzó a negar la paternidad y, al respecto dice: "conocí esa niña
después de tener meses y vf que no era mía pero note dije nada porque
estaba muy tierna"; que la sentencia impugnada pone de manifiesto
que no se analizó la declaración del prevenido que admitió haber con-
vivido maritalmente con la recurrente, para determinar, como era
imperativo, si dicha menor fue concebida durante el periodo en que
existían las citadas relaciones sexuales, y, que, por tanto, la sentencia
impugnada carece de motivos suficientes que permiten determinar si la
Ley ha sido o bien o mal aplicada, por lo que la misma debe ser casada.

Cas. 11 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1843.

Menores. Asistencia obligatoria. Recurso de la madre. Querellante
limitado al monto de la pensión pues el prevenido fue condenado a dos
años.

Para fijar en la suma de RDS30.00 la pensión mensual que el padre en
falta debe pasar a la madre querellante para la manutención de los tres
menores procreados por ellos, el Juzgado a-quo ponderó, según consta
en la sentencia impugnada, las necesidades de dichos menores y las
posibilidades del padre, y en base a esa ponderación formó su con-
vicción en el sentido de que tal suma era suficiente para subvenir a las
necesidades de los menores en cuestión; que al proceder de esa manera
el Juzgado a-quo se ajustó a las reglas legales que rigen la materia.

Cas. 30 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3752.

Menores. Manutención. Paternidad discutida. Sentencia que no pon-
dera hechos esenciales del proceso. Insuficiencia de instrucción.
Casación.

'lis El Juez de Segundo Grado se limitó a señalar en definitiva, que en la
specie, la madre querellante no aportó la prueba de que habla sos-
enido relaciones Intimas con el prevenido, sin ponderar, como era su
kber, las declaraciones de la querellante en las que sostuvo tales
relaciones con el prevenido y que como consecuencia de las mismas,
quedó embarazada; que de ese hecho tenían conocimiento un hermano
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Cas. 9 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2627

Juez. Causa disciplinaria. llancas Corpus. Falla no probada. Des
cargo.

Ver: Habeas Corpus. Juez que no ordena...
Sentencia disciplinaria. 8 Julio 1983, B.J. 872, Pág. 1794.

Ley. InconstitucionalMa n cíe una ley por naber sido aprobada en tres
legislaturas y no en dos como lo exige el párrafo lro. del art. 41 de la
Constitución

Cas. 16 diciembre 1983, B.J 877, Pág. 3976.

Liquidación de un Banco Comercial. Articulo 36 de la Ley No. 708 de
1965. Facultades de la Junta Monetaria y del Superintendente de
Bancos.

Cas. 29 julio 1983, B.J. 872, Pág. 2050.
Ver: Banco Comercial. Liquidación.

Mandato . Comisión para venuer \ Honorarios para el mandatario.
Documento desnaturalizado . Casación de la sentencia.

Como se advierte por lo anteriormente transcrito, la carta en cuestión
se limitó, en el punto que se refiere al recurrente, a la comunicación por
su autor al destinatario de la misma, de que el recurrente se había
comprometido a abonarle el monto de sus honorarios, pero sin que ex is.
ta en ella ni en ningún otro documento del proceso, constancia alguna de
la aceptación del recurrente para asumir esa obligación; que al deducir
la Corte a-qua de la aludida carta la existencia de la obligación de que
se trata, en las condiciones expuestas, es evidente que incurrió en la
desnaturalizació n de la misma, al hacerle producir efectos que no le
correspondía; por lo cual procede la casación de la sentencia im-
pugnada, sin necesidad de examinar los demás medios del recurso.

Cas. 19 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3260.	 •

Mandato para administrar un edificio no incluye el "poder" especial
para demandar en justicia.

Cas. 18 abril 1983, B.J. 869, Pág. 960.

Médico. Mala conducta notoria. Juicio disciplinario. Artículo 8 de la
Ley No. III de 1942, sobre Exequátur. Privación del Exequátur por un
año.

En el presente caso, por las declaraciones del testigo oído, por todo lo
expuesto en la audiencia y por el contenido del expediente en que
figuran los sometimientos judiciales antes indicados y los demás hechos
y circunstancias de la causa, se ha establecido que el médico Dr.
M.M.L.B. ha observado una mala conducta notoria en el ejercicio de su
profesión.

Sent. 7 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2586.

Menores. Asistencia obligatoria. Ley No. 2402 de 1950. Condenado a 2
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años de prisión que recurre en casación. Art. 36 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación. Recurso inadmisible.

Cas. 14 diciembre 1983, B.J. 877, Págs. 3903,3919, 3922 y 3933.

Menor. Asistencia obligatoria. Ley No. 2402 de 1950. Sometimiento
contra un Diputado. Prevenido qué no comparece a las audiencias no
obstante estar citado. Crédito a la declaración de la querellante.

Cas. 28 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2855.

Menores. Asistencia obligatoria. Paternidad discutida. Descargo del
prevenido. Sentencia carente de motivos. Casación.

En la especie, de acuerdo con los hechos y circunstancias del proceso,
el prevenido L.MV. convivió maritalmente con la recurrente por varios
años, y supo por información de ella misma que se encontraba em-
barazada, y fue después de haber alumbrado a la niña A. cuando
comenzó a negar la paternidad y, al respecto dice: "conocí esa niña
después de tener meses y vi que no era mía pero note dije nada porque
estaba muy tierna"; que la sentencia impugnada pone de manifiesto
que no se analizó la declaración del prevenido que admitió haber con-
vivido maritalmente con la recurrente, para determinar, como era
imperativo, si dicha menor fue concebida durante el período en que
existían las citadas relaciones sexuales, y, que, por tanto, la sentencia
impugnada carece de motivos suficientes que permiten determinar si la
Ley ha sido o bien o mal aplicada, por lo que la misma debe ser casada.

Cas. 11 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1843.

Menores. Asistencia obligatoria. Recurso de la madre. Querellante
limitado al monto de la pensión pues el prevenido fue condenado a dos

aillIsa.ra fijar en la suma de RDS30.00 la pensión mensual que el padre en
falta debe pasar a la madre querellante para la manutención de los tres
menores procreados por ellos, el Juzgado a-quo ponderó, según consta
en la sentencia impugnada, las necesidades de dichos menores y las
posibilidades del padre, y en base a esa ponderación formó su con-
vicción en el sentido de que tal suma era suficiente para subvenir a las
necesidades de los menores en cuestión; que al proceder de esa manera
el Juzgado a-quo se ajustó a las reglas legales que rigen la materia.

Cas. 30 noviembre 1983, S.J.. 	 876, Pág. 3752.

Menores. Manutención. Paternidad discutida. Sentencia que no pon-
dera hechos esenciales del proceso. Insuficiencia de instrucción.
tasación.

El Juez de Segundo Grado se limitó a señalar en definitiva, que en la
specie, la madre querellante no aportó la prueba de que habla sos-
enido relaciones Intimas con el prevenido, sin ponderar, como era su
kber, las declaraciones de la querellante en las que sostuvo tales
relaciones con el prevenido y que como consecuencia de las mismas,
quedó embarazada; que de ese hecho tenían conocimiento un hermano

1

F.
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del prevenido llamado J .R., quien facilitó la suma de RD$130.00 para el
parto; que además, sigue afirmando la querellante, que dicho hermano
del prevenido le prestó ayuda para comprar la leche de la niña; que por
otra parte, el Juez a .quo no ponderó el contenido de las cartas que apor-
tó la querellante como prueba de que él sotenla relaciones intimas con
ella, cartas que en cambio sí ponderó el Juez de Primer Grado llegando
a la Convicción de que las había escrito dicho prevenido, no obstante ha-
ber afirmado éste que no las escribió; que la referida querellante señalo
también en sus declaraciones, los diversos sitios en donde sostuvo
relaciones Intima con el prevenido en un periodo que se remonta al de la
época de la concepción, todo lo cual, frente a la negativa del prevenido
de ser padre de la menor, debió ser investigado en interés de una buena
administración de justicia, citando a los propietarios o gerentes de los
hoteles y de las casas en donde la querellante era llevada por cl pre-
venido, según su aseveración; que tampoco en la sentencia impugnada
se hace constar si el Juez a-quo tuvo la oportunidad de ver a la criatura
cuya paternidad se le atribuye al prevenido, a fin de ponderar si exislia
o no algún parecido físico entre la menor y dicho prevenido que pudiera
servir de elemento de juicio para la edificación del Juez respecto de la
paternidad que se discute, ponderación que si hizo el Juez del Primer
Grado y entendió que existía un "gran parecido de la niña con su
presunto padre"; que esa deficiencia en la instrucción de la causa cons-
tituye el vicio de falta de base legal, lo que ha impedido a la S.C. de J.,
verificar, como Corte de Casación, si en la especie se ha hecho o no una
correcta aplicación de la Ley.

Cas. 16 septiembre 1983, B.J. 874, Pag. 2696

Menores. Asistencia obligatoria. Recurso interpuesto por la madre
querellante. Sentencia que redujo la pensión sin dar motivos. Casación
de dicha sentencia.

Como se advierte el recurrido ha sido condenado a aos años de
prisión, por haber violado la Ley No. 2402 en perjuicio de los menores
pro .creados con la recurrente, por lo que este recurso, interpuesto por la
madre querellante, debe limitarse al monto de la pensión, que la
recurrente había solicitado por RDS80.00, pero que fue fijada en
RDS50.00 por el Tribunal de Primer Grado y reducida a RD$3o.00 por la
Cámara a-qua ; de acuerdo con el articulo' de la Ley No. 2402 de 1950, la
obligación de los padres de atender a los hijos menores debe fijarse
teniendo en cuenta, las necesidades de los menores y los medios
económicos de los padres: que el examen del fallo impugnado pone de
manifiesto que el Juez a-quo no ponderó las condiciones, señaladas ni
expuso los hechos en que se basó para reducir el monto de la pensión;
que en tales circunstancias la sentencia impugnada debe ser casada en
cuanto al monto de la pensión, por falta de motivos y base legal.

Cas. 25 mano 1983, B.J. 8G8, Pág. 821

Nulidad. Irregularidades de fondo que afectan la validez de los actos.
Mandato para administrar un edificio no incluye el "poder" para
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demandar. Arts. 2, 31, 33, 39 y 40 de la Ley No. 834 de 1978. Irregularidad
propuesta en grado de apelación.

En la especie, el hecho de que la Cámara a-qua acogiera la excepción
de nulidad, indicada precedentemente, no constituye una des-
naturalización de las conclusiones del recurrente, en el sentido ante el
Tribunal de Primer Grado, sino que habla concluido al fondo, como
tampoco que al no formular simultáneamente ante dicha Cámara las
excepciones de la comunicación de documentos ante dicha Cámara y de
la indicada nulidad por falta de poder de la Compañia de I., C. por A.,
para representar a A.M.A., éstas quedaron cubiertas, en virtud del ar-
ticulo 2 de la Ley No. 834 de11978, toda vez que la decisión al respecto de
la Cámara a-qua se justifica por las disposiciones del articulo 40 de
dicha ley, según la cual las excepciones de nulidad fundadas en el in-
cumplimiento de las reglas de fondo relativas a los actos de proce-
dimiento, pueden ser propuestas en todo estado de cáusa, que como mo-
tivo de derecho esta Corte de Casalión, suple en el presente caso. en su
defecto en el Val lo impugnado, para justificarlo legalmente; porque si es
% erdad que el artículo 2 de la citada Ley No. 834 establece en su párra-
fo primero que "las excepciones, deben, a pena de inadmisibilidad ser
propuestas simultáneamente y antes de toda defensa o fin de inad.
misión". en su último párrafo	 prevee que "las disposiciones del
primer párrafo no son obstáculo tampoco a la aplicación de los ar-
tículos 31, 35 y Re • disposición que al atenuar el rigor de la primera par-
te del texto crea una excepción que permitió a esa Cámara admitir las
conclusiones del recurrido, en las circunstancias señaladas; que, por
tanto, dicha Cámara tampoco en este alegato como en los examinados
anteriormente, ha incurrido en los vicios denunciados por el recurrente.

Cas. 18 abril 1983, B.J. 869, Pág. 960.

ofrecimientos reales. Articulas 1 7 y 1258 del Código Civil y 812 y 813
del Código de Procedimiento Civil. Valores no presentados al acreedor.
Consignación que no produce (rectos válidos.

De conformidad con las dis posiciones de los artículos 1257 y 1258 del
Código Civil y 812 y 813 cel Código de Procedimiento Civil, el
ofrecimiento de pago para ser válido debe designar el objeto ofrecido, si
es en especie, su enumeración; hacer la mención de la respuesta de la
no aceptación o aceptación Gel acreedor y su firma, su rehuso a la
declaración de no poder hacerk, o sea, que el funcionario actuante debe
presentar en forma real al aoreedor los valores adeudados en el
momento mismo del ofrecimier to, pero que según consta en la sen-
tencia impugnada el acto del 9 do febrero de 107, por el cual, como se
dice anteriormente, el recurren'e hizo el ofrecimiento de pago al
recurrido, no consignaba las menciones indicadas, ni fueron presen-
tados al acreedor los valores adeudados, por lo que, como lo afirma la
Corte a-qua, el citado acto no constituía un verdadero y real ofrecimien-
lo de pago y en consecuencia, la consignación no podía producir sus
efectos.

Cas. 12 octubre 1983, B.J. 873, Pág. 3127 y 28110/83, Pág. 3362.
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del prevenido llamado J.R., quien facilitó la suma de RD$130.00 para el
parto; que además, sigue afirmando la querellante, que dicho hermano
del prevenido le prestó ayuda para comprar la leche de la niña; que por
otra parte, el Juez a-quo no ponderó el contenido de las cartas que apor-
tó la querellante como prueba de que él sotenia relaciones intimas con
ella. cartas que en cambio si ponderó el Juez de Primer Grado llegando
a la convicción de que las había escrito dicho prevenido, no obstante ha-
ber afirmado éste que no las escribió; que la referida querellante señaló
también en sus declaraciones, los diversos sitios en donde sostuvo
relaciones intima con el prevenido en un periodo que se remonta al de la
época de la concepción, todo lo cual, frente a la negativa del prevenido
de ser padre de la menor, debió ser investigado en interés de una buena
administración de justicia, citando a los propietarios o gerentes de las
hoteles y de las casas en donde la querellante era llevada por cl pre-
venido, según su aseveración: que tampoco en la sentencia impugnada
se hace constar si el Juez a-quo tuvo la oportunidad de ver a la criatura
cuya paternidad se le atribuye al prevenido, a fin de ponderar si existía
o no algún parecido físico entre la menor y dicho prevenido que pudiera
servir de elemento de juicio para la edificación del Juez respecto de la
paternidad que se discute, ponderación que c i hizo el Juez del Primer
Grado y entendió que existía un "gran parecido de la niña con su
presunto padre"; que esa deficiencia en la instrucción de la causa cons-
tituye el vicio de falta de base legal, lo que ha impedido a la S.C. de J.,
verificar, como Corte de Casación, si en la especie se ha hecho o no una
correcta aplicación de la Ley.

Cas. 16 septiembre 1983, B.J. 874, l'ag. 26%

Menores. Asistencia obligatoria. Recurso interpuesto por la madre
querellante. Sentencia que redujo la pensión sin dar motivos. Casación
de dicha sentencia.

Como se advierte el recurrido ha sido condenado a dos años de
prisión, por haber violado la Ley No. 2402 en perjuicio de los menores
pro creados con la recurrente, por lo que este recurso, interpuesto por la
madre querellante, debe limitarse al monto de la pensión, que la
recurrente había solicitado por RDS80.00, pero que fue fijada en
RDSSO.00 por el Tribunal de Primer Grado y reducida a RD130.00 por la
Cámara a-qua: de acuerdo con el articulo 1 de la Ley No. 2402 de 1950, la
obligación de los padres de atender a los hijos menores debe fijarse
teniendo en cuenta, las necesidades de los menores y los medios
económicos de los padres; que el examen del fallo impugnado pone de
manifiesto que el Juez a-quo no ponderó las condiciones, señaladas ni
expuso los hechos en que se basó para reducir el monto de la pensión;
que en tales circunstancias la sentencia impugnada debe ser casada en
cuanto al monto de la pensión, por falta de motivos y base legal.

Cas. 25 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 821

Nulidad. Irregularidades de fondo que afectan la validez de los actos.
Mandato para administrar un edificio no incluye el "poder" para
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demandar. Arts. 2, 31,33, 39 y 40 de la Ley No. 834 de 1978. Irregularidad
propuesta en grado de apelación.

En la especie, el hecha de que la Cámara a-qua acogiera la excepción
de nulidad, indicada precedentemente, no constituye una des-
naturalización de las conclusiones del recurrente, en el sentido ante el
Tribunal de Primer Grado, sino que habla concluido al fondo, como
tampoco que al no formular simultáneamente ante dicha Cámara las
excepciones de la comunicación de documentos ante dicha Cámara y de
la indicada nulidad por falta de poder de la Compañia de I., C. por A.,
para representar a A.M.A., éstas quedaron cubiertas. en virtud del ar-
ticulo 2 de la Ley No. 834 del 1978, toda vez que la decisión al respecto de
la Cámara a-qua se justifica por las disposiciones del articulo 40 de
dicha ley, según la cual las excepciones de nulidad fundadas en el in-
cumplimiento de las reglas de fondo relativas a los actos de proce-
dimiento, pueden ser propuestas en todo estado de cáusa, que como mo-
tivo de derecho esta Corte de Casación, suple en el presente caso, en su
defecto en el' allo impugnado, para justificarlo legalmente; porque si es
verdad que el articulo 2 de la citada Ley No. 834 establece en su párra-
fo primero que "las excepciones, deben, a pena de inadmisibilidad ser
propuestas simultáneamente y antes de toda defensa o fin de inad-
mkión-, en su último párrafo 	 prevee que "las disposiciones del
primer párrafo no son obstáculo tampoco a la aplicación de los ar.
lindos 31, 35y 40" disposición que al atenuar el rigor de la primera par-
te del texto crea una excepción que permitió a esa Cámara admitir las
conclusiones del recurrido, en las circunstancias señaladas: que, por
tanto, dicha Cámara tampoco en este alegato como en los examinados
anteriormente, ha incurrido en los vicios denunciados por el recurrente.

Cas. 18 abril 1983, B.J. 869, Pág. 960.

Ofrecimientos reales. Artículos 1Z 7 y 1258 del Código Civil y 812 y 813
del Código de Procedimiento Civil. atores no presentados al acreedor.
Consignación que no produce t fectos válidos.

De conformidad con las disiosiciones de los artículos 1257 y 1258 del
Código Civil y 812 y 813 ce! Código de Procedimiento Civil, el
ofrecimiento de pago para ser válido debe designar el objeto ofrecido, si
es en especie, su enurneració.1; hacer la mención de la respuesta de la
no aceptación o aceptación oel acreedor y su firma, su rehuso a la
declaración de no poder hacerlc. osea. que el funcionario actuante debe
presentar en forma real al arreedor los valores adeudadas en el
momento mismo del ofrecimiet to, pero que según consta en la sen-
tencia impugnada el acto del 9 de febrero de I917, por el cual, como se
dice anteriormente, el recurren'e hizo el ofrecimiento de pago al
recurrido, no consignaba las menciones indicadas, ni fueron presen-
tados al acreedor los valores adeudados, por lo que, como lo afirma la
Corte a-qua, 'Mellado acto no constituía un verdadero y real ofrecimien-
to de pago y en consecuencia, la consignacion no podía producir sus
efectos.

Cas. 12 octubre 1983, B.J. 873, Pág. 3127 y 28/10/83, Pág. 3362.
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Oposición. Materia Civil. Régimen anterior a la Ley No. 845 de 1978.
Arts. 155,156, 157, 158y 159 del Código de Procedimiento Civil.

El antiguo articulo 155 del Código de Procedimiento Civil, vigente
para la época en que se interpuso el recurso de oposición de que se trata,
se limitaba a pronunciar una prohibición de ejecutar la sentencia dic-
tada en defecto, en la octava siguiente de su notificación a la parte con-
denada, si ésta no tenla abogado constituido; que es evidente que esa
prohibición estaba dirigida exclusivamente contra la parte que tuviese
interés en la ejecución de la sentencia, pero no respecto de la parte que
precisamente se opone a esa ejecución; que, por su parte el articulo 157
del citado cuerpo legal fijaba un plazo de octava para interponer el
recurso de oposición, a partir de la notificación de la sentencia en de-
fecto al abogado de la parte defectante, si ésta parte habla constituido
abogado, o lo que es lo mismo, cuando el defecto se declare por falta de
concluir, pero cuando el defecto fuera por falta de comparecer contra el
demandado, por no haber éste constituido abogado, el plazo de la
oposición se extendia hasta la ejecución de la sentencia, conforme lo
disponía el ya derogado articulo 158 del aludido Código; que, como en la
especie, la sentencia recurrida en oposición fue dictada en defecto por
falta de comparecer de la hoy recurrente, por no haber ésta constituido
abogado es obvio que ella disponía de un plazo que se extendía hasta la
ejecución de la sentencia, para interponer el recurso de oposición.

Cas. 19 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3266.

Oposición. Materia Civil. Sentencia en defecto. Notificación. Acto de
Alguacil que no consigna la relación existente entre el destinatario y la
persona que recibe la copia del acto. Casación. Art. 68 del Código de
Procedimiento Civil.

Según consta en la sentencia Impugnada, la notificación del fallo
recurrido en oposición fue hecha al abogado en manos de 11.P., quien
segun el Alguacil actuante "dicha persona le dijo ser un vividor de la
casa", que no habiéndose consignado la relación existente entre la
persona que recibía la copia y el destinatario del acto tal como lo re-
quiere para su validez el articulo 68 del Código de Procedimiento Civil,
la S.C. de J. no ha sido puesta en condiciones de verificar sien la especie
la ley ha sido bien o mal aplicada, por lo cual procede la casación de la
sentencia impugnada por falta de base legal.

Cas. 4 noviembre 1983. B.J. 876, Pág. 3468.

Oposición en Materia Civil. Casación. Recursos que no pueden
acumularse.

Las vías de la oposición y la casación no pueden acumularse; que si el
recurrente escoge la ida de la retractación y hace oposición no puede
recurrir en casación sino contra la sentencia que intervenga sobre la' '

oposición.
Cas. 20 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1967.

Oposición. Materia Comercial. Alegato de fuerza mayor basado en
una huelga de choferes. Alegato no justificado.
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En la sentencia impugnada consta que la Corte a-qua para rechazar
el alegato del recurrente de que no pudo asistir a la audiencia por una
causa de fuerza mayor basada en una huelga de choferes, expuso en
dicho fallo. lo siguiente: que si bien se ha establecido que el ella señalado
para el conocimiento del referido recurso de apelación el transporte
público de esta ciudad resultó entorpecido por una huelga de con-
ductores de vehículos, también es cierto que esa situación no impidió
que las labores de este Tribunal transcurrieran normalmente ese día.
conociéndose habitualmente todas las audiencias civiles fijadas para
esa fecha jueves 2 de agosto de 1979 a las nueve horas de la mañana, sin
que debido a esa circunstancia la Corte se viera precisada a cancelar
los roles fijados para esa fecha; como se advierte los Jueces del fondo
dentro de sus facultades soberanas de apreciación de los hechos de la li-
tis, ponderaron los alegatos del recurrente, y al decidir que en la es-
pecie no hubo obstáculo alguno que impidiera la celebración de las au-
diencias del día 2 de agosto de 1979, es claro que la referida Corte no sólo
no incurrió 'en vicio alguno que justifique la casación de la sentencia
impugnada sino que hizo en cuanto a ese punto se refiere, una adecuada
aplicación de sus facultades soberanas de apreciación, lo que, como
cuestión de hecho, escapa al control de la casación;

Cas. 11 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 622.

Pacto colectivo de condiciones de trabajo. lita movilidad sindical por
el término de un año. Articulo 109 del Código de Trabajo. Sentencia que
desnaturaliza esa cláusula del Pacto.

Cas. 29 julio 1983, B.J. 872, Pág. 2969 y 2074.

Partición de comunidad matrimonial. Alegato de nulidad. Ejecución
voluntaria del acto argüido de nulidad. Confirmación tácita. Art. 1338
del Código Civil.

Si bien es cierto que los motivos expuestos por la Corte a-qua para
justificar la sentencia impugnada, son erróneos, no es menos cierto que
resulta de dicha sentencia y de los documentos que le sirven de fun-
damento, que el acto de partición argüido de nulidad por la recurrente,
fue ejecutado voluntariamente por las partes después de la disolución
del régimen matrimonial; que esa ejecución voluntaria equivale a una
confirmación tácita del referido acto, en los términos del articulo 1383
del Código Civil; que si ciertamente, en principio, el acto afectado de
una nulidad absoluta no puede ser objeto de una confirmación expresa o
tácita, esa confirmación es posible cuando se produce después que
haya cesado la causa de la nulidad, como ocurre en la especie; que en
ese orden de ideas, no obstante los motivos erróneos retenidos por la
Corte a-qua, la sentencia impugnada se encuentra plena y legalmente
justificada por los motivos de puro derecho suplidffl por la S.C. de J.

Cas. 9 febrero de 1983, B.J. 867, Pág. 3•4. 3 	 3 -

Partición. Demanda intentada en base a un crédito cuya reclamación
habla sido desestimada. Rechazamiento de la demanda en partición.
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Oposición. Materia Civil. Régimen anterior a la Ley No. 845 de 1978.
Arts. 155, 156. 157, 158 y 159 del Código de Procedimiento Civil.

El antiguo articulo 155 del Código de Procedimiento Civil, vigente
para la época en que se interpuso el recurso de oposición de que se trata,
se limitaba a pronunciar una prohibición de ejecutar la sentencia dic-
tada en defecto, en la octava siguiente de su notificación a la parte con-
denada, si ésta no tenia abogado constituido; que es evidente que esa
prohibición estaba dirigida exclusivamente contra la parte que tuviese
interés en la ejecución de la sentencia, pero no respecto de la parte que
precisamente se opone a esa ejecución; que, por su parte el articulo 157
del citado cuerpo legal fijaba un plazo de octava para interponer el
recurso de oposición, a partir de la notificación de la sentencia en de-
fecto al abogado de la parte defectante, si ésta parte habla constituido
abogado, o lo que es lo mismo, cuando el defecto se declare por falta de
concluir, pero cuando el defecto fuera por falta de comparecer contra el
demandado, por no haber éste constituido abogado, el plazo de la
oposición se extendía hasta la ejecución de la sentencia, conforme lo
disponía el ya derogado articulo 158 del aludido Código; que. como en la
especie, la sentencia recurrida en oposición fue dictada en defecto por
falta de comparecer de la hoy recurrente, por no haber ésta constituido
abogado es obvio que ella disponía de un plazo que se extendía hasta la
ejecución de la sentencia, para interponer el recurso de oposición.

Cas. 19 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3266. -

Oposición. Materia Civil. Sentencia en defecto. Notificación. Acto de
Alguacil que no consigna la relación existente entre el destinatario y la
persona que recibe la copia del acto. Casación. Art. 68 del Código de
Procedimiento Civil.

Según consta en la sentencia impugnada, la notificación del fallo
recurrido en oposición fue hecha al abogado en manos de R.P., quien
segun el Alguacil actuante "dicha persona le dijo ser un vividor de la
casa", que no habiéndose consignado la relación existente entre la
persona que recibía la copia y el destinatario del acto tal como lo re-
quiere para su validez el artículo 68 del Código de Procedimiento Civil,
la S.C. de J. no ha sido puesta en condiciones de verificar si en la especie
la ley ha sido bien o mal aplicada, por lo cual procede la casación de la
sentencia impugnada por falta de base legal.

Cas. 4 noviembre 1993, B.J. 876, Pág. 3468.

Oposición en Materia Civil. Casación. Recursos que no pueden
acumularse.

Las vías de la oposición y la casación no pueden acumularse; que si el
recurrente escoge la vía de la retractación y hace oposición no puede
recurrir en casación sino contra la sentencia que intervenga sobre la
oposición.

Cas. 20 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1967.

Oposición. Materia Comercial. Alegato de fuerza mayor basado en
una huelga de choferes. Alegato no justificado.
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En la sentencia impugnada consta que la Corte a-qua para rechazar
el alegato del recurrente de que no pudo asistir a la audiencia por una
causa de fuerza mayor basada en una huelga de choferes, expuso en
dicho fallo, lo siguiente: que si bien se ha establecido que el día señalado
para el conocimiento del referido recurso de apelación el transporte
público de esta ciudad resultó entorpecido por una huelga de con-
ductores de vehículos, también es cierto que esa situación no impidió
que las labores de este Tribunal transcurrieran normalmente ese dia,
conociéndose habitualmente todas las audiencias civiles fijadas para
esa fecha Jueves 2 de agosto de 1979 a las nueve horas de la mañana, sin
que debido a esa circunstancia la Corte se viera precisada a cancelar
los roles fijados para esa fecha; como se advierte los Jueces del fondo
dentro de sus facultades soberanas de apreciación de los hechos de la li-
tis, ponderaron los alegatos del recurrente, y al decidir que en la es-
pecie no hubo obstáculo alguno que impidiera la celebración de las au-
diencias del dia 2 de agosto de 1979, es claro que la referida Corte no sólo
no incurrió en vicio alguno que justifique la casación de la sentencia
impugnada sino que hizo en cuanto a ese punto se refiere, una adecuada
aplicación de sus facultades soberanas de apreciación, lo que, como
cuestión de hecho, escapa al control de la casación;

Cas. 11 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 622.

Pacto colectivo de condiciones de trabajo. Inamovilidad sindical por
el término de un año. Articulo 109 del Código de Trabajo. Sentencia que
desnaturaliza esa cláusula del Pacto.

Cas. 29 julio 1983, B.J. 872, Pág. 2069 y 2074.

Partición de comunidad matrimonial. Alegato de nulidad. Ejecución
voluntaria del acto argüido de nulidad. Confirmación tácita. Art. 1338
del Código Civil.

Si bien es cierto que los motivos expuestos por la Corte a-qua para
justificar la sentencia impugnada, son erróneos, no es menos cierto que
resulta de dicha sentencia y de los documentos que le sirven de fun-
damento, que el acto de partición argüido de nulidad por la recurrente.
fue ejecutado voluntariamente por las partes después de la disolución
del régimen matrimonial; que esa ejecución voluntaria equivale a una
confirmación tácita del referido acto, en los términos del articulo /383
del Código Civil; que si ciertamente, en principio, el acto afectado de
una nulidad absoluta no puede ser objeto de una confirmación expresa o
tácita, esa confirmación es posible cuando se produce después que
haya cesado la causa de la nulidad, como ocurre en la especie; que en
ese orden de ideas, no obstante los motivos erróneos retenidos por la
Corte a-qua, la sentencia impugnada se encuentra plena y legalmente
justificada por los motivos de puro derecho suplidffi por la S.C. de J.

Cas. 9 febrero de 1983, B.J. 867, Pág. SI. 3 4- Y -

Partición. Demanda intentada en base a un crédito cuya reclamación
habla sido desestimada. Rechazamiento de la demanda en partición.



El examen de la sentencia impugnada revela que la Corte a-qua para
rechazar la demanda en partición de que se trata, expresó que la misma
fue incoada tomando como base la supuesta acreencia de RDS48.000.00
alegada por el demandante originario; pero, habiendo esta Corte deses-
timado la reclamación de dicha suma, mediante su sentencia de fecha
10 de julio de 1980, es forzoso, como consecuencia de ese fallo, el

rechazamiento, en cuanto al fondo, de la presente demanda en partición
y la revocación de la sentencia que lo ordenó; como se advierte por lo
precedentemente expuesto, la Corte a-qua nn decidió en la sentencia
impugnada sobre la existencia del crédito alegado, cuestión que había
sido resuelta por la misma Corte en su sentencia del 10 de julio de 1980,
sino que basándose en lo decidido por esta última sentencia, rechazó la
demanda en partición: que, en consecuencia, el medio en cuestión
carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 21 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2726.

Partición. Demanda. Menor de edad. Sentencia no notificada al pro-
tutor del menor. Sentencia que no pronuncia condenación contra el
menor. Inaplicación del art. 444 del Código Civil. Apelación admisible.
Medios suplidos por la S.C. de J.

Si es cierto que son improcedentes los motivos expuestos por la Corte
a-qua para admitir el recurso de apelación de que se trata, ya que en el
caso no era necesaria la notificación de la sentencia apelada al Protutor
del menor, para que comenzara a correr el plazo de la apelación, en
razón de que dicha sentencia no pronuncia ninguna condenación contra
el aludido menor, no es menos cierto que los motivos de puro derecho
expuestos por la S.C. de J., para justificar la desestimación del primer
medio de casación propuesto por los recurrentes, son suficientes para
suplir los expuestos por la Corte a-qua y dejar plenamente justificado el
dispostivo de la sentencia impugnada; que, en consecuencia, el medio
que se examina carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 21 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2720.
V.-r: Apelación. Materia Civil. Apelación de una sentencia en defecto.

Paternidad. Reclamación de parternidad para fines de asistencia al
hijo menor de edad. Paternidad no establecida. Sentencia bien mo-
tivada.

Cas.	 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3658.

Paternidad discutida. Análisis de sangre que excluye al prevenido
como posible padre. Descargo. Sentencia bien motivada.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que el
Juzgado a-quo para fallar como lo hizo expresó lo siguiente: "que al
realizar la prueba de la paternidad se concluyó que el señor 0.B. que-
daba excluido como pádre biológico de la niña Y.A. P., ya que según los
grupos sanguíneos, padres "O" sólo pueden engendrar hijos "O'', y la
niña Y.P. es del grupo A., por lo que se descarta a O.B. como presunto
padre"; que como se advierte por lo anteriormente transcrito, el Juzga-
do a-quo para decidir que el prevenido O.B. no era el padre de la menor

procreada por la recurrente, se basó esencialmente en el resultado del
experticio sanguíneo practicado al efecto, que excluyó a dicho pre-
venido: que al proceder en esa forma el Juzgado a-quo aplicó correc-
tamente las reglas de prueba que rigen la materia, por lo cual no ha
incurrido, al dictar la sentencia impugnada, en ninguna violación a la
Ley;

Las. 23 noviembre 1983; B.J. 876, Pág. 3667.

Paz Pública. Crimen contra la paz pública. Incitación a la su-
blevación. Agente de la Policía que ocupa una emisora radial y man-
tiene como rehenes a varias personas.

Cas. 18 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3603.

Perención. Materia Laboral. Apelante que apela de una sentencia que
le condena al pago de prestaciones. Inacción del apelante durante más
de 3 años.

En la especie, la Cámara a-qua no decidió el recurso de apelación de
los recurrentes por el exceso de trabajo, sino por el hecho imputable al
apelante de que no realizó ninguna actuación durante los tres años con-
tados desde noviembre de 1975 hasta el 22 de junio de 1979, fecha de la
demanda en perención; que además en el expediente consta el acto de
fecha 22 de junio de 1979 del Alguacil L.A.M. de Estrados de la S.C. de J.
mediante el cual se comprueba que la hoy recurrida citó al hoy
recurrente y a los abogados de éste, para que comparecieran a la au-
diencia del 24 de julio de 1979 que celebrara la Cámara a-qua para
conocer de la demanda en perención; que en otro orden de ideas, el
hecho de que no estén funcionando los Tribunales creados por el Código
de Trabajo no impide que se intenten las demandas en perención en ma-
teria laboral si, como ha ocurrido en la especie, tal demanda está jus-
tificada dentro de las disposiciones legales correspondientes; que los
motivos de la sentencia impugnada que han sido transcritos, los cuales
son suficientes y pertinentes, justifican plenamente el dispositivo de la
sentencia impugnada; que, además, dicha sentencia contiene una
relación completa de los hechos y circunstancias de la litis que ha
permitido a la Suprema Corte de Justicia verificar como Corte de
Casación, que en la especie se ha hecho una correcta aplicación de la
Ley a los hechos debidamente comprobados por el Juez del fondo.

Cas. 22 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1998.

Perención. Materia laboral.
Ver: Contrato de trabajo. Apelación del patrono. Perención...
Cas. 16 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 688.

Prescripción en materia correccional. Artículo 453 del Código de
Procedimiento Criminal. Apelación. Interrupción.

El examen de la sentencia impugnada, pone de manifiesto que la Cor-
te a -qua, para desestimar este alegato, tuvo en cuenta que la sentencia
del 4 de noviembre de 1975, fue recurrida en apelación por R. de la It.,
P.T.S. y D. de S., C. por A., el 7 de noviembre de dicho año, habiéndose
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El examen de la sentencia impugnada revela que la Corte a-qua para
rechazar la demanda en partición de que se trata, expresó que la misma
fue incoada tomando como base la supuesta acreencia de RD$48.000.00
alegada por el demandante originario: pero, habiendo esta Corte deses-
timado la reclamación de dicha suma, mediante su sentencia de fecha
10 de julio de 1980, es forzoso, como consecuencia de ese fallo, el
rechazamiento, en cuanto al fondo, de la presente demanda en partición
y la revocación de la sentencia que lo ordenó; como se advierte por lo
precedentemente expuesto, la Corte n-qua no decidió en la sentencia
impugnada sobre la existencia del crédito alegado, cuestión que habla
sido resuelta por la misma Corte en su sentencia del 10 de julio de 1980,
sino que basándose en lo decidido por esta última sentencia, rechazó la
demanda en partición; que, en consecuencia, el medio en cuestión
carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 21 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2726.

Partición. Demanda. Menor de edad. Sentencia no notificada al pro-
tutor del menor. Sentencia que no pronuncia condenación contra el
menor. Inaplicación del art. 444 del Código Civil. Apelación admisible.
Medios suplidos por la S.C. de J.

Si es cierto que son improcedentes los motivos expuestos por la Corte
a-qua para admitir el recurso de apelación de que se trata, ya que en el
caso no era necesaria la notificación de la sentencia apelada al Protutor
del menor, para que comenzara a correr el plazo de la apelación, en
razón de que dicha sentencia no pronuncia ninguna condenación contra
el aludido menor, no es menos cierto que los motivos de puro derecho
expuestos por la S.C. de J., para justificar la desestimación del primer
medio de casación propuesto por los recurrentes, son suficientes para
suplir los expuestos por la Corte a-qua y dejar plenamente justificado el
dispostivo de la sentencia impugnada; que, en consecuencia, el medio
que se examina carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 21 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2720.
Vnr: Apelación. Materia Civil. Apelación de una sentencia en defecto.

Paternidad. Reclamación de parternidad para fines de asistencia al
hijo menor de edad. Paternidad no establecida. Sentencia bien mo-
tivada.

Cas. 2" noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3656.

Paternidad discutida. Análisis de sangre que excluye al prevenido
como posible padre. Descargo. Sentencia bien motivada.

El examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto que el
Juzgado a-quo para fallar como lo hizo expresó lo siguiente: "que al
realizar la prueba de la paternidad se concluyó que el señor O.B. que-
daba excluido como padre biológico de la niña Y.A. P., ya que según los
grupos sanguíneos, padres "O" sólo pueden engendrar hijos "O", y la
niña Y.P. es del grupo A., por lo que se descarta a 0.8. como presunto
padre"; que como se advierte por lo anteriormente transcrito, el Juzga-
do a-quo para decidir que el prevenido O.B. no era el padre de la menor

procreada por la recurrente, se basó esencialmente en el resultado del
expedido sanguineo practicado al efecto, que excluyó a dicho pre-
venido: que al proceder en esa forma el Juzgado a-quo aplicó correc-
tamente las reglas de prueba que rigen la materia, por lo cual no ha
incurrido, al dictar la sentencia impugnada, en ninguna violación a la
Ley:

Cas. 23 noviembre 1983; B.J. 876, Pág. 3667.

Paz Pública. Crimen contra la paz pública.a . Incitación a la su-
blevación. Agente de la Policia que ocupa una emisora radial y man-
tiene como rehenes a varias personas.

Cas. 18 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3603.

Perención. Materia Laboral. Apelante que apela de una sentencia que
le condena al pago de prestaciones. Inacción del apelante durante más
de 3 años.

En la especie, la Cámara a-qua no decidió el recurso de apelación de
los recurrentes por el exceso de trabajo, sino por el hecho imputable al
apelante de que no realizó ninguna actuación durante los tres años con-
tados desde noviembre de 1975 hasta el 22 de junio de 1979, fecha de la
demanda en perención; que además en el expediente consta el acto de
fecha 22 de junio de 1979 del Alguacil L.A.N. de Estrados de la S.C. de J.
mediante el cual se comprueba que la hoy recurrida citó al hoy
recurrente y a los abogados de éste, para que comparecieran a la au-
diencia del 24 de julio de 1979 que celebrara la Cámara a-qua para
conocer de la demanda en perención; que en otro orden de ideas. el
hecho de que no estén funcionando los Tribunales creados por el Código
de Trabajo no impide que se intenten las demandas en perención en ma-
teria laboral si, como ha ocurrido en la especie, tal demanda está jus-
tificada dentro de las disposiciones legales correspondientes; que los
motivos de la sentencia impugnada que han sido transcritos, los cuales
son suficientes y pertinentes, justifican plenamente el dispositivo de la
sentencia impugnada; que, además, dicha sentencia contiene una
relación completa de los hechos y circunstancias de la litis que ha
permitido a la Suprema Corte de Justicia verificar como Corte de
Casación, que en la especie se ha hecho una correcta aplicación de la
Ley a los hechos debidamente comprobados por el Juez del fondo.

Cas. 22 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1998.

Perención. Materia laboral.
Ver: Contrato de trabajo. Apelación del patrono. Perención...
Cas. 16 marzo 1983, B.J. 888, Pág. 688.

Prescripción en materia correccional. Articulo 455 del Código de
Procedimiento Criminal. Apelación. Interrupción.

El examen de la sentencia impugnada, pone de manifiesto que la Cor-
te a-qua, para desestimar este alegato, tuvo en cuenta que la sentencia
del 4 de noviembre de 1975, fue recurrida en apelación por R. de la R.,
P.T.S. y D. de S., C. por A., el 7 de noviembre de dicho año, habiéndose
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conocido por ante la Corte a-qua, sucesivamente en las audiencias del 3
de mayo, 31 de julio, 27 de septiembre y 15 de noviembre de 1978, y
finalmente el 12 de febrero de t979; que asimismo la Corte da cons-
tancia de que en el expediente, reposan citaciones al prevenido, a la
persona civilmente responsable y a la D. de S. a requerimiento del
Procurador de la Corte mencionada, de fechas 25/4/78. 25/7/78, 21/9178,
y 5/2/79, para conocer del recurso de apelación, a todas las cuales au-
diencias compareció la parte civil constituida, manteniendo su cons-
titución, por lo cual la Corte a-qua, rechazó la prescripción solicitada
por dichos recurrentes; que como se comprueba por las fechas men-
cionadas, la prescripción alegada no pudo producirse porque desde el 7
de noviembre de 1975, la prescripción quedó interrumpida por la
apelación mencionada; siguiendo así interrumpida, periódicamente en
las fechas indicadas anteriormente; por lo cual, la Corte juzgó correc-
tamente al rechazar la prescripción propuesta por los apelantes.

Cas. II enero 1983, B.J. 866. Pág. 47

Providencia Calificativa. Auto de no ha lugar. Casación. Recurso de
la parte civil constituida. Inadmición. Recurso de la parte civil cons-
tituida. Inadmisible. Art. 127 del Código de Procedimiento Criminal.

Cas. 4 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 280.

Propiedad Intelectual. Derecho de autor. Empresa que graba un
disco de larga duración con el merengue Así Así y lo vende sin au-
torización del autor. Violación de los artículos 20 y 21 de la Ley No. 1381
de 1947.

En la especie, los hechos comprobados por la Corte a-qua, como los
han admitido también los recurrentes al reconocer que habían falsi-
ficado y vendido el disco Así-Así, sin autorización del autor, constituyen
dentro de las previsiones de la citada Ley No. 1381, un atentado al
derecho de autor del recurrido, por lo que al confirmar la Corte a-qua la
sentencia del Tribunal de Primer Grado, en base a esos hechos, dio mo-
tivos suficientes y pertinentes para justificar el fallo impugnado.

Cas. 7 septiembre 1913, B.J. 874, Pág. 2607.

Referimiento. Auto del presidente de la Corte de Apelación. Em-
plazamientoque se afirma no estaba encabezado con el auto de fijación
de audiencia. No hay nulidad.

El examen de la sentencia impugnada, revela que los actuales
recurrentes comparecieron a la audiencia fijada para el 20 de abril del
1981, para conocer de la demanda en referimiento intentada por los ac-
tuales recurridos, audiencia en la cual dichos recurrentes presentaron
sus conclusiones, las cuales figuran copiadas en la relación de hechos de
la sentencia impugnada; que además, a los referidos recurrentes se le
otorgó un plazo para presentar ampliaciones a sus conclusiones, y, al
efecto, depositaron un escrito, cuyas conclusiones figuran también en la
sentencia impugnada; que, por tanto, el derecho de defensa de los
recurrentes no fue violado; que por otra parte, ese requisito no es exigi-
do por la Ley, y, en consecuencia, el primer medio del recurso carece de

fundamento y debe ser desestimado.
Cas. 16 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2657.

Referimiento. Apelación. Pedimento de suspensión. Auto del Presi-
dente de la Corte de Apelación ordenando la suspensión. Recurso de
casación contra ese Auto.

En la especie, no hay dudas de que la sentencia impugnada fue dic-
tada después que el Juez a-quo comprobó que la sentencia de Primera
Instancia habla sido objeto de apelación; por todo lo cual el cuarto me-
dio del recurso carece de fundamento y debe ser también desestimado.

Cas. 16 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2657.

Peferimiento. Urgencia. Secuestro. Suspensión del procedimiento de
embargo. Revocación del fallo de Primera Instancia. Casación por via
de supresión y sin envio en este punto.

En la especie, por lo expuesto precedentemente es evidente que en la
sentencia impugnada, lejos de violar el articulo 737 de la Ley No. 834 del
1978 se hizo una correcta aplicación de esta disposición legal; que si
bien por los motivos precedentemente expuestos, se advierte que el
Juez que la dictó lo que ordenó en realidad fue la suspensión del proce-
dimiento de embargo, por el Ordinal Segundo del dispositivo de su fallo
dispuso la revocación del fallo de Primera Instancia, por lo que en este
aspecto, dicha sentencia debe ser casada, por via de supresión y sin en-
vio, ya que la decisión de ese punto corresponde resolverlo a la Corte de
Apelación apoderada del recurso de apelación sobre el fondo.

Cas. 16 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2657.

Referimiento. Plazo de un cha para la comparecencia. Demandado
que comparece y se defiende al fondo. No lesión al derecho de defensa.

En una materia como el referimiento, donde la Ley no ha fijado el
plazo de la comparecencia, sino que se ha limitado a exigir que éste sea
suficiente para que el demandado pueda preparar sus defensas, cir-
cunstancia que abandona a la apreciación soberana de los Jueces del
fondo, éstos pueden determinar la suficiencia del mismo por la ac-
tividad desplegada por el demandado frente al término que se la ha
concedido para comparecer; que, como en la especie, no obstante la
brevedad del plazo, el demandado compareció y formuló conclusiones
sobre el fondo, así como opuso las excepciones que consideró proce-
dentes, es obvio que se defendió tanto en la forma como en el fondo, por
lo cual el plazo que se le otorgó resultó suficiente para preparar sus me-
dios de defensa y, por lo tanto, no se le infringió ningún agravio a su AL.
derecho de defensa, requisito indispensable para que se pueda
pronunciar la nulidad de un acto del procedimiento.

Cas. 31 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2505.

Rendición de Cuentas. Medida de instrucción. Autoridad de cosa
juzgada. Finalidad de la medida.	 •

Cas. 27 abril 1983, B.J. 869, Pá g . 1113.
Ver: Seguro de Vida. Póliza. Sentencia que ordeno...

;
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conocido por ante la Corte a -a ua , sucesivamente en las audiencias del 3
de Mayo. 31 de julio, 27 de septiembre y 13 de noviembre de 1978, y
finalmente el 12 de febrero de 1979; que asimismo la Corte da cons-
tancia de que en el expediente, reposan citaciones al prevenido, a la
persona civilmente responsable y a la D. de S. a requerimiento del
Procurador de la Corte mencionada, de fechas 25/4/78, 25/7/78,21/9/78,
y 5/2/79, para conocer del recurso de apelación, a todas las cuales au-
diencias compareció la parte civil constituida, manteniendo su cons-
titución, por lo cual la Corte a-qua, rechazó la prescripción solicitada
por dichos recurrentes; que como se comprueba por las fechas men-
cionadas, la prescripción alegada no pudo producirse porque desde el 7
de noviembre de 1973, la prescripción quedó interrumpida por la
apelación mencionada; siguiendo así interrumpida, periódicamente en
las fechas indicadas anteriormente; por lo cual, la Corte juzgó correc-
tamente al rechazar la prescripción propuesta por los apelantes.

Cas. 11 enero 1983, B.J. 866. Pág. .7

Providencia Calificativa. Auto de no ha lugar. Casación. Recurso de
la parte civil constituida. Inadrnición. Recurso de la parte civil cons-
tituida. Inadmisible. Art. 127 del Código de Procedimiento Criminal.

Cas. 4 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 280.

Propiedad Intelectual. Derecho de autor. Empresa que graba un
disco de larga duiación con el merengue Así Así y lo vende sin au-
torización del autor. Violación de los articulos 20 y 21 de la Ley No. 1381
de 1947.

En la especie. los hechos comprobados por la Corte a-qua, como los
han admitido también los recurrentes al reconocer que hablan falsi-
ficado y vendido el disco Asf-Así, sin autorización del autor, constituyen
dentro de las previsiones de la citada Ley No. 1381, un atentado al
derecho de autor del recurrido, por lo que al confirmar la Corte a-qua la
sentencia del Tribunal de Primer Grado, en base a esos hechos, dio mo-
tivos suficientes y pertinentes para justificar el fallo impugnado.

Cas. 7 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2607.

Referimiento. Auto del presidente de la Corte de Apelación. Em-
plazamiento que se afirma no estaba encabezado con el auto de fijación
de audiencia. No hay nulidad.

El examen de la sentencia impugnada, revela que los actuales
recurrentes comparecieron a la audiencia fijada para el 20 de abril del
1981, para conocer de la demanda en referimiento intentada por los ac-
tuales recurridos, audiencia en la cual dichos recurrentes presentaron
sus conclusiones, las cuales figuran copiadas en la relación de hechos de
la sentencia impugnada; que además, a los referidos recurrentes se le
otorgó un plazo para presentar ampliaciones a sus conclusiones, y, al
efecto, depositaron un escrito, cuyas conclusiones figuran también en la
sentencia impugnada; que, por tanto, el derecho de defensa de los
recurrentes no fue violado; que por otra parte, ese requisito no es exigi-
do por la Ley, y, en consecuencia, el primer medio del recurso carece de

fundamento y debe ser desestimado.
Cas. 16 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2637.

Referimiento. Apelación. Pedimento de suspensión. Auto del Presi-
dente de la Corte de Apelación ordenando la suspensión. Recurso de
casación contra ese Auto.

En la especie, no hay dudas de que la sentencia impugnada fue dic-
lada después que el Juez a-quo comprobó que la sentencia de Primera
Instancia habla sido objeto de apelación; por todo lo cual el cuarto me-
dio del recurso carece de fundamento y debe ser también desestimado.

Cas. 16 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2637.

I r	 Peferimiento. Urgencia. Secuestro. Suspensión del procedimiento de
embargo. Revocación del fallo de Primera Instancia. Casación por via
de supresión y sin envio en este punto.

En la especie, por lo expuesto precedentemente es evidente que en la
sentencia impugnada, lejos de violar el articulo 137 de la Ley No. 834 del
1978 se hizo una correcta aplicación de esta disposición legal; que si
bien por los motivos precedentemente expuestos, se advierte que el
Juez que la dictó lo que ordenó en realidad fue la suspensión del proce-
dimiento de embargo, por el Ordinal Segundo del dispositivo de su fallo
dispuso la revocación del fallo de Primera Instancia, por lo que en este
aspecto, dicha sentencia debe ser casada, por vía de supresión y sin en-
vío, ya que la decisión de ese punto corresponde resolverlo a la Corte de
Apelación apoderada del recurso de apelación sobre el fondo.

Cas. 16 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2657.

Referimiento. Plazo de un día para la comparecencia. Demandado
que comparece y se defiende al fondo. No lesión al derecho de defensa.

En una materia como el referimiento, donde la Ley no ha fijado el
plazo de la comparecencia, sino que se ha limitado a exigir que éste sea
suficiente para que el demandado pueda preparar sus defensas, cir-
cunstancia que abandona a la apreciación soberana de los Jueces del
fondo, éstos pueden determinar la suficiencia del mismo por la ac-
tividad desplegada por el demandado frente al término que se la ha
concedido para comparecer; que, como en la especie, no obstante la
brevedad del plazo, el demandado compareció y formuló conclusiones
sobre el fondo, así como opuso las excepciones que consideró proce-
dentes, es obvio que se defendió tanto en la forma como en el fondo, por
lo cual el plazo que se le otorgó resultó suficiente para preparar sus me-
dios de defensa y, por lo tanto, no se le infringió ningún agravio a su
derecho de defensa, requisito indispensable para que se pueda
pronunciar la nulidad de un acto del procedimiento.

Cas. 31 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2505.

Rendición de Cuentas. Medida de instrucción. Autoridad de cosa
juzgada. Finalidad de la medida.

Cas. 27 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1113.
Ver: Seguro de Vida. Póliza. Sentencia que ordeno...
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Responsabilidad Civil. Acción personal ejercida para obtener la
reparación del daño causado con motivo de la adjudicación de unos
terrenos. Competencia de los Tribunales Ordinarios.

El examen del fallo impugnado revela que con el ejercicio de su ac-
ción la demandante persigue la reparación del daño que se le ha causa-
do a consecuencia de la adjudicación a favor de los recurrentes de un
terreno de su propiedad, como resultado de las maniobras irregulares
que, según ella, estos cometieron; que el ejercicio de esa acción no pone
en . juego el derecho de propiedad ni ningún otro derecho real in-
mobiliario, sino que se limita a hacer valer en justicia un derecho de
crédito en dinero; que, tal como lo afirma la Corte a-qua, se trata pues,
de una acción personal mobiliaria de la exclusiva competencia de los
Tribunales Ordinarios.

Cas. 17 octubre 1983, R.J. 875, Pág. 3218.

Responsabilidad civil. Alambres de alta tensión parcialmente in-
visibles. Menor de edad que subido sobre una mata de mango hace con-
tacto con los alambres y se electrocuta. Responsabilidad de la C.D. de
E. e incidencia de la imprudencia del menor en el daño causado.

La relación de los hechos anteriormente descritos también revela,
que los aludidos alambres del tendido eléctrico sólo estaban par-
cialmente invisibles, por lo que era posible que el menor fallecido pu-
diera haberlos visto y que, por tanto, hubiese de tomar las precauciones
indispensables para subir a la mata de mangos que escaló, a fin de evi-
tar el contacto con los mismos, lo que podría constituir una im-
prudencia, con la que contribuyera en parte en la casualidad del daño,
como lo alega la C.D. de E., pero que la Corte a-qua no ponderó estas
circunstancias, que de haberlo hecho, como era su deber, pudieron
eventualmente haber incidido en el monto de la indemnización, por lo
que, en consecuencia, la Corte a-qua violó en este aspecto el articulo
1384 primera parte, del Código Civil, razón por la cual la sentencia
impugnada debe ser casada en este punto, por falta de base legal.

Cas. 23 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3646.

Responsabilidad Civil. Alegato de no responsabilidad por ser una de
las demandadas, mandataria de la otra demandada. Medio de defensa
que puede plantearlo por primera vez en grado de apelación.

Sentencia que no da motivos acerca de ese punto. Casación.
Cas. 3 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2116.

Responsabilidad Civil. Banco que entrega fondos sin la presentación
• de la libreta. Autorización para el retiro de los fondos. Sentencia que

considera irrelevantes hechos y circunstancias del proceso. Casación
por falta de base legal.

Cas. 8 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1759.

Responsabilidad Civil. Comitente. Acto notarial mediante el cual el
comitente pretende liberarse. Presunción de comilencia.
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En la especie, la Corte a-qua en lo que respecta al medio que se
examina expresó lo siguiente: "que procede rechazar por improcedente
e infundado el acto No. 3 de fecha G de junio de 1974, mediante el cual la
persona civilmente responsable pretende liberarse de la 	 res-
ponsabilidad civil que tiene frente a los agraviados, desconociendo la
certificación del 24 de octubre de 1973, expedida por la Superintendencia
de Seguros y del 30 de octubre de 1973, expedida por la D.G. de R.I.;
donde consta el nombre de J.F.M.A.; como propietario del vehículo que
atropelló a la menor agraviada, certificaciones que reposan en el ex-
pediente"; que por lo antes expuesto la Corte a-qua dio por establecido
que J.F.M. era propietario de la camioneta placa No 512 .880, que causó
el accidente, que por tanto su responsabilidad civil estaba com-
prometida en vista de la presunción de comitente que recae sobre todo
propietario de vehículo de motor que causa a otro un daño, a menos que
pruebe que el conductor del vehículo no era su empleado en el momento
del accidente, prueba que no ha sido hecha.

Cas. 2 septiembre 1983, B.J. 874. Pág. 2555.
Responsabilidad Civil. Guardián de la cosa. Herederos del dueño de

un vehículo que causa un daño.
En la especie, la Corte a-qua para condenar a los recurrentes a

reparar el daño sufrido por los recurridos, se basó esencialmente en la
responsabilidad derivada del hecho de las cosas, según la cual el
propietario de la cosa o aquel que se sirve de ella, se presume guardián
de la misma hasta prueba en contrario que el guardián es presumido,
responsable del daño causado por la casa, salvo prueba de una causa
extraña que no le sea imputada; que, en la especie, la Corte a-qua de-
dujo el derecho de propiedad de M. sobre el automóvil causante del da-
ño, de las certificaciones expedidas por la entidad aseguradora del
mismo, en la cual consta que dicho vehículo es propiedad del Dr.
L.A.M. ; que la recurrente no aportó prueba alguna que contradiga ese
hecho; que tampoco probó la recurrente que el accidente tuviera su
orgien en una causa ajena al guardián; que en tal situación no era
necesario establecer falta alguna a cargo del conductor del aludido
vehiculo; que, en fin, la circunstancia de que no se ejerciera la acción
pública por cualquier causa que fuera, carece de relevancia para la
solución del presente caso.

Cas. 14 enero 1983, B.J. 866, Pág. 26.

Responsabilidad Civil. Guardián de la cosa inanimada. Menor de
edad que hace contacto con alambres del tendido eléctrico ina-
decuadamente colocados. Responsabilidad de la C.D. de E.

Cas. 23 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3646

Responsabilidad Civil. Indemnización. Monto. Sentencia carente da
motivos que justifiquen el monto de la indemnización. Casacion. 	 •

Cas. 21 diciembre 1983, B.J. 877, Pág. 4021.

Responsabilidad Civil. Prevención de robo. Descargo por falta de in-
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Responsabilidad Civil. Acción personal ejercida para obtener la
reparación del daño causado con motivo de la adjudicación de unos
terrenos. Competencia de los Tribunales Ordinarios.

El examen del fallo impugnado revela que con el ejercicio de su ac-
ción la demandante persigue la reparación del daño que se le ha causa-
do a consecuencia de la adjudicación a favor de los recurrentes de un
terreno de su propiedad, como resultado de las maniobras irregulares
que, según ella, éstos cometieron; que el ejercicio de esa acción no pone
en . juego el derecho de propiedad ni ningún otro derecho real in-
mobiliario, sino que se limita a hacer valer en justicia un derecho de
crédito en dinero; que, tal como lo afirma la Corte a-qua, se trata pues,
de una acción personal mobiliaria de la exclusiva competencia de los
Tribunales Ordinarios.

Cas. 17 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3218.

Responsabilidad Civil. Alambres de alta tensión parcialmente in-
visibles. Menor de edad que subido sobre una mata de mango hace con-
tacto con los alambres y se electrocuta. Responsabilidad de la C.D. de
E. e incidencia de la imprudencia del menor en el daño causado.

La relación de los hechos anteriormente descritos también revela,
que los aludidos alambres del tendido eléctrico sólo estaban par-
cialmente invisibles, por lo que era posible que el menor fallecido pu-
diera haberlos visto y que, por tanto, hubiese de tomar las precauciones
indispensables para subir a la mata de mangos que escaló. a fin de evi-
tar el contacto con los mismos, lo que podría constituir una im-
prudencia, con la que contribuyera en parte en la casualidad del daño,
como lo alega la C.D. de E., pero que la Corte a-qua no ponderó estas
circunstancias, que de haberlo hecho, como era su deber, pudieron
eventualmente haber incidido en el monto de la indemnización, por lo
que, en consecuencia, la Corte a-qua violó en este aspecto el articulo
1384 primera parte, del Código Civil, razón por la cual la sentencia
impugnada debe ser casada en este punto, por falta de base legal.

Cas. 23 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3646.

Responsabilidad Civil. Alegato de no responsabilidad por ser una de
las demandadas, mandataria de la otra demandada. Medio de defensp
que puede plantearlo por primera vez en grado de apelación.

Sentencia que no da motivos acerca de ese punto. Casación.
Cas. 3 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2116.

Responsabilidad Civil. Banco que entrega fondos sin la presentación
• de la libreta. Autorización para el retiro de los fondos. Sentencia que

considera irrelevantes hechos y circunstancias del proceso. Casación
por falta de base legal.

Cas. 8 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1750.

Responsabilidad Civil. Comitente. Acto notarial mediante el cual el
comitente pretende liberarse. Presunción de comitencia.
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En la especie, la Corte a-qua en lo que respecta al medio que se
examina expresó lo siguiente: "que procede rechazar por improcedente
e infundado el acto No. 3 de fecha 6 de junio de 1974, mediante el cual la
persona civilmente responsable pretende liberarse de la res-
ponsabilidad civil que tiene frente a los agraviados, desconociendo la
certificación del 24 de octubre de 1973, expedida por la Superintendencia
de Seguros y del 30 de octubre de 1973, expedida por la D.G. de R.I.;
donde consta el nombre de J.F'.M.A.: como propietario del vehículo que
atropelló a la menor agraviada, certificaciones que reposan en el ex-
pediente"; que por lo antes expuesto la Corte a-qua dio por establecido
que J.F.M. era propietario de la camioneta placa No 512-880. que causó
el accidente, que por tanto sú responsabilidad civil estaba com-
prometida en vista de la presunción de comitente que recae sobre todo
propietario de vehículo de motor que causa a otro un daño, a menos que
pruebe que el conductor del vehículo no era su empleado en el momento
del accidente, prueba que no ha sido hecha.

Cas. 2 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2555.
Responsabilidad Civil. Guardián de la cosa Herederos del duelo de

un vehículo que causa un daño.
En la especie, la Corte a-qua para condenar a los recurrentes a

reparar el daño sufrido por los recurridos, se basó esencialmente en la
responsabilidad derivada del hecho de las cosas, según la cual el
propietario de la cosa o aquel que se sine de ella, se presume guardián
de la misma hasta prueba en contrario que el guardián es presumido,
responsable del daño causado por la casa, salvo prueba de una causa
extraña que no le sea imputada; que, en la especie, la Corte a-qua de-
dujo el derecho de propiedad de M. sobre el automóvil causante del da-
ño, de las certificaciones expedidas por la entidad aseguradora del
mismo, en la cual consta que dicho vehículo es propiedad del Dr.
L.A.M.; que la recurrente no aportó prueba alguna que contradiga ese
hecho; que tampoco probó la recurrente que el accidente tuviera su
orgien en una causa ajena al guardián; que en tal situación no era
necesario establecer falta alguna a cargo del conductor del aludido
vehículo; que, en fin, la circunstancia de que no se ejerciera la acción
pública por cualquier causa que fuera, carece de relevancia para la
solución del presente caso.

Cas. 14 enero 1983, B.J. 866, Pág. 26.

Responsabilidad Civil. Guardián de la cosa inanimada. Menor de
edad que hace contacto con alambres del tendido eléctrico ina-
decuadamente colocados. Responsabilidad de la C.D. de E.

Cas. 23 noviembre 1983, R.J. 876, Pág. 3648

Responsabilidad Civil. Indemnización. Monto. Sentencia carente da
motivos que justifiquen el monto de la indemnización. Casación. 	 •

Cas. 21 diciembre 1983, E.J. 877, Pág. 4021.

Responsabilidad Civil. Prevención de robo. Descargo por falta de in-
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tendón delictuosa. Retención de esa falta a cargo de dicha descargada
por haber estampado una novilla que ya estaba estampada.

En la especie, al descargar a la prevenida por falta de intención delic-
tuosa y retener una falta a su cargo, como lo fue el hecho de estampar
con su hechizo una novilla que ya estaba marcada con las iniciales H.E.,
que son las que corresponden al nombre del querellante constituido en
parte civil, HE., y acordar a éste una indemnización de un peso
(RD$1.00) de acuerdo con sus conclusiones, como reparación de los da-
ños y perjuicios que la recurrente le ocasionó con su hecho, la Corle a-
gua hizo una correcta aplicación del artículo 1382 del Código Civil.

Cas. 28 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3694.

Responsabilidad Civil. Vehículo del Estado Dominicano que causa
daños. Reparación a cargo del Estado. Sentencia oponible a la Com-
pañia aseguradora.

Cas. 20 julio 1983, B.J. 872, Pág. 195 y 2004.

Revisión de una sentencia de la S.C. de J. que declaró caduco un
recurso. Rechazada.

20 junio 1983, B.J. 971, Pág. 1594.

Secuestro. Ejec. Prov. Embargo. Apelación. Suspensión.
En la especie, el medio que se examina va dirigido contra el punto

relativo al embargo que se discute en la litis y no contra el punto atinen-
te a la suspensión de la ejecución de sentencia que ha sido objeto del
presente recurso de casación; que, como ya se ha casado la sentencia
impugnada en lo concerniente al punto de la revocación antes indicada,
es obvio que el medio que se examina carece de relevancia y debe ser
desestimado.

Cas. 16 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2657. '
Ver. Referimiento. Urgencia. Secuestro...

Seguro Obligatorio de Vehículos. Acción contra la Compañía asegura-
dora. Prescripción de esa acción. Articulo 35 de la Ley No. 1971.

La acción que prevee la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor, es una acción en garantía que obliga al asegura-
dor a pagar al asegurado oal persiguiente las condenaciones que una
sentencia impone al primero para indemnizar los daños causados con el
manejo o conducción de un vehículo de motor la cual es distinta a la
acción en reparación civil delictual, pues mientras la primera tiene su
origen en un contrato intervenido entre una entidad aseguradora y un
tercero que asegura los riesgos de un vehículo de motor, la última tiene
su fundamento en un delito, por lo que la Corte de Casación haciendo un
examen mas profundo del asunto en base a las expresadas cir-
cunstancias reconoce, que, la prescripción aplicable a la acción ins-
tituida por la citada Ley No. 4117, no es la prevista para la acción
pública que resulta de un delito, sino la establecida especificamente en
el articulo 35 de la Ley No. 126 de 1971, sobre Seguros Privados de la
República Dom., en estos términos: "se establece una prescripción ex-
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tintiva de dos años, a partir de la fecha del siniestro, después de la cual
el asegurado o los terceros no podrán establecer acción contra el
asegurador o reasegurador"; la Ley No. 126 de 1971, tiene un dominio y
alcance general sobre todos los seguros privados en la Rep. y com-
prende, contrariamente al criterio de la Corte a-qua, los accidentes au-
tomovilísticos, no solamente por la deducción lógica de la generalidad
de los términos de sus dos primeros artículos, en los que define el con-
trato y las operaciones de seguro, sino porque de manera expresa in-
cluye dicho seguro, tal como resulta al referirse entre otros en el ar-
ticulo 6, letra 'ft", a que los efectos de la Ley se aplican" a los vehículos
de motor y responsabilidad civil", y en el articulo 32, en el que se es-
tablece que "cuando los documentos indicados en el articulo anterior
corresponden al ramo de incendio y lineas afines y a los riesgos de
vehículos de motor y de responsabilidad civil cubierta por las pólizas de
seguros tendrán texto, alcance y limitaciones uniformes para los
aseguradores y reaseguradores", de donde se infiere a la vez que e)
término "siniestro", que figura en el artículo 35 a que alude la Corte a-
gua como excluyente de los accidentes automovilísticos, tiene un sen-
tido jurídico en el ámbito de la Ley que significa daños, perjuicio o pér-
dida producidos por la cosa asegurada, enteramente compatible, por
tanto, como el riesgo automovilístico"; en consecuencia, al admitir la
Corte a-qua que el accidente que dio origen a la demanda contra la
Compañia Aseguradora recurrente, habla ocurrido el 18 de abril de 1973y que dicha demanda fue intentada el 7 de abril de 1976, es decir, des-
pués de los dos años de la fecha del accidente y, no obstante, rechazar
las conclusiones de la recurrente, por los motivos señalados, interpretó
erróneamente el articulo 35 de la Ley No. 126 de 1971, pues en vez de
aplicar este texto a la acción ejercida por los recurridos contra la
compañia de Seguros Pepin, S.A., en virtud del contrato de seguro exis-
tente entre dicha compañia y la C.D. de T., Inc., aplicó la prescripción
penal, reservada a la acción en responsabilidad civil originada en un
delito; que, por tanto, la Corte a-qua al rechazar el medio derivado de la
prescripción y hacer oponible la sentencia impugnada contra la
recurrente, violó el artículo 35 de la Ley No. 126 de 1971 por lo cual dicha
sentencia debe ser casada.

Cas. 29 julio 1983, B.J. 872, Pág. 2063.

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. Aseguradora puesta en
causa.

El examen del fallo impugnado y los documentos del expediente re-
velan que en el momento del accidente el vehículo placa No. 120.380, era
propiedad de la prevenida M.I.N.E. y estaba asegurado con la A.I.U.
S.A., a nombre de la Compañía de T., C. por A., que como el seguro de
vehículos esin rem, a la parte civil le bastaba como lo hizo poner en
causa por la citación correspondiente a la compañia aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente a fin de que ]a sentencia intervenida
le fuere oponible: que esta citación equivale para la compañia asegura-
dora la notificación de la indicada cesión; que al fallar el Juzgado a-quo
declarando oponibles las condenaciones civiles a la compañia asegura-
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tención delictuosa. Retención de esa falta a cargo de dicha descargada
por haber estampado una novilla que ya estaba estampada.

En la especie, al descargar a la prevenida por falta de intención delic-
tuosa y retener una falta a su cargo, como lo fue el hecho de estampar
con su hechizo una novilla que ya estaba marcada con las iniciales H.E,,
que son las que corresponden al nombre del querellante constituido en
parte civil, H.E., y acordar a éste una indemnización de un peso
( R141.00 de acuerdo con sus conclusiones, como reparación de los da-
ños y perjuicios que la recurrente le ocasionó con su hecho, la Corte a-
gua hizo una correcta aplicación del articulo 1382 del Código Civil.

Cas. 28 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3694.

Responsabilidad Civil. Vehículo del Estado Dominicano que causa
daños. Reparación a cargo del Estado. Sentencia oponible a la Com-
pañia aseguradora.

Cas. 20 julio 1983, B.J. 872, Pág. 195 y 2004.

Revisión de una sentencia de la S.C. de J. que declaró caduco un
recurso. Rechazada.

20 junio 1983, B.J. 971, Pág. 1594.

Secuestro. Ejec. Prov. Embargo. Apelación. Suspensión.
En la especie, el medio que se examina va dirigido contra el punto

relativo al embargo que se discute en la litis y no contra el punto atinen-
te a la suspensión de la ejecución de sentencia que ha sido objeto del
presente recurso de casación; que, como ya se ha casado la sentencia
impugnada en lo concerniente al punto de la revocación antes indicada.
es obvio que el medio que se examina carece de relevancia y debe ser

desestimado.
Cas. 16 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2657. '
Ver. Referimiento. Urgencia. Secuestro...

Seguro Obligatorio de Vehículos. Acción contra la Compañia asegura-
dora. Prescripción de esa acción. Articulo 35 de la Ley No. 1971.

La acción que prevee la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor, es una acción en garantía que obliga al asegura-
dor a pagar al asegurado o,a1 persiguiente las condenaciones que una
sentencia impone al primero para indemnizar los daños causados con el
manejo o conducción de un vehículo de motor la cual es distinta a la
acción en reparación civil delictual, pues mientras la primera tiene su
origen en un contrato intervenido entre una entidad aseguradora y un
tercero que asegura los riesgos de un vehiculo de motor, la última tiene
su fundamento en un delito, por lo que la Corte de Casación haciendo un
examen mas profundo del asunto en base a las expresadas cir-
cunstancias reconoce, que, la prescripción aplicable a la acción ins-
tituida por la citada Ley No. 4117, no es la prevista para la acción
pública que resulta de un delito, sino la establecida especificamente en
el articulo 35 de la Ley No. 126 de 1971, sobre Seguros Privados de la
República Dom., en estos términos: "se establece una prescripción ex-

tintiva de dos años, a partir de la fecha del siniestro, después de la cual
el asegurado o los terceros no podrán establecer acción contra el
asegurador o reasegurados"; la Ley No. 126 de /971, tiene un dominio y
alcance general sobre todos los seguros privados en la Rep. y com-
prende, contrariamente al criterio de la Corte a-qua, los accidentes au-
tomovilísticos, no solamente por la deducción lógica de la generalidad
de los términos de sus dos primeros artículos, en los que define el con-
trato y las operaciones de seguro, sino porque de manera expresa in-
cluye dicho seguro, tal como resulta al referirse entre otros en el ar-
ticulo 6. letra 'F', a que los efectos de la Ley se aplican" a los vehículos

:	 	 de motor y responsabilidad civil", y en el articulo 32, en el que se es-
; :	 tablece que "cuando los documentos indicados en el artículo anterior

corresponden al ramo de incendio y lineas afines y a los riesgos del'
vehículos de motor y de responsabilidad civil cubierta por las pólizas de
seguros tendrán texto, alcance y limitaciones uniformes para los
aseguradores y reaseguradores", de donde se infiere a la vez que el
término "siniestro", que figura en el articulo 35 a que alude la Corte a-
qua como excluyente de los accidentes automovilísticos, tiene un sen-
tido jurídico en el ámbito de la Ley que significa daños, perjuicio o pér-
dida producidos por la cosa asegurada, enteramente compatible, por
tanto, como el riesgo automovilístico"; en consecuencia, al admitir la

.:. re	 Corte a-qua que el accidente que dio origen a la demanda contra la
Compañia Aseguradora recurrente, habla ocurrido el 18 de abril de 1973
y que dicha demanda fue intentada el 7 de abril de 1976, es decir, des-
pués de los dos años de la fecha del accidente y, no obstante, rechazar
las conclusiones de la recurrente, por los motivos señalados, interpretó
erróneamente el articulo 33 de la Ley No. 126 de 1971, pues en vez de
aplicar este texto a la acción ejercida por los recurridos contra la

. 1	 compañia de Seguros Pepin, S.A., en virtud del contrato de seguro exis-
tente entre dicha compañía y la C.D. de T., Inc., aplicó la prescripción
penal, reservada a la acción en responsabilidad civil originada en un
delito; que, por tanto, la Corte a-qua al rechazar el medio derivado de la
prescripción y hacer oponible la sentencia impugnada contra la
recurrente, violó el articulo 35 de la Ley No. 126 de 1971 por lo cual dicha
sentencia debe ser casada.

Cas. 29 julio 1983, B.J. 872, Pág. 2063.

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. Aseguradora puesta en
causa.

El examen del fallo impugnado y los documentos del expediente re-
velan que en el momento del accidente el vehículo placa No. 120-380, era
propiedad de la prevenida M.I.N.E. y estaba asegurado con la A.I.U.
S.A., a nombre de la Compañía de T., C. por A.. que como el seguro de
vehículos esin rem, a la parte civil le bastaba como lo hizo poner en
causa por la citación correspondiente a la compañia aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente a fin de que la sentencia intervenida
le fuere oponible; que esta citación equivale para la compañia asegura-
dora la notificación de la indicada cesión; que al fallar el Juzgado a-quo
declarando oponibles las condenaciones civiles a la compañía asegura-
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dora procedió correctamente, que por tanto, se desestima también el
medio que se examina por carecer de fundamento.

Cas. 29 junio 1983, B.J. 871. Pá g . 1726.

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. Demanda intentada contra
la aseguradora y no contra la asegurada. Articulo 10 de la Ley. No. 4117

de 1935.
En la especie, la Corte a-qua para revocar la sentencia apelada y

rechazar la demanda de que se trata, se basó en que el recurrente no in-
tentó demanda alguna contra la asegurada de la compañia recurrida,
sino que dirigió su acción directamente contra la aseguradora. en con-
travención a lo dispuesto por el articulo 10 de la Ley No. 4117 de 1955, so-
bre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; que, efectivamente, en
nuestro derecho no se le concede a la víctima del daño una acción direc-
ta contra el asegurador de responsabilidad, sino que necesariamente
debe dirigir su acción contra el asegurado responsable del daño y poner
en causa al asegurador para que la sentencia que intervenga le sea
oponible; que al decidir en consonancia con esos principios la Corte a-
gua hizo una correcta aplicacion de la ley. sin que tuviera necesidad de
ponderar la sentencia a que alude el recurrente; que después de haber
rechazado la demanda en base al motivo apuntado, resultan supera-
bundantes todos los demás motivos expuestos por la Corte a-qua para
justificar el dispositivo de la sentencia impugnada, en especial aquel
que se refiere a que la indemnización no puede ser superior al monto de
la póliza.

Cas. 17 octubre 1983, B.J. fas, Pág. 2211.

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. Cancelación de la Póliza.
Art. 50 de la Ley No. 126 de 1971. Falta de pago de la prima. For-
malidades. Notificación al asegurado.

Cuando sea el asegurador quien ejerza esa facultad y salvo acuerdo
en otro sentido, la cancelación del contrato se notifica por escrito al
asegurado y a la Superintendencia de Seguros; que esa formalidad debe
ser cumplida por el asegurador aún cuando se trate de la cancelación
del contrato por falta de pago de la prima, pues el legislador no ha hecho
ninguna distinción al respecto; que ese criterio se reafirma aún más en
los contratos de seguro obligatorio de vehículos de motor, pues la finali-
dad de interés social de la Ley No. 4117 de 1955, quedaría frustrada si no
se le diera al asegurado en esos casos, la oportunidad de saber con la
debida anticipación que su Póliza va a ser cancelada; que, por otra par-
te. el hecho de que la compañia comunicara la cancelación a la Superin-
tendencia de Seguros y a la Oficina del Registro Civil de S., no suple la
notificación que debió hacer al asegurado de conformidad con la ley.

Cas. 22 abril 1983, B.J. 1983, B.J. 869, Pag..1067.

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. Cesión del contrato de
seguro. Entrega del marbete. Notificación de la cesión del contrato.
Efectos.

Si bien es cierto, como lo alega la recurrente, que la entrega del mar-
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bete de seguro al mismo tiempo que el vehículo asegurado vendido,
constituye una cesión del contrato de seguro no es menos verdad que
dicha cesión sólo produce efectos respecto de la entidad aseguradora,
cuando a ésta se le haya notificado regularmente dicha operación, ya
sea mediante acto especial, ya sea por una citación en justicia que con-
tenga las menciones suficientes; que, en la especie, la cesión del con-
trato de seguro fue notificada a la recurrida el 29 de junio de 1973, de
manera que ésta pudo válidamente el4 de diciembre de 1972, endosar la
póliza transferida para amparar otro vehículo propiedad de la cedente
y el cesionario sólo puede quejarse de su propia negligencia; que tal en-
doso sería oponible a los terceros en los términos del derecho común.

Cas. 27 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1076

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. Cesión de la Póliza. En-
doso válido. Prueba.

En la especie, figura una certificación de la Superintendencia de
Seguros, en la cual consta que la póliza de que se trata fue endosada a
partir del 4 de diciembre de 1972 para cubrir el carro F. Motor No.
GAEKP-67191.

Cas. 27 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1076.
Ver: Seguro de Vehículos de Motor. Cesión del contrato de seguro.

Entrega del Marbete...

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. Exclusiones. Articulo 68 de
la Ley No. 126 de 1971.

Cuando se establece la existencia de una póliza de Seguro Obligatorio,
regido por la Ley No. 4117 de 1955 y el asegurado es condenado a una
reparación por haber éste, o una persona por la cual deba responder,
ocasionado daños a otras personas, las condenaciones civiles son oponi-
bles a la aseguradora de que se trate dentro de los términos de la póliza,
siempre que la aseguradora sea puesta en causa por el demandante o
por el asegurado, como ha ocurrido en el caso; que conforme, el articulo
68 de la Ley No. 126 de Seguros Privados de la República Dominicana
del 22 de mayo de 1971. "Las exclusiones de riesgos consignados en la
póliza, eximen de responsabilidad al asegurador frente al asegurado y a
terceras personas, excepto, cuando se trata de Seguro Obligatorio con-
tra daños ocasionados por vehículos de motor; para los cuales dichas
exclusiones no serán oponibles a terceros, salvo al asegurador a
recurrir contra el asegurado en falta"; que por esta razón, la asegura.
dora recurrente no puede escapar a esa responsabilidad, ya que la
exclusión alegada, no es oponible a terceros, en virtud de la Ley; que
por todo lo expuesto precedentemente, se revela, que el fallo impugnado
contiene, motivos suficientes, pertinentes y congruentes que justifican
su dispositivo; y que no se ha incurrido en los vicios denunciados, por
tanto, el medio que se examina. carece de fundamento y debe ser de-
sestimado.

Cas. 29 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1718.

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. No oponibilidad a la
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dora procedió correctamente, que por tanto, se desestima también el
medio que se examina por carecer de fundamento.

Cas. 29 junio 1983. B.J. 871. Pal, 1726,

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. Demanda intentada contra
la aseguradora y no contra la asegurada. Articulo io de la Ley No. 4117

de 1953.
En la especie, la Corte a-qua para revocar la sentencia apelada y

rechazar la demanda de que se trata, se basó en que el recurrente no in-
tentó demanda alguna contra la asegurada de la compañia recurrida,
sino que dirigió su acción directamente contra la aseguradora, en con-
travención a lo dispuesto por el articulo 10 de la Ley No. 4117 de 1935. so-
bre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; que, efectivamente, en
nuestro derecho no se le concede a la víctima del daño una acción direc-
ta contra el asegurador de responsabilidad, sino que necesariamente
debe dirigir su acción contra el asegurado responsable del daño y poner
en causa al asegurador para que la sentencia que intervenga le pea
oponible; que al decidir en consonancia con esos principios la Corte a-
qua hizo una correcta aplicacion de la ley. sin que tuviera necesidad de
ponderar la sentencia a que alude el recurrente; que después de haber
rechazado la demanda en base al motivo apuntado, resultan supera-
bundantes todos los demás motivos expuestos por la Corte a .qua para
justificar el dispositivo de la sentencia impugnada. en especial aquel
que se refiere a que la indemnización no puede ser superior al monto de
la póliza.

Cas. 17 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 2211.

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. Cancelación de la Póliza.
Art. 50 de la Ley No. 126 de 1971. Falta de pago de la prima. For-
malidades. Notificación al asegurado.

Cuando sea el asegurador quien ejerza esa facultad y salvo acuerdo
en otro sentido, la cancelación del contrato se notifica por escrito al
asegurado y a la Superintendencia de Seguros; que esa formalidad debe
ser cumplida por el asegurador aún cuando se trate de la cancelación
del contrato por falta de pago de la prima, pues el legislador no ha hecho
ninguna distinción al respecto; que ese criterio se reafirma aún más en
los contratos de seguro obligatorio de vehículos de motor, pues la finali-
dad de interés social de la Ley No. 4117 de 1955, quedaría frustrada si no
se le diera al asegurado en esos casos, la oportunidad de saber con la
debida anticipación que su Póliza va a ser cancelada; que, por otra par-
te. el hecho de que la compañia comunicara la cancelación a la Superin-
tendencia de Seguros y a la Oficina del Registro Civil de S.. no suple la
notificación que debió hacer al asegurado de conformidad con la ley.

Cas. 22 abril 1983, B.J. 1983, B.J. 869, Pág. 1067.

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. Cesión del contrato de
seguro. Entrega del marbete. Notificación de la cesión del contrato.
Efectos.

Si bien es cierto, como lo alega la recurrente, que la entrega del mar-
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!e de seguro al mismo tiempo que el vehículo asegurado vendido,
constituye una cesión del contrato de seguro no es menos verdad que
dicha cesión sólo produce efectos respecto de la entidad aseguradora,
cuando a ésta se le haya notificado regularmente dicha operación, ya
sea mediante acto especial, ya sea por una citaciónen justicia que con-
tenga las menciones suficientes; que, en la especie, la cesión del con-
trato de seguro fue notificada a la recurrida el 29 de junio de 1973, de
manera que ésta pudo válidamente el 4 de diciembre de 1972, endosar la
póliza transferida para amparar otro vehículo propiedad de la cedente
y el cesionario sólo puede quejarse de su propia negligencia; que tal en-
doso seda oponible a los terceros en los términos del derecho común.

Cas. 27 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1076

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. Cesión de la Póliza. En-
doso válido. Prueba.

En la especie, figura una certificación de la Superintendencia de
Seguros, en la cual consta que la póliza de que se trata fue endosada a
partir del 4 de diciembre de 1972 para cubrir el carro F. Motor No.
GAEKP-67191.

Cas. 27 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1076.
Ver: Seguro de Vehículos de Motor. Cesión del contrato de seguro.

Entrega del Marbete...

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. Exclusiones. Articulo 68 de
la Ley No. 126 de 1971.

Cuando se establece la existencia de una póliza de Seguro Obligatorio,
regido por la Ley No. 4117 de 1955 y el asegurado es condenado a una
reparación por haber éste, o una persona por la cual deba responder,
ocasionado daños a otras personas, las condenaciones civiles son oponi-
bles a la aseguradora de que se trate dentro de los términos de la póliza,
siempre que la aseguradora sea puesta en causa por el demandante o
por el asegurado, como ha ocurrido en el caso; que conforme, el articulo
68 de la Ley No. 126 de Seguros Privados de la República Dominicana
del 22 de mayo de 1971. "Las exclusiones de riesgos consignados en la
póliza, eximen de responsabilidad al asegurador frente al asegurado y a
terceras personas, excepto, cuando se trata de Seguro Obligatorio con-
tra daños ocasionados por vehículos de motor; para los cuales dichas
exclusiones no serán oponibles a terceros, salvo al asegurador a
recurrir contra el asegurado en falta"; que por esta razón, la asegura-
dora recurrente no puede escapar a esa responsabilidad, ya que la
exclusión alegada, no es oponible a terceros, en virtud de la Ley; que
por todo lo expuesto precedentemente. se  revela, que el fallo impugnado
contiene, motivos suficientes, pertinentes y congruentes que justifican
su dispositivo; y que no se ha incurrido en los vicios denunciados, por
tanto, el medio que se examina. carece de fundamento y debe ser de-
sestimado.

Cas. 29 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1718.

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. No oponibilidad a la
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compañia aseguradora. Cancelación de la Póliza. Comunicación de la
cancelación.

En la especie, la Corte a-qua para declarar que las condenaciones ci-
viles acordadas a los recurrentes no eran oponihles a la Compañia de

Seguros A , C por A , se fundó en que el accidente de tránsito ocurrió el
24 de diciembre de 1977 y la póliza habla sido cancelada por falta de
pago de las prftnas, el 12 de agosto de 1977, según comunicación por
escrito dirigida por la Compañia de Seguros A., C. por A., a la D.G. de
R I a la Superintendencia de Seguros y al prevenido asegurado, en

techas 26 y 27 de mayo de 1977; que la Corte a-qua para formar su con-
vicción respecto de que el prevenido tenía conocimiento de que la póliza
habla sido cancelada desde el 12 de agosto de 1977, ponderó no sólo las
certificaciones antes indicadas, sino también, las declaraciones del
propio prevenido, quien afirmó por ante el Juez de Primer Grado que
estaba atrasado en el pago de las cuotas de primas, que "creta" que es-
taba asegurado, y que no "recuerda" que S.A. le notificara la can-
celación de la póliza, todo lo cual, llevó al ánimo de los Jueces dei fondo,
dentro de sus facultades soberanas de apreciación de los elementos de
juicio del proceso, lo que escapa al control de la casación, al con-
vencimiento de que dicho prevenido sabia que su vehículo no estaba
asegurado desde varios meses antes del accidente; que, por otra parle,
la comunicación de la cancelación de la póliza no tiene que hacerse
necesariamente por acto de Alguacil; basta para que se cumpla el voto
de la ley que tal comunicación se haga por escrito y que los interesados
la hayan recibido en tiempo 000rtuno, como ocurrió en la especie; que,
en otro orden de ideas los recurrentes no podían ignorar que la póliza
del referido vehículo habla sido cancelada por falta de pago a partir del
12 de agosto de 1977. pues desde el 10 de abril de 1978, esto es, desde an-
tes de iniciarse la demanda, el abogado de los recurrentes obtuvo una
certificación de la Superintendencia de Seguros en que se hacia constar
esa circunstancia

Cas 9 noviembre 1983, B.J. 876. Pág. 3513.

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. Pasajeros. Oponibilidad a
la Compañia aseguradora. Art. 68 de la Ley No. 126 de 1971 sobre
Seguros Privados.

De acuerdo con el articulo 68 de la Ley No. 126 del 1971, de Seguros
Privados de la Rep. Dom., las exclusiones a que se refiere dicha Ley no
son oponibles a terceros cuando se trata de accidentes ocurridos con la
conducción de vehículos de motor; que, en la especie, el hecho de que
R.R., A R. y P.R.M. fueran pasajeros del vehículo que sufrió el ac-
cidente no impide que la persona civilmente responsable pueda ser con-
denada al pago de daños y perjuicios en su favor, y estas condenaciones
sean oponibles a la Compañia Aseguradora de ese vehículo, siempre y
cuando estas últimas hayan sido puestas en causa para esos fines, como
ha sucedido en la especie.

Cas. 23 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3682.

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. Pasajeros. notección. Se
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reputan terceros al tenor de la Ley No. 4117 de 1933.
Los pasajeros regulares de un vehículo de motor, como en la especie,

son terceros en relación a los contratos de seguros concertados entre el
asegurado y la entidad aseguradora, y, por tanto, cualquier cláusula de
exclusión, que como es natural el tercero no ha tenido oportunidad de
discutir, no le puede ser oponible sobre todo si se tiene en cuenta que las
disposiciones de la Ley No. 4117 de 1933, sus modificaciones, sobre
Seguro Obligatorio , por los daños ocasionados con la conducción de
vehículos de motor, tienen un alcance social, de orden público, que tien-
den a la protección eficaz de las víctimas de los accidentes au-
tomovilísticos, y toda otra disposición legal modificativa de esa Ley de-
be ser interpretada restrictivamente; que la citada orientación legisla
tiva se reafirma aún más en el texto del articulo 68 in-fine, de la Ley No.
129 de 1971, sobre Seguros Privados en la Rep. Dom.

Cas. 5 octubre 1983. B.J 875, Pág. 3030.

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. Personas que trabajan en
un camión. Articulo 68 de la Ley No. 126 de 1971 sobre Seguros Privados.
Responsabilidad de la aseguradora.

De conformidad con el articulo 68 de la Ley No. 126 de 1971, sobre
Seguros Privados de la R.O., cuando se trate del seguro obligatorio con-
tra daños ocasionados por vehículos de motor, como ocurrió en la es-
pccie. no	 oponibles a terceros las exclusiones de riesgos consig-
nados en la póliza o que se deriven de ella; que esta disposición no está
en pugna con la Ley Ne 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, cuyo
objeto es regular el tránsito de vehículos por calles y carreteras y lasviolacionk.s a la misma sólo dan lugar a sanciones penales, aún cuando
en virtud de otros textos legales esas mismas violaciones puedan
originar reparaciones civiles, ni con la Ley No. 4117 de 1955. sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, que crea a cargo de los
propietarios de vehículos de motor la obligación de proveer de un
seguro a los mismos; que como se advierte por lo anteriormente ex-
puesto, el medio que se examina carece de fundamento y debe ser
desestimado.

Cas. 3 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2107.

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. Póliza. Cancelación. Ar-
tículo 50 de la Ley No. 126 de 1971 sobre Seguros Privados.

Para que la cancelación de la póliza de seguros, sea oponible a ter-
ceros, basta que una copia de la misma, se deposite en la Superin-
tendencia de Seguros, dentro de un término de no menos de tres días con
anticipación a la fecha en que deba ser efectiva la cancelación de la
fianza, sin necesidad de cumplir la formalidad a que se refiere el ar-
ticulo 1328 del Código Civil; que de los documentos del expediente,
resulta. que una copia de cancelación de la Póliza de que se trata, fue

depositada y registrada en la S. de S., el 8 de febrero de 1980, dentro del
plazo, prescrito por la Ley; por tanto, los alegatos que se examinan
carecen de fundamento y deben ser desestimados

Cas. 9 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2621
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compañia aseguradora. Cancelación de la Póliza. Comunicación de la
cancelación.

En la especie, la Corte a-qua para declarar que las condenaciones ci-
viles acordadas a lel,- recurrentes no eran oponibles a la Compañia de
Seguros A ,C por A se fundó en que el accidente de tránsito ocurrió el
24 de diciembre de 1977 y la póliza había sido cancelada por falta de
pago de las primas, el 12 de agosto de 1977, según comunicación por
escrito dirigida por la Compañia de Seguros A., C. por A., a la D.G. de
R 1 a la Superintendenc ia de Seguros y al prevenido asegurado, en

fechas 26 y 27 de mayo de 1977; que la Corte a-qua para formar su con-
vicción respecto de que el prevenido tenia conocimiento de que la póliza
había sido cancelada desde el 12 de agosto de 1977. ponderó no sólo las
certificaciones antes indicadas, sino también, las declaraciones del
propio prevenido, quien afirmó por ante el Juez de Primer Grado que
estaba atrasado en el pago de las cuotas de primas, que "creía" que es-
taba asegurado, y que no "recuerda" que S.A. le notificara la can-
celación de la póliza, todo lo cual, llevó al ánimo de los Jueces del fondo,
dentro de sus facultades soberanas de apreciación de los elementos de
juicio del proceso, lo que escapa al control de la casación, al con-
vencimiento de que dicho prevenido sabia que su vehículo no estaba
asegurado desde varios meses antes del accidente; que, por otra parte,
la comunicación de la cancelación de la póliza no tiene que hacerse
necesariamente por acto de Alguacil; basta para que se cumpla el voto
de la ley que tal comunicación se haga por escrito y que los interesados
la hayan recibido en tiempo oportuno, como ocurrió en la especie; que,
en otro orden de ideas los recurrentes no podian ignorar que la póliza
del referido vehículo había sido cancelada por falta de pago a partir del
12 de agosto de 1977. pues desde el 10 de abril de 1978, esto es, desde an-
tes de iniciarse la demanda, el abogado de los recurrentes obtuvo una
certificación de la Superintendencia de Seguros en que se hacía constar
esa circunstancia

Cas 9 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3313.

Seguro Obligatorio de Vehículos de :Motor. Pasajeros. Oponibilidad a
la Compañia aseguradora. Art. 68 de la Ley No. 126 de 1971 sobre
Seguros Privados.

De acuerdo con el articulo 68 de la Ley No. 126 del 1971, de Seguros
Privados de la Rep. Dom., las exclusiones a que se refiere dicha Ley no
son oponibles a terceros cuando se tra t a de accidentes ocurridos con la
conducción de vehículos de motor; que, en la especie, el hecho de que
II.R., A R. y P.R.M. fueran pasajeros del vehículo que sufrió el ac-
cidente no impide que la persona civilmente responsable pueda ser con-
denada al pago de daños y perjuicios en su favor, y estas condenaciones
sean oponibles a la Compañía Aseguradora de ese vehículo, siempre y
cuando estas últimas hayan sido puestas en causa para esos fines, como
ha sucedido en la especie.

Cas. 23 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3682.

Seguro Obligatorio de N'eluculos de Motor. Pasajeros. ?colección. Se
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reputan terceros al tenor de la Ley No. 4117 de 1933.
Los pasajeros regulares de un vehículo de motor, como en la especie,

son terceros en relación a los contratos de seguros concertados entre el
asegurado y la entidad aseguradora, y, por tanto, cualquier cláusula de
exclusión, que como es natural el tercero no ha tenido oportunidad de
discutir, no le puede ser oponible sobre todo si se tiene en cuenta que las
disposiciones de la Ley No. 4117 de 1933, sus modificaciones, sobre
Seguro Obligatorio , por los daños ocasionados con la conducción de
vehículos de motor, tienen un alcance social, de orden público, que tien-
den a la protección eficaz de las víctimas de los accidentes au-
tomovilísticos, y toda otra disposición legal modificativa de esa Ley de-
be ser interpretada restrictivamente; que la citada orientación legisla
tiva se reafirma aún más en el texto del articulo 68 incline, de la Ley No.
126 de 1971, sobre Seguros Privados en la Rep. Dom.

Cas. 5 octubre 196J. B.J 873, Pág. 3010.

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. Personas que trabajan en
un camión. Articulo 68 de la Ley No. 126 de 1971 sobre Seguros Privados.
Responsabilidad de la aseguradora.

De conformidad con el articulo 68 de la Ley No. 126 de 1971, sobre
Seguros Privados de la R.D., cuando se trate del seguro obligatorio con-
tra daños ocasionados por vehículos de motor, como ocurrió en la es-
pecie. no serav oponibles a terceros las exclusiones de riesgos consig-
nados en la póliza o que se deriven de ella; que esta disposición no está
en pugna con la Ley No 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, cuyo
objeto es regular el tránsito de vehículos por calles y carreteras y las
violacionlbs a la misma sólodan lugar a sanciones penales, aún cuando
en virtud de otros textos legales esas mismas violaciones puedan
originar reparaciones civiles, ni con la Ley No. 4117 de 1933, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, que crea a cargo de los
propietarios de vehículos de motor la obligación de proveer de un
seguro a los mismos; que como se advierte por lo anteriormente ex-
puesto, el medio que se examina carece de fundamento y debe ser
desestimado.

Cas. 3 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2107.

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. Póliza. Cancelación. Ar-
ticulo 50 de la Ley No. 126 de 1971 sobre Seguros Privados.

Para que la cancelación de la póliza de seguros, sea oponible a ter-
ceros, basta que una copia de la misma, se deposite en la Superin-
tendencia de Seguros, dentro de un término de no menos de tres días con
anticipación a la fecha en que deba ser efectiva la cancelación de la
fianza, sin necesidad de cumplir la formalidad a que se refiere el ar-
ticulo 1328 del Código Civil; que de los documentos del expediente,
resulta, que una copia de cancelación de la Póliza de que se trata, fue

depositada y registrada en la S. de S., el 8 de febrero de 1980, dentro del
plazo, prescrito por la Ley; por tanto, los alegatos que se examinan
carecen de fundamento y deben ser desestimados

Cas. 9 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2621
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Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. Prescripción de la acción.
Art. 35 de la Ley No. 126 de 1971 sobre Seguros Privados.

La Ley No. 126 de 1971, sobre Seguros Privados de la !UD., tiene un
dominio y alcance general sobre todos los Seguros Privados en la Repú-
blica y comprende, contrariamente a lo sostenido por la recurrente, los
accidentes automovilísticos , no solamente por la deducción lógica de la
generalidad de los términos de sus dos primeros artículos, en los que de-

f ine el contrato y las operaciones de seguros, sino porque de manera
expresa incluye dicho riesgo tal como resulta al referirse entre otros en
el artículo 6 letra "F', a que los efectos de la Ley se aplican a los
"Vehículos de Motor y Responsabilidad Civil", y en el articulo 32 en el
que se establece que "cuando los documentos indicados en el articulo
anterior correspondan al ramo de Incendio y Lineas aliadas, y a los
riesgos de vehículos de Motor y Responsabilidad Civil cubierta por las
pólizas de Seguros de Vehículos de Motor, tendrán texto, alcance y limi-

1 taciones uniforme para todos los Aseguradores y Reaseguradores";
que el articulo 35 de la Ley No. 126 citado, dispone que "Se establece una
prescripción extintiva de dos años a partir de la fecha de la ocurrencia
del siniestro, después de la cual el asegurado o los terceros no podrán
establecer ninguna acción contra el Asegurador o Reasegurador"; que
de todo lo anteriormente expuesto se infiere que en lo que respecta a la
entidad aseguradora, en materia de accidente de automóvil la pres-
cripción aplicable a la acción civil, es la de dos años establecidos en el
articulo 35 de la repetida Ley No. 126, y no la del articulo 455 del Código
de Procedimiento Criminal; que al decidir la Corte a-qua en el sentido
señalado, es claro que no incurrió en las violacicnes denunciadas.

Cas. 19 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3273.

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. Riesgo de pasajero. Art. 68
de la Ley No. 126 de 1971.

De acuerdo con el articulo 68 de la Ley No. 126 sobre Seguros Privados
del 10 mayo de 1971, las exclusiones de riesgo consignado en la póliza no
eximen de responsabilidad al asegurado, cuando como en la especie, se
trata de seguros obligatorios contra daños ocasionados por vehículos de
motor. en cuyo caso dichas exclusiones no son oponibles a terceros,
cometo es en el presente caso la pasajera y parte civil constituida M.M.
de° , que por tanto se desestima el alegato por carecer de fundamento.

Cas. 21 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 498.

Seguro de Vida. Póliza. Sentencia que ordenó una reducción de cuen,
las para determinar si la póliza estaba vigente o no cuandc ocurrió el
fallecimiento del asegurado. Sentencia que decide el fondo del asunto.
Casación.

En la especie, la sentencia de la Corte a-qua le atribuyó a la medida
de rendición de cuentas un sentido y alcance contrario a la finalidad de
esa medida; que siendo lo relativo a la vigencia de la póliza una cues-
tión fundamental a establecer en el litigio, sólo mediante el examen y
ponderación del resultado de la rendición de cuentas podía de-
terminarse si la póliza estaba vigente o no el día del fallecimiento del
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asegurado J.A.H., que el hecho de que la demandada S.L.A.C., le diera
cumplimiento a esa medida ordenada por la Cámara de lo Civil y
Comercial de la Ira. Circunscripción del Distrito Nacional, a solicitud
de la demandante y confirmada por la Corte a-qua por sentencia del 10
de febrero de 1972, no podía decidirse que la demandada había admitido
la vigencia de la póliza; dándole una errónea interpretación al principio
de la cosa juzgada, puesto que aunque la medida habla adquirido ese
carácter, ésta es sólo una etapa del proceso, previa al conocimiento del
fondo y que traza el procedimiento a seguir para que el asunto reciba
el fallo definitivo, que al no proceder al examen de los documentos
aportados al debate y declarar la vigencia de la póliza sin ofrecer
ninguna justificación, como tampoco una relación completa de los
hechos en que fundamenta su fallo, es obvio que la Corte a-qua ha in-
currido en el fallo impugnado en los vicios denunciados por la recurren-
te, por lo que procede la casación de la sentencia sin que sea necesario
examinar los demás medios del recurso.

Cas. 27 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1113.

Seguro Social. Articulo 66 de la Ley No. 1896 de 1948. Devolución de co-
tizaciones a un asegurado. Condiciones para esa devolución.

El articulo 66 de la Ley No. 1896 sobre Seguros Sociales establece que
"al asegurado que cumple 60 años de edad, sin haber reunido el número
de Cotizaciones señalado en el artículo 57 y que no ejercite el derecho
reconocido en el articulo 58, se le otorgará, igualmente, una pensión re-
ducida, proporcional en función de la básica a las cotizaciones efec-
tuadas, o se le devolverá si éstas no llegan a cuatrocientas, el valor de
sus cotizaciones personales con intereses acumulados a razón de 5%
anual": que según el acto de notoriedad sometido al Tribunal a-quo, el
recurrido P.A. de la C., nació el 12 de marzo de 1922, por tanto en el
momento de reclamar al Instituto D. de S.S. la devolución de sus co- -
tizaciones personales, no había cumplido los 60 años de edad. condición
indispensable para que el asegurado tenga derecho a una pensión si
reúne las cotizaciones exigidas por la ley y en caso contrario para que
se le devuelva el valor de sus cotizaciones personales; que al fallar de
esta manera la Cámara de Cuentas en funciones de Tribunal Superior-
Administrativo, hizo una errónea interpretación de la ley y en
consecuencia procede la casación de la sentencia por falta de base legal
sin necesidad de ponderar los demás medios del recurso.

Cas. 6 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1194.

Sentencia. Materia Penal. Sentencia dictada en dispositivo. Ausencia
de motivos. Casación.

Cas. 9 diciembre 1983, B.J. 877, Págs. 3863, 3916.

Sentencia Civil. Ejecución.
La ejecución de una sentencia puede ser voluntaria, cuando la parte

condenada o el deudor se aviene espontáneamente a realizar la pres-
tación a que lo obligó la sentencia, como ocurrió en la especie, sobre to-
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de la Ley No. 126 de 1971.
De acuerdo con el articulo 68 de la Ley No. 126 sobre Seguros Privados

del 10 mayo de 1971, las exclusiones de riesgo consignado en la póliza no
eximen de responsabilidad al asegurado, cuando como en la especie, se
trata de seguros obligatorios contra daños ocasionados por vehículos de
motor, en cuyo caso dichas exclusiones no son oponibles a terceros,
como lo es en el presente caso la pasajera y parte civil constituida M.M.
de O., que por tanto se desestima el alegato por carecer de fundamento.

las para determinar si la póliza estaba vigente o no cuandc ocurrió el
fallecimiento del asegurado. Sentepcia que decide el fondo del asunto.
Casación.

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. Riesgo de pasajero. Art. 68

Cas. 21 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 498.

Seguro de Vida. Póliza. Sentencia que ordenó una reducción de cuen.

En la especie, la sentencia de la Corte a-qua le atribuyó a la medida
de rendición de cuentas un sentido y alcance contrario a la finalidad de
esa medida; que siendo lo relativo a la vigencia de la póliza una cues.
tión fundamental a establecer en el litigio, sólo mediante el examen y
ponderación del resultado de la rendición de cuentas podia de-
terminarse si la póliza estaba vigente o no el día del fallecimiento del

Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor. Prescripción de la acción.
Art. 35 de la Ley No. 126 de 1971 sobre Seguros Privados.

La Ley No. 126 de 1971. sobre Seguros Privados de la TI D., tiene un
dominio y alcance general sobre todos los Seguros Privados en la Repú-
blica y comprende, contrariamente a lo sostenido por la recurrente, los
accidentes automovilísticos, no solamente por la deducción lógica de la
generalidad de los términos de sus dos primeros art (culos, en los que de-
fine el contrato y las operaciones de seguros, sino porque de manera
expresa incluye dicho riesgo tal como resulta al referirse entre otros en
el articulo 6 letra "F", a que los efectos de la Ley se aplican a los
"Vehículos de Motor y Responsabilidad Civil", y en el articulo 32 en el
que se establece que "cuando los documentos indicados en el articulo
anterior correspondan al ramo de Incendio y Líneas aliadas, y a los
riesgos de vehículos de Motor y Responsabilidad Civil cubierta por las
pólizas de Seguros de Vehículos de Motor, tendrán texto, alcance y limi-
taciones uniforme para todos los Aseguradores y Reaseguradores";
que el articulo 35 de la Ley No. 126 citado, dispone que "Se establece una
prescripción extintiva de dos años a partir de la fecha de la ocurrencia
del siniestro, después de la cual el asegurado o los terceros no podrán
establecer ninguna acción contra el Asegurador o Reasegurador"; que
de todo lo anteriormente expuesto se infiere que en lo que respecta a la
entidad aseguradora, en materia de accidente de automóvil la pres-
cripción aplicable a la acción civil, es la de dos años establecidos en el
articulo 35 de la repetida Ley No. 126, y no la del articulo 455 del Código
de Procedimiento Criminal; que al decidir la Corte a-qua en el sentido
señalado, es claro que no incurrió en las violacicnes denunciadas.

Cas. 19 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3273.
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asegurado J.A.H., que el hecho de que la demandada S.L.A.C., le diera
cumplimiento a esa medida ordenada por la Cámara de lo Civil y
Comercial de la Ira. Circunscripción del Distrito Nacional, a solicitud
de la demandante y confirmada por la Corte a-qua por sentencia del 10
de febrero de 1972, no podía decidirse que la demandada habla admitido
la vigencia de la póliza; dándole una errónea interpretación al principio
de la cosa juzgada, puesto que aunque la medida había adquirido ese
carácter, ésta es sólo una etapa del proceso, previa al conocimiento del
fondo y que traza el procedimiento a seguir para que el asunto reciba
el fallo definitivo, que al no proceder al examen de las documentos
aportados al debate y declarar la vigencia de la póliza sin ofrecer
ninguna justificación, como tampoco una relación completa de los
hechos en que fundamenta su fallo, es obvio que la Corte a-qua ha in-
currido en el fallo impugnado en los vicios denunciados por la recurren-
te, por lo que procede la casación de la sentencia sin que sea necesario
examinar los denlas medios del recurso.

Cas. 27 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1113.

Seguro Social. Artículo 66 de la Ley No. 1896 de 1948. Devolución de co-
tizaciones a un asegurado. Condiciones para esa devolución.

El articulo 66 de la Ley No. 1896 sobre Seguros Sociales establece que
"al asegurado que cumple 60 años de edad, sin haber reunido el número
de Cotizaciones señalado en el articulo 57 y que no ejercite el derecho
reconocido en el articulo 58, se le otorgará, igualmente, una pensión re-
ducida, proporcional en función de la básica a las cotizaciones efec-
tuadas, o se le devolverá si éstas no llegan a cuatrocientas, el valor de
sus cotizaciones personales con intereses acumulados a razón de 5%
anual"; que según el acto de notoriedad sometido al Tribunal a-quo, el
recurrido P.A. de la C., nació el 12 de marzo de 1922, por tanto en el
momento de reclamar al Instituto D. de S.S. la devolución de sus co-
tizaciones personales, no habla a mplido los 60 años de edad, condición
indispensable para que el asegurado tenga derecho a una pensión si
reúne las cotizaciones exigidas por la ley y en caso contrario para que
se le devuelva el valor de sus cotizaciones personales; que al fallar de
esta manera la Cámara de Cuentas en funciones de Tribunal Superior-
Administrativo, hizo una errónea interpretación de la ley y en
consecuencia procede la casación de la sentencia por falta de base legal
sin necesidad de ponderar los demás medios del recurso.

Cas. 6 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1194.

Sentencia. Materia Penal. Sentencia dictada en dispositivo. Ausencia
de motivos. Casación.

Cas. 9 diciembre 1983, B.J. 877, Págs. 3863, 3916.

Sentencia Civil. Ejecución.
La ejecución de una sentencia puede ser voluntaria, cuando la parte

condenada o el deudor se aviene espontáneamente a realizar la pres-
tación a que lo obligó la sentencia, como ocurrió en la especie, sobre to-
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do que, como ya se ha dicho, cualesquiera de las partes podian promo-
ver dicha medida.

Cas. 28 febrero 1983 B J 867, Pág. 544.

Sentencia Comercial. Copia notificada en que no consta la formalidad
del registro . No es motivo para la casación.

El hecho de que no conste en la copia de la sentencia que se le notificó
al recurrente la formalidad del registro de dicha sentencia no implica
vicio alguno que justifique la casación de la misma.

Cas. 11 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 622.

Sentencias dictadas en dispositivo. Ausencia de motivos. Materia
penal. Casación.

Cas. 18 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3607.

Sentencia dictada en dispositivo. Deber de los Jueces. Motivación de
las sentencias.

Los Jueces del fondo están en la obligación de motivar sus sentencias
y en materia represiva deben enunciar los hechos que resulten de la ins-
trucción de la causa, y además deben calificar esos hechos en relación
con el texto de la ley penal aplicada; que; en la especie, tanto la sen-
tencia de Primer Grado como la impugnada fueron dictadas en dis-
positivo, por lo que no contienen una exposición de los hechos de la
causa y carecen de motivos que justifiquen sus dispositivos; que, en
tales condiciones, la S.C. de J., está en la imposibilidad de ejercer su po-
der de control y verificar si la ley ha sido bien o mal aplicada, por lo que
procede la casación del fallo impugnado.

Cas. 12 enero 1983, B.J. 866, Pág. 19.
Sentencia dictada en dispositivo. Falta de motivos. Casación.
Cas. 12 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2255.
Cas. 19 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2348.

Sentencias no motivadas. Casación.
Cas. 4 julio 1983, B.J. 872, Págs. 1756,1760.

Sentencia sin motivos. Casación.
Cas. 20 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1941.

Sentencia dictada en Primer Grado en materia laboral por un Juez
que se !labia inhibido. Alegato de nulidad que no fue propuesto por ante
los Jueces del fondo. No puede presentarse por primera vez en
casación.

En la especie, la nulidad invocada en el medio que se examina, no fue
propuesta por los recurrentes ante los Jueces del fondo, por lo cual al
proponerla por primera vez en casación, constituye un medio nuevo que
debe ser declarado inadmisible; en consecuencia el medio carece de
fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 31 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2500.
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Sentencia penal dictada en dispositivo. Falla de motivos Casacton.
Cas. 6 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1784.

Sentencia. Materia Penal. Sentencia dictada en dispositivo. Casación
Cas. 14 septiembre 1983. B.J. 871, Pág. 2633.

Sentencias. Materia Penal. Sentencias no motivadas. Casación
Cas. 27 junio 1983, B.J. 871, Págs. 1639, 1681 1699

Suspensión de ejecución de sentencia que otorga la guarda pro-
visional de un hijo menor de edad a su padre. Asunto no comunicado al
representante del Ministerio Público. Art. 83 del Código de Proce
dimiento Civil, mod. por la Ley No. 843 de 1971

El articulo 83 del Código de Procedimiento Civil, tal como ha quedado
luego de su modificación por la Ley No. 843 de 1978, después de
enumerar los casos en que un asunto puede ser comunicado al Minis-
terio Público. establece que la comunicación sólo procederá en los casos
antes indicados, cuando es requerida por el demandado in limine lit is o
cuando es ordenada de oficio por el Tribunal; que en la es pecie. resulta
del examen del auto impugnado, que el Juez a-quo fue apoderado por la
recurrente, en atribuciones de referimiento, para conocer de una
demanda en suspensión de la ejecución de una sentencia dictada en las
mismas atribuciones, por un Juzgado de Primera Instancia; que, por
tanto, en esa instancia la recurrente desempeñaba el papel de un
demandante, por lo cual no estaba autorizada por la Ley para deman-
dar la comunicación del expediente al Ministerio Público; que aún
cuando el Juez a-quo. como lo alega la recurrente, no dio ningún motivo
justificativo para no acoger su pedimento al respecto, esa falta de mo-
tivos queda suplida con los motivos de puro derecho expuestos por la
Suprema Corte de Justicia.

Cas. 22 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1012.

Testamento. Testador que declara al notario que no sabe firmar.
Impugnación del testamento sobre la base de que el testador no fue
sincero al hacer esa declaración. Prueba. No hay necesidad de ins-
cribirse en falsedad.

En la especie, la Corte a-qua para rechazar las conclusiones de los
apelantes y hoy recurrentes tendentes a establecer la prueba de la falta
de sinceridad del testador cuando declaró ante el Notario que no sabia
firmar, expuso que para hacer esa prueba el recurrente debla realizar
el procedimiento de inscripción en falsedad; que contrariamente a lo
afirmado por la Corte a-qua, para probar la sinceridad o no de una
declaración hecha por un compareciente ante un notario, no es
necesario recurrir a ese procedimiento ya que esa prueba puede
hacerse por lodos los medios; que en esas condiciones la Corte a-qua al
fallar como lo hizo ha violado las reglas relativas a la prueba, por lo que
rocede la casación de la sentencia sin que sea necesario ponderar los
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do que, como ya se ha dicho, cualesquiera de las partes podían promo-
ver dicha medida.

Cas. 28 febrero 1983, B.J 867, Pág. 544.

Sentencia Comercial. Copia notificada en que no consta la formalidad
del registro . No es motivo para la casación.

El hecho de que no conste en la copia de la sentencia que se le notificó
al recurrente la formalidad del registro de dicha sentencia no implica
vicio alguno que justifique la casación de la misma.

Cas. 11 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 622.

Sentencias dictadas en dispositivo. Ausencia de motivos. Materia
penal. Casación.

Cas. 18 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3607.

Sentencia dictada en dispositivo. Deber de los Jueces. Motivación de
las sentencias.

Los Jueces del fondo están en la obligación de motivar sus sentencias
y en materia represiva deben enunciar los hechos que resulten de la ins-
trucción de la causa, y además deben calificar esos hechos en relación
con el texto de la ley penal aplicada; que,- en la especie, tanto la sen-
tencia de Primer Grado como la impugnada fueron dictadas en dis-
positivo, por lo que no contienen una exposición de los hechos de la
causa y carecen de motivos que justifiquen sus dispositivos; que, en
tales condiciones, la S.C. de J., está en la imposibilidad de ejercer su po-
der de control y verificar si la ley ha sido bien o mal aplicada, por lo que
procede la casación del fallo impugnado.

Cas. 12 enero 1983, B.J. 866, Pág. 19.
Sentencia dictada en dispositivo. Falta de motivos. Casación.
Cas. 12 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2255.
Cas. 19 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2348.

Sentencias no motivadas. Casación.
Cas. 4 julio 1983, B.J. 872, Págs. 1756, 1760.

Sentencia sin motivos. Casación.
Cas. 20 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1941.

Sentencia dictada en Primer Grado en materia laboral por un Juez
que se había inhibido. Alegato de nulidad que no fue propuesto por ante
los Jueces del fondo. No puede presentarse por primera vez en
casación.

En la especie, la nulidad invocada en el medio que se examina, no fue
propuesta por los recurrentes ante los Jueces del fondo, por lo cual al
proponerla por primera vez en casación, constituye un medio nuevo que
debe ser declarado inadmisible; en consecuencia el medio carece de
fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 31 agosto 1983, B.J. 873, Pág. 2500.

Sentencia penal dictada en dispositivo. Fal t a de motivos Casacion.
Cas. 6 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1784.

Sentencia. Materia Penal. Sentencia dictada en dispositivo. Casación.
Cas. 14 septiembre 1983. B.J. 871, Pág. 2653.

Sentencias. Materia Penal. Sentencias no motivadas. Casación
Cas. 27 junio 1983, B.J. 871, Págs. 1639, 1681 1699

Suspensión de ejecución de sentencia que otorga la guarda pro-
visional de un hijo menor de edad a su padre. Asunto no comunicado al
representante del Ministerio Público. Art. 83 del Código de Proce
dimiento Civil, mod. por la Ley No. 843 de 1978.

El articulo 83 del Código de Procedimiento Civil, tal como ha quedado
luego de su modificación por la Ley No. 843 de 1978, después de
enumerar los casos en que un asunto puede ser comunicado al Minis-
terio Público, establece que la comunicación sólo procederá en los casos
antes indicados, cuando es requerida por el demandado in limine lit is o
cuando es ordenada de oficio por el Tribunal, que en la especie, resulta
del examen del auto impugnado, que el Juez a-quo fue apoderado por la
recurrente, en atribuciones de referimiento. para conocer de una
demanda en suspensión de la ejecución de una sentencia dictada en las
mismas atribuciones, por un Juzgado de Primera Instancia; que, por
tanto, en esa instancia la recurrente desempeñaba el papel de un
demandante, por lo cual no estaba autorizada por la Ley para deman.
dar la comunicación del expediente al Ministerio Público; que aún
cuando el Juez a-quo. como lu alega la recurrente, no dio ningún motivo
justificativo para no acoger su pedimento al respecto, esa falta de mo-
tivos queda suplida con los motivos de puro derecho expuestos por la
Suprema Corte de Justicia.

Cas. 22 abril 1983, B.J. 869, Pág. 1012.

Testamento. Testador que declara al notario que no sabe firmar.
Impugnación del testamento sobre la base de que el testador no fue
sincero al hacer esa declaración. Prueba. No hay necesidad de ins-
cribirse en falsedad.

En la especie, la Corte a-qua para rechazar las conclusiones de los
apelantes y hoy recurrentes tendentes a establecer la prueba de la falla
de sinceridad del testador cuando declaró ante el Notario que no sabia
firmar, expuso que para hacer esa prueba el recurrente debla realizar
el procedimiento de inscripción en falsedad; que contrariamente a lo
afirmado por la Corte a-qua, para probar la sinceridad o no de una
declaración hecha por un compareciente ante un notario, no es
necesario recurrir a ese procedimiento ya que esa prueba puede
hacerse por todos los medios; que en esas condiciones la Corte a-qua al
fallar como lo hizo ha violado las reglas relativas a la prueba, por lo que
arocede la casación de la sentencia sin que sea necesario ponderar los

4
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demás medios del recurso.
Cas. 21 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3317.

Testigo. Datos personales. Omisión de los mismos. Declaración. Vali-
dez. Identidad del testigo.

La omisión de las generales de un testigo no conlleva la nulidad de sus
declaraciones, ni violación alguna al texto legal invocado, siempre que
haya constancia de la identidad del testigo.

Cas. 2 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2563

Transación. Materia Laboral. Extinción de la litis.
Cas. 7 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2613.
Transporte Aéreo. Pasajera que pierde una maleta. Indemnización.

Monto. Motivos. Sentencia que no motiva la magnitud de los daños.
Casación.

En la especie, la Corte a-qua condenó a la recurrente a pagar a la
recurrida indemnizaciones de RDS3,000.00 y BD510,000.00, a titulo de
reparación de los daños materiales y morales por ella sufridos con mo-
tivo de la pérdida de una maleta, sin precisar la magnitud de esos daños
ni exponer una descripción de los mismos; que si bien es verdad que los
Jueces del fondo son soberanos en la evaluación de los daños y per-
juicios, lo cual escapa al control de la casación, salvo que la in-
demnización otorgada sea irrazonable, no es menos cierto que eso no los
libera de la obligación de exponer en sus sentencias la magnitud de los
daños mediante su descripción, cuando menos, a fin de poner a la S.C.
de J. en condiciones de verificar el carácter razonable o no del monto de
la indemnización acordada; que al no proceder así la Corte a-qua dejó
sin base legal la sentencia impugnada, en cuanto al monto de las in-
demnizaciones concedidas a la recurrida, por lo cual debe ser casada en
ese aspecto.

Cas. 7 diciembre 1983, B.J. 877. Pág. 3829.

Transporte Aéreo. Responsabilidad limitada. Cláusula de tal res-
ponsabilidad. Prueba a cargo de quien la alega. Arts. 4 y 22 del Convenio
de Varsovia. Talón de equipaje.

La parte que invoca una cláusula limitativa de responsabilidad, está
en la obligación de probar la existencia de las condiciones de aplicación
de tal cláusula; que en la especie, la limitación de responsabilidad
proclamada por el art. 22 del Convenio de Varsovia, está subordinada al
cumplimiento de las condiciones previstas en el art. 4 del mismo con-
venio, las cuales deben constar en el corres.pondiente talón de equipaje,
único medio de probar que han sido observadas; que, por consiguiente,
era a la recurrente a quien le correspondía demostrar que se hablan
cumplido las referidas condiciones, mediante la presentación del talón
de equipaje a que se ha hecho referencia para poder invocar una res-
ponsabilidad limitada; que, por lo expuesto se evidencia que el alegato
que se examina carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 7 diciembre 1983, B.J. 877, Pág. 3829.

Tránsito. Tribunales Especiales de Tránsito. Competencia. Ley No.
585 de 1977. Daños a la propiedad ajena. Competencia del Tribunal
Especial de Tránsito.

la Ley No. 585 de 1977, que crea los Juzgados de Paz Especiales de
Tránsito, en adición a los Juzgados de Paz Ordinarios, existentes en el
Distrito Nacional y otras demarcaciones, dispone que son competentes
para conocer exclusivamente de las violaciones a la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, salvo lo dispuesto en los artículos 51 y 220 de
la misma, asi como de las Ordenanzas y Resoluciones dictadas en ma-
teria de tránsito por los correspondientes Ayuntamientos que hasta el
presente son competencia de los Juzgados de Paz Ordinarios; que en
vista de que la excepción señalada en el articulo 51, no excluye la pre-
vención por la cual ha sido juzgado el infractor A.S., es obvio en
consecuencia, que conforme los términos de la Ley No. 585 antes men
cionada, los Juzgados de Paz Especiales de Tránsito creados para
conocer de las violaciones a la Ley No. 241 de 1967, con las excepciones
referidas, dichos Tribunales, apoderados en el caso ocurrente, tienen
competencia para conocer de la acción penal y de la acción civil, esta
última accesoriamente a la primera en virtud de lo dispuesto por el ar-
ticulo 3 del Código de Procedimiento Criminal; que al tallar la Cámara
a-qua, confirmando el fallo del Juzgado de Paz Especial de Tránsito en
el que fue ejercida la acción civil accesoriamente a la acción pública y
por ante el mismo Juez, dicha Cámara ha aplicado la Ley correc-
tamente, y por tanto, el medio que se examina debe ser desestimado por
carecer de fundamento.

Cas. 24 enero 1983, B.J. 866, Pág. 136.

Tribunal de Confiscaciones. Venta. Alegato de vicios del consen-
timiento de parte del vendedor. Alegato no probado.

En la especie, la Corte a-qua ha establecido que en la venta in-
tervenida entre el Estado dominicano y los señores R.T.R., actuando en
representación de los demás hermanos, no existió al momento de
concertarse dicha venta ninguna circunstancia de violencia que viciara
el consentimiento de los vendedores, ya que éstos recibieron a entera
satisfacción los emolumentos o valores que envolvieron la aludida ven-
ta"; que al expresarse asl lo que la Corte a-qua quiso exponer fue que
los demandantes no hablan probado, como era su deber, los hechos
alegados como constitutivos de la violencia, lo que tampoco resulta del
examen de los documentos del expediente; que la apreciación de la
prueba es una cuestión de hecho que cae dentro del poder soberano de
los Jueces del fondo y escapa al control de la casación, salvo des-
naturalización que no ha ocurrido en la especie; que habiendo com-
probado la Corte a-qua que no habla sido establecido el hecho de la
violencia, no tenia que aplicar los articulos 1109, 1111 y 1112 del Código
Civil, por lo cual no ha podido violarlos; que, por último, de la sentencia
impugnada ni de ningún otro documento del expediente, resulta que en
la litis hayan figurado otras personas que las que se señalan en la
misma sentencia ni que tampoco se hayan omitido personas que in-
tervinieron en el proceso; que como se advierte por lo anteriormente
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demás medios del recurso.
Cas. 21 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3317.

Testigo. Datos personales. Omisión de los mismos. Declaración. Vali-
dez. Identidad del testigo.

La omisión de las generales de un testigo no conlleva la nulidad de sus
declaraciones, ni violación alguna al texto legal invocado, siempre que
haya constancia de la identidad del testigo.

Cas. 2 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2563

Transaclón. Materia Laboral. Extinción de la litis.
Cas. 7 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 2613.
Transpone Aéreo. Pasajera que pierde una maleta. Indemnización.

Monto. Motivos. Sentencia que no motiva la magnitud de los daños.
Casación.

En la especie, la Corte a-qua condenó a la recurrente a pagar a la
recurrida indemnizaciones de RD53,000.00 y RDSI0,000.00, a titulo de
reparación de los daños materiales y morales por ella sufridos con mo-
tivo de la pérdida de una maleta, sin precisar la magnitud de esos daños
ni exponer una descripción de los mismos; que si bien es verdad que las
Jueces del fondo son soberanos en la evaluación de los daños y per-
juicios, lo cual escapa al control de la . casación, salvo que la in-
demnización otorgada sea irrazonable, no es menos cierto que eso no los
libera de la obligación de exponer en sus sentencias la magnitud de los
daños mediante su descripción, cuando menos, a fin de poner a la S.C.
de J. en condiciones de verificar cl carácter razonable o no del monto de
la indemnización acordada; que al no proceder así la Corte a-qua dejó
sin base legal la sentencia impugnada, en cuanto al monto de las in-
demnizaciones concedidas a la recurrida, por lo cual debe ser casada en
ese aspecto.

Cas. 7 diciembre 1983, B.J. 877, Pág. 3829.

Transporte Aéreo. Responsabilidad limitada. Cláusula de tal res-
ponsabilidad. Prueba a cargo de quien la alega. Arts. 4 y 22 del Convenio
de Varsovia. Talón de equipaje.

La parte que invoca una cláusula limitativa de responsabilidad, está
en la obligación de probar la existencia de las condiciones de aplicación
de tal cláusula; que en la especie, la limitación de responsabilidad
proclamada por el art. 22 del Convenio de Varsovia, está subordinada al
cumplimiento de las condiciones previstas en el art. 4 del mismo con-
venio, las cuales deben constar en el correspondiente talón de equipaje,
único medio de probar que han sido observadas; que, por consiguiente,
era a la recurrente a quien le correspondia demostrar que se hablan
cumplido las referidas condiciones, mediante la presentación del talón
de equipaje a que se ha hecho referencia para poder invocar una res-
ponsabilidad limitada; que, por lo expuesto se evidencia que el alegato
que se examina carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 7 diciembre 1983, B.J. 877, Pág. 3829.

Tránsito. Tribunales Especiales de Tránsito. Competencia. Ley No.
685 de 1977. Daños a la propiedad ajena. Competencia del Tribunal
Especial de Tránsito.

la Ley No. 583 de 1977, que crea los Juzgados de Paz Especiales de
Tránsito, en adición a los Juzgados de Paz Ordinarios, existentes en el
Distrito Nacional y otras demarcaciones, dispone que son competentes
para conocer exclusivamente de las violaciones a la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, salvo lo dispuesto en los artículos 51 y 220 de
la misma, ad como de las Ordenanzas y Resoluciones dictadas en ma-
teria de tránsito por los correspondientes Ayuntamientos que hasta el
presente son competencia de los Juzgados de Paz Ordinarios; que en
vista de que la excepción señalada en el articulo 51, no excluye la pre-
vención por la cual ha sido juzgado el infractor AS., es obvio en
consecuencia, que conforme los términos de la Ley No. 585 antes men
cionada. los Juzgados de Paz Especiales de Tránsito creados para
conocer de las violaciones a la Ley No. 241 de 1967, con las excepciones
referidas, dichos Tribunales, apoderados en el caso ocurrente, tienen
competencia para conocer de la acción penal y de la acción civil, esta
última accesoriamente a la primera en virtud de lo dispuesto por el ar-
tículo 3 del Código de Procedimiento Criminal; que al fallar la Cámara
a-qua, confirmando el fallo del Juzgado de Paz Especial de Tránsito en
el que fue ejercida la acción civil accesoriamente a la acción pública y
por ante el mismo Juez, dicha Cámara ha aplicado la Ley correc-
tamente, y por tanto, el medio que se examina debe ser desestimado por
carecer de fundamento.

Cas. 24 enero 1983, B.J. 866, Pág. 136.

Tribunal de Confiscaciones. Venta. Alegato de vicios del consen-
timiento de parte del vendedor. Alegato no probado.

En la especie, la Corte a-qua ha establecido que en la venta in-
tervenida entre el Estado dominicano y los señores R.T.R., actuando en
representación de los demás hermanos, no existió al momento de
concertarse dicha venta ninguna circunstancia de violencia que viciara
el consentimiento de los vendedores, ya que éstos recibieron a entera
satisfacción los emolumentos o valores que envolvieron la aludida ven-
ta"; que al expresarse así lo que la Corte a-qua quiso exponer fue que
los demandantes no hablan probado, como era su deber, los hechos
alegados como constitutivos de la violencia, lo que tampoco resulta del
examen de los documentos del expediente; que la apreciación de la
prueba es una cuestión de hecho que cae dentro del poder soberano de
los Jueces del fondo y escapa al control de la casación, salvo des-
naturalización que no ha ocurrido en la especie; que habiendo com-
probado la Corte a-qua que no habla sido establecido el hecho de la
violencia, no tenia que aplicar los artículos 1109, 1111 y 1112 del Código
Civil, por lo cual no ha podido violarlos; que, por último, de la sentencia
impugnada ni de ningún otro documento del expediente, resulta que en
la litis hayan figurado otras personas que las que se señalan en la
Misma sentencia ni que tampoco se hayan omitido personas que in-
tervinieron en el proceso; que como se advierte por lo anteriormente
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expuesto, el fallo impugnado contiene motivos suficientes y pertinentes
que justifican su dispositivo. y una relación completa de los hechos de la
causa, que ha permitido a la S.C. de J. verificar que en la especie se ha
hecho una correcta aplicación de la Ley, por lo cual los medios que se
examinan carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 31. agosto 1983, B.J. 873, Pag. 2517.

Tribunal Contenclosoadministrativo. Recurso de casacion contra
una sentencia de dicho Tribunal. Emplazamiento regular a los miem-
bros de una sucesión y no a otros. Indivisibilidad. Caducidad del
recurso. Art. 7 de la Ley sobre Procedimiento de Casación.

En la especie, habiendo sido dictado el auto que autorizó a emplazar
al recurrente el día 11 de diciembre de 1981, la notificación en la fecha
antes indicada lo fue pasado el plazo que establece el articulo 7 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, que al ser el litigio de que se trata in-
divisible por su naturaleza, al recurrente no le bast3ba, como lo hizo,
emplazar a una parte de los miembros de la sucesiórnuera notificado a
todos los que eran partes de la sucesión, que al no hacerlo así en tiempo
hábil respecto a los otros herederos, el recurso debe ser declarado ca.

Cas. 21 marzo 4981; B.J. 868, Pág. 771. ka,414. /.1
duco.	 119.5	 yt

Tribunal de Tierras. Accionistas. Prescripción. Ley 5773 de 1961.
Terrenos comuneros. Posesión real. Interrupción civil.

1 • 11 próposito de la Ley fue no sólo favorecer los accionistas de un sitio,
como expresan los recurrentes, sino a toda persona que posea tales
terrenos, en las condiciones que establece para la prescripción. pues su
finalidad fue facilitar el saneamiento de los terrenos comuneros, en
base a una corta prescripción, para la cual no es suficiente a los ac-
cionistas esta calidad, sino que le es indispensable tener además la
posesión real; que en este sentido, según resulta de los hechos y cir-
cunstancias de la causa, examinados por cl Tribunal a-quo, los
recurrentes no habían poseído los terrenos de la parcela No. 12, a la
fecha de la sentencia del 10 de mayo de 1950, durante el tiempo re-
querido para la prescripción, pues en la primera parte del saneamiento
limitaron su reclamación a 48 Has., 38 Cas., y las mejoras, no les fueron
reconocidas sobre la totalidad de su superficie, como pretendían, sino
sólo las que hablan fomentado, sin que a este respecto hubieran es-
tablecido el área que abarcaban, ni el tiempo que las mantuvieron
fomentando; que igualmente en cuanto a su reclamación posterior, no
existe en el expediente evidencia de que los reclamantes hubieran es-
tablecido la prueba de la posesión, como lo requiere la citada Ley No.
5773, ni ello resulta del examen de la sentencia impugnada, que por el
contrario, lo que se pone de manifiesto es que el Tribunal a-quo dedujo
de sus instancias solicitando la suspensión de los trabajos y sus
declaraciones de que desde el 1965, los terrenos fueron invadidos, así
como de las numerosas reclamaciones formuladas por otras personas
en el saneamiento de la parcela, es que los recurrentes no poseían la to-
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talidad de los terrenos que pretendían en las condiciones legales de la
prescripción; que por otra parte, las acciones del sitio de C., conforme
lo expone la sentencia impugnada, no han sido depuradas y, por tanto,
tampoco ha podido ser hecha la partición numérica del sitio y, en
consecuencia, determinada la cantidad de terreno que debla corres-
ponder a cada acción, lo que era indispensable para su reclamación.
pues la corta prescripción se produce en la proporción del área que el
titulo ampara; que en lo que se refiere a la interrupción de la pres•
cripción, al alegar los recurrentes que a los adjudicatarios era a
quienes incumbia interrumpir su prescripción y que el Tribunal a-quo
debió exigirles a esos fines los actos de Alguacil que les notificaron, in-
dudablemente que se estaban refiriendo a la interrupción civil, por lo
cual como ésta se realiza por actos jurídicos que emanen de aquel con-
tra quien se prescribe, al decir el Tribunal a-quo que los recurrentes de-
bieron haber interrumpido la prescripción de los adjudicatarios, si se
pretendian ser los antiguos propietarios, interpretó correctamente la
ley; finalmente, en cuanto a que dicho Tribunal debió hacer una in-
vestigación más detallada de los adjudicatarios, es cuestión de hecho
que compete a los Jueces del fondo determinar hasta dónde el examen
de una reglamentación es suficiente para establecer el derecho de
propiedad de una parcela, y que además, por otra parte, esa cir-
cunstancia no afecta sus pretensiones, por lo cual también carece de in-
terés; que, en consecuencia, los medios que se examinan carecen de
fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 26 agosto 1983, B.J. a73, Pag. 2423.

Tribunal de Tierras. Adquisición de inmueble. Persona interpuesta.
Registro en favor del verdadero adquiriente.

El estudio del expediente revela que el recurrente. P.N. no cumplió
con su obligación de traspasar los referidos inmuebles en favor de la
M.P., C. por A., como fue estipulado en el documento del 14 de abril de
1964, mencionado, por lo que dicha Compañia pudo, como lo hizo, dirigir
una instando al Tribunal Superior de Tierras en solicitud de que se or-
dene el registro de esos inmuebles en su favor, ya que de acuerdo con el
documento antes mencionado, el recurrente P.N. había adquirido los
mismos en favor de la referida Compañia, la que, según consta también
en dicho acto, había aportado los fondos para cubrir el precio de la ven-
ta; que ello no deja dudas de que el recurrente actuó en ese acto como
persona interpuesta para adquirir esas parcelas; que, en tales con-
diciones, en la sentencia impugnada no se ha violado la autoridad de la
cosa juzgada, y, en consecuencia, el Primer Medio del recurso carece
de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. t6 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 455.

Tribunal de Tierras. Arrendamiento y promesa de venta de terrenos
registrados. Interesado que no registra sus derechos al amparo de los
artículos 185 y 186 de la Ley de Registro de Tierras.

Es evidente que el contrato contenido en el acto bajo firma privada,
celebrado entre R.E.M. y S.D.S., por el cual el primero otorga en favor
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expuesto, el fallo impugnado contiene motivos suficientes y pertinentes
que justifican su dispositivo, y una relación completa de los hechos de la
causa, que ha permitido a la S.C. de J. verificar que en la especie se ha
hecho una correcta aplicación de la Ley, por lo cual los medios que se
examinan carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 31 agosto 1983. B.J. 873, Pág. 2517.

Tribunal Contencioso-administrati vo. Recurso de casaca:in contra
una sentencia de dicho Tribunal. Emplazamiento regular a los miem-
bros de una sucesión y no a otros. Indivisibilidad. Caducidad del
recurso. Art. 7 de la Ley sobre Procedimiento de Casación.

En la especie, habiendo sido dictado el auto que autorizó a emplazar
al recurrente el día 11 de diciembre de 1981. la notificación en la fecha
antes indicada lo fue pasado el plazo que establece el articulo 7 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, que al ser el litigio de que se trata in-
divisible por su naturaleza, al recurrente no le bast3ba, como lo hizo,
emplazar a una parte de los miembros de la sucesióirfuera notificado a
todos los que eran partes de la sucesión, que al no hacerlo así en tiempo
hábil respecto a los otros herederos, el recurso debe ser declarado ca-
duco.

Cas. 21 marzo tti B.J. 868, Pág. 771. fv t -14A•c--z- I) jet'
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Tribunal de Tierras. Accionistas. Prescripción. Ley 5773 de 1961.
Terrenos comuneros. Posesión real. Interrupción civil.

El propuso0de la Ley fue no sólo favorecer los accionistas de un sitio.
como expresan los recurrentes, sino a toda persona que posea tales
terrenos, en las condiciones que establece para la prescripción, pues su
finalidad fue facilitar el saneamiento de los terrenos comuneros, en
base a una corta prescripción, para la cual no es suficiente a los ac-
cionistas esta calidad, sino que le es indispensable tener además la
posesión real; que en este sentido, según resulta de los hechos y cir-
cunstancias de la causa, examinados por el Tribunal a-quo, los
recurrentes no hablan poseído los terrenos de la parcela No. 12, a la
fecha de la sentencia del 10 de mayo de 1950, durante el tiempo re-
querido para la prescripción, pues en la primera parte del saneamiento
limitaron su reclamación a 48 Has., 38 Cas., y las mejoras, no les fueron
reconocidas sobre la totalidad de su superficie, como pretendían, sino
sólo las que habían fomentado, sin que a este respecto hubieran es-
tablecido el área que abarcaban, ni el tiempo que las mantuvieron
fomentando: que igualmente en cuanto a su reclamación posterior, no
existe en el expediente evidencia de que los reclamantes hubieran es-
tablecido la prueba de la posesión, como lo requiere la citada Ley No.
5773, ni ello resulta del examen de la sentencia impugnada, que por el
contrario, lo que se pone de manifiesto es que el Tribunal a-quo dedujo
de sus instancias solicitando la suspensión de los trabajos y sus
declaraciones de que desde el 1965, los terrenos fueron invadidos, así
como de las numerosas reclamaciones formuladas por otras personas
en el saneamiento de la parcela, es que los recurrentes no poseían la to-
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Calidad de los terrenos que pretendían en las condiciones legales de la
prescripción; que por otra parte, las acciones del sil io de C., conforme
lo expone la sentencia impugnada, no han sido depuradas y, por tanto,
tampoco ha podido ser hecha la partición numérica del sitio y, en
consecuencia, determinada la cantidad de terreno que debla corres-
ponder a cada acción, lo que era indispensable para su reclamación,
pues la corta prescripción se produce en la proporción del área que el
titulo ampara; que en lo que se refiere a la interrupción de la res-
cripción, al alegar los recurrentes que a los adjudicatarios era a
quienes incumbía interrumpir su prescripción y que el Tribunal a-quo
debió exigirles a esos fines los actos de Alguacil que les notificaron. in-
dudablemente que se estaban refiriendo a la interrupción civil, por lo
cual como ésta se realiza por actos jurídicos que emanen de aquel con-
tra quien se prescribe, al decir el Tribunal a-quu que las recurrentes de-
bieron haber interrumpido la prescripción de los adjudicatarios, si se
pretendían ser los antiguos propietarios, interpretó correctamente la
ley; finalmente, en cuanto a que dicho Tribunal debió hacer una in-
vestigación más detallada de los adjudicatarios, es cuestión de hecho
que compete a los Jueces del fondo determinar hasta dónde el examen
de una reglamentación es suficiente para establecer el derecho de
propiedad de una parcela, y que además, por otra parte, esa cir-
cunstancia no afecta sus pretensiones, por lo cual también carece de in-
terés; que, en consecuencia, los medios que se examinan carecen de
fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 26 agosto 1983, B .J. 823 . Pág. 2423.
Tribunal de Tierras. Adquisición de inmueble. Persona interpuesta.

Registro en favor del verdadero adquiriente.
El estudio del expediente revela que el recurrente. P.N. no cumplió

con su obligación de traspasar los referidos inmuebles en favor de la
hl.P., C. por A., como fue estipulado en el documento del 14 de abril de
1964, mencionado, por lo que dicha Compañia pudo, como lo hizo, dirigir
una instanek, al Tribunal Superior de Tierras en solicitud de que se or-
dene el registro de esos inmuebles en su favor, ya que de acuerdo con el
documento antes mencionado, el recurrente P.N. habla adquirido los
mismos en favor de la referida Compañia, la que, según consta también
en dicho acto, habia aportado los fondos para cubrir el precio de la ven-
ta; que ello no deja dudas de que el recurrente actuó en ese acto como
persona interpuesta para adquirir esas parcelas; que, en tales con-
diciones, en la sentencia impugnada no se ha violado la autoridad de la
cosa juzgada, y, en consecuencia, el Primer Medio del recurso carece
de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 16 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 455.

Tribunal de Tierras. Arrendamiento y promesa de venta de terrenos
registrados. Interesado que no registra sus derechos al amparo de los
artículos 185 y 186 de la Ley de Registro de Tierras.

Es evidente que el contrato contenido en el acto bajo firma privada,
celebrado entre R.E.M. y S.D.S., por el cual el primero otorga en favor
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del segundo un arrendamiento con promesa ae venta oel inmueble ob-
jeto del litigio, no fue registrado en la oficina del Registrador de
Títulos; "que a juicio de este Tribunal Superior el señor S.D.S. debió, y
no lo hizo, registrar sus derechos en la oficina del Registrador de Títulos
del Distrito Nacional, para dar validez a su contrato y hacerlo oponible
a terceros; que es jurisprudencia constante de nuestro más alto tri-
bunal de justicia que la ley no obliga a los que realizan contratos con
terrenos registrados a investigar quien tiene la posesión del inmueble
objeto de la operación, ya que sólo les basta examinar el Duplicado del
Certificado de Titulo que se le presente, y si alguna duda tiene debe
hacer sus investigaciones en la oficina del Registrador de Títulos; que
S.D.F. debió, y no lo hizo, recabar de su arrendador una promesa de
venta con R.E.M., el Duplicado del Certificado de Título de la citada
Parcela No. 6 Prov. G. de la Porción 'C', junto con el contrato in-
tervenido, para que el Registrador de Títulos hiciera las anotaciones
correspondientes; que en la larga litis sostenida por el señor R.E.M.
contra el señor J.V. y la L.I. and M. Co. Inc., en la cual fue declarado el
primero persona interpuesta en la compra realizada por los dos últimos
de la referida Parcela '6 Pro-G., en ningún momento el señor M. in-
formó al Tribunal que el inmueble litigioso habla sido indebidamente
arrendado por él con promesa de venta en favor del señor S.D.S., a fin
de que este fuera encausado y quien, como se ha dicho, no registró el ci-
tado contrato de fecha 21 de febrero de 1983; que, por tanto, este contra-
to no le es oponible al señor J.V. ni a la L.I. and NI. Co. Inc., quienes son
unos terceros adquirientes de buena fe y a titulo oneroso, que se en-
contraban imposibilitados de conocer el contrato suscrito sin tener cali-
dad para ello por el señor R.E.M.. con el señor S.D.S., que por estas
razones procedía rechazar por no haberse sometido al registro el re-
ferido contrato celebrado entre R.E.M. y S.D.S. y declararlo inoponible
a J.V. y la L.I. and M. Co. Inc.; que la S.C. de J., estima correctos los
razonamientos expuestos por el Tribunal a-quo en la sentencia im-
pugnada, que lejos de violar dicho Tribunal en su sentencia los textos
legales invocados por el recurrente en su memorial e incurrir en los
vicios señalados en el mismo, se hizo en dicho fallo una correcta
aplicación de los ar ticulos 183 y 186 de la Ley de Registro de Tierras.

Cas. 9 Febrero 1983, B.J. 867, Pág. 353.

Tribunal de Tierras. Conclusiones de las partes no ponderadas.
Casación.

El examen de la sentencia impugnada y del expediente revelan que,
en efecto, el Tribunal Superior de Tierras al dictar su sentencia no
examinó las referidas conclusiones del recurrente, según constan en su
escrito del 14 de mayo del 1979, mediante las cuales se rectificó el error
en que se habla incurrido al señalar la fecha de la sentencia que había
sido objeto del recurso en revisión por fraude, las cuales, tal como lo
alega el recurrente, no se hicieron figurar en el cuerpo del fallo ahora
impugnado; que en tales condiciones el derecho de defensa del

recurrente ha sido violado, y, en consecuencia. la sentencia dele ser
casada.

Cas. 16 febrero 1983. B.J. 867. Pág. 44R.

Tribunal de Tierras. Casación. Alegato de prescripción no probado.
Irregularidades en el plano. Falta de interés en el asunto.

En vista de que los Jueces del fondo llegaron a la convicción de que el
recurrente F. no habla probado la prescripción que alegaba tener en la
Parcela No. 3-D-Reformada, cualquiera que hubiera sido el fallo que el
Tribunal hubiera dado en relación con las alegadas irregularidades de
dicho plano, no hubiera beneficiado al actual recurrente; que en tales
condiciones, el segundo y último medio del recurso carece de fun-
damento y debe, también, ser desestimado.

Cas. 27 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1413.

Tribunal de Tierras. Certificado de titulo. Fuerza ejecutoria. Art. 173
de la Ley de Registro de Tierras. Registrador de Títulos. Funciones.

En la especie, el articulo 173 de la Ley de Registro de Tierras, atri-
buye al Certificado de Titulo fuerza ejecutoria y el carácter de
documento probatorio de cuantos derechos, acciones y cargas que
aparezcan en él, sin distinguir el momento de su expedición ni la na-
turaleza del negocio jurídico que le sirve de base; que, en consecuencia,
al limitar esos atributos al solo Certificado de Titulo expedido como
resultado de un proceso de saneamiento inmobiliario, el Tribunal a-quo
hizo una errada interpretación del articulo 173 de la Ley de Registro de
Tierras; que, por otra parte, las funciones del Registrador de Títulos no
son puramente administrativas, sino que es un Juez de la legalidad del
acto que se le somete para su registro, examinándolo para comprobar
la validez del mismo, y en caso de dudas debe someter la cuestión al
Tribunal Superior de Tierras, el cual indicará el criterio a seguir; que al
desconocer esa regla el Tribunal a-quo violó los principios que rigen la
legalidad y la especialidad del Certificado de Titulo, por lo cual la sen-
tencia impugnada debe ser casada, sin necesidad de examinar los
demás medios propuestos por la recurrente.

Cas. 4 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 558.

Tribunal de Tierras. Conclusiones no ponderadas por el Juez. Alegato
de Prescripción de la acción rechazada implícitamente por los Jueces.
Casación de la sentencia por lesión al derecho de defensa, pues no
dieron motivos justificados de ese rechazamiento.

Los Jueces del fondo están obligados a contestar las conclusiones
presentadas por las partes, so pena de incurrir en la violación del
derecho de defensa de las mismas; que en la especie el examen de la
sentencia impugnada y del expediente revelan que, tal como lo alegan
los recurrentes, ellos presentaron ante el Tribunal de Tierras con-
clusiones tendentes a que se declarara prescrita la acción intentada por
los actuales recurridos, las cuales aparecen transcritas en la relación
de hechos de dicho fallo; que, sin embargo, la Corte a-qua al acoger la
demanda en nulidad rechazó implícitamente las referidas conclusiones
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del segundo un arrendamiento con promesa ae venta oel inmueble ob-
jeto del litigio, no fue registrado en la oficina del Registrador de
Titulos; "que a juicio de este Tribunal Superior el señor S.D.S. debió, y

no lo hizo, registrar sus derechos en la oficina del Registrador de Títulos
del Distrito Nacional, para dar validez a su contrato y hacerlo oponible
a terceros; que es jurisprudencia constante de nuestro más alto tri-
bunal de justicia que la ley no obliga a los que realizan contratos con
terrenos registrados a investigar quien tiene la posesión del inmueble
objeto de la operación, ya que sólo les basta examinar el Duplicado del
Certificado de Titulo que se le presente, y si alguna duda tiene debe
hacer sus investigaciones en la oficina del Registrador de Titulos; que
S.D.F. debió, y no lo hizo, recabar de su arrendador una promesa de
venta con R.E.M., el Duplicado del Certificado de Título de la citada
Parcela No. 6 Prov. G. de la Porción 'C', junto con el contrato in-
tervenido, para que el Registrador de Titulos hiciera las anotaciones
correspondientes; que en la larga litis sostenida por el señor R.E.N.
contra el señor J.V. y la L.I. and M. Co. Inc., en la cual fue declarado el
primero persona interpuesta en la compra realizada por los dos últimos
de la referida Parcela '6 Pro-G., en ningún momento el señor M. in-
formó al Tribunal que el inmueble litigioso habla sido indebidamente
arrendado por él con promesa de venta en favor del señor S.D.S., a fin
de que este fuera encausado y quien, como se ha dicho, no registró el ci-
tado contrato de fecha 21 de febrero de 1983; que, por tanto, este contra-
to no le es oponible al señor J.V. ni a la L.I. and M. Co. Inc., quienes son
unos terceros adquirientes de buena fe y a titulo oneroso, que se en-
contraban imposibilitados de conocer el contrato suscrito sin tener cali-
dad para ello por el señor R.E.M.. con el señor S.D.S., que por estas
razones procedia rechazar por no haberse sometido al registro el re-
ferido contrato celebrado entre R.E.M. y S.D.S. y declararlo inoponible
a J.V. y la L.I. and M. Co. Inc.; que la S.C. de J., estima correctos los
razonamientos expuestos por el Tribunal a-quo en la sentencia im-
pugnada, que lejos de violar dicho Tribunal en su sentencia los textos
legales invocados por el recurrente en su memorial e incurrir en los
vicios señalados en el mismo, se hizo en dicho fallo una correcta
aplicación de los ar ticulos 185 y 186 de la Ley de Registro de Tierras.

Cas. 9 Febrero 1983, B.J. 867, Pág. 353.

Tribunal de Tierras. Conclusiones de las partes no ponderadas.
Casación.

El examen de la sentencia impugnada y del expediente revelan que,
en efecto, el Tribunal Superior de Tierras al dictar su sentencia no
examinó las referidas conclusiones del recurrente, según constan en su
escrito del 14 de mayo del 1979, mediante las cuales se rectificó el error
en que se habla incurrido al señalar la fecha de la sentencia que habla
sido objeto del recurso en revisión por fraude, las cuales, tal como lo
alega el recurrente, no se hicieron figurar en el cuerpo del fallo ahora
impugnado; que en tales condiciones el derecho de defensa del 
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recurrente ha sido violado, y. en consecuencia. la sentencia dele ser
casada.

Cas. 16 febrero 1983. B.J. 867. Pág. 44R.

Tribunal de Tierras. Casación. Alegato de prescripción no probado.
Irregularidades en el plano. Falta de interés en el asunto.

En vista de que los Jueces del fondo llegaron a la convicción de que el
recurrente F. no había probado la prescripción que alegaba tener en la
Parcela No. 3-D-Reformada, cualquiera que hubiera sido el fallo que el
Tribunal hubiera dado en relación con las alegadas irregularidades de
dicho plano, no hubiera beneficiado al actual recurrente; que en tales
condiciones, el segundo y último medio del recurso carece de fun-
damento y debe, también, ser desestimado.

Cas. 27 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1413.

Tribunal de Tierras. Certificado de título. Fuerza ejecutoria. Art. 173
de la Ley de Registro de Tierras. Registrador de Títulos. Funciones.

En la especie, el articulo 173 de la Ley de Registro de Tierras, atri-
buye al Certificado de Título fuerza ejecutoria y el carácter de
documento probatorio de cuantos derechos, acciones y cargas que
aparezcan en él, sin distinguir el momento de su expedición ni la na-
turaleza del negocio jurídico que le sirve de base; que, en consecuencia,
al limitar esos atributos al solo Certificado de Título expedido como
resultado de un proceso de saneamiento inmobiliario, el Tribunal a-quo
hizo una errada interpretación del articulo 173 de la Ley de Registro de
Tierras; que, por otra parte, las funciones del Registrador de Títulos no
son puramente administrativas, sino que es un Juez de la legalidad del
acto que se le somete para su registro, examinándolo para comprobar
la validez del mismo, y en caso de dudas debe someter la cuestión al
Tribunal Superior de Tierras, el cual indicará el criterio a seguir; que al
desconocer esa regla el Tribunal a-quo violó los principios que rigen la
legalidad y la especialidad del Certificado de Titulo, por lo cual la sen-
tencia impugnada debe ser casada, sin necesidad de examinar los
demás medios propuestos por la recurrente.

Cas. 4 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 558.

Tribunal de Tierras. Conclusiones no ponderadas por el Juez. Alegato
de Prescripción de la acción rechazada implícitamente por los Jueces.
Casación de la sentencia por lesión al derecho de defensa, pues no
dieron motivos justificados de ese rechazamiento.

Los Jueces del fondo están obligados a contestar las conclusiones
presentadas por las partes, so pena de incurrir en la violación del
derecho de defensa de las mismas; que en la especie el examen de la
sentencia impugnada y del expediente revelan que, tal como lo alegan
los recurrentes, ellos presentaron ante el Tribunal de Tierras con-
clusiones tendentes a que se declaran prescrita la acción intentada por
los actuales recurridos, las cuales aparecen transcritas en la relación
de hechos de dicho fallo; que, sin embargo, la Corte a-qua al acoger la
demanda en nulidad rechazó implícitamente las referidas conclusiones
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sin dar los motivos justificativos de dicho rechazamiento.
Cas 18 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 712

Tribunal de Tierras. Documento no ponderado por los Jueces del fon-
do. Casación por falta de base legal.

El examen de la sentencia impugnada muestra que por ella se ordenó
el registro de doscientas tareas en favor de V.NI.R.S. en virtud de la
venta otorgada a su favor de esa extensión de terreno por la esposa
superviviente de NI.A.R.B. (al Id.. y todos los herederos de éste, tanto
legítimos como naturales; que al proceder de este modo los Jueces que
dictaron la sentencia impugnada no ponderaron los documentos some-
tidos por el comprador. depositados en el expediente, ya que, si bien en
la cláusula 'C' del contrato de venta del 24 de abril de 1973 se expresa
que los vendedores son, la viuda común en bienes como cada uno de los
coherederos", de lo que podría deducirse que se trataba tanto de los
legitimas, como de los naturales, en acto posterior, el 17 de septiembre
de 1973, celebrado por la viuda R. y todos los herederos legítimos del
finado M.A.R.V., y en el recibo de descargo firmado por los herederos,
se revela que en la venta de la referida porción de 200 tareas en favor de
V.NI.R S. fue otorgada solamente por la mencionada viuda y los
In los 'venirnos del exiinto NI.A.It.V.. que al no ponderar el Tri-
bunal a-quo estos documentos que hablan podido conducirlo even-
tualmente , a dar al caso una solución distinta, en la sentencia im-
pugnada se incurrió en el vicio de falta de base legal.

Cas. 12 enero 1983, B.J. 666, Pág. 6

Tribunal de Tierras. Fondo de Seguros de terrenos registrados.
Reclamación contra ese Fondo. Requisitos para la acción. Articulo 227
de la Ley de Registro de Tierras.

La acción contra el fondo ae Seguro de Terrenos registrados está
reservada, de acuerdo con las disposiciones del articulo 227 de la Ley de
Registro de Tierras para aquellos casos en los cuales la persona que se
crea lesionada no tenga a su alcance otra vía para reclamar sus
derechos; que en el caso el recurrente ha podido antes de intentar su
acción, reclamar ese terreno a la institución que se apoderó del mismo
para abrir una calle de la ciudad de Santiago; que en la especie el
recurrente no demostró a los Jueces del fondo que el despojo de que,
según alega fue víctima, ocurrió con motivo de las disposiciones de la
Ley de Registro de Tierras tal como lo exige la mencionada disposición
legal, ni por causa de fraude o a consecuencia de negligencia, u omisión,
error o incidencia de parte de los funcionarios o empleados que in-
tervinieron en el proceso Catastral de la parcela reclamada.

Cas. 9 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 263.

Tribunal de Tierras. Honorarios de abogados. Inscripción de privilegio
Art. 10 de la Ley 302 de 1964.

Cas. 9 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 333.

¡tamal de l'el ras. inmuebles excluidos de una comunidad ma-
imiau:d. Plus valla. Reclamación de la viuda. Inmuebles deviiellos

/, II I Iki de la Ley No. 017 de l%2.
En la especie. al estimar el Tribunal a quo que los inmuebles en litigio

no habían entrado en el patrimonio de la comunidad legal existente en-
tre los mencionados cónyuges no tenia que examinar la cuestión rela-
tiva a la plusvalía, ya que la devolución se opera de modo absoluto, esto
es, sin tener en cuenta el mayor valor adquirido por los inmuebles
durante el periodo de la comunidad legal.

Cas. 22 junio 1983, B.J. 871, 1634.

Tribunal de Tierras. Justo título.
El ;u-to !nulo debe consistir en un acto susceptible de transferir la

propiedad , tal como si la transferencia hubiera tenido lugar realmente.
y si hubiera emanado del verdadero propietario; que la prescripción
tiene por objeto suplir la falta del derecho de propiedad en el enagena-
dar; pero es obvio que el justo titulo no produce los efectos que le atri-
buye la Ley sino respecto del inmueble descrito en el acto de trans-
ferencia, que en la especie el recurrente F. tal como se expresa en la
sentencia impugnada, no probó que el terreno que le fue traspasado por
O.D. se encontraba ubicado dentro de la Parcela No. 3 . D- Itutormada
sino en la Parcela colindante, No. 3-B del mismo Distrito C.; que el Tri-
bunal a-quo. se fundó, para dictar su fallo no solamente, en el acto de
venta otorgado en favor del recurrente, en el cual se describe con toda
precisión el inmueble vendido, sino en otros documentos del expediente,
ellecialmente en el plano de superposición preparado por el Inspector

de M.C. Agrimensor J.B.C.V., por el cual se comprueba que la
mensura del A.L. se ajustó en su lindero Oeste al lindero de la mensura
del A.D., practicada a requerimiento de la Suc. P.; que como en el acto
de venta otorgado en favor del recurrente F. se indica que el terreno
vendido fue medido [ s ir el Agrimensor L., según se expresa también en
la sentencia impugnada, es claro que dicho terreno no comprende el
predio abarcado por la Parcela No.3-D- Reformada. sino la Parcela 3-
B, colindante.

Cas. 27 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1413.

Tribunal de Tierras. Litigante extranjera no domiciliada en el pais
que no ha justificado poseer aqui inmuebles distintos a los litigiosos.
Fianza judicatura solvi en casación.

Ver: Casación. Recurrente extranjera. demandante.
Cas. 11 abril 1983, B.J. 869, Pág. 882.

Tribunal de Tierras. Uds sobre terreno registrado.
Las pretensiones de A. Ch. constituyen una litis sobre derechos regis-

trados, puesto que la supuesta promesa de venta es la que ha dado mo-
tivo al presente litigio, y sus pretensiones han surgido con posterioridad
al registro de la Parcela No. 1 y toda acción en contestación de cual-
quier derecho registrado constituye una litis sobre estos derechos: que
cuando C. B.N., adquiriente de derechos en la Parcela No. 1, por venta
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sin dar los motivos justificativos de dicho rechazamiento.
Cas 18 marzo 19113, B.J. 8613. Pág. 712

Tribunal de Tierras. Documento no ponderado por los Jueces del fon-
do. Casación por falta de base legal.

El examen de la sentencia impugnada muestra que por ella se ordenó
el registro de doscientas tareas en favor de V.M.R.S. en virtud de la
venta otorgada a su favor de esa extensión de terreno por la esposa
superviviente de 11.A.R.13. (a) M., y lodos los herederos de éste, tanto
legítimos como naturales; que al proceder de este modo los Jueces que
dictaron la sentencia Impugnada no ponderaron los documentos some-
tidos por el comprador, depositados en el expediente, ya que, si bien en
la cláusula	 del contrato de venta del 24 de abril de 1973 se expresa
que los vendedores son, la viuda común en bienes como cada uno de los
coherederos", de lo que podria deducirse que se trataba tanto de los
legitimes, como de los naturales, en acto posterior, el 17 de septiembre
de 1973. celebrado por la viuda R. y todos los herederos legítimos del
finado NI.A.R.V., y en el recibo de descargo firmado por los herederos,
se revela que en la venta de la referida porción de 200 tareas en favor de
V.M.R.S. fue otorgada solamente por la mencionada viuda y los
hitos legitirnos del exlinlo NI.A.H.V.. que al no ponderar el Tri-
bunal a-quo estos documentos que hablan podido conducirlo even-
tualmente , a dar al caso una solución distinta, en la sentencia im-
pugnada se incurrió en el vicio de falta de base legal.

Cas. 12 enero 1983, B.J. 866, Pág. 6

Tribunal de Tierras. Fondo de Seguros de terrenos registrados.
lieelainación contra ese Fondo. Requisitos para la acción. Articulo 227
de la Ley de Registro de Tierras.

La acción contra el fondo °e Seguro de Terrenos registrados está
reservada, déacuerdo con las disposiciones del articulo 227 de la Ley de
Registro de Tierras para aquellos casos en los cuales la persona que se
crea lesionada no tenga a su alcance otra via para reclamar sus
derechos; que en el caso el recurrente ha podido antes de intentar su
acción, reclamar ese terreno a la institución que se apoderó del mismo
para abrir una calle de la ciudad de Santiago; que en la especie el
recurrente no demostró a los Jueces del fondo que el despojo de que,
según alega fue victima. ocurrió con motivo de las disposiciones de la
Ley de Registro de Tierras tal como lo exige la mencionada disposición
legal, ni por causa de fraude o a consecuencia de negligencia, u omisión,
error o incidencia de parte de los funcionarios o empleados que in-
tervinieron en el proceso Catastral de la parcela reclamada.

Cas. 9 septiembre 1983, B.J. 874, Pág. 263.

Tribunal de Tierras. Honorarios de abogados. Inscripción de privilegio
Art. 10 de la Ley 302 de 1964.

Cas. 9 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 333.
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Tribunal de Tierras. Inmuebles excluidos de una comunidad ma-
kanoncil. Plus valla. Reclamación de la viuda. Inmuebles devIellos
en ‘Irt id de la Ley' No. 6087 de 1962.

En la especie, al estimar el Tribunal a -quo que los inmuebles en litigio
no hablan entrado en el patrimonio de la comunidad legal existente en-
tre los mencionados cónyuges no tenia que examinar la cuestión rela-
tiva a la plusvalia, ya que la devolución se opera de modo absoluto, esto
es, sin tener en cuenta el mayor valor adquirido por los inmuebles
durante el periodo de la comunidad legal.

Cas. 22 junio 1983, B.J. 871, 1634.

Tribunal de Tierras. Justo titulo.
El tu-to titulo debe consistir en un acto susceptible de translcrir la

propiedad , tal como si la transferencia hubiera tenido lugar realmente,
y si hubiera emanado del verdadero propietario; que la prescripción
tiene por objeto suplir la falta del derecho de propiedad en el enagena-
dor; pero es obvio que el justo titulo no produce los efectos que le atri-
buye la Ley sino respecto del inmueble descrito en el acto de trans-
ferencia, que en la especie el recurrente F. tal como se expresa en la
sentencia impugnada, no probó que el terreno que le fue traspasado por
O.D. se encontraba ubicado dentro de la Parcela No. 3-D- itetormada
sino en la Parcela colindante, No. 3-B del mismo Distrito C.; que el Tri-
bunal a-quo, se fundó, para dictar su fallo no solamente, en el acto de
venta otorgado en favor del recurrente, en el cual se describe con toda
precisión el inmueble vendido, sino en otros documentos del expediente,
especialmente en el plano de superposición preparado por el Inspector

de 111.C. Agrimensor JALC.V., por el cual se comprueba que la
mensura del A.L. se ajustó en su lindero Oeste al lindero de la mensura
del A.D., practicada a requerimiento de la Soc. P.; que como en el acto
de venta otorgado en favor del recurrente F. se indica que el terreno
vendido fue medido pu' el Agrimensor L., según se expresa también en
la sentencia impugnada, es claro que dicho terreno no comprende el
predio abarcado por la Parcela No. 3-D- Reformada. sino la Parcela 3-
B, colindante.

Cas. 27 mayo 1983, B.J. 870, Pág. /41a.

Tribunal de Tierras. Litigante extranjera no domiciliada en el pais
que no ha justificado poseer aqui inmuebles distintos a los litigiosos.
Fianza judicatura solvi en casación.

Ver: Casación. Recurrente extranjera. clemandante.
Cas. 11 abril 1983, B.J. 869, Pág. 882.

Tribunal de Tierras. Litis sobre terreno registrado.
Las pretensiones de A. Ch. constituyen una lit is sobre derechos regis-

trados, puesto que la supuesta promesa de venta es la que ha dado mo-
tivo al presente litigio, y sus pretensiones han surgido con posterioridad
al registro de la Parcela No. 1 y toda acción en contestación de cual-
quier derecho registrado constituye una lit is sobre estos derechos; que
cuando C. R.N., adquiriente de derechos en la Parcela No. 1, por venta
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que le hiciera J.C. de una porción de dicho inmueble, se ve en la im-
posibilidad de registrar los derecoos que le fueron traspasados en la re-
ferida Parcela apoderó del caso al Tribunal Superior de Tierras para
que dirimiera el asunto, y dicho Tribunal designó un Juez de Juris-
dicción Original para que conociera del mismo; que en esta forma en-
tabló la litis sobre terreno registrado que diera lugar a los fallos antes
mencionados; que como la litis fue fallada en contra de A. Ch. era lógico
que el Tribunal a-quo ordenara la cancelación de la anotación de la
oposición inscrita en el Certificado de Titulo No. 12 que ampara los
derechos de la Parcela No. 1 del Distrito Catastral No. 6 del municipio
de Samaná que había sido expedido originalmente en favor de J.C.

Cas. 15 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1541.

Tribunal de Tierras. ataranto para adquirir terrenos registrados.
Alegato de Mejoras de buena fe o de mala fe.

En la especie, los Jueces que dictaron la sentencia impugnada pu-
dieron determinar que en el caso se trataba de un mandato puesto que el
acto por el que el recurrente adquirió las parcelas en discusión es claro

y preciso en cuanto a que él las obtuvo a nombre de la M.P., C. por A., y
en el mismo acto consta que él declaró que dichos inmuebles habían si-
do adquiridos con dinero aportado por dicha Compañia; que, en cuanto
a la ausencia de declaración en la sentencia impugnada, en relación con
la naturaleza jurídica de las mejoras existentes en las Parcelas en
discusión; que el examen de la sentencia impugnada y del expediente
no revelan que el recurrente planteara ese asunto por ante el Tribunal
a-qua, por lo que se trata de un medio nuevo, inadmisible en casación.

Cas. 16 febrero 1983. B.J. 867, Pág. 455

Tribunal de Tierras. Mejoras de buena fe.
En la especie, el Tribunal a-quo, pudo, como lo hizo, declarar de

buena fe las mejoras levantadas por el recurrente en la mencionada
parcela, aún cuando estimó que éste no lenta el justo titulo requerido en
el articulo 2265 del Código Civil para adquirirlo por prescripción por
diez (ahora cinco) años, basándose en los razonamientos antes ex-
puestos, ya que el examen de la sentencia impugnada revela que ellas
fueron levantadas a la vista y sin oposición de los dueños del terreno por
el tiempo antes indicado, lo que no es contradictorio con la solución que
el Tribunal dio al caso.

Cas. 27 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1413.

Tribunal de Tierras. Persona que declara haber adquirido unos
terrenos a nombre de otro. Expedición del titulo en favor del represen-
tado

El examen de la sentencia impugnada pone ae manifiesto que el Tri-
bunal a .quo no se basó en ese documento para ordenar el registro de
propiedad de esas parcelasen favor de la M.P., C. por A., sino en el acto
bajo firma privada del 14 de abril de 1964, legalizadas las firmas por el
N. Dr. L.N.M., en el cual F. P.N. reconoce haber adquirido a nombre de

la M.P., C. por A., los inmuebles ahora en discusión; que el documento a
que se refiere el recurrente fue señalado, junto con otros, por el Tri-
bunal a-quo en la sentencia impugnada, como corroborativo del re-
ferido documento del 14 de abril de 1964, ya que en él F.P.N. declara,
también, que adquirió esos terrenos a nombre de la 111.P., C. por A., que,
por otra parte, el Tribunal a-qua estimó como cuestión de hecho de su
soberana apreciación, que el actual recurrente no probó la coacción
alegada, lo que escapa al control de la casación.

Cas. 16 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 455.

Tribunal de Tierras. Plano particular con un área superior a la ocupada
por el interesado. Subdivisión de la Parcela.

En la especie, si bien es verdad que A.L. presentó un plano particular
del solar No. 4 de la manzana 6-G, con una extensión superificial de
698.41 M2. y sometió además, un acto mediante el cual compró al Es-
tado dominicano 6281112 dentro de la Parcela No. 110-Ref. 780 y otro acto
por el cual adquirió también del Estado 70 M2, no es menos cierto
que al efectuarse la subdivisión de esa parcela, al medirse el terreno
poseído por ella, resultó que éste sólo tenía una extensión de 628 M2,
porción de terreno que se designó como Solar No. 3 de la manzana No.
2603 según reza en su Carta-constancia; que por esas razones el Tri-
bunal Superior de Tierras confirmó la sentencia de jurisdicción
Original, que le habla asignado dicho solar con esa misma área

Cas. 11 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1852.

Tribunal de Tierras. Prescripción. Adquisición del terreno en virtud
de la más larga prescripción prevista en el art. 2262 del Código Civil.

Cas. 31 enero 1983, B.J. 866, Pág. 225.

Tribunal de Tierras. Promesa de venta. Falso Incidente civil. Facul-
tades de los Jueces del fondo.

Los Jueces del fondo pueden admitir la inscripción en falsedad y
declarar la (:;sedad del documento sin recurrir al procedimiento es-
tablecido en los artículos 214 y siguientes del Código de Procedimiento
Civil, si ellos encuentran, como sucedió en la especie y se verá más
adelante, en los documentos producidos y los hechos de la causa
elementos suficientes para formar su convicción sobre la falsedad
alegada; que. en efecto en la sentencia impugnada se da per establecido
lo siguiente: que si bien la promesa de venta vale si las personas han
consentido mútuamente respecto de la cosa y el precio, es necesario,
siempre, que exista una manifestación recíproca de voluntades para
que la promesa de venta se considere una venta; que, en la especie, en
el contrato presentado por Ch. A., no se estipuló, en el original, el precio
en que fue convenida la promesa de venta, sino que fue agregado pos.
teriormente, que, también así fue intercalada la referencia de la fecha
fijada para el ejercicio de la opción de venta; que para la demostración
de estos hechos no era necesario que se recurriera al procedimiento de
inscripción en falsedad, ya que el Tribunal de Tierras esta facultado
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que le hiciera J.C. de una porción de dicho inmueble, se ve en la im-
posibilidad de registrar los derechos que le fueron traspasados en la re-
ferida Parcela apoderó del caso al Tribunal Superior de Tierras para
que dirimiera el asunto, y dicho Tribunal designó un Juez de Juris-
dicción Original para que conociera del mismo; que en esta forma en-
tabló la litis sobre terreno registrado que diera lugar a los fallos antes
mencionados; que como la litis fue fallada en contra de A. Ch. era lógico
que el Tribunal a-quo ordenara la cancelación de la anotación de la
oposición inscrita en el Certificado de Titulo No. 12 que ampara los
derechos de la Parcela No. 1 del Distrito Catastral No. 6 del municipio
de Samaria que había sido expedido originalmente en favor de J.C.

Cas. 15 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1341.

Tribunal de Tierras. Manuato para adquirir terrenos registrados.
Alegato de Mejoras de buena fe o de mala fe.

En la especie, los Jueces que dictaron la sentencia impugnada pu-
dieron determinar que en el caso se trataba de un mandato puesto que el
acto por el que el recurrente adquirió las parcelas en discusión es claro
y preciso en cuanto a que él las obtuvo a nombre de la M.P., C. por A., y
en el mismo acto consta que él declaró que dichos inmuebles habían si-
do adquiridos con dinero aportado por dicha Compañia; que, en cuanto
a la ausencia de declaración en la sentencia impugnada, en relación con
la naturaleza jurídica de las mejoras existentes en las Parcelas en
discusión; que el examen de la sentencia impugnada y del expediente
no revelan que el recurrente planteara ese asunto por ante el Tribunal
a-qua, por lo que se trata de un medio nuevo, inadmisible en casación.

Cas 16 febrero 1983. B.J. 867. Pág . 455

Tribunal de Tierras. Mejoras de buena fe.
En la especie, el Tribunal a-quo, pudo, como lo hizo, declarar de

buena fe las mejoras levantadas por el recurrente en la mencionada
parcela, aún cuando estimó que éste no tenía el justo titulo requerido en
el articulo 2265 del Código Civil para adquirirlo por prescripción por
diez labora cinco) años, basándose en los razonamientos antes ex-
puestos, ya que el examen de la sentencia impugnada revela que ellas
fueron levantadas a la vista y sin oposición de los dueños del terreno por
el tiempo antes indicado, lo que no es contradictorio con la solución que
el Tribunal dio al caso.

Cas. 27 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1413.

Tribunal de Tierras. Persona que declara haber adquirido unos
terrenos a nombre de otro. Expedición del titulo en favor del represen-
tado

El examen de la sentencia impugnada pone ce manifiesto que el Tri-
bunal a-quo no se basó en ese documento para ordenar el registro de
propiedad de esas parcelasen favor de la M.P., C. por A., sino en el acto
bajo firma privada del 14 de abril de 1964, legalizadas las firmas por el
N. Dr. L.N.M., en el cual F. P.N. reconoce haber adquirido a nombre de

la 51.P., C. por A., los inmuebles ahora en discusión; que el documento a
que se refiere el recurrente fue señalado, junto con otros, por el Tri-
bunal a-quo en la sentencia impugnada, como corroborativo del re-
ferido documento del 14 de abril de 1964, ya que en él F.P.N. declara,
también, que adquirió esos terrenos a nombre de la 111.P., C. por A., que,
por otra parte, el Tribunal aqua estimó como cuestión de hecho de su
soberana apreciación, que el actual recurrente no probó la coacción
alegada, lo que escapa al control de la casación.

Cas. 16 febrero 1983, B.J. 867, Pág. 433.

Tribunal de Tierras. Plano particular con un área superior a la ocupada
por el interesado. Subdivisión de la Parcela.

En la especie, si bien es verdad que A.L. presentó un plano particular
del solar No. 4 de la manzana 6-G, con una extensión superificial de
69841 M2, y sometió además, un acto mediante el cual compró al Es-
tado dominicano 628 M2 dentro de la Parcela No. 110-Ref. 780 y otro acto
por el cual adquirió también del Estado 70 M2, no es menos cierto
que al efectuarse la subdivisión de esa parcela, al medirse el terreno
poseído por ella, resultó que éste sólo tenía una extensión de 628 M2,
porción de terreno que se designó como Solar No. 3 de la manzana No.
2603 según reza en su Carta-constancia; que por esas razones el Tri-
bunal Superior de Tierras confirmó la sentencia de jurisdicción
Original, que le había asignado dicho solar con esa misma área

Cas. 11 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1852.

Tribunal de Tierras. Prescripción. Adquisición del terreno en virtud
de la más larga prescripción prevista en el art. 2262 del Código Civil.

Cas. 31 enero 1983, B.J. 866, Pág. 225.

Tribunal de Tierras. Promesa de venta. Fallo incidente civil. Facul-
tades de los Jueces del fondo.

Los Jueces del fondo pueden admitir la inscripción en falsedad y
declarar la (:;sedad del documento sin recurrir al procedimiento es-
tablecido en los articules 214 y siguientes del Código de Procedimiento
Civil, si ellos encuentran, como sucedió en la especie y se verá más
adelante, en los documentos producidos y los hechos de la causa
elementos suficientes para formar su convicción sobre la falsedad
alegada; que, en efecto en la sentencia impugnada seda por establecido
lo siguiente: que si bien la promesa de venta vale si las personas han
consentido mútuamente respecto de la cosa y el precio, es necesario,
siempre, que exista una manifestación reciproca de voluntades para
que la promesa de venta se considere una venta; que, en la especie, en
el contrato presentado por Ch. A., no se estipuló, en el original, el precio
en que fue convenida la promesa de venta. sino que fue agregado pos-
teriormente; que, también así fue intercalada la referencia de la fecha
fijada para el ejercicio de la opción de venta; que para la demostración
de estos hechos no era necesario que se recurriera al procedimiento de
inscripción en falsedad, ya que el Tribunal de Tierras esta facultado
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para proceder a la investigación de la falsedad de acuerdo con su propio
procedimiento; que en la sentencia impugnada se expresa también
"que basta una simple comprobación objetiva del acto de fecha 30 de
agosto de 1974, que contiene la alegada prorriesa de venta en favor del
recurrente, para observar como termina cada párrafo del contrato con
un p •:ale final y guiones suspensivos"; que en el referido acto después
del primer párrafo y sus guiones, se insertó, por falta de espacio, la
alusión al precio y la fecha de la opción de compra: que las firmas del
acto fueron certificadas a los tres meses de su instrumentación; que Ch.
hizo ofrecimiento de pago del precio, que fue agregado al acto, a J C.,
pero éste no lo aceptó; que Ch. tampoco hizo la consignación de suma
ofrecida de acuerdo con las disposiciones del artículo 1257 del Código Ci-
vil; por lo que, basándose en estos razonamientos el Tribunal a-quo
declaró nulo y sin ningún efecto el acta del 30 de agosto de 1974. por vir-
tud &I cual A.Ch. A. alegó la existencia de una promesa de venta
otorgada en su favor por J.C., de una porción de la Parcela No. 1, en
discusión; que la S.C. estima correctos los razonamientos expuestos
precedentemente por el Tribunal a-quo, por estar fundados en derecho.

Cas. 15 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1541.

Tribunal de Tierras. Recurso de casación interpuesto por el Estado
dominicano contra una sentencia del Tribunal Superior de Tierras
relacionada con una litis de la cual no había apelado. Inadmisible. Ar-
tículos 4 de la Ley sobre Procedimiento de Casación y 133 de la Ley de
Registro de Tierras.

En la especie, la recurrida propone la inadmisibilidad del recurso de
casación interpuesto por el Estado Dominicano, ya que 	 éste no
interpuso recurso de apelación contra la sentencia dictada por el
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original el 21 de junio de 1976, la
cual en el Ordinal Primero de su dispositivo dispuso lo siguiente: "De-
clara extinguida esta litis en lo que se refiere al señor A.F.G. de una
parte y el Estado Dominicano de la otra".

Cas. 17 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1572.

Tribunal de Tierras. Recurrente que no apeló de la sentencia del
Primer Grado. Sentencia del Tribunal Superior de Tierras que no varió
la situación jurídica de jurisdicción original. Recurso de casación finad-

, misible.
En la especie, el recurrente en casación no interpuso recurso alguno

de apelación contra lo resuelto en jurisdicción original, ni envió al Tri-
bunal Superior de Tierras ninguna instancia, solicitud o pedimento para
que éste los tuviere en cuenta en el momento de realizar la revisión
obligatoria que pone la Ley a su cargo, haya o no apelación; que, por
otra parte, el Tribunal Superior al aprobar el fallo del Juez de Juris-
dicción Original, no modificó los derechos tal como éste los habla ad-
mitido; que, en tales condiciones, el presente recurso de casación resul-
ta inadmisible, lo que hace innecesario ponderar los medios propuestos
por el recurrente en su memorial.

Cas..31 enero 1923,. B.J. 866, Pág. 231

Tribunal de Tierras. Registrador de Títulos. Funciones. Certificado
(:c Titulo. Fuerza ejecutoria.

Ver: Tribunal de Tierras. Certificado de Titulo. Fuerza ejecutoria...
Cas. 4 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 558.

Tribunal de Tierras. Replanteo. Medida innecesaria.
En la sentencia impugnada ni en ningún otro documento del ex-

pediente consta que los Jueces del fondo hayan considerado la necesi-
dad de un replanteo de la parcela No. 22-A, para formar su convicción
respecto del presente proceso, sino que ordenaron dicha medida a fin de
dar oportunidad al recurrente de probar los hechos por él alegados en
relación con dicha parcela, concediéndole un plazo de 60 días para la
ejecución de la referida medida; que la negligencia del recurrente en
cumplir con la medida ordenada no puede tener como consecuencia la
suspensión indefinida de la solución del litigio; que frente a esa
negligencia los Jueces del fondo podían, como lo hicieron formar su
convicción en el sentido indicado sirviéndose de los demás elementos de
pruebd existentes en el expediente, al considerar éstos como suficientes
para la solución del asunto.

Cas. 9 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3485.

Tribunal de Tierras. Revisión por causa de fraude. Facultad de los
Jueces del fondo. Art. 140 de la Ley de Registro de Tierras.

Los Jueces del fondo Ion soberanos para apreciar los hechos que
constituyen el fraude previsto en el articulo 140 de la Ley de Registro de
Tierras, así como para interpretar los documentos sometidos a su
consideración, salvo desnaturalización, la que no ha sido probada en la
especie; que, tal como se expresa precedentemente, el Tribunal a-quo
estimó que en el caso los recurrentes no probaron que el recurrido
realizara durante el sane -miento maniobras fraudulentas para o'..stener
en su favor el registro del derecho de propiedad del inmueble en
cusión: por lo cual los medios del recurso carecen de fundamento y de-
ben ser des' ,timados.

Cas. 26 octubre 1983. B.J. 875, Pág. 3346.

Tribunal de Tierras. Simple ocupante. Desalojo. Adquiriente que ru
registra. Articulo 187 de la Ley de Registro de Tierras. Prueba a cargo
de los interesados.

De conformidad con el artículo 187 de la Ley sobre Registro de
Tierras, después que un derecho ha sido registrado, cualquier acto que
se relacione con este derecho sólo producirá efecto desde el momento en
que se practique su registro, por lo que, el Tribunal a-quo procedió
correctamente al decidir que, como el recurrente no habla registrado el
derecho de propiedad de la porción de terreno que pretende, era un
simple ocupante, o sea, que no era su propietario y. en consecuencia, al
ordenar su desalojo, no incurrió en violación a la Ley: que por otra par-
le, las facultades que atribuye la Ley a los Jueces del Tribunal de
Tierras para dirigir la instrucción y obtener las pruebas en los casos
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para proceder a la investigación de la falsedad de acuerdo con su propio
procedirnientl; que en la sentencia impugnada se expresa también
"que basta una simple comprobación objetiva del acto de fecha 30 de
agosto de 1974, que contiene la alegada proMesa de venta en favor del
recurrente, para observar como termina cada párrafo del contrato con
en p:-te final y guiones suspensivos"; que en el referido acto después
del primer párrafo y sus guiones, se insertó, por falta de espacio, la
alusión al precio y la fecha de la opción de compra; que las firmas del
acto fueron certificadas a los tres meses de su instrumentación; que Ch.
hizo ofrecimiento de pago del precio, que fue agregado al acto, a J C.,
pero éste no lo aceptó; que Ch. tampoco hizo la consignación de suma
ofrecida de acuerdo con las disposiciones del artículo 1257 del Código Ci.
sil; por lo que, basándose en estos razonamientos el Tribunal a-quo
declaró nulo y sin ningún efecto el acta del 30 de agosto de 1974, por vir-
tud del cual A.Ch. A. alegó la existencia de una promesa de venta
otorgada en su favor por J.C., de una porción de la Parcela No. 1, en
discusión; que la S.C. estima correctos los razonamientos expuestos
precedentemente por el Tribunal a-quo, por estar fundados en derecho.

Cas. 15 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1541.

Tribunal de Tierras. Recurso de casación interpuesto por el Estado
dominicano contra una sentencia del Tribunal Superior de Tierras
relacionada con una litis de la cual no habla apelado. Inadmisible. Ar-
ticulos 4 de la Ley sobre Procedimiento de Casación y 133 de la Ley de
Registro de Tierras.

En la especie, la recurrida propone la inadmisibilidad del recurso de
casación interpuesto por el Estado Dominicano, ya que 	 éste no
interpuso recurso de apelación contra la sentencia dictada por el
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original el 21 de junio de 1976. la
cual en el Ordinal Primero de su dispositivo dispuso lo siguiente: "De-
clara extinguida esta litis en lo que se refiere al señor A.F.G. de una
parte y el Estado Dominicano de la otra".

Cas. 17 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1572.

Tribunal de Tierras. Recurrente que no apeló de la sentencia del
Primer Grado. Sentencia del Tribunal Superior de Tierras que no varió
la situación jurídica de jurisdicción original. Recurso de casación finad-

, misible.
En la especie, el recurrente en casación no interpuso recurso alguno

de apelación contra lo resuelto en jurisdicción original, ni envió al Tri-
bunal Superior de Tierras ninguna instancia, solicitud o pedimento para
que éste los tuviere en cuenta en el momento de realizar la revisión
obligatoria que pone la Ley a su cargo, haya o no apelación; que, por
otra parte, el Tribunal Superior al aprobar el fallo del Juez de Juris-
dicción Original, no modificó los derechos tal como éste los habla ad-
mitido; que, en tales condiciones, el presente recurso de casación resul-
ta inadmisible, lo que hace innecesario ponderar los medios propuestos
por el recurrente en su memorial.

Cas..31 enero 1923, B.J. 866, Pág. 231

Tribunal de Tierras. Registrador de Títulos. Funciones. Certificado
- . E , Titulo. Fuerza ejecutoria.

Ver: Tribunal de Tierras. Certificado de Titulo. Fuerza ejecutoria...
Cas. 4 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 558.

Tribunal de Tierras. Replanteo. Medida innecesaria.
En la sentencia impugnada ni en ningún otro documento del ex-

pediente consta que los Jueces del fondo hayan considerado la necesi-
dad de un replanteo de la parcela No. 22-A, para formar su convicción
respecto del presente proceso, sino que ordenaron dicha medida a fin de
dar oportunidad al recurrente de probar los hechos por él alegados en
relación con dicha parcela, concediéndole un plazo de 60 días para la
ejecución de la referida medida; que la negligencia del recurrente en
cumplir con la medida ordenada no puede tener como consecuencia la
suspensión indefinida de la solución del litigio; que frente a esa
negligencia los Jueces del fondo podían. como lo hicieron formar su
convicción en el sentido indicado sirviéndose de los demás elementos de
pruebá existentes en el expediente, al considerar éstos como suficientes
para la solución del asunto.

Cas. 9 noviembre 1983, B.J. 876, Pág. 3485.

Tribunal de Tierras. Revisión por causa de fraude. Facultad de los
Jueces del fondo. Art. 140 de la Ley de Registro de Tierras.

Los Jueces del fondo ion soberanos para apreciar los hechos que
constituyen el fraude previsto en el articulo 140 de la Ley de Reghlro de
Tierras. así como para interpretar los documentos sometidos a su
consideración, salvo desnaturalización, la que no ha sido probada en la
especie; que, tal como se expresa precedentemente, el Tribunal a-quo
estimó que en el caso los recurrentes no probaron que el recurrido
realizara durante el sane mientomaniobras fraudulentas para obtener
en su favor el registro del derecho de propiedad del inmueble cn dis
cusión; por lo cual los medios del recurso carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados.

Cas. 26 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 3346.

Tribunal de Tierras. Simple ocupante. Desalojo. Adquiriente que rb
registra. Articulo 187 de la Ley de Registro de Tierras. Prueba a cargo
de los interesados.

De conformidad con el articulo 187 de la Ley sobre Registro de
Tierras, después que un derecho ha sido registrado, cualquier acto que
se relacione con este derecho sólo producirá efecto desde el momento en
que se practique su registro, por lo que, el Tribunal a-quo procedió
correctamente al decidir que, como el recurrente no habla registrado el
derecho de propiedad de la porción de terreno que pretende, era un
simple ocupante, o sea, que no era su propietario y, en consecuencia, al
ordenar su desalojo, no incurrió en violación a la Ley; que por otra par-
le, las facultades que atribuye la Ley a los Jueces del Tribunal de
Tierras para dirigir la instrucción y obtener las pruebas en los casos
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que les son sometidos, sólo se refiere al saneamiento catastral y no a li-
tis sobre terreno registrado, como es la especie, en los cuales las partes
interesadas deben someter la prueba de los derechos que reclaman den-
tro de una parcela registrada; que en este sentido no sólo el Tribunal a-
guo comprobó que el recurrente no había aportado la prueba de sus
derechos, para oponerse válidamente al desalojo, sino que en el mismo
en el memorial de casación manifestó que no pudo obtener en la D.G. de
B.N. la constancia de su derecho.

Cas. 3 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 2931.

Tribunal de Tierras. Subdivisión. Audiencia. Pedimento de reenvío.
Documento no ponderado. Lesión al derecho de defensa. Casación.

Los Jueces apoderados de un proceso de subdivisión deben, antes de
dictar su sentencia sobre el mismo, oír a los interesados para obtener de
ellos su aprobación o conocer sus reparos al proceso, salvo que en el
expediente existan otros elementos de juicio que le permitan formar su
convicción, lo que no ocurre en la especie; que aún cuando el telegrama
referido hubiera sido recibido con posterioridad a la celebración de la
audiencia, cuya posposición se solicitaba, los Jueces debieron examinar
dicho documento y dar los motivos pertinentes para acoger o rechazar
el pedimento tendente a que se ordene la celebración de una nueva au-
diencia; que al no hacerlo así en el fallo impugnado se violó el derecho
de defensa del recurrente y, en consecuencia, la sentencia debe ser
casada sin que sea necesario examinar los demás medios del recurso.

Tribunal de Tierras. Venta de terrenos. Acto de venta no registrado.
Artículos 1583 del Código Civil y 185 y 186 de la Ley de Registro de
Tierras.

En la especie, la venta que los recurrentes alegan le había otorgado el
propietario original, J.N.A.G. a H.D.B. no podía producir efecto a los
fines de transferencia, porque ese acto de venta no habla sido regis-
trado en la Oficina del Registrador de Títulos correspondiente, con an-
terioridad a la venta de G.R.A. de L., por lo que como los recurrentes
fundamentaron su reclamación exclusivamente en el acto de venta que
había J.N.A.G. otorgado a su causahabiente, la decisión del Tribunal a-
quo al declarar que la sentencia del 7 de septiembre de 1977, les era
oponible, en cuanto habla ordenado la transferencia de la Parcela No.
160 en favor de la recurrida, decidió el caso conforme a los principios
jurídicos pertinentes; que, por estas razones, el Tribunal a .quo al fallar
como lo hizo dio motivos suficientes y adecuados, sin incurrir en
consecuencia, en los vicios denunciados, por lo cual los medios que se
examinan carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 15 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1904.

Venta condicional de muebles. Ley 483 de 1964 Comprador de un au-
tomóvil que no paga ni entrega el vehículo. Culpable de abuso de con-
fianza.

Cas. 16 septiembre 1983, B.J 874, Pág 2680.
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Venta de inmuebles. Vicios del consentimiento. Incapacidad mental
de una anciana que aparece vendiendo. Nulidad de la venta. Facultad
de los Jueces del fondo.

En la especie, ha quedado plenamente establecido, que las ventas
contenidas en el Acto No. 5 de fecha 4 de febrero de 1969, son ineficaces y
carentes de validez, por no haber sido realizadas en forma legal, por ser
el resultado de tácticas dolosas, maniobras fraudulentas y una evidente
coacción y captación ejercidas contra la presunta otorgante, la hoy
finada N.T., careciendo, de consiguiente, de consentimiento válido para
su admisión y eficacia, al comprobarse los siguientes hechos: a el es,
lado de coacción, captación y confinamiento permanente ejercido por
los señores D.F. y R.S. sobre la octogenaria N.T., quien estaba bajo la
dirección física y mental de dichos presuntos compradores; b) la in-
capacidad mental y física de dicha señora por su ancianidad y la en-
fermedad que padecía; c) la forma subrepticia en que fue realizado el
otorgamiento del referido documento; d) el estado de pobreza en que vi
vió sus últimos días la hoy finada N.T., al extremo de que los gastos de
su última enfermedad fueron sufragados por sus hijos E. e 11.T. y tener
que buscar dinero prestado para su entierro; e) las declaraciones de los
señores D.P. y R.S. por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción
Original en fecha 30 de junio de 1969, en el sentido de que comparecieron
a representar a N.T., por encontrarse enferma; y O la inter. anión del
Procurador Fiscal e? P.P. por mediación del A. P. J.C.L., frente a los
señores D.P. y R.S. para que entregaran a la octogenaria N.T., ya gra
vemcnte enferma, a sus hijas E. e II.T.".

Cas. 15 agosto 1903, B.J. 873, Pág. 2267.

Venta. Promesa de venta. Nulidad de dicha promesa.
Ver: Tribunal de Tierras. Promesa de venta.
Cas. 15 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1541.

Venta de Inmuebles. Sentencia carente de motivos suficientes.
En la especie, la sentencia impugnada no contiene una exposición

completa y suficiente de los hechos, pues ni siquiera señala el objeto de
la demanda sometida a la decisión de la Corte a-qua, por lo que esta
Corte de Casación no se encuentra en condiciones de poder ejercer sus
facultades de control para determinar si la Corte a-qua ha aplicado bien
la Ley; que asimismo dicha sentencia carece de motivos que justifiquen
su dispositivo, pues si bien al confirmar la sentencia en defecto se
supone motivada, pero el recurrido no ha aportado una copia de la ci-
tada sentencia en defecto por lo que no es posible a esta Corte de
Casación verificar si aquella contiene motivos que puedan suplir los que
los jueces del fondo debieron dar para decidir el caso; que, por
consiguiente, el fallo Impugnado adolece de los vicios denunciados por
la recurrente y debe ser casado.

Cas. 27 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1409.

Violación de Propiedad. Condenación. Apelación del prevenido
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que les son sometidos, sólo se refiere al saneamiento catastral y no a li
tis sobre terreno registrado, como es la especie, en los cuales las partes
interesadas deben someter la prueba de los derechos que reclaman den-
tro de una parcela registrada; que en este sentido no sólo el Tribunal a-
quo comprobó que el recurrente no habla aportado la prueba de sus
derechos, para oponerse válidamente al desalojo, sino que en el mismo
en el memorial de casación manifestó que no pudo obtener en la D.G. de
B.N. la constancia de su derecho.

Cas. 3 octubre 1983, B.J. 875, Pág. 2931.

Tribunal de Tierras. Subdivisión. Audiencia. Pedimento de reenvío.
Documento no ponderado. Lesión al derecho de defensa. Casación.

Los Jueces apoderados de un proceso de subdivisión deben, antes de
dictar su sentencia sobre el mismo, oír a los interesados para obtener de
ellos su aprobación o conocer sus reparos al proceso, salvo que en el
expediente existan otros elementos de juicio que le permitan formar su
convicción, lo que no ocurre en la especie; que aún cuando el telegrama
referido hubiera sido recibido con posterioridad a la celebración de la
audiencia, cuya posposición se solicitaba, los Jueces debieron examinar
dicho documento y dar los motivos pertinentes para acoger o rechazar
el pedimento tendente a que se ordene la celebración de una nueva au-
diencia; que al no hacerlo así en el fallo impugnado se violó el derecho
de defensa del recurrente y, en consecuencia, la sentencia debe ser
casada sin que sea necesario examinar los demás medios del recurso.

Tribunal de Tierras. Venta de terrenos. Acto de venta no registrado.
Artículos 1583 del Código Civil y 183 y 186 de la Ley de Registro de
Tierras.

En la especie, la venta que los recurrentes alegan le habla otorgado el
propietario original, J.N.A.G. a H.D.B. no podía producir efecto a los
fines de transferencia, porque ese acto de venta no había sido regis-
trado en la Oficina del Registrador de Títulos correspondiente, con an-
terioridad a la venta de G.R.A. de L., por lo que como los recurrentes
fundamentaron su reclamación exclusivamente en el acto de venta que
habla J.N.A.G. otorgado a su causahabiente, la decisión del Tribunal a-
quo al declarar que la sentencia del 7 de septiembre de 1977, les era
oponible, en cuanto había ordenado la transferencia de la Parcela No.
160 en favor de la recurrida, decidió el caso conforme a los principios
jurídicos pertinentes; que, por estas razones, el Tribunal a .quo al fallar
como lo hizo dio motivos suficientes y adecuados, sin incurrir en
consecuencia, en los vicios denunciados, por lo cual los medios que se
examinan carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Cas. 15 julio 1983, B.J. 872, Pág. 1904.

Venta condicional de muebles. Ley 483 de 1964. Comprador de un au-
tomovil que no paga ni entrega el vehículo. Culpable de abuso de con-
fianza.

Cas. 16 septiembre 1983, B.J 874, Pág. 2680.
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Venta de Inmuebles. Vicios del consentimiento. Incapacidad mental
de una anciana que aparece vendiendo. Nulidad de la venta. Facultad
de los Jueces del fondo.

En la especie, ha quedado plenamente establecido, que las ventas
contenidas en el Acto No. 5 de fecha 4 de febrero de 1969, son ineficaces y
carentes de validez, por no haber sido realizadas en forma legal, por ser
el resultado de tácticas dolosas, maniobras fraudulentas y una evidente
coacción y captación ejercidas contra la presunta otorgante, la hoy
finada N.T., careciendo, de consiguiente, de consentimiento válido para
su admisión y eficacia, al comprobarse los siguientes hechos: a) el es-.
lado de coacción, captación y confinamiento permanente ejercido por
los señores D.P. y R.S. sobre la octogenaria N.T., quien estaba bajo la
dirección física y mental de dichos presuntos compradores; b) la in-
capacidad mental y física de dicha señora por su ancianidad y la en-
fermedad que padecía; cl la forma subrepticia en que fue realizado el
otorgamiento del referido documento; d) el estado de pobreza en que vi
vió sus últimos días la hoy finada N.T., al extremo de que los gastos de
su última enfermedad fueron sufragados por sus hijos E. e In'. y tener
que buscar dinero prestado para su entierro; e) las declaraciones de los
señores D.P. y R.S. por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción
Original en fecha 30 de junio de 1969, en el sentido de que comparecieron
a representar a N.T., por encontrarse enferma; y O la inter. anión del
Procurador Fiscal r!? P.P. por mediación del A. P. J.C.L., frente a los
señores D.P. y R.S. para que entregaran a la octogenaria N.T., ya gra
vemente enferma, a sus hijas E. e H.T.".

Cas. 15 agosto 19W, B.J. 873, Pág. 2267.

Venta. Promesa de venta. Nulidad de dicha promesa.
Ver: Tribunal de Tierras. Promesa de venta.
Cas. 15 junio 1983, B.J. 871, Pág. 1541.

Venta de Inmuebles. Sentencia carente de motivos suficientes.
En la especie, la sentencia impugnada no contiene una exposición

completa y suficiente de los hechos, pues ni siquiera señala el objeto de
la demanda sometida a la decisión de la Corte a-qua, por lo que esta
Corte de Casación no se encuentra en condiciones de poder ejercer sus
facultades de control para determinar si la Corte a-qua ha aplicado bien
la Ley: que asimismo dicha sentencia carece de motivos que justifiquen
su dispositivo, pues si bien al confirmar la sentencia en defecto se
supone motivada, pero el recurrido no ha aportado una copia de la ci-
tada sentencia en defecto por lo que no es posible a esta Corte de
Casación verificar si aquella contiene motivos que puedan suplir los que
los jueces del fondo debieron dar para decidir el caso; que, por
consiguiente, el fallo impugnado adolece de los vicios denunciados por
la recurrente y debe ser casado.

Cas. 27 mayo 1983, B.J. 870, Pág. 1409.

Violación de Propiedad. Condenación. Apelación del prevenido
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Descargo. Casación. Recurso interpuesto por la parte civil. Alegato de
que la apelación era tardía. Rechazamiento.

En la especie, se pudo establecer (por investigación ordenada por la
Corte) que la audiencia se celebró en fecha 17 de febrero de 1978 y que la
Juez se reservó el fallo sin fecha fija y lo produjo en fecha 17 de abril del
mismo año, y como no hay constancia de que dicha sentencia le fuera
notificada a A.J. (a) D., el plazo para recurrir estaba abierto el día 16 de
junio de 1978 cuando la interpuso, por lo cual procede declararlo regular
y válido en cuanto a la forma, rechazando en consecuencia, el pe-
dimento incidental de la parte civil; que lo expuesto evidencia que la
Corte a-qua al declararlo en la forma en que lo hizo, procedió correc-
tamente, y en consecuencia , el alegato contenido en el medio que se
examina carece de fundamento y debe ser desestimado.

Cas. 4 marzo 1983, B.J. 868, Pág. 568.
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE ENERO DEL 1984 No. 1

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 11 de enero
de 1980.

Materia: Trabajo.

Recurrente (s): Francisco A. Miranda.

Abogado (s): Dr. Dámaso Jorge Job.

Recurrido (s): Fernández y Asociados, C. por A

Abogado (s): Dr. Juan Luperón Vásquez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana,

e XVIII

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Darío Balcácer,
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Segundo Sustituto de Presidente; Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña
y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 11 de enero
del 1984, años 140' de la Independencia y 121' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco
Antonio Miranda, dominicano, mayor de edad, soltero,
obrero, residente en la casa NO. 53 de la calle 11-A del barrio
27 de Febrero de esta ciudad, cédula No. 243349, serie tra.,
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional el 11 de
enero de 1980, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Dámaso Jorge Job, cédula No. 43377, serie 31,

abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;
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